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Iniciativas

QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DE COMUNICACIÓN SO-
CIAL, SUSCRITA POR LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS DEL

PRI, PVEM Y NUEVA ALIANZA

Los suscritos, legisladores federales que integran los
Grupos Parlamentarios del Partido Revolucionario
Institucional, del Partido Verde Ecologista de México
y del Partido Nueva Alianza en la LXIII Legislatura,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, sometemos a
consideración de esta Soberanía la presente Iniciativa
con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley
General de Comunicación Social, al tenor de la si-
guiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La presente Iniciativa tiene por objetivo reglamentar el
modelo de propaganda gubernamental, bajo cualquier
modalidad de comunicación social, que difundan co-
mo tales, los poderes públicos, los órganos autónomos,
las dependencias y entidades de la administración pú-
blica y cualquier otro ente de los tres órdenes de go-
bierno, para garantizar que el gasto en comunicación
social cumpla con los criterios de eficiencia, eficacia,
economía, transparencia y honradez, respetando los
topes presupuestales, límites y condiciones de ejerci-
cio que correspondan. 

Con esta Iniciativa, se busca responder las exigencias
ciudadanas sobre el acceso a la información completa,
oportuna, veraz y transparente de recursos públicos en
la contratación de publicidad oficial por parte de las
autoridades de los tres órdenes de gobierno, a fin de
asegurar a la sociedad en su conjunto, el acceso más
amplio a la información para el adecuado funciona-
miento de la democracia institucional de nuestro país.

La iniciativa se encuentra a la vanguardia consideran-
do todos los tipos de medios de comunicación, ya que,
como consecuencia de los cambios tecnológicos y so-
cioculturales, existen nuevas formas y dinámicas de
consumo y demanda de información por parte de la so-
ciedad actual. 

Cuando esto se traslada al ámbito gubernamental, es
necesario un mayor compromiso e involucramiento
institucional para que las autoridades de todos los po-
deres públicos y órdenes de gobierno, utilicen los me-
dios de comunicación de forma racional, eficiente y
con fines informativos e institucionales. Asimismo, se
requiere mayor apertura por parte de los poderes pú-
blicos a fin de rendir cuentas a los ciudadanos con to-
tal transparencia y aplicando, en todo tiempo, criterios
de responsabilidad, imparcialidad y eficiencia en el
uso de recursos públicos destinados a la contratación
de publicidad en medios de comunicación.

En esta tesitura, los medios de comunicación, en todas
sus modalidades, cumplen una función fundamental
en la difusión de información y son un elemento prio-
ritario para la generación, transmisión y debate de ide-
as en una sociedad plural e incluyente. Por ello, los en-
tes públicos realizan con normalidad, actividades de
comunicación social a través de diversos medios de
comunicación, adquiriendo espacios de publicidad pa-
ra difundir información de interés para la sociedad. 

Sin embargo, la falta de regulación en materia de pro-
paganda, en cualquier tipo de comunicación social,
presenta tres problemas fundamentales:

1. El uso excesivo de recursos para la contratación
de publicidad oficial;

2. La parcialidad en la aplicación de recursos públi-
cos para gastos de comunicación social oficial, y

3. La contratación de espacios de publicidad oficial
para promociones personales.

Por lo anterior, esta Iniciativa pretende terminar con el
vacío normativo en materia de propaganda guberna-
mental y comunicación social institucional, a fin de es-
tablecer las bases que las autoridades de la Federación,
de las entidades federativas, de los Municipios y de las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México,
deberán aplicar en la contratación de publicidad, la
cual únicamente podrá tener el carácter institucional y
fines informativos, educativos o de orientación social. 

I. ANTECEDENTES Y CONSIDERACIONES

a) Reforma Electoral de 2007
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El 13 de noviembre de 2007 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el “Decreto que reforma los
artículos 6o., 41, 85, 99, 108, 116 y 122; adiciona el
artículo 134 y deroga un párrafo al artículo 97 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos” por virtud del cual se estableció en el artículo 41
que:

“Apartado C. […]

Durante el tiempo que comprendan las campañas
electorales federales y locales y hasta la conclusión
de la respectiva jornada comicial, deberá suspen-
derse la difusión en los medios de comunicación so-
cial de toda propaganda gubernamental, tanto de
los poderes federales y estatales, como de los muni-
cipios, órganos de gobierno del Distrito Federal,
sus delegaciones y cualquier otro ente público. Las
únicas excepciones a lo anterior serán las campa-
ñas de información de las autoridades electorales,
las relativas a servicios educativos y de salud, o las
necesarias para la protección civil en casos de
emergencia.”

Igualmente, se adicionó el artículo 134 constitucio-
nal, para añadir los tres párrafos siguientes:

“Artículo 134. ... 

... 

... 

... 

... 

Los servidores públicos de la Federación, los Esta-
dos y los municipios, así como del Distrito Federal
y sus delegaciones, tienen en todo tiempo la obliga-
ción de aplicar con imparcialidad los recursos pú-
blicos que están bajo su responsabilidad, sin influir
en la equidad de la competencia entre los partidos
políticos.

La propaganda, bajo cualquier modalidad de co-
municación social, que difundan como tales, los po-
deres públicos, los órganos autónomos, las depen-
dencias y entidades de la administración pública y
cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno,

deberá tener carácter institucional y fines informa-
tivos, educativos o de orientación social. En ningún
caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes,
voces o símbolos que impliquen promoción perso-
nalizada de cualquier servidor público.

Las leyes, en sus respectivos ámbitos de aplicación,
garantizarán el estricto cumplimiento de lo previs-
to en los dos párrafos anteriores, incluyendo el ré-
gimen de sanciones a que haya lugar”

Las restricciones en la difusión de propaganda guber-
namental, tuvieron como propósito evitar que ésta in-
fluyera o pudiera influir en las preferencias electorales
de los ciudadanos, ya sea a favor o en contra de deter-
minado partido político o de su candidato.

En ese sentido, la finalidad de la reforma constitucio-
nal de 2007 fue regular la propaganda gubernamental
en tiempos electorales para generar condiciones de
equidad y certeza en ese tipo de contiendas. Ello se
confirma tanto en el proceso legislativo que dio origen
al Apartado C del artículo 41 constitucional y al actual
párrafo octavo del artículo 134 constitucional, como
con las interpretaciones que han realizado al respecto
los órganos jurisdiccionales competentes.

En la exposición de Motivos de la Iniciativa que dio
origen a la reforma constitucional de 2007, se expresó
que:

“[…] El tercer objetivo que se persigue con la re-
forma constitucional propuesta es de importancia
destacada: impedir que actores ajenos al proceso
electoral incidan en las campañas electorales y sus
resultados a través de los medios de comunicación;
así como elevar a rango de norma constitucional
las regulaciones a que debe sujetarse la propagan-
da gubernamental, de todo tipo, tanto durante las
campañas electorales como en periodos no electo-
rales.

Quienes suscribimos la presente Iniciativa nos he-
mos comprometido a diseñar y poner en práctica un
nuevo modelo de comunicación entre sociedad y
partidos, que atienda las dos caras del problema:
en una está el derecho privado, en la otra el interés
público. En México es urgente armonizar, con un
nuevo esquema, las relaciones entre política y me-
dios de comunicación; para lograrlo, es necesario
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que los poderes públicos, en todos los órdenes, ob-
serven en todo tiempo una conducta de imparciali-
dad respecto a la competencia electoral.

Las garantías individuales que nuestra Constitu-
ción reconoce y consagra son para las personas, no
para las autoridades; éstas no pueden invocar co-
mo justificación o defensa de sus actos tales princi-
pios. La libertad de expresión es una garantía indi-
vidual ante el Estado; los poderes públicos no están
protegidos por la Constitución; son las personas,
los ciudadanos, a los que la Constitución protege
frente a eventuales abusos del poder público. 

Es por ello que proponemos llevar al texto de nues-
tra Carta Magna las normas que impidan el uso del
poder público a favor o en contra de cualquier par-
tido político o candidato a cargo de elección popu-
lar, y también el uso del mismo poder para promo-
ver ambiciones personales de índole política. 

La tercera generación de reformas electorales debe
dar respuesta a los dos grandes problemas que en-
frenta la democracia mexicana: el dinero; y el uso
y abuso de los medios de comunicación. 

Para enfrentar esos retos es necesario fortalecer
las instituciones electorales, propósito que inicia
por impulsar todo lo que esté al alcance del H.
Congreso de la Unión para recuperar la confianza
de la mayoría de los ciudadanos en ellas. […]”1

Asimismo, en el Dictamen aprobado por el Pleno
del Senado (Cámara de Origen) se incluyeron las si-
guientes consideraciones respecto de la adición al
artículo 134:

“[…] 

Las bases del nuevo modelo de comunicación so-
cial que se proponen incorporar en el artículo 41
constitucional son: […]

VIII. Se eleva a rango constitucional la obligación
de los partidos políticos de abstenerse de utilizar en
su propaganda política o electoral expresiones de-
nigrantes para las instituciones o para los propios
partidos, o que calumnien a las personas. De igual
forma, se determina la obligada suspensión de toda
propaganda gubernamental durante las campañas

electorales y hasta la conclusión de las jornadas
comiciales, señalando las únicas excepciones ad-
misibles;

OCTAVO.

Artículo 134 

En la Iniciativa bajo dictamen se propone la adi-
ción de tres párrafos al artículo 134 de la Constitu-
ción con el propósito de establecer nuevas y más
duras previsiones a fin de que los servidores públi-
cos de todos los órdenes de gobierno se conduzcan
con absoluta imparcialidad en el manejo y aplica-
ción de los recursos públicos que están bajo su res-
ponsabilidad. Se dispone además que la propagan-
da gubernamental de todo tipo y origen debe ser
institucional, sin promover la imagen personal de
los servidores públicos.”2

Finalmente, en el Dictamen aprobado por el Pleno
de la Cámara de Diputados (Revisora) se incluye-
ron las siguientes consideraciones:

“ […] Artículo 41. 

Este artículo constituye el eje de la reforma en tor-
no al cual se articula el propósito central de la mis-
ma: dar paso a un nuevo modelo electoral y a una
nueva relación entre los partidos políticos, la so-
ciedad y los medios de comunicación, especialmen-
te la radio y la televisión. [...]

“Se establecen, finalmente, disposiciones a fin de
que durante los periodos de campañas electorales
toda propaganda gubernamental, de los tres órde-
nes de gobierno, sea retirada de los medios de co-
municación social, con las excepciones que señala-
rá la propia norma constitucional. […]

“Artículo 134.

“Los tres párrafos que la minuta bajo dictamen
propone añadir en este artículo constitucional son,
a juicio de estas Comisiones Unidas, de la mayor
importancia para el nuevo modelo de competencia
electoral que se pretende instaurar en México.

“Por una parte, se establece la obligación de todo
servidor público de aplicar con imparcialidad los
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recursos que están bajo su responsabilidad, sin in-
fluir en la equidad de la competencia entre los par-
tidos políticos. La norma permitirá establecer en la
ley más y mejores controles para tal propósito, así
como las sanciones aplicables a quienes la violen.

“Por otra parte, el segundo párrafo tiene como
propósito poner fin a la indebida práctica de que
servidores públicos utilicen la propaganda oficial,
cualquiera que sea el medio para su difusión, pa-
gada con recursos públicos o utilizando los tiempos
de que el Estado dispone en radio y televisión, pa-
ra la promoción personal. Para ello, se establece
que esa propaganda no podrá incluir nombres,
imágenes voces o símbolos que impliquen promo-
ción personalizada de cualquier servidor público.

“En el tercer párrafo se establece la base para la
determinación de las sanciones a quienes infrinjan
las normas antes señaladas.

“Estas Comisiones Unidas comparten plenamente el
sentido y propósitos de la Colegisladora, por lo que
respaldan las adiciones al artículo 134 en comento.
La imparcialidad de todos los servidores públicos
respecto de los partidos políticos y de sus campañas
electorales debe tener el sólido fundamento de nues-
tra Constitución a fin de que el Congreso de la Unión
determine en las leyes las sanciones a que estarán
sujetos los infractores de estas normas.”

En el régimen transitorio de dicho Decreto se pre-
vió que el Congreso de la Unión debía realizar las
adecuaciones correspondientes en las leyes federa-
les en un plazo de treinta días contados a partir del
inicio de su vigencia. 

Al respecto, el legislador solamente reguló algunos
aspectos en los artículos 2 y 228 del Código Fede-
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales
(COFIPE).

Artículo 2 

1. … 

2. Durante el tiempo que comprendan las campa-
ñas electorales federales y hasta la conclusión de la
jornada comicial, deberá suspenderse la difusión
en los medios de comunicación social de toda pro-

paganda gubernamental, tanto de los poderes fede-
rales y estatales, como de los municipios, órganos
de gobierno del Distrito Federal, sus delegaciones
y cualquier otro ente público. Las únicas excepcio-
nes a lo anterior serán las campañas de informa-
ción de las autoridades electorales, las relativas a
servicios educativos y de salud, o las necesarias pa-
ra la protección civil en casos de emergencia. 

3. La promoción de la participación ciudadana pa-
ra el ejercicio del derecho al sufragio corresponde
al Instituto Federal Electoral, a los partidos políti-
cos y sus candidatos. El Instituto emitirá las reglas
a las que se sujetarán las campañas de promoción
del voto que realicen otras organizaciones. 

4. El Instituto dispondrá lo necesario para asegu-
rar el cumplimiento de las normas antes estableci-
das y de las demás dispuestas en este Código.

Artículo 228 

1. La campaña electoral, para los efectos de este
Código, es el conjunto de actividades llevadas a ca-
bo por los partidos políticos nacionales, las coali-
ciones y los candidatos registrados para la obten-
ción del voto. 

2. Se entiende por actos de campaña las reuniones
públicas, asambleas, marchas y en general aquellos
en que los candidatos o voceros de los partidos po-
líticos se dirigen al electorado para promover sus
candidaturas. 

3. Se entiende por propaganda electoral el conjun-
to de escritos, publicaciones, imágenes, grabacio-
nes, proyecciones y expresiones que durante la
campaña electoral producen y difunden los parti-
dos políticos, los candidatos registrados y sus sim-
patizantes, con el propósito de presentar ante la
ciudadanía las candidaturas registradas. 

4. Tanto la propaganda electoral como las activi-
dades de campaña a que se refiere el presente artí-
culo, deberán propiciar la exposición, desarrollo y
discusión ante el electorado de los programas y ac-
ciones fijados por los partidos políticos en sus do-
cumentos básicos y, particularmente, en la plata-
forma electoral que para la elección en cuestión
hubieren registrado. 
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5. Para los efectos de lo dispuesto por el párrafo
séptimo del artículo 134 de la Constitución, el in-
forme anual de labores o gestión de los servidores
públicos, así como los mensajes que para darlos a
conocer se difundan en los medios de comunicación
social, no serán considerados como propaganda,
siempre que la difusión se limite a una vez al año en
estaciones y canales con cobertura regional corres-
pondiente al ámbito geográfico de responsabilidad
del servidor público y no exceda de los siete días
anteriores y cinco posteriores a la fecha en que se
rinda el informe. En ningún caso la difusión de ta-
les informes podrá tener fines electorales, ni reali-
zarse dentro del periodo de campaña electoral.

Al interpretar la Constitución después de las mencio-
nadas reformas, el Pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación resolvió la Acción de Inconstitucio-
nalidad 63/2009 y sus acumuladas 64/2009 y 65/2009,
en las cuales determinó, en la parte que interesa, lo si-
guiente:

“MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL. EL
ARTÍCULO 143 DE LA LEY ELECTORAL DEL
ESTADO DE CHIHUAHUA, AL ESTABLECER
COMO EXCEPCIONES A LA SUSPENSIÓN DE
PROPAGANDA GUBERNAMENTAL QUE SE
DIFUNDA EN AQUÉLLOS, LAS CAMPAÑAS
TENDENTES A INCENTIVAR EL PAGO DE
IMPUESTOS, LAS DE PROMOCIÓN TURÍSTI-
CA, LAS RELATIVAS A LICITACIONES PÚ-
BLICAS, O LAS DE BENEFICENCIA, SIEM-
PRE Y CUANDO NO SE INCLUYA ALGUNA
REFERENCIA O LOGOTIPO DEL GOBIERNO
FEDERAL, DEL ESTADO O AYUNTAMIENTO
DE QUE SE TRATE, CONTRAVIENE EL ARTÍ-
CULO 41, FRACCIÓN III, APARTADO C, PÁ-
RRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN
FEDERAL (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA
EL 2 DE DICIEMBRE DE 2009). El indicado pre-
cepto constitucional establece que durante el tiem-
po que comprendan las campañas electorales fede-
rales y locales y hasta la conclusión de la
respectiva jornada comicial, deberá suspenderse la
difusión en los medios de comunicación social de
toda propaganda gubernamental, tanto de los Po-
deres Federales y Estatales, como de los Munici-
pios, órganos de gobierno del Distrito Federal, sus
delegaciones y cualquier otro ente público y que las
únicas excepciones a lo anterior, serán las siguien-

tes: a) Las campañas de información de las autori-
dades electorales; b) Las relativas a servicios edu-
cativos y de salud; o c) Las necesarias para la pro-
tección civil en casos de emergencia. Ahora bien, el
artículo 143 de la Ley Electoral del Estado de Chi-
huahua a esos únicos supuestos de excepción que
reitera, agrega otros, a saber: a) la propaganda
tendente a incentivar el pago de impuestos, b) la de
promoción turística, c) la relativa a licitaciones pú-
blicas, o d) las de beneficencia, lo que contraviene
el indicado artículo 41 constitucional, ya que si
bien dispone que esa propaganda se difundirá
siempre y cuando no se incluya alguna referencia o
logotipo del Gobierno Federal, Estatal o municipal
de que se trate, la Ley Fundamental es categórica
en señalar que las únicas excepciones al respecto,
son las que indica el artículo 41, por ende, el legis-
lador local transgrede el principio de equidad que
rige en la materia electoral, pues fijó excepciones
adicionales a la propaganda gubernamental que
puede difundirse durante el tiempo que compren-
dan las campañas electorales federales y locales y
hasta la conclusión de la respectiva jornada comi-
cial. Además, si bien es cierto que el listado intro-
ducido por el legislador del Estado de Chihuahua
se refiere a propaganda de carácter institucional,
pues alude a cuestiones vinculadas con funciones
propias del Estado, como lo es el pago de impues-
tos, la promoción turística y las licitaciones públi-
cas, también lo es que no se refiere a la información
que el Constituyente Permanente determinó privile-
giar o cuidar por su contenido, es decir, le preocu-
pó la difusión en ese periodo de propaganda que
contuviera información propia de las autoridades
electorales, de servicios educativos, salud o la ne-
cesaria para la protección civil en casos de emer-
gencia, la que por su naturaleza es importante di-
fundir en beneficio de la población y, por ende, no
suspenderla.3

En materia electoral, en sesión pública celebrada el 19
de octubre de 2011, la Sala Superior del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación aprobó la juris-
prudencia 18/2011, misma que señala que la propaganda
que se transmita deberá tener carácter institucional y
abstenerse de incluir frases, imágenes, voces o símbolos
que pudieran ser constitutivos de propaganda política o
electoral, o bien elementos de propaganda personalizada
de servidor público alguno.  Así, dicho criterio estable-
ció, en la parte relativa, lo siguiente: 
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“PROPAGANDA GUBERNAMENTAL. LOS
SUPUESTOS DE EXCEPCIÓN A QUE SE RE-
FIERE EL ARTÍCULO 41, BASE III, APARTA-
DO C, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, DE-
BEN CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE
EQUIDAD E IMPARCIALIDAD. De la interpre-
tación de los artículos 41, Base III, apartado C, se-
gundo párrafo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 2, párrafo 2, del Có-
digo Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, se colige que la restricción a la difu-
sión en medios de comunicación social de toda
propaganda gubernamental durante las campañas
electorales tiene como fin evitar que los entes pú-
blicos puedan influir en las preferencias electora-
les de los ciudadanos, ya sea en pro o en contra de
determinado partido político o candidato, atento a
los principios de equidad e imparcialidad que ri-
gen en la contienda electoral. En consecuencia, los
supuestos de excepción relativos a las campañas
de información, servicios educativos, de salud y las
de protección civil en caso de emergencia, a que se
refieren ambos preceptos jurídicos, deberán col-
mar los mencionados principios, dado que de nin-
guna manera pueden considerarse como exentos
de cumplir con la normativa constitucional y legal
en la materia.”

Con anterioridad, en 2009, la Sala Superior del mismo
Tribunal ya había resuelto lo siguiente sobre el mismo
tema:

“GRUPOS PARLAMENTARIOS Y LEGISLA-
DORES DEL CONGRESO DE LA UNIÓN. ES-
TÁN SUJETOS A LAS PROHIBICIONES QUE
RIGEN EN MATERIA DE PROPAGANDA GU-
BERNAMENTAL. De la interpretación de los ar-
tículos 39, 40, 41, párrafos primero y segundo, ba-
se III, apartado C, y 134 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y de los numera-
les 2, párrafo 2, 237, párrafo 4, y 347 del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, se concluye que las prohibiciones que rigen
la propaganda institucional o gubernamental apli-
can igualmente para los legisladores del Congreso
de la Unión como grupos parlamentarios. Lo ante-
rior porque tales restricciones, en cuanto a los su-
jetos a los que están dirigidas, comprenden a los
poderes federales y estatales, los municipios, los
órganos de gobierno del Distrito Federal, así como

cualquier otro ente público, quedando incluidos en
el primero de los supuestos los legisladores, tanto
en lo individual como en grupos parlamentarios,
pues si bien no constituyen por sí mismos el poder
legislativo, sí forman parte de él y no se les puede
desvincular de la Cámara de Diputados o de Sena-
dores a la que pertenezcan, en relación con las cua-
les ejercen las funciones propias del Poder Legisla-
tivo que integran. Una interpretación contraria
conllevaría la posibilidad de vulnerar los princi-
pios de imparcialidad y equidad en las contiendas
electorales que se tutelan en los preceptos constitu-
cionales citados.”4

b) Reforma Político Electoral de 2014

El 10 de febrero de 2014 se publicó el “Decreto por el
que se reforman, adicionan y derogan diversas dispo-
siciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia política-electoral” el
cual en su artículo Tercero transitorio estableció la
obligación del Congreso para expedir la ley que regla-
mente el párrafo octavo del artículo 134:

TERCERO.- El Congreso de la Unión deberá expe-
dir, durante el segundo periodo de sesiones ordina-
rias del segundo año de ejercicio de la LXII Legis-
latura,5 la ley que reglamente el párrafo octavo del
artículo 134 de esta Constitución, la que establece-
rá las normas a que deberán sujetarse los poderes
públicos, los órganos autónomos, las dependencias
y entidades de la administración pública y de cual-
quier otro ente de los tres órdenes de gobierno, y
que garantizará que el gasto en comunicación so-
cial cumpla con los criterios de eficiencia, eficacia,
economía, transparencia y honradez, así como que
respete los topes presupuestales, límites y condicio-
nes de ejercicio que establezcan los presupuestos de
egresos respectivos.

Dicho Tercero transitorio prevé que la ley que se expi-
da deberá regular, no sólo la relación de la propagan-
da gubernamental durante las campañas electorales,
sino también el ejercicio de recursos por parte de las
autoridades de los tres órdenes de gobierno al contra-
tar dicha propaganda. Ello es así en virtud de que esa
es la materia principal del propio artículo 134. 

Si bien en el párrafo octavo del artículo 134 se regula
en concreto a la propaganda gubernamental, debe en-
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tenderse dicha regulación en el marco de las distintas
obligaciones en materia de contratación pública. 

Sirven de apoyo a las consideraciones anteriores, las
siguientes tesis de la Primera Sala de la Suprema Cor-
te derivadas del Amparo en Revisión 192/2014 y que
son de rubro y texto siguientes:

RÉGIMEN CONTRACTUAL DEL ESTADO.
DEL ARTÍCULO 134 DE LA CONSTITUCIÓN
FEDERAL DERIVA UNA FACULTAD REGLA-
MENTARIA DEL LEGISLADOR SECUNDARIO
QUE ABARCA TODO EL ÁMBITO MATERIAL
DE AQUÉL. El citado precepto constitucional tie-
ne un contenido normativo complejo, ya que con-
tiene distintas reglas y principios en materia de
ejercicio de recursos por parte del Estado, así co-
mo de contratación, el cual tiene aplicación para
todos los niveles de gobierno. La regla principal
que informa todos los contenidos se encuentra en el
encabezado del enunciado: los recursos económi-
cos de que dispongan la Federación, los estados,
los municipios, el Distrito Federal y los órganos
político-administrativos de sus demarcaciones te-
rritoriales, se administrarán con eficiencia, efica-
cia, economía, transparencia y honradez para sa-
tisfacer los objetivos a los que estén destinados.
Ahora bien, por lo que respecta al régimen con-
tractual estatal, cabe identificar dos contenidos di-
ferenciados: uno sustantivo y otro competencial. La
porción sustantiva tiene la función de diseñar el ré-
gimen contractual de acuerdo con un fin rector:
asegurar al Estado las mejores condiciones dispo-
nibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento,
oportunidad y demás circunstancias pertinentes. El
diseño tiene como base la figura de la licitación
pública. El segundo contenido en el artículo 134
constitucional otorga facultad legislativa regla-
mentaria al legislador secundario para establecer
casos de excepción a la aplicación de dicha figura,
siempre que se sujete a los mencionados principios
sustantivos, al establecer que cuando las licitacio-
nes no sean idóneas para asegurar dichas condi-
ciones, las leyes establecerán las bases, procedi-
mientos, reglas, requisitos y demás elementos para
acreditar la economía, eficacia, eficiencia, impar-
cialidad y honradez que aseguren las mejores con-
diciones para el Estado. Por tanto, esta segunda re-
gla presenta un contenido competencial y adjetivo,
pues dispone que el legislador secundario deberá

regular procedimientos, bases, reglas, requisitos y
demás elementos para lograr la realización de los
principios que informan el régimen contractual del
Estado. Pues bien, de esta última disposición, esta
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación deriva una facultad reglamentaria en favor
del legislador secundario para reglamentar todo el
régimen contractual del Estado, pues si bien sólo se
dispone que lo podrá hacer explícitamente cuando
regule procedimientos alternativos a las licitacio-
nes, debe entenderse que esta facultad reglamenta-
ria abarca todo el referido ámbito material.6

RÉGIMEN CONTRACTUAL DEL ESTADO. LA
FACULTAD REGLAMENTARIA PREVISTA EN
EL ARTÍCULO 134 CONSTITUCIONAL NO SE
ENCUENTRA SUJETA AL PRINCIPIO DE RE-
SERVA DE CÓDIGO O DE ORDENAMIENTOS,
POR LO QUE PUEDEN COEXISTIR DIVER-
SAS LEYES REGLAMENTARIAS. El precepto
constitucional no sólo establece los contenidos ma-
teriales rectores del régimen contractual del Esta-
do, sino también una cláusula competencial en la
forma de un mandato al legislador para reglamen-
tar los procesos tanto de contratación del Estado,
como aquellos destinados a controlar su debido
cumplimiento; de ahí deriva el fundamento de exis-
tencia de una ley reglamentaria. Ello implica que
en materia de licitaciones resulte aplicable el prin-
cipio de reserva de ley, según el cual dicha materia
debe reglamentarse en la ley y no en otras fuentes
de inferior rango. Sin embargo, en la norma cons-
titucional no se consagra el ulterior principio de re-
serva de ordenamiento o de código, ya que el pre-
cepto constitucional no se dirige a un solo
legislador, sino a una pluralidad de ellos, pues
otorga facultades de producción legislativa a los
distintos niveles de gobierno: tanto la Federación,
los Estados y el Distrito Federal. Todos estos nive-
les de gobierno, mediante sus órganos legislativos,
deben reglamentar la norma constitucional, por lo
que el Constituyente no pudo prever que sólo exis-
tiera una legislación en la materia, sino una plura-
lidad de ellas con distintos ámbitos espaciales de
validez. Ahora bien, dentro del ámbito federal, tam-
poco se encuentra una razón constitucional que
justifique que sólo deba existir un solo código o ley
federal en la materia. Esta conclusión deriva del
criterio establecido en los precedentes de esta Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, según el cual

Martes 13 de marzo de 2018 Gaceta Parlamentaria9



el legislador sólo debe cumplir con un estándar mí-
nimo de fundamentación por lo que respecta a su
competencia, pues basta que considere necesario
regular una situación social y lo haga dentro de los
parámetros marcados en la Constitución, sin vulne-
rar un principio sustantivo, para reconocer su vali-
dez constitucional, sin que esta Suprema Corte pue-
da evaluar los méritos de un diseño legislativo en
lugar de otro, como sería la conveniencia de agru-
par toda la regulación de una materia en un solo
código, o bien, la dispersión de la regulación en le-
yes especializadas. Esta decisión corresponde a los
hacedores de política pública, la que, conforme a
los principios democrático y de división de poderes,
debe entenderse depositada en la órbita de potesta-
des del legislativo y no del poder judicial.7

Si bien la Primera Sala determinó que debía expedirse
una Ley Reglamentaria conforme a la competencia de
los órganos legislativos, lo cierto es que en la reforma
constitucional en materia política-electoral, se estableció
en el anteriormente mencionado artículo Tercero transi-
torio, la facultad del Congreso de la Unión para expedir
durante el segundo periodo de sesiones ordinarias del se-
gundo año de ejercicio de la LXII Legislatura, la ley que
reglamente el párrafo octavo del artículo 134 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Los dictámenes de las Cámaras de Senadores y Dipu-
tados que dieron origen a la reforma política-electoral
de 2014, carecen de una explicación sobre el por qué
se estableció esta facultad del Congreso en artículos
transitorios; no obstante, los órganos judiciales de la
Federación han reconocido la obligatoriedad de los ar-
tículos transitorios como parte del ordenamiento jurí-
dico que los contiene.8

En este sentido, el transitorio Tercero que nos ocupa
contiene la facultad expresa para que el Congreso de la
Unión expida la Ley del párrafo octavo del artículo
134 constitucional, pero además, señala la norma
constitucional de referencia, que esta Ley deberá regu-
lar a la Federación, Estados, Ciudad de México en esa
materia, es decir, que estamos frente a una habilitación
constitucional para que el Congreso de la Unión emita
una Ley de carácter general.

Por ello, la Ley que debe expedir el Congreso no debe
tener sólo el carácter de Reglamentaria, sino además
debe ser una Ley General. 

Sobre el alcance y naturaleza de las normas generales,
el Pleno de la SCJN ha establecido el siguiente crite-
rio:

LEYES GENERALES. INTERPRETACIÓN
DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL. La
lectura del precepto citado permite advertir la in-
tención del Constituyente de establecer un conjun-
to de disposiciones de observancia general que, en
la medida en que se encuentren apegadas a lo dis-
puesto por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, constituyan la “Ley Suprema de
la Unión”. En este sentido, debe entenderse que las
leyes del Congreso de la Unión a las que se refiere
el artículo constitucional no corresponden a las le-
yes federales, esto es, a aquellas que regulan las
atribuciones conferidas a determinados órganos
con el objeto de trascender únicamente al ámbito
federal, sino que se trata de leyes generales que son
aquellas que pueden incidir válidamente en todos
los órdenes jurídicos parciales que integran al Es-
tado Mexicano. Es decir, las leyes generales co-
rresponden a aquellas respecto a las cuales el
Constituyente o el Poder Revisor de la Constitución
ha renunciado expresamente a su potestad distri-
buidora de atribuciones entre las entidades políti-
cas que integran el Estado Mexicano, lo cual se tra-
duce en una excepción al principio establecido por
el artículo 124 constitucional. Además, estas leyes
no son emitidas motu proprio por el Congreso de la
Unión, sino que tienen su origen en cláusulas cons-
titucionales que obligan a éste a dictarlas, de tal
manera que una vez promulgadas y publicadas, de-
berán ser aplicadas por las autoridades federales,
locales, del Distrito Federal y municipales.9

Es importante destacar los elementos que, conforme al
criterio de la SCJN, deben cumplirse para que una nor-
ma revista el carácter de norma general:

i. Pueden incidir válidamente en todos los órdenes
jurídicos parciales que integran al Estado Mexicano
El transitorio Tercero determina que la Ley que ex-
pida el Congreso de la Unión debe contener “las
normas a que deberán sujetarse los poderes públi-
cos, los órganos autónomos, las dependencias y en-
tidades de la administración pública y de cualquier
otro ente de los tres órdenes de gobierno”, es decir,
su incidencia será en todos los órdenes jurídicos
parciales del Estado: federal, estatal, municipal, de
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la Ciudad de México y sus demarcaciones territo-
riales.  

ii. Corresponden a aquéllas respecto a las cuales el
Constituyente o el Poder Revisor de la Constitución
ha renunciado expresamente a su potestad distribui-
dora de atribuciones entre las entidades políticas
que integran el Estado Mexicano ? Si los artículos
transitorios forman parte integrante de la norma
Constitucional, la cual fue reformada y aprobada
por el Poder Revisor, existe una renuncia expresa de
las partes integrantes del Estado mexicano para re-
gular en su ámbito, el párrafo octavo del artículo
134 constitucional, concediéndose al Congreso de
la Unión dicha potestad en el artículo Tercero tran-
sitorio. 

iii. No son emitidas “motu proprio” por el Congre-
so de la Unión, sino que tienen su origen en cláusu-
las constitucionales que obligan a éste a dictarlas ?
El artículo Tercero transitorio del Decreto de refor-
ma constitucional en materia político-electoral, fa-
culta expresamente al Congreso de la Unión para
expedir la norma que regule el párrafo octavo del
artículo 134 constitucional.

Deberán ser aplicadas por las autoridades federales,
locales, de la Ciudad de México (antes Distrito Fede-
ral) y municipales ? El artículo Tercero transitorio
dispone que la aplicación de la norma que expida el
Congreso de la Unión será para las autoridades de los
tres órdenes de gobierno.

De lo anterior se desprende que la Ley que debe emi-
tir el Congreso de la Unión no es una Ley federal, si-
no una Ley general en términos del artículo 133 cons-
titucional en virtud de que esa disposición transitoria
forma parte del texto Constitucional y las característi-
cas ahí descritas corresponden a una norma general.

c) Sentencia de la Primera Sala de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación.

El 15 de noviembre de 2017, la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el
Amparo en Revisión 1359/201510 determinó lo si-
guiente:

“La Justicia de la Unión ampara y protege a
Campaña Global por la Libertad de Expresión

A19, A.C. en contra de la omisión del Congreso
de la Unión de expedir la ley reglamentaria del
párrafo octavo del artículo 134 de la Constitu-
ción, de conformidad con lo dispuesto por el artí-
culo Tercero Transitorio del Decreto por el que se
reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Constitución en Materia Política-
electoral, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 10 de febrero de 2014, para los
efectos precisados en el último considerando de
la presente resolución.

El considerando séptimo de la resolución emitida por
la Primera Sala de nuestro más Alto Tribunal se dispu-
so lo siguiente:

“SÉPTIMO. Efectos de la concesión. En relación
con los efectos de la sentencia de amparo, la frac-
ción II del artículo 77 de la Ley de Amparo dispone
que cuando “el acto reclamado sea de carácter ne-
gativo o implique una omisión, [procede] obligar a
la autoridad responsable a respetar el derecho de
que se trate y a cumplir lo que el mismo exija.”11

Por lo tanto, en este caso concreto esta Primera Sa-
la concede el amparo para el efecto de que el Con-
greso de la Unión cumpla con la obligación esta-
blecida en el artículo tercero transitorio del decreto
de la reforma constitucional de 10 de febrero de
2014 y, en consecuencia, proceda a emitir una ley
que regule el párrafo octavo del artículo 134 de la
Constitución antes de que finalice el segundo pe-
riodo ordinario de sesiones de este último año de la
LXIII Legislatura, es decir, antes del 30 de abril de
2018.” (énfasis añadido)

En la misma ejecutoria se justifica la decisión de la
Primera Sala, argumentando lo siguiente:

“De acuerdo con lo expuesto, la ausencia de esas
reglas hace que cualquier gasto que se haga en es-
ta materia sea potencialmente arbitrario, puesto
que no será evidente que cumpla con los principios
que deben disciplinar el gasto en comunicación so-
cial, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo
octavo del artículo 134 de la Constitución y el artí-
culo tercero transitorio del decreto de la reforma
constitucional de 10 de febrero de 2014. 

Aunque esta Suprema Corte advierte que el Secre-
tario de Gobernación emitió el “Acuerdo por el que
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se Establecen los Lineamientos Generales para las
Campañas de Comunicación Social de las Depen-
dencias y Entidades de la Administración Pública
Federal Para el Ejercicio Fiscal 2017”, mediante
el cual se regula la forma de asignar publicidad ofi-
cial y que ciertamente abona a que dicho gasto se
realice justificadamente, se trata de un acuerdo que
se emite para un solo ejercicio fiscal y que además
puede ser modificado motu proprio por la adminis-
tración pública y que de ninguna manera subsana
la omisión en la que ha incurrido el Congreso de la
Unión.

[…] ni de la libertad de expresión ni de ninguna
otra disposición constitucional se desprende que
los medios de comunicación tengan un derecho a
que se les asignen recursos estatales por difundir
publicidad oficial. Lo que la Constitución exige es,
por un lado, que el ejercicio del gasto en comuni-
cación social del gobierno atienda a los principios
previstos en el artículo 134 constitucional y, por
otro lado, que la libertad de expresión no sea afec-
tada por la ausencia de reglas claras sobre ese tipo
de gasto. 

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, esta Su-
prema Corte concluye que en el caso concretó que-
dó acreditado que el Congreso de la Unión omitió
emitir la ley que ordena el artículo tercero transito-
rio del decreto de la reforma constitucional de 10 de
febrero de 2014 para que se regule el gasto en ma-
teria de comunicación social de conformidad con lo
dispuesto en el párrafo octavo del artículo 134 de la
Constitución. Así, esta omisión da lugar a un estado
de cosas inconstitucional que vulnera la libertad de
expresión en su dimensión colectiva y también se
traduce en una clara afectación a la dimensión in-
dividual de la libertad de expresión de la quejosa.

Finalmente, este Alto Tribunal considera importan-
te aclarar que el criterio contenido en esta senten-
cia se refiere exclusivamente a la inconstitucionali-
dad del estado de cosas que genera la omisión del
Congreso de la Unión de expedir la ley que regule
la publicidad oficial en términos del artículo 134
constitucional. Así, la presente sentencia en ningún
caso supone algún pronunciamiento sobre las con-
trataciones que el Estado haga de espacios de pu-
blicidad con medios de comunicación específicos
en ausencia de la legislación respectiva.”

Uno de los aspectos que dejó asentado la Primera Sa-
la, es que debe existir una eficacia en el mensaje gu-
bernamental para que llegue a la mayor población.

“En el caso de México, es una realidad innegable
que los poderes públicos, los órganos autónomos,
las dependencias y entidades de la administración
pública realizan cotidianamente actividades de co-
municación social para cumplir con fines informa-
tivos, educativos o de orientación social. Así, el go-
bierno compra a los medios de comunicación
espacios de publicidad de distinto tipo –para que el
anuncio se difunda entre la población en general o
entre sectores específicos- con el objeto de que el
mensaje llegue al mayor número de destinatarios.”

En su sentencia, la Primera Sala de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación reconoció el esfuerzo del Go-
bierno Federal para proveer el “Acuerdo por el que se
establecen los lineamientos generales para las campa-
ñas de comunicación social de las dependencias y en-
tidades de la Administración Pública”, en el cual se
han establecido las bases para la orientación, planea-
ción, autorización, coordinación, supervisión y eva-
luación de las estrategias, los programas y campañas
de comunicación social y publicidad de las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal
a partir de lo dispuesto en los artículos 41 y 134 cons-
titucionales; sin embargo, estos Lineamientos enfren-
tan los problemas siguientes:

i. Los Lineamientos se limitan a la esfera de la Ad-
ministración Pública Federal. El “Acuerdo por el
que se establecen los lineamientos generales para
las campañas de comunicación social de las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública”,
únicamente es aplicable a éstas, sin que pueda apli-
cárseles a otras autoridades de la Federación o de un
orden distinto a éste. 

ii. Los Lineamientos que la Secretaría de Goberna-
ción ha emitido, únicamente tienen vigencia de un
año, conforme al ejercicio fiscal que corresponda. 

iii. Los Lineamientos son emitidos mutuo propio, es
decir, en un acto volitivo de la autoridad Ejecutiva,
por lo que en cualquier momento puede abrogar o
derogar dichos Lineamientos, o bien, cambiar los
criterios ahí establecidos. 
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iv. Los Lineamientos no subsanan la omisión legis-
lativa al no atenderse el transitorio Tercero del De-
creto de reforma en materia política-electoral. 

No obstante, los Lineamientos son un referente nece-
sario para la implementación de estrategias y progra-
mas anuales de comunicación social.

Por ello, para poder realizar los actos tendientes al
cumplimiento de la ejecutoria de amparo descrita en el
presente apartado, es que también resulta necesaria la
presentación de la presente iniciativa.

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA

a) Disposiciones Generales

El artículo 1 dispone la observancia general de la Ley
en el territorio nacional, la cual reglamenta el párrafo
octavo del artículo 134 constitucional, relativo a la
propaganda, bajo cualquier modalidad de Comunica-
ción Social.

El objeto de la Ley es establecer las normas a las que
deberán sujetarse los Entes Públicos para garantizar
que el gasto en Comunicación Social cumpla con los
criterios de eficiencia, eficacia, economía, transparen-
cia y honradez, y respete los topes presupuestales, lí-
mites y condiciones de ejercicio que establezcan los
presupuestos de egresos respectivo.

El proyecto de Ley, determina –conforme lo dispone el
propio artículo Tercero transitorio constitucional antes
referido- que son sujetos obligados a su cumplimiento: 

1. Los poderes públicos;

2. Los órganos a los que la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos dota de autonomía,

3. Las dependencias y entidades de la administra-
ción pública y de cualquier otro ente de los tres ór-
denes de gobierno.

Lo anterior, en términos del párrafo octavo del artícu-
lo 134 constitucional así como del artículo Tercero
Transitorio del Decreto por el que se reforman, adi-
cionan y derogan diversas disposiciones de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia política-electoral, que estableció que el Con-

greso de la Unión debe expedir una Ley que establez-
ca las normas para todos los poderes públicos, los ór-
ganos autónomos, las dependencias y entidades de la
administración pública y de cualquier otro ente de los
tres órdenes de gobierno, que garanticen el gasto efi-
caz, eficiente, económico, transparente y honrado del
gasto en comunicación social.

b) Comunicación Social de los Entes Públicos

Como se mencionó, el artículo Tercero transitorio del
Decreto en materia político-electoral, estableció cinco
criterios que deben regir el gasto en comunicación so-
cial de los Entes Públicos: la eficacia, la eficiencia, la
economía, la transparencia y la honradez. Estos crite-
rios se retoman en la Ley como principios rectores en
los que se sustentará la contratación de comunicación
social institucional.

Asimismo, el artículo 134 constitucional es enfático
en que la propaganda de los Entes Públicos debe ser de
carácter institucional y con fines informativos, educa-
tivos o de orientación social. En esta tesitura, se reto-
ma como principio rector para la contratación de co-
municación social la institucionalidad y la objetividad. 

Por otro lado, si bien no es objeto de esta Ley regular
la propaganda electoral, sí lo es regular la propaganda
de los Entes Públicos en tiempos electorales, princi-
palmente para las dependencias y entidades de las ad-
ministraciones públicas. Por ello, de conformidad con
el artículo 41, Base III, inciso C de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, durante este
tiempo únicamente se podrán difundir campañas de in-
formación de las autoridades electorales, las relativas
a servicios educativos y de salud, o las necesarias pa-
ra la protección civil en casos de emergencia. En con-
cordancia con lo anterior, se establece el principio de
necesidad de la comunicación social institucional. 

Asimismo, este principio enuncia que hay una necesi-
dad de comunicar a la sociedad en general informa-
ción de relevancia para ella, en atención, por ejemplo,
a la prestación de un servicio público.

En virtud de lo anterior, se establecen 9 principios rec-
tores para Comunicación Social de los Entes Públicos: 

1. La eficacia;
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2. La eficiencia;

3. La economía presupuestaria; 

4. La transparencia y máxima publicidad;

5. La honradez;

6. La objetividad e imparcialidad; 

7. La institucionalidad;

8. La necesidad, y

9. La congruencia.

También, se establece que deberá atender al respeto a
la libertad de expresión y al fomento del acceso ciuda-
dano a la información; y debe contribuir a fomentar la
igualdad entre hombres y mujeres, respetará la diver-
sidad social y cultural de la Nación.

Se prevé que la Ley no será aplicable a las campañas
de carácter industrial, comercial o mercantil que des-
arrollen los Entes Públicos en el cumplimiento de los
fines que les son propios. Tampoco aplicará la Ley en
aquellas disposiciones normativas, resoluciones y ac-
tos administrativos o judiciales y demás información
sobre las actuaciones gubernamentales que deban pu-
blicarse o difundirse por mandato legal.

En este sentido, se determina que las campañas de co-
municación social, deberán: (i) promover la difusión y
conocimiento de los valores, principios y derechos
constitucionales; (ii) promover campañas de turismo,
educación, salud y protección civil, entre otras; (iii) in-
formar a los ciudadanos de sus derechos y obligacio-
nes legales, de aspectos relevantes del funcionamiento
de los sujetos obligados, y de las condiciones de acce-
so y uso de los espacios y servicios públicos; (iv) cum-
plir con las obligaciones que en materia electoral esta-
blezca la legislación aplicable; (v) anunciar medidas
preventivas de riesgos o que contribuyan a la elimina-
ción de daños de cualquier naturaleza para la salud de
las personas o el equilibrio ecológico y protección al
ambiente, así como en materia de protección civil;
(vi) difundir las lenguas y el patrimonio histórico de la
nación; (vii) comunicar programas y actuaciones pú-
blicas, y (viii) otros establecidos en las leyes. 

Para que la difusión que se lleve a cabo de dichas cam-
pañas de comunicación social, es pertinente que en los
procedimientos seguidos para la contratación del me-
dio de comunicación se considere la justificación téc-
nica de la selección del medio, tomando como criterio
la cobertura territorial, tiraje e impacto y penetración
poblacional, con base en las zonas de cobertura regis-
tradas o certificadas por la autoridad competente. 

Se determina que no se podrá contratar Comunicación
Social que: (i) tenga por finalidad destacar, de manera
personalizada, nombres, imágenes, voces o símbolos
de cualquier servidor público; (ii) incluya mensajes
discriminatorios, sexistas o contrarios a los valores,
principios y derechos constitucionales; (iii) incite, de
forma directa o indirecta, a la violencia o a comporta-
mientos contrarios al ordenamiento jurídico, y (iv) in-
duzca a la confusión con los símbolos, ideas, expre-
siones, diseños o imágenes empleadas por cualquier
organización política o social.

Además, se propone prohibir las campañas de Comu-
nicación Social con mensajes que impliquen un ataque
a la moral, la vida privada o los derechos de terceros,
provoque algún delito, o perturbe el orden público.

En ese sentido, se establece que la Comunicación So-
cial que difunda programas que otorguen subsidios o
beneficios directos a la población, deberá incluir de
manera visible o audible la siguiente leyenda “Este
programa es público, ajeno a cualquier partido políti-
co. Queda prohibido el uso para fines distintos a los
establecidos en el programa”.

Respecto del informe anual de labores o gestión de los
servidores públicos, se establece que su publicidad no
será considerada como Comunicación Social; no obs-
tante, en ningún caso la difusión de tales informes po-
drá tener fines electorales, ni realizarse dentro del pe-
riodo comprendido entre el inicio de las precampañas
y hasta el día de la jornada comicial de un proceso
electoral federal o local correspondiente.

c) De los tiempos oficiales

Se recogen disposiciones que actualmente se estable-
cen por ejercicios fiscales a través del Presupuesto de
Egresos de la Federación o bien, a través de los Line-
amientos Generales para las Campañas de Comunica-
ción Social de las Dependencias y Entidades de la Ad-

Gaceta Parlamentaria Martes 13 de marzo de 201814



ministración Pública Federal que emite la Secretaría
de Gobernación.

Los Tiempos Oficiales sólo podrán destinarse a activi-
dades de difusión, información o promoción de los
programas y acciones de los Entes Públicos, así como
a las actividades análogas que prevean las disposicio-
nes aplicables.

Asimismo, dispone que los Tiempos Oficiales serán
utilizados por los Entes Públicos que tengan acceso a
ellos, para la difusión de contenidos de carácter insti-
tucional y con fines informativos, educativos, cultura-
les y otros asuntos de interés social.

También se retoman las disposiciones que establecen
que la Secretaría de Gobernación deberá administrar el
uso de los Tiempos de Estado y de los Tiempos Fisca-
les, conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión, así como por el
Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación
del ejercicio fiscal correspondiente, salvo en el caso de
los Tiempos Oficiales que en distintos momentos co-
rresponda administrar al Instituto Nacional Electoral.

Al respecto, se retoma lo previsto por el “Decreto por
el que se autoriza a la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público a recibir de los concesionarios de estaciones
de radio y televisión el pago del impuesto que se indi-
ca” publicado en el Diario Oficial de la Federación el
10 de octubre de 2002 y vigente desde entonces.

Se dispone que la distribución de los Tiempos Fiscales
se realizará conforme a lo siguiente:

a) La distribución de los tiempos fiscales se reali-
zará en la proporción siguiente:

b) Cuarenta por ciento al Poder Ejecutivo Federal;

c) Treinta por ciento al Poder Legislativo, tiempos
que se distribuirán en partes iguales a la Cámara de
Diputados y a la Cámara de Senadores;

d) Diez por ciento al Poder Judicial, y

e) Veinte por ciento a los entes autónomos.

d) Del gasto en Comunicación Social

De estas disposiciones normativas se retoma que los
Entes Públicos Federales podrán destinar recursos pre-
supuestarios para Tiempos Comerciales, a través de
los Medios de Comunicación, siempre y cuando privi-
legien y hayan solicitado en primera instancia los
tiempos de Estado, y dichos tiempos no estuvieran dis-
ponibles en los espacios y tiempos solicitados.

Este gasto deberá respetar en todo momento los mon-
tos, límites y condiciones de ejercicio que establezcan
anualmente los presupuestos de egresos respectivos,
así como su Programa Anual de Comunicación Social.

Las contrataciones de Tiempos Comerciales que reali-
cen los Entes Públicos con los Medios de Comunica-
ción para la difusión de campañas de Comunicación
Social, deberá apegarse a la legislación y normativi-
dad en materia de adquisiciones, arrendamientos y ser-
vicios que les sea aplicable.

Se establece la facultad de la Secretaría y sus equiva-
lentes en las Entidades Federativas, de conformidad
con lo establecido en el Presupuesto de Egresos res-
pectivo y en las leyes competentes en la materia, de
emitir cada año los lineamientos que contengan las re-
glas relativas a la difusión de mensajes comerciales
para promover y publicitar la venta de productos o ser-
vicios que generan algún ingreso para el Estado, mis-
mos que no podrán difundirse en los Tiempos Oficia-
les.

e) Difusión de la Comunicación Social durante los
procesos electorales

Conforme al artículo 41, fracción III, Apartado C de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se establece que durante el tiempo que compren-
dan las campañas electorales federales y locales, y
hasta la conclusión de la respectiva jornada comicial,
deberá suspenderse la difusión de toda campaña de
Comunicación Social de los Entes Públicos en los Me-
dios de Comunicación. En el caso de los procesos
electorales locales, deberá suspenderse la difusión de
campañas de Comunicación Social en los Medios de
Comunicación con Cobertura Geográfica y ubicación
exclusivamente en la Entidad Federativa de que se tra-
te. 

Se exceptúan de lo anterior:
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a) Las campañas de información de las autoridades
electorales;

b) Las relativas a servicios educativos y de salud;

c) Las necesarias para la protección civil en casos
de emergencia, y 

d) Cualquier otra que autorice el Consejo General
del Instituto Nacional Electoral, sin que ello impli-
que que sólo las campañas aprobadas por la referi-
da autoridad administrativa son las que podrían di-
fundirse.

f) De la Estrategia, Programa Anual y Campañas
de Comunicación Social

Se establece que los entes públicos deben elaborar una
Estrategia anual de comunicación social, para efectos
de la difusión de mensajes sobre programas y activi-
dades gubernamentales. 

La Estrategia Anual deberá contener, cuando sea apli-
cable: 

a) Misión y Visión oficiales del Ente Público.

b) Objetivo u objetivos institucionales y objetivo de
la Estrategia anual de comunicación social;

c) Metas nacionales y/o Estrategias transversales
relacionadas con los objetivos señalados en el inci-
so anterior, establecidas en el Plan Nacional de De-
sarrollo;

d) Programa o programas sectoriales o especiales
correspondientes al Ente Público, de ser aplicable;

e) Objetivo estratégico o transversal, según corres-
ponda, alineado y vinculado al Plan Nacional de
Desarrollo, y

f) Temas específicos derivados de los objetivos es-
tratégicos o transversales que abordarán en las
Campañas del Programa anual de comunicación so-
cial.

Igualmente, se establece la obligación de los Entes Pú-
blicos que cuenten con recursos asignados en el Pre-
supuesto de Egresos con objeto de gasto para Comu-

nicación Social, de elaborar un Programa Anual de
Comunicación Social, concordante con los recursos
asignados en el Presupuesto de Egresos del ejercicio
fiscal que corresponda.

Los Entes Públicos deberán elaborar el Programa
Anual considerando la prioridad temática y cronología
de la difusión de las Campañas a efecto de dar cum-
plimiento con la Estrategia anual. Las Campañas de-
ben ser acordes al objetivo de comunicación que per-
siguen los Entes Públicos con la difusión de las
mismas.

Asimismo, se determina que las dependencias y enti-
dades de la Administración Pública deberán solicitar la
autorización de sus Estrategias y Programas Anuales a
la Secretaría de Gobernación o equivalente para el ca-
so de la administración pública local.  

Una vez autorizado el Programa Anual deberán pre-
sentar ante la Secretaría o su equivalente en las Enti-
dades Federativas, la solicitud de autorización por ca-
da campaña registrada en dicho programa.

Cada solicitud de campaña registrada deberá contener:

a) Los Medios de Comunicación a utilizar;

b) Los recursos a erogar, y

c) Los requisitos que establezcan las autoridades
correspondientes de conformidad con las disposi-
ciones que para tal efecto emitan en el marco de sus
respectivas competencias.

La Secretaría de Gobernación o a las equivalentes en
las entidades federativas de acuerdo a sus facultades,
deberán emitir los lineamientos respecto de la elabora-
ción y remisión de las propuestas de Estrategias y Pro-
gramas Anuales. 

Finalmente, se establece que las dos Cámaras del Con-
greso de la Unión, el Poder Judicial de la Federación,
así como los Órganos a los que la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos les otorga auto-
nomía, deberán prever en su Reglamento Interior u
equivalente, el mecanismo para la elaboración, apro-
bación y registro de sus Estrategias y Programas
Anuales.
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De la misma forma, los poderes legislativos y judicia-
les de las entidades federativas, así como los organis-
mos constitucionales autónomos locales deberán pre-
ver en su Reglamento Interior u equivalente, el
mecanismo para la elaboración, aprobación y registro
de sus Estrategia y Programas Anuales.

g) Del Mensaje extraordinario

Establece que los Mensajes extraordinarios compren-
den información relevante que las dependencias y en-
tidades difunden a través de medios de comunicación
para atender una situación de carácter emergente o co-
yuntural y que, por no ser previsible, no está incluido
en el Programa anual de Comunicación Social. 

El registro del Mensaje extraordinario debe solicitarse
a la Secretaría de Gobernación o su equivalente local,
justificando las razones de su emisión. En el caso de
las autoridades locales, el registro del Mensaje ex-
traordinario deberá solicitarse a la Secretaría Adminis-
tradora.

Una vez autorizado el Mensaje extraordinario, las de-
pendencias y entidades deben integrar dicho mensaje
en el Programa Anual. 

Las dos Cámaras del Congreso de la Unión, el Poder
Judicial de la Federación, así como los Órganos a los
que la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos les otorga autonomía, deberán prever en su
Reglamento Interior u ordenamiento equivalente, el
mecanismo para la difusión de Mensajes Extraordina-
rios, en caso de que la legislación aplicable así lo pre-
vea.

Los poderes legislativos y judiciales de las entidades
federativas, así como los organismos constitucionales
autónomos locales deberán prever en su Reglamento
Interior u ordenamiento equivalente, el mecanismo pa-
ra la difusión de Mensajes extraordinarios, en caso de
que la legislación aplicable así lo prevea.

h) De la Vigilancia y Control de la contratación de la
Comunicación Social

Se establece la obligación de las dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal de regis-
trar en el Sistema Público, a cargo de la Secretaría de
la Función Pública, dentro de los primeros diez días

naturales siguientes a la terminación de cada mes, la
información desglosada por partida presupuestal de las
erogaciones referidas a gasto en Campañas de Comu-
nicación Social, así como en las Campañas de comu-
nicación institucional. Esta información deberá conte-
ner:

a) Partida de gasto afectada; 

b) Fecha de la Erogación;

c) Descripción del servicio contratado;

d) Unidad de medida;

e) Cantidad (número de unidades de medida contra-
tadas);

f) Costo, tarifa o cuota unitaria contratada;

g) Monto total erogado (incluido el Impuesto al Va-
lor Agregado), y

h) Nombre de la persona física o moral contratada
y su Registro Federal de Contribuyentes.

Las administraciones públicas de las entidades federa-
tivas, de los municipios y de las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México, reportarán la infor-
mación a la Secretaría de la Función Pública o control
interno que corresponda.

Los Poderes Legislativos y Judiciales, así como los ór-
ganos constitucionales autónomos o cualquier otro en-
te de los tres órdenes de gobierno, a la secretaría o uni-
dad de control interno o equivalente en las entidades
federativas que corresponda.

La responsabilidad del cumplimiento tanto del conte-
nido de las campañas como que tengan la debida auto-
rización, recaerá en cada Ente Público.

Por lo que hace a las entidades federativas, establece-
rán un Sistema Local de Gastos de Comunicación So-
cial a cargo de la Secretaría responsable del control in-
terno o unidad equivalente que deberá registrar la
información correspondiente.

i) Del Padrón Nacional de Medios de Comunicación 
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Los medios de comunicación que pretendan participar
en la contratación de Comunicación Social, deberán
estar inscritos previamente en el Padrón Nacional de
Medios de Comunicación, a cargo de la Secretaría de
Gobernación.

La información contenida en el Padrón Nacional de
Medios de Comunicación será pública y accesible a
distancia.

Cabe destacar que el empadronamiento de los medios
de comunicación en ningún caso, por ese solo hecho,
implicará la obligación de contratación por parte de
los Entes Públicos.

La Secretaría de Gobernación llevará a cabo la organi-
zación del Padrón, de conformidad con los lineamien-
tos que para tal efecto expida.

j) De la revisión y fiscalización de los recursos públi-
cos en materia de Comunicación Social

La revisión y fiscalización de los recursos públicos fe-
derales en materia de Comunicación Social se realiza-
rá a través de la Auditoría Superior de la Federación,
en términos de lo dispuesto por la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación.

La revisión y fiscalización de los recursos públicos en
materia de Comunicación Social de los Entes Públicos
de las entidades federativas, los municipios, la Ciudad
de México y sus demarcaciones territoriales, se reali-
zará a través de la Contraloría estatal o equivalente en
las entidades federativas, en términos de lo dispuesto
por la legislación aplicable en cada caso en materia de
fiscalización.

Finalmente, se establece que cuando en un mismo ac-
to o hecho estuvieren involucrados tanto autoridades
de la Federación, como de las entidades federativas y
recursos federales, la competencia se surtirá en favor
de la Auditoría.

k) De la Transparencia y Rendición de Cuentas

En virtud de lo dispuesto por la fracción XXIII del ar-
tículo 70 de la Ley General de Transparencia y con el
fin de transparentar el uso de recursos públicos que los
Entes Públicos destinan a Comunicación Social, los
sujetos obligados incorporarán un informe semestral

sobre el gasto en publicidad oficial en su portal de
transparencia, que por lo menos contenga:

a) Presupuesto asignado a publicidad;

b) Proveedores

c) Contratación concertada hasta el momento, y

d) Pago realizado a los Medios de Comunicación. 

Se establece la obligación de la Secretaría de Goberna-
ción de informar bimestralmente a la Cámara de Dipu-
tados, a través de la Comisión competente, sobre la eje-
cución de los programas y campañas relativos a la
partida de difusión de mensajes sobre programas y acti-
vidades gubernamentales, así como la relación de todos
los programas y campañas de Comunicación Social,
desglosadas por dependencias y entidades, y la progra-
mación de las erogaciones destinadas a sufragarlos.

También se establece la obligación de la Secretaría
Administradora, de remitir anualmente a la Cámara de
Diputados o los Congresos locales, a través de la Co-
misión competente, la relación de todos los programas
y campañas de comunicación social, desglosadas por
dependencias y entidades, así como la programación
de las erogaciones destinadas a sufragarlos.

l) Infracciones y Sanciones

Se establece cuando las autoridades federales, estata-
les o municipales cometan alguna infracción prevista
en esta Ley, se dará vista al superior jerárquico y, en su
caso, presentará la queja ante la autoridad competente
por hechos que pudieran constituir responsabilidades
administrativas o las denuncias o querellas ante el
agente del Ministerio Público que deba conocer de
ellas, a fin de que se proceda en los términos de las le-
yes aplicables.

m) Disposiciones Transitorias

Se propone que la Ley entre en vigor el 1o. de enero
de 2019, a efecto de que tanto el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para este ejercicio fiscal, como
los “Lineamientos generales para las campañas de co-
municación social de las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal” continúen aplican-
do en 2018.
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Asimismo, se prevé que al entrar en vigor en el año
2019, se daría tiempo suficiente para que tanto el Con-
greso de la Unión como las legislaturas locales ade-
cuaran su normatividad.

Cabe destacar que la sentencia de la Primera Sala de la
SCJN no prevé obligación en cuanto a la entrada en vi-
gor de la legislación que deba expedirse.

El Congreso de la Unión, los Congresos Locales y la
Asamblea Legislativa de la Ciudad de México deberán
armonizar su legislación, en un plazo no mayor a 90
días a partir de la publicación del Decreto.

También se otorga un plazo de 120 días a días a partir
de la publicación del Decreto, para que el Ejecutivo
Federal realice las adecuaciones reglamentarias co-
rrespondientes. 

Igualmente, la Secretaría de Gobernación deberá crear
el Padrón Nacional de Medios de Comunicación y
emitir los Lineamientos correspondientes.

Finalmente, se prevé que la Secretaría de Gobernación
podrá celebrar convenios de colaboración con las Se-
cretarías Administradoras en las entidades federativas,
que sirvan como mecanismos de apoyo y asesoría en
la creación e implementación de sus Sistemas de In-
formación de Normatividad de Comunicación.

Por las razones expuestas se somete a la consideración
de esta Soberanía la siguiente Iniciativa con Proyecto
de:

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY
GENERAL DE COMUNICACIÓN SOCIAL

ARTÍCULO ÚNICO. Se expide Ley General de Co-
municación Social, para quedar como sigue:

LEY GENERAL DE COMUNICACIÓN SOCIAL

Título I
Disposiciones Generales

Capítulo Único

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público e in-
terés social, de observancia general en toda la Repú-
blica y reglamentaria del párrafo octavo del artículo

134 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, relativo a la propaganda, bajo cualquier
modalidad de Comunicación Social.

Artículo 2.- La presente Ley tiene por objeto estable-
cer las normas a que deberán sujetarse los Entes Pú-
blicos a fin de garantizar que el gasto en Comunica-
ción Social cumpla con los criterios de eficiencia,
eficacia, economía, transparencia y honradez, y respe-
te los topes presupuestales, límites y condiciones de
ejercicio que establezcan los presupuestos de egresos
respectivos.

Artículo 3.- Son sujetos obligados al cumplimiento de
lo dispuesto en esta Ley, los poderes públicos, los ór-
ganos a los que la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos dota de autonomía, las dependen-
cias y entidades de la administración pública y cual-
quier otro ente público de los tres órdenes de gobierno.

Artículo 4.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá
por:

I. Campañas de Comunicación Social: Aquéllas
que difunden el quehacer gubernamental, acciones
o logros de Gobierno o estimulan acciones de la
ciudadanía para acceder a algún beneficio o servi-
cio público;

II. Coemisión de Campaña: Es la difusión de una
Campaña de Comunicación Social en la que parti-
cipan con presupuesto de manera coordinada dos o
más Entes Públicos que tienen temas afines o líne-
as de acción compartidas;

III. Entes Públicos: En singular o plural, los pode-
res de la Federación, de las Entidades Federativas;
los municipios y las demarcaciones territoriales de
la Ciudad de México, así como los órganos consti-
tucionales autónomos y cualquier otra dependencia
o entidad de carácter público;

IV. Estrategia anual de comunicación social: Ins-
trumento de planeación que expresa los temas gu-
bernamentales prioritarios a ser difundidos durante
el ejercicio fiscal por los Entes Públicos;

V. Informe anual de labores o de gestión: Aquél a
que se refiere la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales;
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VI. Medios de Comunicación: Son los que pueden
ser captados simultáneamente por gran cantidad de
individuos. Se entenderán como tales a los medios
electrónicos, medios impresos, medios complemen-
tarios, medios digitales y medios públicos;

VII. Padrón: El Padrón Nacional de Medios de
Comunicación;

VIII. Programa Anual de Comunicación Social:
Conjunto de campañas de Comunicación Social,
derivadas de la Estrategia anual de comunicación
social, encaminadas al cumplimiento de las accio-
nes establecidas por el Ente Público que coadyuva-
rán al logro de sus atribuciones, y que se costean
con recursos presupuestarios;

IX. Recursos presupuestarios: Monto total anual
disponible para el Ente Público de conformidad con
lo previsto en las disposiciones del Presupuesto de
Egresos de la Federación y en el de las entidades fe-
derativas para el Ejercicio Fiscal correspondiente;

X. Secretaría Administradora: La Secretaría de
Gobernación y la dependencia o unidad administra-
tiva equivalente en el ámbito de las entidades fede-
rativas y los municipios, encargada de regular y ad-
ministrar el gasto en materia de comunicación
social, así como las áreas o unidades administrativas
con funciones o atribuciones equivalentes o simila-
res que determinen el resto de los Entes Públicos;

XI. Sistema Público: En singular o plural, se refie-
re al Sistema que es administrado por las Secretarí-
as responsables del control interno de los poderes
ejecutivos federal y locales, así como las autorida-
des que determinen el resto de los Entes Públicos,
mediante el cual se registra y se da seguimiento a
las erogaciones que realizan las Dependencias y
Entidades en materia de comunicación social;

XII. Sistema de Información de Normatividad
de Comunicación: Sistema a cargo de la Secretaría
Administradora mediante el cual se registran los
Programas Anuales de Comunicación Social, a tra-
vés de formatos preestablecidos y contraseñas de
acceso;

XIII. Tiempos Comerciales: Corresponde a los es-
pacios de radio y televisión que los Entes Públicos

utilizan para la difusión de campañas, de conformi-
dad con el Presupuesto de Egresos correspondiente;

XIV. Tiempos de Estado: Las transmisiones gra-
tuitas diarias referidas en los artículos 251 y 252 de
la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifu-
sión;

XV. Tiempos Fiscales: Corresponden al pago en
especie del Impuesto federal sobre Servicios Expre-
samente Declarados de Interés Público por Ley, en
los que intervengan Empresas Concesionarias de
Bienes del Dominio Directo de la Nación; a través
de transmisiones gratuitas en radio y televisión, y 

XVI. Tiempos Oficiales: Comprende tanto los
Tiempos de Estado como los Tiempos Fiscales en
radio y televisión.

Artículo 5. En el ejercicio del gasto público en mate-
ria de comunicación social, los Entes Públicos deberán
observar con los siguientes principios rectores:

a) La eficacia, en uso de los recursos públicos;

b) La eficiencia, de los recursos públicos destinados
a la contratación o gasto de Comunicación Social;

c) La economía y racionalidad presupuestaria, que
comprende la administración prudente de los recur-
sos destinados a la comunicación social;

d) La transparencia y máxima publicidad, garanti-
zándose el acceso a toda información relacionada
con la contratación y manejo de recursos públicos
destinados a la Comunicación Social de los Entes
Públicos, conforme a lo dispuesto en la Ley Gene-
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica y otras disposiciones jurídicas aplicables;

e) La honradez, que comprende el manejo de re-
cursos públicos conforme a las leyes y otras dis-
posiciones jurídicas aplicables, que justifique la
contratación sujetándose a criterios de calidad
cumpliendo los propósitos de la Comunicación
Social;

f) La objetividad e imparcialidad, que implica que
la Comunicación Social en los procesos electorales
no debe estar dirigida a influir en la equidad de la

Gaceta Parlamentaria Martes 13 de marzo de 201820



competencia entre los partidos políticos, precandi-
datos y candidatos;

g) La institucionalidad, en virtud de sus fines infor-
mativos, educativos o de orientación social;

h) La necesidad, de comunicar los asuntos públicos
a la sociedad para su información y/o atención, y

i) La congruencia, entre el contenido del mensaje, el
objetivo de comunicación y la población objetivo.

Adicionalmente, deberá atender al respeto a la libertad
de expresión y al fomento del acceso ciudadano a la
información; y debe contribuir a fomentar la igualdad
entre hombres y mujeres, respetará la diversidad social
y cultural de la Nación.

La Secretaría Administradora deberá contemplar en
los lineamientos que emita, los criterios de selección
del medio de comunicación correspondiente, a fin de
garantizar el cumplimiento de los principios previstos
en el presente artículo.

Artículo 6.- Serán aplicables de manera supletoria, en
lo conducente, las disposiciones contenidas en la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo, la Ley Ge-
neral de Instituciones y Procedimientos Electorales, la
Ley General de Responsabilidades Administrativas, la
Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración y la Ley General de Transparencia y Acceso
a la Información Pública.

Los Medios de Comunicación tienen garantizado el
pleno ejercicio del desarrollo a la libertad de expresión
en la contratación y difusión de propaganda guberna-
mental, en términos de los artículos 6º y 7º de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 7.- Esta Ley es aplicable a cualquier Campa-
ña de Comunicación Social pagada con recursos pú-
blicos, que sea transmitida en el territorio nacional o
en el extranjero. 

Tampoco aplicará esta Ley en aquellas disposiciones
normativas, resoluciones y actos administrativos o ju-
diciales y demás información sobre las actuaciones
gubernamentales que deban publicarse o difundirse
por mandato legal.

Título II
De la Comunicación Social de los Entes Públicos

Capítulo I
De las Reglas de la Comunicación Social

Artículo 8.- Las campañas de Comunicación Social,
deberán:

I. Promover la difusión y conocimiento de los valo-
res, principios y derechos constitucionales;

II. Promover campañas de turismo, educación, sa-
lud y protección civil, entre otras;

III. Informar a los ciudadanos de sus derechos y
obligaciones legales, de aspectos relevantes del fun-
cionamiento de los sujetos obligados, y de las con-
diciones de acceso y uso de los espacios y servicios
públicos;

IV. Cumplir con las obligaciones que en materia
electoral establezca la legislación aplicable;

V. Anunciar medidas preventivas de riesgos o que
contribuyan a la eliminación de daños de cualquier
naturaleza para la salud de las personas o el equili-
brio ecológico y protección al ambiente, así como
en materia de protección civil;

VI. Difundir las lenguas nacionales y el patrimonio
histórico de la nación;

VII. Comunicar programas y actuaciones públicas,
y 

VIII. Otros establecidos en las leyes. 

Artículo 9.- Además de lo previsto en el artículo 21 de
esta Ley, no se podrán difundir Campañas de Comuni-
cación Social, cuyos contenidos: 

I. Tengan por finalidad destacar, de manera perso-
nalizada, nombres, imágenes, voces o símbolos de
cualquier servidor público, con excepción de lo pre-
visto en el artículo 14; 

II. Incluyan mensajes discriminatorios, sexistas o
contrarios a los valores, principios y derechos cons-
titucionales; 
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III. Inciten, de forma directa o indirecta, a la vio-
lencia o a comportamientos contrarios al ordena-
miento jurídico, y 

IV. Induzcan a la confusión con los símbolos, ideas,
expresiones, diseños o imágenes empleadas por
cualquier organización política o social.

Artículo 10.- Por ningún motivo el contenido de la
Comunicación Social que difundan los Entes Públicos
podrá incluir mensajes que impliquen un ataque a la
moral, la vida privada o los derechos de terceros, pro-
voque algún delito, o perturbe el orden público.

Artículo 11.- La Comunicación Social que difundan
programas que otorguen subsidios o beneficios direc-
tos a la población, deberán incluir de manera visible o
audible, la siguiente leyenda “Este programa es públi-
co, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibi-
do el uso para fines distintos a los establecidos en el
programa”.

Para lo anterior, deberán considerarse las característi-
cas de cada Medio de Comunicación. En los casos de
los programas de desarrollo social únicamente deberá
incluirse la leyenda establecida en el artículo 28 de la
Ley General de Desarrollo Social.

En ningún caso los partidos políticos podrán emplear
o referir estos programas en su propaganda o Comuni-
cación Social.

Artículo 12.- Se procurará que las campañas de Co-
municación Social se transmitan en versiones y for-
matos accesibles para personas con capacidades dife-
rentes.

Las campañas de Comunicación Social deberán consi-
derar el uso de la Lengua de Señas Mexicanas por me-
dio de un intérprete, subtitulaje, así como de textos o
tecnologías que permitan el acceso a los contenidos de
Comunicación Social en televisión a las personas con
discapacidad auditiva.

En comunidades indígenas, se procurará que las cam-
pañas de comunicación social se difundan en la lengua
o las lenguas correspondientes.

Artículo 13.- La propaganda electoral se sujetará a las
disposiciones legales y normativas en materia electo-

ral, por lo que su revisión y fiscalización no se sujeta
a la presente Ley.

Artículo 14.- El informe anual de labores o gestión de
los Servidores Públicos, así como los mensajes que pa-
ra darlos a conocer que se difundan en canales de tele-
visión y estaciones de radio, no serán considerados co-
mo Comunicación Social, siempre que la difusión se
limite a una vez al año con cobertura geográfica re-
gional correspondiente al ámbito de responsabilidad
del servidor público y no exceda de los 7 días anterio-
res y 5 posteriores a la fecha en que se rinda el infor-
me.

En ningún caso la difusión de tales informes podrá te-
ner fines electorales, ni realizarse dentro del periodo
de campaña electoral.

Las Secretarías Administradoras podrán vincular las
Campañas de Comunicación Social de los Entes Pú-
blicos que consideren temas afines o líneas de acción
compartidas en el marco de sus respectivas competen-
cias, señalando debidamente al o los Entes Públicos
que participen en la Coemisión de Campaña. 

Para lo anterior, la Secretaría Administradora coordi-
nará y dará seguimiento a la vinculación de los esfuer-
zos comunicacionales con base en las Estrategias y
Programas anuales recibidos.

Capítulo II
De los Tiempos Oficiales

Artículo 15.- Los Tiempos Oficiales serán utilizados
por los Entes Públicos que tengan acceso a ellos, para
la difusión de contenidos de carácter institucional y
con fines informativos, educativos, culturales y otros
asuntos de interés social.

Artículo 16.- En casos de emergencia derivados de si-
tuaciones de salud, desastres naturales o de protección
civil, los sujetos obligados podrán difundir campañas
de Comunicación Social necesarias para mantener in-
formada a la población de conformidad con lo previs-
to en el Capítulo VI de este Título.

Artículo 17.- La Secretaría de Gobernación adminis-
trará el uso de los Tiempos de Estado y de los Tiempos
Fiscales, conforme a lo dispuesto por la Ley Federal
de Telecomunicaciones y Radiodifusión, así como por
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el Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción del ejercicio fiscal correspondiente, salvo en el
caso de los Tiempos Oficiales que en distintos mo-
mentos corresponda administrar al Instituto Nacional
Electoral, conforme a lo establecido en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la legis-
lación de la materia.

La distribución de los Tiempos Fiscales se realizará en
la proporción siguiente:

I. Cuarenta por ciento al Poder Ejecutivo Federal;

II. Treinta por ciento al Poder Legislativo Federal,
tiempos que se distribuirán en partes iguales a la
Cámara de Diputados y a la Cámara de Senadores;

III. Diez por ciento al Poder Judicial Federal, y

IV. Veinte por ciento a los Entes Autónomos Cons-
titucionales.

La Secretaría de Gobernación dará seguimiento a la
utilización de los tiempos fiscales. Asimismo, estará
facultada para reasignar estos tiempos cuando no hu-
bieren sido utilizados con oportunidad o se encuentren
subutilizados, de conformidad con las disposiciones
generales que al efecto emita.

Las reasignaciones se ajustarán a la proporción previs-
ta en este artículo. 

Capítulo III
Del gasto en Comunicación Social

Artículo 18.- Los Entes Públicos Federales, podrán
destinar recursos presupuestarios para Tiempos Co-
merciales, siempre y cuando, hayan solicitado los
Tiempos Oficiales, y dichos tiempos no estuvieran dis-
ponibles en los espacios y tiempos solicitados.

El gasto que realicen los Entes Públicos para la difu-
sión de campañas de Comunicación Social deberá su-
jetarse a lo que establezcan anualmente los presupues-
tos de egresos respectivos, así como su Programa
Anual de Comunicación Social.

Los Entes Públicos no podrán convenir el pago de cré-
ditos fiscales, ni de cualquier otra obligación de pago
a favor de la autoridad, a través de la prestación de ser-

vicios de publicidad, impresiones, inserciones y demás
actividades en materia de Comunicación Social.

Los medios de difusión del sector público podrán con-
venir con los del sector privado la prestación recípro-
ca de servicios de publicidad.

Artículo 19.- Las contrataciones de Tiempos Comer-
ciales que realicen los Entes Públicos con los Medios
de Comunicación para la difusión de campañas de Co-
municación Social, deberá apegarse a la legislación y
normatividad en materia de adquisiciones, arrenda-
mientos y servicios que les sea aplicable.

Artículo 20.- Las Secretarías Administradoras, de
conformidad con lo establecido en el Presupuesto de
Egresos respectivo y en las leyes competentes en la
materia, emitirán anualmente los lineamientos que
contengan las reglas relativas a la difusión de las cam-
pañas de carácter industrial, comercial, mercantil y de
promoción y publicidad que promuevan o publiciten la
venta de productos o servicios que generan algún in-
greso para el Estado, mismos que no podrán difundir-
se en los Tiempos Oficiales.

Capítulo IV
De la difusión de la Comunicación 

Social durante los procesos electorales

Artículo 21.- Durante el tiempo que comprendan las
campañas electorales federales y locales, y hasta la
conclusión de la respectiva jornada comicial, deberá
suspenderse la difusión de toda campaña de Comuni-
cación Social en los Medios de Comunicación.

Para los efectos del párrafo anterior, en el caso de los
procesos electorales locales, deberá suspenderse la di-
fusión de Campañas de Comunicación Social en los
Medios de Comunicación con Cobertura Geográfica y
ubicación exclusivamente en la Entidad Federativa de
que se trate.

Se exceptúan de lo anterior:

I. Las campañas de información de las autoridades
electorales;

II. Las relativas a servicios educativos y de salud;
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III. Las necesarias para la protección civil en casos
de emergencia, y

IV. Cualquier otra que autorice el Consejo General
del Instituto Nacional Electoral, de manera especí-
fica durante los procesos electorales, sin que ello
implique que sólo las campañas aprobadas por la
referida autoridad administrativa son las que podrí-
an difundirse.

Cuando existan procesos electorales, las dependencias
y entidades de la administración pública deben acatar
la normatividad aplicable que ordene la suspensión de
las campañas gubernamentales.

Capítulo V
De la Estrategia, Programa Anual y 
Campañas de Comunicación Social

Artículo 22.- La Secretaría Administradora será la en-
cargada, en el ámbito de su competencia, de prestar
asistencia técnica y evaluación de las Estrategias, Pro-
gramas y las Campañas de Comunicación Social de las
dependencias y entidades de la administración públi-
ca, a fin de que se lleven a cabo bajo los principios a
los que se hace referencia en esta Ley.

La Secretaría Administradora será la encargada de la
planeación y evaluación de los Programas Anuales de
Comunicación Social que elaboren los Entes Públicos
respectivos, a fin de que se lleven a cabo bajo los prin-
cipios a los que se hace referencia en esta Ley.

Artículo 23.- Los Entes Públicos deben elaborar una
Estrategia anual de comunicación social, para efectos
de la difusión de mensajes sobre programas y activi-
dades gubernamentales.

La Estrategia Anual deberá contener, cuando sea apli-
cable:

I. Misión y Visión oficiales del Ente Público;

II. Objetivo u objetivos institucionales y objetivo
de la Estrategia anual de comunicación social;

III. Metas nacionales y/o Estrategias transversales
relacionadas con los objetivos señalados en el inci-
so anterior, establecidas en el Plan Nacional de De-
sarrollo;

IV. Programa o programas sectoriales o especiales
correspondientes al Ente Público, de ser aplicable;

V. Objetivo estratégico o transversal, según corres-
ponda, alineado y vinculado al Plan Nacional de
Desarrollo, y

VI. Temas específicos derivados de los objetivos
estratégicos o transversales que abordarán en las
Campañas del Programa anual de comunicación so-
cial.

Artículo 24.- Los Entes Públicos que cuenten con re-
cursos asignados en el Presupuesto de Egresos con ob-
jeto de gasto para Comunicación Social, deben elabo-
rar un Programa Anual de Comunicación Social
concordante con los recursos asignados en la partida
de gasto correspondiente en el Presupuesto de Egresos
del ejercicio fiscal que corresponda.

El Programa Anual de Comunicación Social deberá
comprender el conjunto de campañas de comunicación
social a difundirse en el ejercicio fiscal respectivo,
mismas que estarán encaminadas al cumplimiento del
objetivo institucional y de los principios rectores, y
que podrán incluir:

I. Mensajes sobre programas y actividades guber-
namentales;

II. Acciones o logros del Gobierno, y

III. Mensajes tendientes a estimular acciones de la
ciudadanía para acceder a algún beneficio o servi-
cio público.

Artículo 25.- Las dependencias y entidades de las ad-
ministraciones públicas deberán presentar su Estrate-
gia y Programa anual correspondiente y enviarla a la
Secretaría Administradora, previo registro en el Siste-
ma de Información de Normatividad de Comunicación
u homólogo, en la primera quincena de enero de cada
año, primero de manera electrónica, y posteriormente,
con plazos establecidos para la entrega documental
con firmas autógrafas.

La Secretaría Administradora emitirá las observacio-
nes pertinentes o, en su caso, autorizará las Estrategias
y Programas Anuales que corresponda.
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Artículo 26.- Los Entes Públicos deberán elaborar el
Programa Anual considerando la prioridad temática y
cronología de la difusión de las Campañas a efecto de
dar cumplimiento con la Estrategia anual. Las Campa-
ñas deben ser acordes al objetivo de comunicación que
persiguen los Entes Públicos con la difusión de las
mismas.

En la ejecución de sus Programas Anuales de Comu-
nicación Social, los Entes Públicos deberán atender
los siguientes criterios: 

I. Que las campañas de comunicación social tengan
relación directa con las atribuciones y facultades de
los sujetos obligados; 

II. Que los recursos a utilizar sean proporcionales a
los objetivos de la campaña;

III. Que las herramientas y medios utilizados para
la difusión de la campaña sean seleccionados de
manera efectiva a fin de que la hagan llegar al pú-
blico al que vaya dirigida;

IV. Que haya objetivos claros y precisos para co-
municar;

V. Que se establezcan metas de resultados y proce-
dimientos de evaluación de las campañas;

VI. Utilizar, en primera instancia, los tiempos ofi-
ciales conforme a las disposiciones legales y admi-
nistrativas aplicables, en el caso de los sujetos obli-
gados que tengan derecho a ello, y 

VII. Que tengan un carácter institucional y fines in-
formativos, educativos o de orientación social.

Artículo 27.- Las dependencias y entidades remitirán
sus propuestas de Estrategias, Programas Anuales y
respectivas Campañas de Comunicación Social a la
Secretaría Administradora, observando los lineamien-
tos que éstas emitan en el marco de sus respetivas
competencias y atendiendo aquellos que en materia
presupuestal establezca la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público o su equivalente en las Entidades Fe-
derativas, según corresponda.

Artículo 28.- La Secretaría Administradora deberá te-
ner registro de las campañas que cada dependencia y

entidad prevé realizar, las vigencias generales, los
montos del techo presupuestal y la inversión que re-
presentaría en el marco de su programación.

Artículo 29.- Una vez autorizada la Estrategia y el
Programa Anual conforme al artículo 25 y de acuerdo
a las vigencias establecidas en el mismo, las depen-
dencias y entidades deberán presentar ante la Secreta-
ría Administradora, la solicitud de autorización por ca-
da campaña registrada en el Programa.

Salvo los mensajes extraordinarios previstos en el Ca-
pítulo VI del Título II de esta Ley, la Secretaría Admi-
nistradora no autorizará solicitudes de campañas que
hayan iniciado su difusión, por lo que las dependen-
cias y entidades deben considerar los tiempos del pro-
cedimiento de autorización para llevar a cabo la pla-
neación de sus campañas, mismos que se establecerán
en los Lineamientos respectivos.

Cada solicitud de campaña registrada deberá contener,
por lo menos:

I. Los Medios de Comunicación a utilizar;

II. Los recursos a erogar, y

III. Los requisitos adicionales que establezcan las
autoridades correspondientes de conformidad con
las disposiciones que para tal efecto emitan en el
marco de sus respectivas competencias.

Artículo 30.- Las dos Cámaras del Congreso de la
Unión, el Poder Judicial de la Federación, así como los
Órganos a los que la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos les otorga autonomía, deberán
prever en su Reglamento Interior u ordenamiento
equivalente, el mecanismo para la elaboración, apro-
bación y registro de sus Estrategias y Programas
Anuales, de conformidad con lo establecido en el pre-
sente Capítulo.

Los poderes legislativos y judiciales de las entidades
federativas, así como los organismos constitucionales
autónomos locales deberán prever en su Reglamento
Interior u ordenamiento equivalente, el mecanismo pa-
ra la elaboración, aprobación y registro de sus Estrate-
gia y Programas Anuales, de conformidad con lo esta-
blecido en el presente Capítulo.
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Capítulo VI
Del Mensaje extraordinario

Artículo 31.- Las dependencias y entidades de las ad-
ministraciones públicas podrán difundir a través de
Medios de Comunicación, Mensajes extraordinarios
que comprendan información relevante para atender
una situación de carácter emergente o coyuntural y
que, por no ser previsible, no estén incluidos en el
Programa anual de Comunicación Social.

El registro posterior de los Mensajes extraordinarios
debe solicitarse a la Secretaría Administradora, justifi-
cando las razones de su emisión. Una vez autorizado
el Mensaje extraordinario, las dependencias y entida-
des deben integrar dicho mensaje en el Programa
Anual.

Artículo 32.- Las dos Cámaras del Congreso de la
Unión, el Poder Judicial de la Federación, así como los
Órganos a los que la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos les otorga autonomía, deberán
prever en su Reglamento Interior u ordenamiento
equivalente, el mecanismo para la difusión de Mensa-
jes Extraordinarios, en caso de que la legislación apli-
cable así lo prevea.

Los poderes legislativos y judiciales de las entidades
federativas, así como los organismos constitucionales
autónomos locales deberán prever en su Reglamento
Interior u ordenamiento equivalente, el mecanismo pa-
ra la difusión de Mensajes extraordinarios, en caso de
que la legislación aplicable así lo prevea.

Capítulo VII
De la vigilancia y control de la contratación 

de la Comunicación Social

Artículo 33.- Las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal registrarán en el Sistema
Público a cargo de la Secretaría de la Función Pública,
dentro de los primeros diez días naturales siguientes a
la terminación de cada mes, la información de las ero-
gaciones referidas a gasto en Comunicación Social.

Cada informe deberá contener lo siguiente:

I. Partida de gasto afectada;

II. Fecha de la Erogación;

III. Descripción del servicio contratado;

IV. Unidad de medida;

V. Cantidad (número de unidades de medida con-
tratadas);

VI. Costo, tarifa o cuota unitaria contratada;

VII. Monto total erogado (incluido el Impuesto al
Valor Agregado), y

VIII. Nombre de la persona física o moral contrata-
da y su Registro Federal de Contribuyentes.

Las administraciones públicas de las entidades federa-
tivas, de los municipios y de las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México, reportarán a través de
su Sistema Público la información en los términos del
párrafo anterior a la secretaría o unidad de la función
pública o control interno que corresponda, en el plazo
que prevea la legislación aplicable. 

Los Poderes Legislativos y Judiciales, así como los
órganos constitucionales autónomos o cualquier otro
ente de los tres órdenes de gobierno, también repor-
tarán la información a que se refiere el párrafo se-
gundo de este artículo a la Auditoría Superior de la
Federación o equivalente en las entidades federativas
que corresponda, de conformidad con la legislación
aplicable. 

La responsabilidad del cumplimiento tanto del conte-
nido de las campañas como que tengan la debida auto-
rización, recaerá en cada Ente Público.

Artículo 34.- Las Entidades Federativas establecerán
un Sistema Público local de gastos de Comunicación
Social a cargo de la Secretaría o unidad responsable
del control interno que deberá registrar la información
equivalente a la prevista en el artículo 33 para las de-
pendencias y entidades de la administración pública
local.

Capítulo VIII
Del Padrón Nacional de Medios de Comunicación

Artículo 35.- Los Medios de Comunicación que pre-
tendan participar en la contratación de Comunicación
Social a que se refiere la presente Ley, deberán estar
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inscritos previamente en el Padrón Nacional de Me-
dios de Comunicación, a cargo de la Secretaría de Go-
bernación.

La información contenida en el Padrón Nacional de
Medios de Comunicación será pública y accesible a
distancia.

Artículo 36.- El empadronamiento de los Medios de
Comunicación en ningún caso, por ese solo hecho, im-
plicará la obligación de contratación por parte de los
Entes Públicos.

Artículo 37.- La Secretaría de Gobernación llevará a
cabo la organización del Padrón, de conformidad con
los lineamientos que para tal efecto expida.

Título III
De la revisión y fiscalización de los recursos 
públicos en materia de Comunicación Social

Capítulo Único
De la Auditoría Superior de la Federación

Artículo 38.- La revisión y fiscalización de los recur-
sos públicos federales en materia de Comunicación
Social se realizará a través de la Auditoría Superior de
la Federación, en términos de lo dispuesto por la Ley
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federa-
ción.

La revisión y fiscalización de los recursos públicos en
materia de Comunicación Social de los Entes Públicos
de las entidades federativas, los municipios, la Ciudad
de México y sus demarcaciones territoriales, se reali-
zará a través de la Contraloría estatal o equivalente en
las entidades federativas, en términos de lo dispuesto
por la legislación aplicable en cada caso en materia de
fiscalización.

Artículo 39.- Cuando en un mismo acto o hecho estu-
vieren involucradas tanto autoridades de la Federa-
ción, como de las entidades federativas y recursos fe-
derales, la competencia se surtirá en favor de la
Auditoría Superior de la Federación.

Título IV
De la Transparencia y Rendición de Cuentas

Capítulo Único
De los Informes

Artículo 40.- Los Entes Públicos deberán poner a dis-
posición del público y mantener actualizada, en los
respectivos sitios de internet, de acuerdo con sus fa-
cultades, atribuciones, funciones u objeto social, se-
gún corresponda, la información, sobre los montos
destinados a gastos relativos a Campañas de Comuni-
cación Social desglosada por tipo de medio, proveedo-
res, número de contrato y concepto o campaña, de
conformidad con la legislación aplicable.

Artículo 41.- Cada uno de los Entes Públicos incorpo-
rará un informe semestral sobre el gasto en publicidad
oficial en su portal de transparencia, que por lo menos
contenga:

I. Presupuesto asignado a Campañas de Comunica-
ción Social;

II. Proveedores;

III. Contratación concertada hasta el momento, con
número de contrato, y

IV. Pago realizado a los Medios de Comunicación.

Artículo 42.- La Secretaría Administradora informará
bimestralmente a la Cámara de Diputados o los Con-
gresos locales, respectivamente, a través de la Comi-
sión competente, sobre la ejecución de los programas
y actividades gubernamentales.

Dichos informes deberán contener, al menos, lo si-
guiente:

I. Monto total erogado por dependencia y entidad;

II. Empresas prestadoras de los servicios;

III. Propaganda contratada, y

IV. Para el caso de la Administración Pública Fede-
ral, el reporte del uso de los Tiempos Fiscales y de
Estado.
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Artículo 43.- La Secretaría Administradora, remitirá
anualmente a la Cámara de Diputados o los Congresos
locales, respectivamente, a través de la Comisión com-
petente, la relación de todos los programas y campañas
de comunicación social, desglosadas por dependencias
y entidades, así como la programación de las eroga-
ciones destinadas a sufragarlos.

Asimismo, en lo que respecta a la Administración Pú-
blica Federal, deberá contener la descripción de las
fórmulas, modalidades y reglas para la asignación de
tiempos oficiales. Dicho informe deberá presentarse
una vez autorizados los Programas Anuales de comu-
nicación correspondientes.

Los Poderes Legislativo y Judiciales, así como los ór-
ganos constitucionales autónomos o cualquier otro en-
te de los tres órdenes de gobierno, también reportarán
la información a que se refiere el artículo 42 y el pre-
sente a la Auditoría Superior de la Federación o equi-
valente en las entidades federativas que corresponda,
de conformidad con la legislación aplicable.

Título V
De las Infracciones y Sanciones

Capítulo Único

Artículo 44.- Constituyen infracciones a la presente
Ley de los Entes y Servidores Públicos, según sea el
caso:

I. Difundir campañas de Comunicación Social vio-
latorias de los principios establecidos en el artículo
5 de la presente Ley;

II. Exceder los límites y condiciones establecidas
para los informes anuales de labores de los Servi-
dores Públicos, y

III. El incumplimiento de cualquiera de las disposi-
ciones contenidas en esta Ley.

Artículo 45.- Cuando las autoridades federales, esta-
tales o municipales cometan alguna infracción previs-
ta en esta Ley, se dará vista al superior jerárquico y, en
su caso, presentará la queja ante la autoridad compe-
tente por hechos que pudieran constituir responsabili-
dades administrativas o las denuncias o querellas ante
el agente del Ministerio Público que deba conocer de

ellas, a fin de que se proceda en los términos de las le-
yes aplicables.

TRANSITORIOS

PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor el
1o. de enero de 2019, sin perjuicio de lo previsto en los
transitorios siguientes.

SEGUNDO.- El Ejecutivo Federal deberá realizar las
adecuaciones reglamentarias correspondientes en un
plazo que no exceda de 120 días a partir de la publica-
ción del presente Decreto. 

Igualmente, la Secretaría de Gobernación deberá crear
el Padrón Nacional de Medios de Comunicación y de-
berá emitir los Lineamientos a que se refiere el artícu-
lo 37, una vez autorizado el Presupuesto de Egresos
respectivo.

Las disposiciones normativas que se expidan, deberán
entrar en vigor el mismo día que lo haga la Ley que se
expide por virtud del presente Decreto.

TERCERO. - El Congreso de la Unión, los Congre-
sos Locales y la Asamblea Legislativa de la Ciudad de
México deberán armonizar su legislación, en un plazo
no mayor a 90 días a partir de la publicación del pre-
sente Decreto.

Dicha legislación deberá entrar en vigor el mismo día
que lo haga la Ley que se expide por virtud del pre-
sente Decreto.

CUARTO.- Se derogan las disposiciones que se opon-
gan al presente Decreto.

QUINTO. - Las solicitudes de autorización de campa-
ñas en trámite o pendientes de autorización al momen-
to de entrada en vigor del presente Decreto, deben tra-
mitarse y resolverse conforme a las disposiciones
vigentes al momento en el que fueron presentadas.

SEXTO. - Las erogaciones que, en su caso, deban rea-
lizar los Entes Públicos con motivo de la entrada en vi-
gor del presente Decreto deberán cubrirse con cargo a
su presupuesto autorizado para el ejercicio fiscal que
corresponda.

SÉPTIMO. - Por única ocasión en el año 2019, no se-
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rá aplicable el plazo a que se refiere el primer párrafo
del artículo 25, y la presentación de los Programas y
Estrategias Anuales deberá realizarse en la primera
quincena del mes de febrero. 

OCTAVO. - La Secretaría de Gobernación podrá cele-
brar convenios de colaboración con sus homólogas en
las entidades federativas, que sirvan como mecanis-
mos de apoyo y asesoría en la creación e implementa-
ción de sus Sistemas de Información de Normatividad
de Comunicación.

Notas

1 Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adi-

cionan los artículos 21, 85, 97, 108, 116, 122 y 134 de la Consti-

tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Presentada por

el Sen. Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente de la Comisión

Ejecutiva de la Negociación y Construcción de Acuerdos, a nom-

bre propio y de Legisladores de diversos Grupos Parlamentarios.

Se turnó a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; de

Gobernación; de Radio, Televisión y Cinematografía; y de Estu-

dios Legislativos, de la Cámara de Senadores. Gaceta Parlamenta-

ria, 12 de septiembre de 2007.

2 Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales;

de Gobernación; de Radio, Televisión y Cinematografía; y de Es-

tudios Legislativos, con proyecto de decreto de reformas a la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en mate-

ria de Reforma Electoral. Aprobado con 110 votos en pro y 11 en

contra. 

3 [J]; 10a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de

2013; Tomo 1; Pág. 169. P./J. 27/2013 (9a.).

4 Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal

Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 2, Número 4,

2009, páginas 20 y 21

5 Entre el 1º. de febrero y el 30 de abril de 2014.

6 [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 21, agosto de

2015; Tomo I; Pág. 477. 1a. CCXXXVIII/2015 (10a.).

7 [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 21, agosto de

2015; Tomo I; Pág. 479. 1a. CCXXXIX/2015 (10a.).

8 Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis: VI.2o.A.1 K, Novena

Época; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo

XIV, octubre de 2001: ARTÍCULOS TRANSITORIOS. FOR-

MAN PARTE DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO RESPECTI-

VO Y SU OBSERVANCIA ES OBLIGATORIA. Los artículos

transitorios de una ley, reglamento, acuerdo y, en general, de cual-

quier ordenamiento jurídico, forman parte de él; en ellos se fija,

entre otras cuestiones, la fecha en que empezará a regir o lo ati-

nente a su aplicación, lo cual permite que la etapa de transición en-

tre la vigencia de un numeral o cuerpo de leyes, y el que lo dero-

ga, reforma o adiciona, sea de tal naturaleza que no paralice el

desenvolvimiento de la actividad pública del Estado, y no dé lugar

a momento alguno de anarquía, por lo que la aplicación de aqué-

llos también es de observancia obligatoria, en términos del artícu-

lo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-

nos.

Tribunal en Pleno de la SCJN. Tesis: P. VII/2007; Novena Época;

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, abril

de 2007.

10 

11 Artículo 77. Los efectos de la concesión del amparo serán:

II. Cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique

una omisión, obligar a la autoridad responsable a respetar el dere-

cho de que se trate y a cumplir lo que el mismo exija.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 12 de marzo de 2018.

Diputados: Carlos Iriarte Mercado, Jesús Sesma Suárez, Luis Al-

fredo Valles Mendoza, Édgar Romo García, Mercedes del Carmen

Guillén Vicente, Armando Luna Canales, Mercedes del Carmen

Guillén Vicente, Carlos Iriarte Mercado, Idania Itzel García Salga-

do, Fidel Almanza Monroy, María Monserrath Sobreyra Santos,

Patricia Elizabeth Ramírez Mata, Leopoldo Juárez Colorado, Ta-

rek Abdala Saad, Marco Aguilar Yunes, Norma Cecilia Reyes Gue-

rrero, Gloria Himelda Félix Niebla, Paola Iveth Gárate Valenzue-

la, Luis Alonso Pineda Apodaca, Evelio Plata Inzunza, Germán

Escobar Manjarrez, Alex Le Baron González, Juan Antonio Me-

léndez Ortega, Cristina Sánchez Coronel, María Gloria Hernández

Madrid, Alfredo Bejos Nicolás, Fernando Quetzalcóatl Moctezu-

ma Pereda, Rosa Guadalupe Chávez Acosta, Pedro Luis Noble

Monterrubio, Nora Liliana Oropeza Olguín, Enrique Jackson Ra-

mírez, Andrés Aguirre Romero, Alejandro Juraidini Villaseñor,

Miguel Ángel Ramírez Ponce, Horalia Noemí Pérez González, Pe-

dro Alberto Salazar Muciño, Rubí Cardoso Guzmán, Yulma Rocha

Aguilar, Ruth Noemí Tiscareño Agoitia, José Luis Orozco Sánchez

Aldana, Alma Carolina Viggiano Austria, Delia Guerrero Corona-

do, Fabiola Guerrero Aguilar, Miguel Ángel González Salum, Gri-

selda Dávila Beaz, Flor Estela Rentería Medina, Zacil Moguel
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Manzur, José Luis Cardozo Estévez, José Hugo Cabrera Ruiz,

Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo, María Angélica Mondra-

gón Orozco, Sara Latife Ruiz Chávez, Georgina Zapata Lucero,

Ramón Villagomez Guerrero, Jorge Alejandro Carvallo Delfín,

Manuel Vallejo Barragán, Martha Covarrubias Anaya, J. Jesús Zú-

ñiga Mendoza, Carmen Salinas Lozano, Heidi Salazar Espinosa,

Raquel Yerena Zambrano, Miguel Ángel Sulub Caamal, Efraín

Arellano Núñez, Álvaro Ibarra Hinojosa, Leydi Fabiola Leyva

García, Luis Felipe Vázquez Guerrero, María Guadalupe Alcánta-

ra Rojas, Laura Mitzi Barrientos Cano, José del Pilar Córdova

Hernández, Alberto Silva Ramos, Lilian Zepahua García, Carlos

Federico Quinto Guillén, Noemí Guzmán Lagunes, Sofía del Sa-

grario de León Maza, Adolfo Mota Hernández, Laura Nereida

Plascencia Pacheco, Pedro Luis Coronado Ayorzagoitia, Omar Co-

rro Olan, Virgilio Daniel Méndez Bazán, Rafael Chan Magaña,

Claudia J. Ochoa, Edgardo Melhem Salinas, Maria Esther Guada-

lupe Camargo Félix, Rosa Isela Rojas Luna, Modesta Yolanda Pa-

checo Olivares, Anel Fernández Zempoalteca, David Mercado

Ruiz, Víctor Manuel Silva Tejeda, Timoteo Villa Ramírez, Salo-

món Fernando Rosales Reyes, Fernando Castro Ventura, Julián

Nazar Morales, César Alejandro Domínguez Domínguez, Francis-

co Sarah Navarro, Daniela García Treviño, Paloma Canales Suá-

rez, Lía Limón García, Adriana Sarur Torre, Jorge de Jesús Gordi-

llo Sánchez, Emilio Enrique Salazar Farías, Mario Machuca

Sánchez, Georgina Paola Villalpando Barrios, Cándido Ochoa Ro-

jas, Rosa Alicia Álvarez Piñones, Francisco Alberto Torres Rivas,

Juan Manuel Celis Aguirre, Victoriano Cruz Campos, Ángel San-

tis Espinoza, Pablo Elizondo, Juan Manuel Cazares, Adriana Ortiz

Lanz, Esthela Ponce Beltrán, Armado Luna Canales, María Bárba-

ra Botello Santibáñez, Mario Mata Quintero, Tristán Canales Naj-

jar, Arturo Huicochea Alanís, Joaquina Videros Cordoba, Eliza-

beth Hernández Calderón, Carlos Sarabia Camacho, Susana

Corella Platt, María de la Paz Quiñones Cornejo, Gianni Ramírez

Ocampo, Érick Lagos Hernández, Ulises Cristópulos Ríos, Geor-

gina Adriana Pulido García, Modesta Yolanda Pacheco Olivares,

Fernando Uriarte Zazueta, Esdras Romero Vega, Montserrat Alicia

Ascos Velázquez, Araceli Guerrero Esquivel, Francisco Escobedo

Villegas, Víctor Manuel Giorgana Jiménez, Ricardo Ramírez Nie-

to, Dulce María Montes Salas, Carlos Barragan Amador, Jorge En-

rique Dávila Flores, María Idalia del Socorro Espinoza Meraz,

Paola Jiménez Hernández, Pablo Bedolla López, María Teresa

Sánchez Ruiz, David Aguilar Robles, Edith Yolanda López Velaz-

co, Próspero Manuel Ibarra Otero, Lucely Alpízar Carrillo, Matias

Nazario Morales, Enrique Rojas Orozco, María Esther de Jesús

Scherman Leaño, Manuel Vallejo Barragán, Francisco Javier San-

tillán Oceguera, Laura Valeria Guzmán Vázquez, Leonardo Guirao

Aguilar, José de Jesús Galindo Rosas, Sofía González Torres, Ar-

turo Álvarez Angli, Lorena Corona Valdés, Lucely Alpízar Carri-

llo, Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (rúbricas).

Senadores: Emilio Gamboa Patrón, Miguel Romo Medina, Aina-

ra Rementería Coello, María del Carmen Izaguirre Francos, María

Lucero Saldaña Pérez, Yolanda de la Torre Valdez, Enrique Burgos

García, Graciela Ortiz González, Ernesto Gándara Camou, Félix

Arturo González Canto, Juan Gerardo Flores Ramírez, Jorge Aré-

chiga Ávila, Martha Vianey Luque Inzunza, Tereso Medina Ramí-

rez, Jesús Priego Calva, María Verónica Martínez Espinosa, José

Marco Antonio Olvera Acevedo, Carlos Romero Deschamps, José

María Tapia Franco, Hilda Flores Escalera, Lilia Merodio Reza,

Anabel Acosta Islas, Joel Ayala Almeida, Isaías González Cuevas,

Margarita Flores Sánchez, Ivonne Álvarez García, Carmen Doran-

tes Martínez, Angélica Araujo Lara, Rubén Antonio Zuarth Es-

quinca, Lisbeth Hernández Lecona, Daniel Amador Gaxiola, Jesús

Casillas Romero, Víctor Manuel Galicia Ávila, María Rocío Pine-

da Goche, José Ascención Orihuela Bárcenas, Patricio Martínez

Garda, Carlos Puente Salas, Ana Lilia Herrera Anzaldo, Diva Ha-

damira Gastélum Bajo, Teófilo Torres Corzo, Marcela Guerra Cas-

tillo (rúbricas).

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY REGLAMEN-
TARIA DEL ARTÍCULO 6O., PÁRRAFO PRIMERO, DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, EN MATERIA DEL DERECHO DE RÉPLICA, SUS-
CRITA POR LA DIPUTADA YARET ADRIANA GUEVARA JI-
MÉNEZ E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PVEM

Quienes suscriben, diputada Yaret Adriana Guevara Ji-
ménez y diputados del Partido Verde Ecologista de
México de la LXIII Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a consideración de es-
ta soberanía la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el segundo párrafo del ar-
tículo 10 de la Ley Reglamentaria del Artículo 6o.,
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Párrafo Primero, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

I. Objeto de la iniciativa y cuadro comparativo

El objeto de esta iniciativa es ampliar el plazo legal
para que una persona pueda ejercer su derecho de
réplica ante un medio de comunicación, ya que ac-
tualmente el plazo es de 5 días hábiles y en su lugar
se propone ampliarlo a 12 días hábiles, de ahí que se
proyecta adecuar el párrafo segundo del artículo 10 de
la Ley Reglamentaria del Artículo 6o., párrafo prime-
ro, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos (en lo subsecuente, Ley de Réplica).

A efecto de que haya un mejor entendimiento de esta
iniciativa se presenta el siguiente cuadro comparativo
entre el texto vigente y la pretensión del proyecto:

II. Planteamiento del problema

El tema a resolver es que recientemente se consideró
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN)
que el plazo (5 días hábiles) previsto en el párrafo se-
gundo del artículo 10 de la Ley de Réplica es dema-
siado corto por lo que no constituye un tiempo razo-

nable para que una persona que fue aludida por infor-
mación falsa o inexacta que le causa un perjuicio, ten-
ga oportunidad de enterarse y preparar su reclamación
para acudir ante el medio de comunicación que difun-
dió la información a corregir.

En tal sentido, el proyecto de iniciativa de reforma se
justifica bajo dos premisas esenciales:

• Ampliar el plazo que tiene una persona para ejer-
citar la réplica ante un sujeto obligado, lo que se
enmarca en el principio de progresividad de los
derechos y de mayor protección a los particula-
res, ya que al extenderse el plazo aumenta la posi-
bilidad temporal que tienen los sujetos aludidos por
una información falsa o inexacta para acudir ante el
medio de comunicación para solicitar la corrección
o aclaración correspondiente.

• Cumplir con un mandato judicial de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, que al resolver
las acciones de inconstitucionalidad 122/2015 y sus
acumuladas 124/2015 y 125/20151 declaró la inva-
lidez del párrafo segundo del artículo 10, en la por-
ción normativa : “en un plazo no mayor a cinco dí-
as hábiles, contados a partir del siguiente al de la
publicación o transmisión de la información que se
desea rectificar o responder” y se ordenó al Con-
greso de la Unión que legisle para subsanar el vi-
cio de inconstitucionalidad.

A continuación se expone un extracto de las discusio-
nes que tuvieron los ministros de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación respecto del tema que nos ocu-
pa2, en donde fundamentalmente se afirma que corres-
ponde –en exclusiva– al Congreso de la Unión delimi-
tar un nuevo plazo que otorgue certeza jurídica tanto a
los solicitantes de la réplica como a los medios de co-
municación que, en su caso, tengan que publicar la
rectificación solicitada, lo que se debe hacer a través
de un justo balance:

Señor Ministro Laynez Potisek: Gracias señor
Ministro Presidente. Estamos en el tema 3.4, a par-
tir de la página 77 del proyecto, sobre la ley del de-
recho de réplica. La pregunta que se plantea en el
proyecto: “¿Es constitucional que el plazo para
solicitar la réplica comience a partir de la publi-
cación y que sea únicamente de cinco días hábi-
les?” 
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Esto porque en el artículo 10 de la ley que prevé el
plazo establece que la solicitud debe presentarse a
partir de la fecha de la publicación y no mayor cin-
co días. 

El partido político accionante impugnó estos plazos
que se dan, en sus dos vertientes; primero, porque
comienza a contarse a partir de que se hace la pu-
blicación, y dos, que únicamente tiene cinco días;
este proyecto propone declarar este concepto de
violación fundado. 

Como hemos venido repitiendo, el derecho de ré-
plica implica un cuidadoso balance entre los dere-
chos de la persona que se ve afectada por la difusión
de una información falsa o inexacta, por un lado y,
por el otro lado, el derecho a la libertad de expre-
sión en sus dos vertientes: individual y colectiva.
Creo que hay un ejemplo claro de la atención que
puede haber entre estos dos derechos, es –precisa-
mente, en este caso– el plazo tal como está estable-
cido en la ley. 

En el proyecto se hace, primero, un breve re-
cuento de cómo se regula esta cuestión de plazos
en otros países, y lo que permite evidenciar que
no hay una homogeneidad en cuanto a este tema;
por ejemplo, en Reino Unido el derecho de réplica
se tiene que solicitar catorce días después de publi-
cada la información o de que se hizo sabedor…

Conforme a la ley que hoy analizamos, en México
el plazo sería de cinco días a partir de la publica-
ción, lo que se considera inconstitucional…Por lo
tanto, el proyecto propone que se declare inconsti-
tucional la porción normativa que señala en un pla-
zo no mayor a cinco días hábiles, contados a partir
del siguiente al de la publicación o transmisión de
la información, que se desea rectificar o responder. 

Señoras Ministras, señores Ministros, estoy cons-
ciente de que, de prosperar el proyecto en sus tér-
minos, no habría plazo, y estoy consciente también
de que esto pudiese dar lugar a otras consideracio-
nes, en el sentido de que pudiera también afectarse
la parte de seguridad jurídica, porque no hay un pla-
zo. Señalaba que en estos dos derechos en tensio-
nes, –efectivamente– lo que decidamos, pues lógi-
camente va a restringir esa libertad de
expresión, por un lado, o bien, en un plazo excesi-

vamente corto y con esta regulación, pues el dere-
cho de réplica, de quien se siente agraviado por una
información falsa e inexacta. 

El proyecto se decantó por, en este caso, favorecer
o -de alguna manera- privilegiar el derecho de ré-
plica declarando inconstitucional este plazo tan ex-
cesivamente corto, sobre todo, por el momento en
que empieza a contar por diversas razones; prime-
ro, porque el legislador siempre estará en apti-
tud de corregir y de adoptar a cualquiera de los
sistemas que considere pertinente para armoni-
zar -como lo han hecho otros países- y equilibrar -
insisto- ambos derechos; lógicamente, no hay que
decirlo, pero el legislador estará en posibilidad
de legislar en esta materia y establecer el plazo
que corresponda; segundo, porque me parece que
hay una presunción -digamos, si puedo llamar de
buena fe- de los ciudadanos o de quien solicita la
réplica, de que es él el primer interesado en soli-
citarlo de manera inmediata, porque va a tener
interés en que la aclaración se haga en las fechas
próximas a la publicación o cuando se difundió
esta información y no dejar correr el plazo, por-
que –precisamente- pierde el impacto que busca
con esa rectificación.

Señora ministra Piña Hernández: También traigo
la misma cuestión, queda indefinido el plazo; sin
embargo, la interpretación que propone el Ministro
Cossío es un punto que el propio proyecto recalca
en el párrafo 199, que tendría el mismo efecto que
no tener plazo, dice el párrafo: 199. Sin embargo,
no se puede perder de vista que dado que el de-
recho de réplica implica una imposición sobre
los medios de comunicación en su libertad de
prensa, también se debe velar por darles seguri-
dad jurídica a los sujetos obligados. En este sen-
tido, si el plazo empieza a correr a partir de que
el afectado se hace sabedor del mismo, la norma
resultaría desproporcional para el medio de co-
municación que tendría que corregir informa-
ción que puede haber sido publicada incluso
años atrás”. O sea, se nos presenta un problema
porque –para mí– también declarar la invalidez del
plazo de cinco días es dejar abierta la norma a cual-
quier plazo. 

Señor ministro Gutiérrez Ortiz Mena: Gracias
señor Ministro Presidente. Sin duda, surgen muchos
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tópicos alrededor de este punto. Estoy de acuerdo
sustancialmente con el proyecto por las razones que
da.

…

El permitir un derecho de réplica que funcione
hasta que se colmen los períodos de prescripción,
resultaría –desde mi punto de vista- tan incons-
titucional como permitir un plazo tan corto de
cinco días; ya no por el derecho a la réplica, sino
por el efecto inhibitorio que tendría con la liber-
tad de expresión. Pensar que se tuviera que esperar
un medio de comunicación para publicar una répli-
ca dentro de los plazos tan largos como la prescrip-
ción, me parece que tendría un vicio de constitucio-
nalidad tan grave como el que la réplica sea tan
corta, es decir, “ni tanto que queme al santo, ni tan-
to que no lo alumbre…”

La balanza entre estas dos circunstancias, creo -co-
mo bien lo plantea el proyecto- debe favorecer la
mayor certeza de que quien ha sido aludido tenga
esa posibilidad de rectificación, de aclaración, en
forma de réplica. 

Bajo esta perspectiva, entiendo –entonces– que la
exposición de un plazo, más allá de que el legisla-
dor en este sentido tenga que hacer uso del buen cri-
terio, creo y confirmo que, por las razones que se
han dado en el propio proyecto y la explicación que
ha hecho el ponente, es escaso; cinco días a partir
de la publicación, parecería dejar fuera un impor-
tante número de casos en los que la réplica para la
dignidad y decoro personal resultaría insuficiente. 

Por el otro lado, considerar que esto necesaria-
mente tendría que obedecer a un plazo indefini-
do, -pienso- nos genere mayor problema;

En ese sentido, lo que siempre hemos hecho -ya ha-
blando de efectos, que es la segunda parte- podría-
mos obligar al Congreso a que legisle en un deter-
minado período sobre el plazo –tenemos muchos
precedentes donde hemos hecho eso– y dejar al ór-
gano legislativo decidir cuál debería de ser el
plazo…

Señora ministra Luna Ramos: Gracias señor Mi-
nistro Presidente. El problema fundamental aquí es

que para proponer o para solicitar el derecho de ré-
plica se dice que son cinco días a partir de la publi-
cación… Sé que cuando hablamos de plazos y el
legislador pone algún plazo, al menos, mi opi-
nión siempre ha sido, ni siquiera hablar de pro-
porcionalidad, son criterios con los que no co-
mulgo tanto, ¿por qué razón?, porque es
proporcional ¿a criterio de quién?; bueno, pues
el legislador consideró que era proporcional, ha-
biendo valorado el entorno económico, político,
social o el que se refería al problema al que esta-
mos analizando; entonces, por eso consideró que
era el plazo tal.

Entonces, creo que con esto –para mí– es suficien-
te para declarar inconstitucional el artículo, para de-
cir: efectivamente, no es un plazo que permita que
esto se lleve a cabo; ahora, ¿somos los que debe-
mos de determinar ese plazo? No, creo que es el
legislador el que debe hacerlo… Entonces, pues
tampoco podemos decir: nos gusta más el pará-
metro de Francia o más el de Alemania o el de
Inglaterra; no, creo que cada uno obedece a una
situación específica, y eso es lo que debe hacer el
legislador en este caso concreto.

Señor ministro Pérez Dayán: Por tanto, la infor-
mación siempre queda sujeta a réplica, lo que im-
porta -y ese es el segundo punto al que me quería
referir- es que en el párrafo 202 de este proyecto, se
conmina a que el legislador encuentre, en todo
caso, una fórmula que balancee dos circunstan-
cias que en determinado momento conviven, di-
ce ahí: “el legislador es libre de elegir la fórmula
que considere más apropiada, pero debe cuidar
mantener un balance entre el derecho a la segu-
ridad jurídica de los medios de comunicación
que pueden convertirse en sujetos obligados y,
por el otro, la real oportunidad de los sujetos
afectados de ejercer el derecho de réplica.”

El propio proyecto nos lleva a tratar de encontrar
este balance, el balance lo encontramos en la pri-
mera parte, los cinco días son pocos, pues que en-
tonces desaparezca el término de “los cinco días”.
¿Cuánto se debe poner? Bueno, el legislador ten-
dría que pensar en función de ello y atender a lo
que la Corte dice: el balance; el balance también
supone que del otro lado no haya tiempos inde-
terminados para el ejercicio de una réplica.
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Señor ministro Franco González Salas: Gracias
señor Ministro Presidente. Creo que este es un pun-
to que a todos nos ha generado -de alguna manera-
las mismas dudas. Descartaría que no hubiera un
plazo, precisamente, en cuanto a los fundamen-
tos argumentativos que utiliza el proyecto, en-
contramos que está diciendo que debe buscarse
un balance entre los dos derechos; por otro lado,
una cosa muy importante, –también la leyó el Mi-
nistro Pérez Dayán– es que expresamente estamos
aceptando en el proyecto que el legislador es
quien debe lograr y buscar este balance.

Señor ministro Zaldívar Lelo De Larrea: Gracias
señor Ministro Presidente. Desde mi punto de vista,
para analizar si este plazo es constitucional o no,
hay que partir de la base de cuál es la naturaleza del
derecho de réplica.

Es cierto que tiene una vertiente colectiva como
complemento de la libertad de expresión, pero tam-
bién lo es que en su vertiente individual -como lo
dije desde mi primera participación- y, a pesar de
que el proyecto dice lo que ha leído el señor Minis-
tro Pérez Dayán, el proyecto después ha tenido que
analizar todos los demás aspectos a partir de una
ponderación en la vertiente individual tanto de la li-
bertad de expresión como del derecho de réplica, y
es lo que se hace en este apartado; se hace una pon-
deración entre la libertad de expresión y el dere-
cho de réplica para saber si este plazo es adecua-
do a la naturaleza del derecho de réplica y
también la imposibilidad de no dejar plazo por-
que entonces habría una restricción indebida al
derecho de libertad de expresión…

Y es lógico que el derecho de réplica genera ciertas
molestias e inconvenientes al sujeto obligado, –ya
lo decíamos– desde ocupar tiempo en los progra-
mas de televisión o de radio, ocupar espacio en una
revista, en un periódico, en una página de Internet;
entonces, en esta lógica, lo que se tiene que hacer es
-precisamente- una ponderación. Me parece que en
esta ponderación y en este caso concreto, el dere-
cho comparado nos sirve de referencia, pero de
ahí no se puede seguir un parámetro ni siquiera
indirecto de invalidez; honestamente no veo a
partir de qué ponderación este plazo es inconsti-
tucional. ¿Porque es muy breve? Sí es muy bre-
ve, pero hay plazos todavía más breves en cues-

tiones mucho más delicadas, -ya lo decía el Mi-
nistro Fernando Franco- por ejemplo, en materia
electoral.

Si tenemos quince días para promover una de-
manda de amparo, ¿cinco días para un derecho
de réplica es inconstitucional? Honestamente, no
veo la inconstitucionalidad de este precepto; me
parece que lo que debemos entender es: a partir del
día siguiente de la publicación o transmisión, cual-
quier publicación; por qué decir: a veces la infor-
mación tiene distintas publicaciones, debemos to-
mar cualquiera de ellas, no necesariamente la
primera, no veo de qué otra manera puede empezar
a correr el plazo.

Consecuentemente, votaré por la validez del pre-
cepto porque, como se ha dicho aquí por un desta-
cado Ministro, “no todo lo que nos parezca imperti-
nente es inconstitucional”, y puede ser que nos
parezca que el plazo es muy breve, sí, me lo parece;
de eso a llevar al extremo que sea inconstitucional,
tendría muchas dudas. Pero como parece que la ma-
yoría del Pleno -abrumadora- está decantándose por
la inconstitucionalidad, en esa eventualidad, suscri-
bo que lo más conveniente sería que se estableciera
una orden, una dirección al legislador para que
en un plazo, el que se establezca eventualmente
en la sentencia, legisle un plazo razonable, es de-
cir, no es “legisle no poniendo plazo”; creo que el
Pleno parte del supuesto que se requiere un pla-
zo porque no poner plazo, afectaría indebida-
mente la libertad de expresión; tampoco creo
que nos toque establecer específicamente el pla-
zo, simplemente me decantaría, en ese supuesto, -
que sería en efectos, como decía el Ministro Presi-
dente- decir que en tal plazo se legisle, a efecto de
que establezca un plazo razonable para ejercer el
derecho de réplica; en efectos estaría en esta lógica,
pero en cuanto al fondo del asunto votaré por la va-
lidez del proyecto. Gracias señor Ministro Presi-
dente.

Énfasis añadido

Como vemos, fue criterio mayoritario que correspon-
de al Congreso de la Unión establecer un plazo razo-
nable para la solicitud de réplica ante el sujeto obliga-
do, en consecuencia, el legislador es libre de elegir la
fórmula que considere más apropiada, pero debe
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cuidar mantener un balance entre el derecho a la
seguridad jurídica de los medios de comunicación
que pueden convertirse en sujetos obligados y, por
el otro, la real oportunidad de los sujetos afectados
de ejercer el derecho de réplica.

Es muy importante hacer notar que en las discusiones
también se apuntó la imperiosa necesidad de que hu-
biese un plazo oportuno e inmediato para realizar la
réplica (ya que la persona aludida es el primer intere-
sado en que la información se corrija de forma inme-
diata) y que hubiera certeza jurídica a partir de qué
momento se computa el plazo, ya que, de no colmarse
tales presupuestos, sería igualmente inconstitucional
que no hubiere plazo o que su computo no tenga un
inicio cierto.

También se observa que la discusión judicial se enfiló
en otorgar un plazo al Congreso de la Unión para le-
gislar, mismo que será de 90 días naturales siguientes
a la publicación de la sentencia en el Diario Oficial de
la Federación, conforme al sexto resolutivo:

Sexto. Las declaraciones de invalidez decretadas en
este fallo surtirán efectos a partir del día siguiente al
de la publicación de esta sentencia en el Diario Ofi-
cial de la Federación, salvo la relativa al artículo 10,
párrafo segundo, en la porción normativa “En un
plazo no mayor a cinco días hábiles, contados a par-
tir del siguiente al de la publicación o transmisión
de la información que se desea rectificar o respon-
der”, misma que surtirá sus efectos a los noventa dí-
as naturales siguientes a dicha publicación, plazo
dentro del cual el Congreso de la Unión deberá
legislar para subsanar el vicio advertido, en los
términos precisados en el último apartado de es-
ta sentencia.

Énfasis añadido

III. Justificación de la propuesta de iniciativa

Antes que nada, se considera de la mayor importan-
cia resaltar que en la definición del plazo para solici-
tar la réplica ante el medio de comunicación, preva-
lezca el reconocimiento a la libertad del legislador
para configurar y adecuar el plazo que corresponda,
tal y como lo sostuvo la Suprema Corte de Justicia de
la Nación.

En esta iniciativa consideramos que el plazo de 12 dí-
as hábiles contados a partir del siguiente al de la pu-
blicación o transmisión de la información que se desea
rectificar o responder, es acorde con un cuidadoso ba-
lance entre la real oportunidad de los sujetos aludidos
a ejercer el derecho de réplica frente a la seguridad ju-
rídica de los medios de comunicación que pueden con-
vertirse en sujetos obligados.

De tal manera que el cuidadoso balance pondera la
prontitud, mérito e inmediatez con la que se debe rec-
tificar la información, ya que dentro del plazo pro-
puesto, la persona tiene oportunidad de enterarse y en
todo caso de acudir ante el medio de comunicación
obligado a presentar por escrito su solicitud de réplica,
y de esa manera satisfacer la dimensión social del de-
recho de réplica consistente en que la sociedad se en-
tere oportunamente de la corrección, aclarando que el
derecho de réplica –esencialmente– no cumple con
una función reparadora de agravios u ofensas, sino de
dar la oportunidad de acceder a los medios de comu-
nicación en forma oportuna, sin perjuicio de que las
personas aludidas tengan expeditas otras vías legales,
como el daño moral para reparar su fama o reputación.

Bajo tal tenor, una rectificación posterior a las tres se-
manas de que se difundió la información inexacta, ca-
recería de oportunidad, ocasión o circunstancia, ade-
más de que implicaría restar espacios y tiempos al
flujo informativo que en ese momento se está desarro-
llando en el contexto informativo, lo que iría en demé-
rito del derecho a la información de las personas.

Es importante mencionar que se valora que, si la per-
sona aludida no se enteró de la información, es porque
la misma no tuvo un impacto o realce informativo, de
ahí que desde el punto de vista de la dimensión colec-
tiva de la réplica carece de sustento la posibilidad de
que se rectifique.

Además, creemos que el plazo de 12 días hábiles es ra-
zonable, ya que permite al sujeto aludido enterarse de
la información, así como preparar adecuadamente su
defensa y la protección de sus derechos, esto es, per-
mitir que si no tuvo conocimiento de primera mano,
sea la sociedad, a través de sus allegados quienes le
adviertan de la información, y poco más de 2 semanas
es un tiempo razonable y suficiente para hacerse de
medios de pruebas que se aportarán para robustecer la
petición de rectificación.
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Respecto a lo anterior, se debe señalar que la petición
ante el medio de comunicación obligado no se trata de
un juicio, donde deban perfeccionarse pruebas o ele-
mentos probatorios, así como la posibilidad de prepa-
rar contrapruebas, sino de lo que se trata es de exponer
ante la sociedad la versión de la persona aludida, sin
que esta versión se soporte en pruebas procesales, de
ahí que el plazo de 12 días hábiles sea más que sufi-
ciente para preparar un escrito de corrección y en su
caso robustecerlo con elementos que así lo acrediten.

Se pondera que el plazo de esta iniciativa –12 días há-
biles– casi triplica el término actualmente previsto en
el artículo 10 de la Ley de Réplica, y para efectos
prácticos en 12 días hábiles estaríamos hablando de
dos semanas y media, que sustancialmente es más am-
plio, justo y oportuno para que una persona pueda co-
rregir la información falsa o inexacta que le agravia.

Por otra parte, se manifiesta que el plazo de 12 días há-
biles es muy similar o casi alcanza la extensión del
plazo genérico para la interposición del juicio de am-
paro, con la debida consideración de que el juicio de
amparo deviene en una mayor complejidad técnica y
jurídica para definir su procedencia, y en todo caso su
interposición, sin menoscabo de que la solicitud de ré-
plica ante el medio de comunicación no constituye el
ejercicio de una acción procesal.

En esta exposición de motivos se reitera la relevancia
dentro del ejercicio del derecho de réplica respecto de
la oportunidad y mérito de la corrección solicitada, en-
tendida como la vía y forma de corregir rápidamente la
información que es falsa o inexacta, ya que no tendría
ningún sentido práctico que el derecho de réplica se
ejerciera un año o tiempo después de que la informa-
ción ya se difundió, cuando el flujo informativo es
otro, de ahí que perdiera toda relevancia y mérito.

Se resalta que el derecho no tiene una función repara-
dora de agravios, sino que los sujetos aludidos tienen
otros medios de corrección o de reparación respecto a
la información que les daña, bajo el entendimiento que
el derecho de réplica en su dimensión social destaca
que la corrección tenga oportunidad y mérito, que abo-
ne al debate casi inmediato de la información falsa, a
fin de que se pueda contrastar.

Entendiendo que, si una información no se corrige, y
no existe plazo para rectificarla o el término es abier-

tamente largo y extenso, a lo único que conduce es que
el régimen legal del derecho de réplica se convierta en
un mecanismo de constante acoso para los medios de
comunicación, que podrían ser compelidos en cual-
quier momento (si no hubiere plazo) o en un momen-
to lejano posterior que permitiría dosificar o adminis-
trar el momento en que se hace la rectificación para de
esa manera ejercer presión sobre los medios de comu-
nicación.

En consecuencia, es muy importante que el legislador
tome en consideración el criterio de la oportunidad pa-
ra la corrección de la información, que haya un plazo
cierto y que este tiempo se cuente a partir de un hecho
objetivo, que es la publicación de la información, ya
que permitir que sea la persona aludida la que pueda
definir el momento del inicio del cómputo del plazo a
través de la formula “a partir de que tuvo conocimien-
to” sería generar un incentivo perverso que tendría co-
mo consecuencia que no hubiese plazo cierto para la
interposición de la solicitud de réplica ante el medio
de comunicación.

Con la adecuación del plazo a 12 días hábiles contados
a partir de que se transmite o difunde la información,
no se restringe de ninguna forma el acceso al ejercicio
del derecho de réplica, sino que, al contrario, se otor-
ga certeza jurídica tanto a las personas que pueden
verse afectadas por información inexacta, como a los
medios de comunicación, de modo tal que la propues-
ta concede certeza legal en forma equitativa.

Bajo tal tenor, creemos que en esta iniciativa estamos
realizando un cuidadoso balance donde legislador, ba-
jo su libertad de configurar el régimen legal del ejerci-
cio de la réplica, se supera el plazo de 5 días que ori-
ginalmente se había previsto, bajo un ánimo de
progresividad, pero que encuentra una justa limitación
en el plazo que se propone en este proyecto.

En otro sentido, y con el objeto de reforzar la iniciati-
va, referimos que el derecho comparado, como bien lo
señalaron los ministros de la Suprema Corte de Justi-
cia, es orientador, no así una regla absoluta de cuál de-
be ser el plazo, máxime que la regulación respecto del
plazo no es homogénea o uniforme en los diversos
países del mundo, sino que, al contrario, hay plazos
muy diversos, empero, del análisis que se realiza en
esta exposición de motivos se advierte que las legisla-
ciones extranjeras se decantan por:
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• Dejar a la libre configuración de los países la de-
finición del plazo, previendo la conveniencia de que
sea lo “más pronto posible”, tal y como lo mani-
fiestan las recomendaciones europeas sobre la ma-
teria, y 

• Se advierte que los principios de oportunidad, mé-
rito y prontitud para el ejercicio de la réplica refle-
jan que imperan plazos entre 7 y 15 días para el
ejercicio de la misma.

Lo anterior, se puede advertir en el siguiente cuadro de
derecho comparado:
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Otro hecho que se considera en esta exposición de mo-
tivos, es el contexto en el que actualmente vivimos,
donde un mayor acceso a tecnologías de la informa-
ción nos permite enterarnos en forma oportuna, casi en
tiempo real, de la información que nos pudiese resul-
tar adversa. En efecto, es tal el fenómeno de híper in-
formación que basta con que alguien nos etiquete en
una información o que dirija el mensaje a la comuni-
dad a la cual se pertenece, para que se tenga conoci-
miento de la misma, y en todo caso, estar en oportuni-
dad de corregirla.

Igualmente, dada la posibilidad y plena validez de so-
licitar la réplica a través de medios electrónicos, tam-
poco se juzga conveniente que el plazo sea más largo,
ya que al permitirse esta facilidad una persona, aunque
no se encuentre físicamente en el país o en el lugar
donde se difundió la información, puede hacer uso de
tales tecnologías para el ejercicio de su derecho de rec-
tificación.

Por lo tanto, el uso cada vez más reiterado de nuevas
tecnologías, así como la validez de que el derecho de
réplica pueda ser solicitado por medios electrónicos,
asegura en modo alguno, la facilidad para su interpo-
sición ante el medio, lo que debe correlacionarse con
la extensión u holgura del plazo que se tiene para ello.

En otro tenor, cabe señalar que la presentación de una
solicitud de réplica no se trata de un proceso civil, si-
no de un mecanismo de cumplimiento de un derecho
flexible entre particulares, lo que se debe de hacer en
forma oportuna e inmediata, de ahí que casi lo que es-
temos aspirando como legisladores es a buscar una co-
rrección en tiempo real, ya que, si permitimos que el
plazo sea demasiado largo (o que no haya plazo), evi-
dentemente que la rectificación ya no va a tener méri-
to y oportunidad alguna.

Se recalca que establecer un plazo de 12 días hábiles
tiene por objeto no sólo cumplir con los efectos de la
sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, sino que desde el Poder Legislativo haya la defi-
nición de un plazo cierto y que ante la invalidez de la
norma se caiga en el supuesto pernicioso de que no ha-
ya plazo, lo que daría la posibilidad de que los medios
de comunicación y periodistas pudieran ser rectifica-
dos en cualquier momento, situación que sería un gra-
ve atentado contra la libertad de expresión, de ahí que
haya urgencia para legislar la definición del nuevo pla-
zo.

El riesgo que se advierte en el párrafo anterior conlle-
va un estado de inseguridad jurídica no sólo para los
medios de comunicación, sino para el derecho a la in-
formación de la sociedad en su conjunto, ya que ten-
dríamos un modelo de comunicación más restringido
que de ninguna manera conduce a fomentar un debate
democrático fuerte y vigoroso.

De tal manera que si se permite un régimen legal del
derecho de réplica sin la existencia de un plazo cierto
para su ejercicio, estaríamos dando las condiciones pa-
ra que un derecho constitucional sirva de excusa para
acotar otro derecho fundamental: la libertad de expre-
sión; por lo que este proyecto de iniciativa al proponer
el plazo de 12 días hábiles para pedir la réplica ante el
medio de comunicación se alinea dentro de un mode-
lo equilibrado que crea condiciones para permitir una
corrección oportuna de la información frente a un ré-
gimen de corrección constante que rayaría en el acoso
y el silenciamiento de los medios.

En virtud de lo aquí expuesto, sometemos a la consi-
deración de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo
del artículo 10 de la Ley Reglamentaria del Artícu-
lo 6o., Párrafo Primero, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia del
derecho de réplica

Único. Se reforma el segundo párrafo del artículo 10
de la Ley Reglamentaria del Artículo 6o., párrafo pri-
mero, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar en los siguientes térmi-
nos:

Artículo 10. ...
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Cuando no se actualice el supuesto previsto en el pá-
rrafo anterior, la persona que desee ejercer el derecho
de réplica deberá presentar ante el sujeto obligado, en
un plazo no mayor a doce días hábiles, contados a par-
tir del siguiente al de la publicación o transmisión de
la información que se desea rectificar o responder, un
escrito que contenga lo siguiente:

I. a VI. …

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Acciones de Inconstitucionalidad promovidas por los Partidos

Políticos de la Revolución Democrática y Morena, y la Comisión

Nacional de los Derechos Humanos, demandando la invalidez del

Decreto por el que se expide la Ley Reglamentaria del artículo 6o.,

párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos en materia del Derecho de Réplica y reforma y adicio-

na el artículo 53 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-

ración. 

2 Suprema Corte de Justicia. Pleno- Versiones Taquigráficas [en lí-

nea], [consultado el 1 de marzo de 2018]. Disponible en:

ht tps: / /www.scjn.gob.mx/pleno/secretar ia-general-de-

acuerdos/versiones-taquigraficas

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de marzo de 2018.

Diputados: Jesús Sesma Suárez (rúbrica), Yaret Adriana Guevara

Jiménez, Arturo Álvarez Angli, Rosa Alicia Álvarez Piñones, José

Antonio Arévalo González, Alma Lucía Arzaluz Alonso, María

Ávila Serna, Omar Noé Bernardino Vargas, Paloma Canales Suá-

rez, Jesús Ricardo Canavati Tafich, Juan Manuel Celis Aguirre,

Lorena Corona Valdés, José Alberto Couttolenc Buentello, Sharon

María Teresa Cuenca Ayala, Andrés Fernández del Valle Laisequi-

lla, Evelyng Soraya Flores Carranza, José de Jesús Galindo Rosas,

Daniela García Treviño, Edna González Evia, Sofía González To-

rres, Leonardo Rafael Guirao Aguilar, Javier Octavio Herrera Bo-

runda, Lía Limón García, Mario Machuca Sánchez, Cesáreo Jorge

Márquez Alvarado, Virgilio Mendoza Amezcua, Cándido Ochoa

Rojas, Samuel Rodríguez Torres, Emilio Enrique Salazar Farías,

José Refugio Sandoval Rodríguez, Adriana Sarur Torre, Miguel

Ángel Sedas Castro, Francisco Alberto Torres Rivas, Georgina

Paola Villalpando Barrios, Claudia Villanueva Huerta, Eloísa Cha-

varrías Barajas, Ángel Santis Espinoza, Jorge de Jesús Gordillo

Sánchez.

QUE EXPIDE LA LEY QUE CREA EL INSTITUTO MEXICANO

DEL SEGURO AGRÍCOLA, PECUARIO, SILVÍCOLA, PESQUE-
RO Y ACUÍCOLA, A CARGO DEL DIPUTADO EVELIO PLATA

INZUNZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, Evelio Plata Inzunza, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal a la Sexagésima Tercera Legislatura del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo establecido en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la considera-
ción de esta honorable asamblea, la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se expide la Ley
que crea el Instituto Mexicano del Seguro Agrícola,
Pecuario, Silvícola, Pesquero y Acuícola, con el pro-
pósito de establecer un mecanismo que garantice una
oferta suficiente a la demanda de seguros y reaseguros
en el sector a tasas competitivas y consistentes, fo-
mentando la inclusión financiera y la gestión eficiente
de riesgos, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público expidió
en mayo de 1990 el acuerdo por el cual se autoriza la
constitución y organización de la institución de segu-
ros denominada Agroasemex, SA, la cual entró en fun-
ciones a partir de junio del mismo año y ha tenido co-
mo misión proteger el patrimonio y la capacidad
productiva del sector rural.

Entre los considerandos que sustentan el acuerdo co-
rrespondiente, se expone que son propósitos expresos
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en el Plan Nacional de Desarrollo 1989-1994 aumen-
tar la producción y productividad agrícola, mejorar el
nivel de vida de la población campesina y apoyar los
esfuerzos de capitalización de la actividad productiva
en el campo.

Se argumenta asimismo que los sistemas de asegura-
miento agropecuario constituyen un valioso e inde-
pendiente instrumento para evitar la descapitalización
del productor ante la ocurrencia de un evento dañoso y
que induce conductas de prevención y de mejor apro-
vechamiento de los recursos.

De la misma manera se expone que las acciones de
cambio estructural emprendidas por el gobierno fede-
ral para impulsar la productividad y modernizar los
sectores agrícola y ganadero, exigen un instrumento
de protección moderno y eficiente que permita real-
mente dar seguridad a los productores agropecuarios
disminuyendo la probabilidad e impacto de pérdidas
por eventos fortuitos.

Un instrumento que busca estabilizar los ingresos de
los productores a pesar de la presencia de dichos even-
tos, mejorar su posición frente al sistema crediticio,
haciéndolos elegibles, disminuir la presión que los si-
niestros del campo de gran severidad y los catastrófi-
cos ejercen sobre las finanzas públicas y, en general,
promover mayor productividad en estas actividades
económicas en cumplimiento de los grandes objetivos
nacionales.

Virtud al decreto que le ha dado vida, Agroasemex es
un instrumento de política pública que contribuye a la
conformación de un sistema nacional de administra-
ción de riesgos para la protección integral del sector
rural, en cuyo capital constitutivo participa mayorita-
riamente el gobierno federal.

De conformidad con la información pública, Agroase-
mex proporciona servicios de reaseguro a instituciones
mexicanas de seguros, sociedades mutualistas y fon-
dos de aseguramiento, contra los riesgos a que están
expuestos los productores agropecuarios en sus perso-
nas, bienes y actividades.

Tiene como población objetivo, los fondos y organis-
mos integradores que cumplan con los requisitos esta-
blecidos en las reglas para el otorgamiento de los apo-
yos

La misma información remite que como agencia de
desarrollo, Agroasemex impulsa la participación de
los agentes privados y sociales en el mercado del se-
guro agropecuario, donde gracias a la experiencia de la
institución, ésta diseña nuevos esquemas de seguros
para ampliar la cobertura del mercado.

No obstante y en opinión de los productores agrope-
cuarios, Agroasemex ya no constituye un apoyo para
el mercado del seguro agropecuario, toda vez que la
cobertura en el sector privado prácticamente ha des-
aparecido y con los fondos de aseguramiento es cada
vez menor, amén de que la institución ofrece produc-
tos cada vez más caros, limitados, no competitivos e
inconsistentes con el desarrollo del mercado.

Este panorama tiene diversas causas, una de ellas, un
número cada vez mayor de catástrofes derivadas del
cambio climático, el cual provoca a su vez incremento
de sequias, inundaciones, heladas y paso de huracanes,
con afectaciones directas en la superficie de siembras,
hato ganadero, franja costera y granjas acuícolas; si-
tuación que a su vez genera un aumento de las primas
de seguros, con efecto directo y negativo en las finan-
zas de Agroasemex.

La situación en referencia ha motivado que 600 mil
productores agropecuarios constituyeran la Asocia-
ción Nacional de Fondos de Aseguramiento, que agru-
pa a 400 organismos de este tipo, cuyo objetivo es
ofrecer prima de seguros a costo competitivo a una po-
blación mayor.

Ha quedado de manifiesto que ante una demanda cre-
ciente de aseguramiento del sector productivo rural, el
presupuesto que se destina al subsidio de complemen-
to para la prima del seguro agropecuario resulta insu-
ficiente.

Aún más, cuando la frecuencia de huracanes, inunda-
ciones, sequías y otras catástrofes de la naturaleza de-
rivadas del cambio climático siguen en aumento. Es el
caso de las heladas que afectaron al campo sinaloense,
sonorense y guanajuantese en 2011 y que arrojaron
pérdidas totales por 4 mil 800 millones de pesos.

Si bien la demanda en la compra de seguros para el
sector rural guarda relación directa con los efectos del
cambio climático, existe también otro factor motivan-
te: las disposiciones de la banca de desarrollo que obli-
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gan a productores contratantes de un crédito a adquirir
una póliza, situación que a su vez genera una mayor
necesidad presupuestal para cubrir subsidios en bene-
ficio de la prima del seguro agrícola, pecuario, silví-
cola, pesquero y acuícola.

Cifras oficiales revelan que de una superficie sembra-
da de 22 millones 400 mil hectáreas, 18 millones 700
mil cuentan con algún instrumento de protección, lo
cual indica que el sector rural requiere de recursos ma-
yores, de suerte tal que pueda ser atendida la demanda
creciente de solicitudes de subsidio que presentan pro-
ductores.

Independiente de las solicitudes actuales para cuya
atención resultan insuficientes los recursos presupues-
tados, está además el acumulado de subsidios faltantes
que no fueron asignados en ejercicios anteriores.

De cara a la siniestralidad derivada por efecto del
cambio climático y en función de otros y diversos
riesgos que han ido en aumento y que enfrentan pro-
ductores del sector rural, es imperativo en conse-
cuencia instrumentar un mecanismo que en materia
de seguro agrícola, pecuario, silvícola, pesquero y
acuícola, garantice seguridad a los productores de es-
tas áreas.

Una entidad que tenga por objeto garantizar a los pro-
ductores del sector rural, oferta suficiente a la deman-
da de seguros y reaseguros a tasas competitivas y con-
sistentes con el desarrollo del mercado y la
certidumbre productiva.

Un ente público, denominado Instituto Mexicano del
Seguro Agrícola, Pecuario, Silvícola, Pesquero y Acu-
ícola, cuya misión sea garantizar como agente la segu-
ridad de la productividad, proporcionando servicios de
reaseguro a instituciones mexicanas de seguros, socie-
dades mutualistas y fondos de aseguramiento, contra
los riesgos a que están expuestos los productores del
sector rural, en sus personas, bienes y actividades.

El Instituto Mexicano del Seguro Agrícola, Pecuario,
Silvícola, Pesquero y Acuícola tendrá por objetivo
principal garantizar la cobertura de seguros a las acti-
vidades del sector rural, basándose en costos de pro-
ducción ante los riesgos de afectación, derivados de
diversos factores.

Todavía más, cuando el Plan Nacional de Desarrollo
de la presente administración considera entre sus líne-
as de acción, el diseño y establecimiento de un meca-
nismo integral de aseguramiento para el sector rural,
que responda a los riesgos climáticos y de mercado, a
partir de la producción y hasta la comercialización, el
cual debe comprender los diferentes eslabones de la
cadena de valor.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración de este pleno, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se expide la Ley que crea el Ins-
tituto Mexicano del Seguro Agrícola, Pecuario, Sil-
vícola, Pesquero y Acuícola

Artículo Único. Se expide la Ley del Instituto Mexi-
cano del Seguro Agrícola, Pecuario, Silvícola, Pesque-
ro y Acuícola, para quedar como sigue:

Ley del Instituto Mexicano del Seguro Agrícola, Pe-
cuario, Silvícola, Pesquero y Acuícola

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y ob-
servancia general en toda la República Mexicana, en la
forma y términos que la misma establece.

Artículo 2. Se crea por medio de la presente Ley el
Instituto Mexicano del Seguro Agrícola, Pecuario, Sil-
vícola, Pesquero y Acuícola.

Artículo 3. Las disposiciones de la presente Ley son
de orden público y del interés del sector productivo
agrícola, pecuario, silvícola, pesquero y acuícola.

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se entiende
por:

I. Instituto: Al Instituto del Seguro Agrícola, Pe-
cuario, Silvícola, Pesquero y Acuícola,

II. Sector: Al sector agrícola, pecuario, silvícola,
pesquero y acuícola.

III. Productores: Los productores agrícolas, pecua-
rios, silvícolas, pesqueros y acuícolas.
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IV. Fondo de Aseguramiento: A la sociedad consti-
tuida por productores agrícolas, pecuarios, silvíco-
las, pesqueros y acuícolas que tiene por objeto ofre-
cer protección mutualista y solidaria a sus socios a
través de operaciones de seguiros y coaseguros.

V. Organismo Integrador: A las asociaciones de
fondos de aseguramiento agrícola, pecuario, silví-
cola, pesquero y acuícola, tanto de carácter local,
como estatal y nacional.

VI. Seguro: El Seguro Agrícola, Pecuario, Silvícola,
Pesquero y Acuícola.

Artículo 5. La presente Ley tiene como propósito que
los servicios a cargo del Instituto garanticen la cober-
tura universal de seguros y reaseguros en el sector.

Artículo 6. El Instituto es un organismo descentraliza-
do del Estado, sectorizado a la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, con personalidad jurídica y patri-
monio propio, que goza de autonomía técnica, opera-
tiva y administrativa.

Artículo 7. El Instituto es un organismo nacional, cu-
ya misión es proteger el patrimonio y la capacidad
productiva del sector.

Artículo 8. El Instituto es un organismo de política
pública que desarrolla y opera instrumentos para la ad-
ministración de riesgos en el sector.

Artículo 9. El Instituto tiene por objeto garantizar la
cobertura suficiente de seguros y reaseguros para el
sector a tasas competitivas y consistentes con el desa-
rrollo del mercado, basándose en los costos directos de
producción ante los riesgos que puedan afectar la pro-
ductividad.

Artículo 10. El Instituto está autorizado para practicar
en seguros y reaseguros para el sector, las operaciones
de vida, accidentes y enfermedades, así como de daño
en los ramos de responsabilidad civil y riesgos profe-
sionales, marítimo y transportes, incendio, agrícola,
pecuario, silvícola, pesquero, acuícola y diversos.

Artículo 11. El Instituto es un instrumento que des-
arrolla y opera servicios de fomento, asesoría técnica
y capacitación para la administración de riesgos en el
sector.

Artículo 12. Las operaciones del Instituto están regu-
ladas por la Ley General de Instituciones y Sociedades
Mutualistas de Seguros, la Ley Sobre el Contrato de
Seguro, la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y la Ley Federal de Entidades Paraestatales y
su Reglamento.

Artículo 13. El Instituto impulsa la participación de
los agentes privados y sociales en el mercado del se-
guro agrícola, pecuario, silvícola, pesquero y acuícola.

Artículo 14. El Instituto proporciona servicios de rea-
seguro a instituciones mexicanas de seguros, socieda-
des mutualistas y fondos de aseguramiento.

Artículo 15. El Instituto tiene por compromiso funda-
mental el diseño permanente de esquemas de seguros
para ampliar la cobertura del mercado y la capacidad
de los Fondos y Organismos Integradores.

Artículo 16. El Instituto complementará los gastos de
administración y operación de los fondos y organis-
mos integradores, de tal suerte que mejoren su capaci-
dad de autogestión y la calidad de los servicios que
ofrecen a sus socios y sus afiliados.

Artículo 17. El Instituto apoyará el costo de la profe-
sionalización de los fondos y organismos integradores.

Capítulo II
Objetivos del Instituto

Artículo 18. El Instituto tiene por objetivo principal
el contribuir a la ampliación de la cobertura de pro-
tección establecida en su misión, para incrementar
así la capacidad de los fondos y organismos integra-
dores.

Artículo 19. El Instituto tiene por objetivos específi-
cos los siguientes:

I. Apoyar a los productores para reducir el costo de
las primas que pagan en los seguros del sector que
contraten.

II. Impulsar el desarrollo y consolidación de los me-
canismos de prevención y protección de los pro-
ductores ante los riesgos que enfrentan por su acti-
vidad.
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III. Complementar los gastos de administración,
operación y reaseguro de los Fondos y Organismos
Integradores, a fin de que mejoren su capacidad de
autogestión y la calidad de los servicios que ofrecen
a sus socios y afiliados.

IV. Apoyar el costo de profesionalización de los
Fondos y Organismos Integradores.

Capítulo III
Atribuciones del Instituto

Artículo 20. El Instituto tendrá las siguientes atribu-
ciones:

I. Prestar servicios de reaseguramiento contra los
riesgos a que están expuestos los productores en sus
personas, bienes y actividades,

II. Coordinar lo referente a la reglamentación de pó-
lizas de seguro agrícola, pecuario, silvícola, pes-
quero y ganadero,

III. Definir las políticas para incrementar la cober-
tura de la administración de riesgos agrícolas, pe-
cuarios, silvícolas, pesqueros y acuícolas para pro-
teger el patrimonio y la capacidad productiva del
sector, en coordinación con las políticas públicas,

IV. Definir el Plan Estratégico Institucional de cor-
to y mediano plazo en materia de administración de
riesgos del sector,

V. Definir las políticas de desarrollo de nuevos pro-
ductos que permitan la masificación de la adminis-
tración de riesgos agrícolas, pecuarios, silvícolas,
pesqueros y acuícolas,

VI. Definir las políticas de organización, función y
operación dentro del marco legal que lo rige,

VII. Definir políticas para la administración de los
recursos materiales y tecnológicos, así como de ca-
pital humano y financiero, orientadas a lograr el
cumplimiento de los objetivos de la institución

VIII. Formular las recomendaciones que estime
convenientes para mejorar los servicios que brin-
da,

IX. Convenir con otras instituciones de seguros, na-
cionales o extranjeras, la participación conjunta en
programas específicos de aseguramiento para el
sector,

X. Crear permanentemente programas de asegura-
miento para las actividades que desarrolla el sector,

XI. Las demás que le confieran Leyes y reglamen-
tos.

Capítulo IV
Organización y Funcionamiento

Artículo 21. El Instituto se integra para su funciona-
miento con los siguientes órganos de administración:

I. Consejo Directivo;

II. Dirección General:

III. Órgano de Vigilancia, y

IV. Las estructuras técnicas y administrativas que se
establezcan en el Reglamento correspondiente.

Artículo 22. El Consejo Directivo del Instituto se in-
tegra por siete miembros, que serán:

I. El Secretario de Hacienda y Crédito Público,
quien lo presidirá;

II. Un representante de la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
que deberá tener nivel de subsecretario;

III. Un representante de la Secretaría de Economía
que deberá tener nivel de Subsecretario;

IV. Un representante de la Asociación de Bancos de
México;

V. Un representante del Organismo Integrador Na-
cional de Fondos de Aseguramiento;

VI. Un representante de la Comisión Nacional de
Seguros y Fianzas, y

VII. Un representante de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.
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Por cada miembro propietario del Consejo Directivo
habrá un suplente que será designado por el titular. El
suplente contará con las mismas facultades que el pro-
pietario y podrá asistir, con voz y voto a las sesiones del
Consejo, cuando el propietario respectivo no concurra.

Artículo 23. El Consejo Directivo sesionará por lo
menos una vez al mes y las sesiones que celebre po-
drán ser ordinarias y extraordinarias.

Sesionará válidamente con la asistencia de por lo me-
nos cuatro de sus miembros. Sus resoluciones tendrán
validez cuando sean tomadas por la mayoría de los
presentes. En caso de empate, el Presidente del Con-
sejo decidirá con voto de calidad.

El Consejo Directivo contará con un Secretario Técni-
co, quien será el responsable de preparar lo necesario
para las sesiones y dar seguimiento a los resolutivos.

Artículo 24. El Consejo Directivo tendrá las siguien-
tes facultades:

I. Aprobar con base en la política sectorial, el regla-
mento interno del Instituto;

II. Definir, conocer y aprobar el programa anual de
trabajo y los proyectos del Instituto;

III. Aprobar el presupuesto del Instituto, así como
las modificaciones en el ejercicio;

IV. Aprobar políticas en materia de evaluación, se-
guimiento, promoción y aplicación de los progra-
mas del Instituto;

V. Aprobar acuerdos, bases de coordinación y con-
venios de colaboración con autoridades e institucio-
nes, particulares y grupos sociales e instituciones
autónomas;

VI. Conocer y en su caso aprobar los informes del
director general, y

VII. Las demás que le señalan la presente Ley y
otros ordenamientos.

Artículo 25. El director general del Instituto será de-
signado y removido por el Consejo Directivo a pro-
puesta del presidente del mismo. 

El nombramiento será por un periodo de tres años, con
posibilidades de un periodo adicional.

El director general es el responsable de la conducción,
administración y marcha correcta del Instituto.

Artículo 26. Para ser director general del Instituto de-
berán cumplirse los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y estar
en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y
políticos;

II. Contar con conocimientos en materia de seguros,
o haber desempeñado actividades en este rubro
cuando menos cinco años;

III. No haber sido condenado por delito alguno con-
tra la administración pública, y

IV. No encontrarse comprendido en alguno de los
impedimentos que establecen la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales o la Ley federal de Respon-
sabilidades de los Servidores Públicos.

Artículo 27. Son causales de remoción del director ge-
neral, aquellas que marca la Ley Federal de Responsa-
bilidades de los Servidores Públicos y el marco legal
aplicable.

Artículo 28. El director general tendrá las siguientes
facultades:

I. Elaborar el Reglamento Interno del Instituto y so-
meterlo a la consideración y aprobación del Conse-
jo Directivo;

II. Elaborar el Programa Anual de Trabajo del Insti-
tuto y someterlo a la aprobación del Consejo Direc-
tivo;

III. Elaborar el Estatuto Orgánico, el Manuel de Or-
ganización General, el de Procedimientos y de Ser-
vicios al Público del Instituto;

IV. Someter a la consideración y aprobación del
Consejo Directivo el balance mensual de los esta-
dos financieros del Instituto;
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V. Someter a la consideración y aprobación del
Consejo Directivo el balance anual de los estados
financieros del Instituto;

VI. Someter a la consideración y aprobación del
Consejo Directivo el informe anual de trabajo;

VII. Ejecutar los acuerdos del Consejo Directivo;

VIII. Nombrar al personal del Instituto y contratar
servicios profesionales;

IX. Contratar para el peritaje de siniestros a firmas
o profesionales individuales idóneos;

X. Ejercer la jurisdicción coactiva que podrá dele-
gar en otro servidor público del Instituto;

XI. Elaborar la propuesta de gastos menores y so-
meterla a la consideración del Consejo Directivo;

XII. Ejercer las más amplias facultades de dominio,
administración y pleitos y cobranzas, aún aquellas
que requieran de autorización del Consejo Directi-
vo;

XIII. Emitir, avalar y negociar títulos de crédito;

XIV. Formular querellas y otorgar perdón;

XV. Sustituir y revocar poderes generales o espe-
ciales;

XVI. Ejercitar y desistirse de acciones judiciales,
inclusive del juicio de amparo:

XVII. Comprometer asuntos de arbitraje y celebrar
transacciones;

XVIII. Otorgar poderes generales y especiales con
las facultades que le competan, entre ellas las que
requieran autorización o cláusula especial, y

XIX. Las demás que le señalan la presente Ley y
otros ordenamientos.

Artículo 29. La vigilancia del Instituto estará a cargo
del gobierno federal, por conducto de un Comisario
Público propietario y un suplente designados por la
Secretaría de la Función Pública. Lo anterior, sin per-

juicio de sus propios órganos internos de control que
sean parte integrante de la estructura del organismo.

El comisario público asistirá con voz pero sin voto, a
las sesiones del Consejo Directivo.

Artículo 30. El comisario público evaluará el desem-
peño global y por área del Instituto, su nivel de efi-
ciencia y el apego a las disposiciones legales, así co-
mo el manejo de sus ingresos y egresos, pudiendo
solicitar y estando el Instituto obligado a proporcionar
toda la información que requiera para la realización de
sus funciones.

El comisario público tendrá a su cargo las atribuciones
que le confieren los artículos correspondientes de la
Ley Federal de las Entidades Paraestatales, así como
las del Reglamento Interno del Instituto y las demás
disposiciones legales aplicables.

Artículo 31. Las relaciones laborales entre el Instituto
y sus trabajadores se regirán por lo dispuesto en el
Apartado B del artículo 123 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Federal
del Trabajo y las demás disposiciones legales y regla-
mentarias de la misma.

Capítulo V
Capital y Recursos

Artículo 32. El capital y los recursos del Instituto es-
tarán constituidos por:

I. El aporte mínimo de un Mil 543 millones de pe-
sos por parte del gobierno federal, a efecto de cons-
tituir un fondo inicial que le permita el adecuado
cumplimiento de sus operaciones y obligaciones le-
gales.

II. Los fondos que adquiera provenientes de finan-
ciamientos, o por la emisión de bonos y otros valo-
res;

III. Los excedentes anuales en operaciones produc-
to de las primas que cobre, así como por el produc-
to de la inversión de dichas primas, y

IV. Las aportaciones y donaciones que perciba y
otros recursos que le otorguen, incluyendo lo que
éstos rindan.
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Capítulo VI
Programas

Artículo 33. El Instituto operará para el cumplimiento
de sus objetivos, los programas siguientes:

I. De subsidio a la prima del seguro;

II. De apoyo a los fondos, y

III. De seguro para contingencias climatológicas.

Capítulo VII
Disposiciones Finales

Artículo 34. El gobierno federal es solidariamente
responsable de las obligaciones del Instituto.

Artículo 35. El Instituto estará libre del pago del im-
puesto sobre la renta, de contribuciones o gravámenes.

Artículo 36. Los bonos, títulos y demás valores que
emita el Instituto gozarán del mismo régimen aplica-
ble a los títulos del Estado, en lo que concierne a exo-
neraciones tributarias, y

Artículo 37. Los bonos, títulos y demás valores que
emita el Instituto podrán utilizarse como finanzas o
depósitos en gestiones administrativas o judiciales.

Artículo 38. La Comisión Nacional de Seguros y
Fianzas otorgará los servicios de asesoría que le re-
quiera el Instituto;

Transitorios

Primero. La Cámara de Diputados a través del Centro
de Estudios de las Finanzas Públicas, elaborará el es-
tudio de impacto presupuestal que corresponda a la
creación del Instituto.

Segundo. El Titular del Poder Ejecutivo Federal, por
conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co enviará a la Cámara de Diputados la propuesta pre-
supuestal que corresponda al despacho del Instituto.

Tercero. Las menciones contenidas en otras Leyes,
Reglamentos y, en general, en cualquier disposición
respecto del organismo de seguros denominada Agro-
asemex, SA, se entenderán referidas al Instituto.

Cuarto. El Instituto entrará en funciones a partir del
ejercicio presupuestal del 2019.

Quinto. El Titular del Poder Ejecutivo Federal, ins-
truirá el traspaso de empleados, así como de recursos
materiales, financieros y de activos de la institución de
seguros denominada Agroasemex, SA, que correspon-
dan al Instituto, en un plazo que correrá a partir de la
entrada en vigor del presente decreto y hasta que entre
en funciones el nuevo organismo.

Sexto. El Consejo Directivo del Instituto se instalará
en un periodo no mayor a los treinta días naturales si-
guientes a la entrada en vigor del presente Decreto.

Séptimo. El director general de Instituto contará con
un plazo de treinta días naturales a partir de su nom-
bramiento para elaborar y presentar el Programa Anual
de Trabajo del Instituto, el proyecto de Reglamento In-
terior y el Estatuto Orgánico que le permitan al Insti-
tuto cumplir sus funciones.

Octavo. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de marzo del 2018.

Diputado Evelio Plata Inzunza (rúbrica) 
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL

CÓDIGO PENAL FEDERAL, DE LA LEY ORGÁNICA DEL PO-
DER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y DEL CÓDIGO NACIO-
NAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PARA INCLUIR LA

PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LA ACCIÓN DE JUZGAR, SUS-
CRITA POR LA DIPUTADA LÍA LIMÓN GARCÍA E INTE-
GRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM

La que suscribe, Lía Limón García, diputada federal
del Partido Verde Ecologista de México, en la LXIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a la consideración de esta soberanía, la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma: el primer párrafo del artículo 51 y
el último párrafo del artículo 316; se adiciona: un
párrafo a la fracción V del artículo 52 y se adiciona
el artículo 276 Ter, todos del Código Penal Federal;
se adiciona un segundo párrafo al artículo 105 de la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación;
se adiciona un octavo  párrafo al artículo 410, re-
corriéndose los subsecuentes, del Código Nacional
de Procedimientos Penales, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

De acuerdo con el Censo Nacional de Gobierno, Se-
guridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales
2015, estos son los delitos tanto del fuero común co-
mo del fuero federal que más han llevado a las muje-
res a la reclusión: los delitos más cometidos por muje-
res en el fuero común son: homicidio, secuestro, robo,
en ese orden; y en el fuero federal: contra la salud, re-
lacionados con armas de fuego y delincuencia organi-
zada.

En México hay en total 14 mil 912 mujeres en reclu-
sorios, que ingresaron por delitos del fuero común y
federal.

En el “Diagnóstico sobre la incidencia de los delitos
cometidos por las mujeres privadas de su libertad pro-
cesadas y sentenciadas”, realizado en 2009 por el Cen-
tro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la
Equidad de Género, de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, se señala que:

Las mujeres se vinculan a delitos en materia de narcó-
ticos, lesiones, robo y otros actos ilícitos, en gran me-
dida porque, a su vez, ellas son víctimas de violen-
cia de género, componente que no forma parte de
las investigaciones ministeriales ni en la integración
de los juicios penales instaurados en su contra.

Éste es uno de los factores más importantes que con-
tribuyen a elevar la participación de las mujeres en he-
chos delictivos.

a) Situaciones de origen multifactorial que inciden
en la participación de las mujeres en hechos delicti-
vos a) Violencia de género como nexo causal del
hecho delictivo que se les imputa a las mujeres.

b) Feminización de la pobreza.

c) Problema de adicciones y problemas de alcoho-
lismo, o ambos, en la mujer que enfrenta una acu-
sación penal.

d) Presencia de un ambiente familiar integrado por
delincuentes, es decir, en su círculo familiar prima-
rio existen delincuentes y éstos, generalmente, son
hombres (padre, hermano, tío).

e) Su pareja las involucra en los hechos delictivos
que se les imputa. Generalmente existe un hombre
que las involucra en el delito por múltiples razones,
factor que está ligado a la condición y posición de
las mujeres en la sociedad.

f) Delinquen en función de los otros: se echan la
culpa para proteger al hijo o a la pareja, entre otros
aspectos”.

Esos factores siguen actualizándose, de ahí que la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, en diversos cri-
terios jurisprudenciales ha señalado que existe una es-
trecha relación entre violencia, discriminación y
subordinación, que esta violencia afecta a las mujeres
en forma desproporcionada en diversos ámbitos, in-
cluyendo formas de privación de la libertad1.

A manera de conclusión el diagnóstico referido señala
que: “El análisis de la incidencia de la violencia de gé-
nero permite ubicar la posición y la condición de las
mujeres con relación a los hombres de cara a la comi-
sión del hecho delictivo que se les imputa. Este análi-
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sis permitirá formular las argumentaciones jurídi-
cas idóneas en defensa de las mujeres que enfren-
tan una injusta acusación penal a efecto de argu-
mentar excluyentes o atenuantes de responsabilidad.
Asimismo, la criminología elaborada con perspecti-
va de género puede dar información precisa al po-
der legislativo a efecto de que formule propuestas
de reforma e iniciativas de ley que tiendan a abatir
de hecho y de derecho la problemática que se regu-
la”.

En tal sentido, es que la presente propuesta persigue
los siguientes objetivos fundamentales:

a) Por un lado, que los operadores que realizan la
función de juzgar, deban de manera obligatoria, ve-
rificar si existe una situación de violencia o vulne-
rabilidad que, por cuestiones género, impida impar-
tir justicia de manera completa e igualitaria.

b) Que en los casos de delitos cometidos por muje-
res, los juzgadores tomen en consideración la rela-
ción existente entre la imputada y la víctima, a efec-
to de verificar si existieron condiciones de
vulnerabilidad derivada de cualquier circunstancia,
que atenúen la culpabilidad de la imputada.

c) Que en el caso de homicidio y lesiones, no se
considere ventaja cuando el delito lo cometiera una
mujer por miedo o estado de riesgo derivado de los
antecedentes de alguna relación preexistente entre
ésta y la víctima o de las condiciones de vulnerabi-
lidad, que hubieran incidido  en la comisión del ilí-
cito atribuido.

d) Que en los casos de delitos sexuales en los que se
empleare la violencia moral en contra de las muje-
res –independientemente de si se configura como
agravante o como elemento del tipo penal– se haga
un análisis más allá de la materializada el día de los
hechos que se le atribuyan al imputado, es decir, de-
be apreciarse el potencial estado de vulnerabilidad
de la víctima frente a su agresor. 

Para mayor claridad se presenta el siguiente cua-
dro comparativo entre las legislaciones vigentes y
las propuestas que se presentan:

Código Penal Federal
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1.- La magnitud del daño causado al 1.- La magnitud del daño causado al 

bien jurídico o del peligro a que hubiere bien jurídico o del peligro a que hubiere 

sido expuesto; sido expuesto; 

11.- La naturaleza de la acción u omisión 11.- La naturaleza de la acción u omisión 

y de los medios empleados para y de los medios empleados para 

ejecutarla; ejecutarla; 

111.- Las circunstancias de tiempo, lugar, 111.- Las circunstancias de tiempo, lugar, 

modo u ocasión del hecho realizado; modo u ocasión del hecho realizado; 

IV.- La forma y grado de intervención IV.- La forma y grado de intervención 

del agente en la comisión del delito; del agente en la comisión del delito; 

V. La edad, la educación, la ilustración, V. La edad, la educación, la ilustración, 

las costumbres, las condiciones las costumbres, las condiciones 

sociales y económicas del sujeto, así sociales y económicas del sujeto, así 

como los motivos que lo impulsaron o como los motivos que lo impulsaron o 

determinaron a delinquir. Cuando el determinaron a delinquir. Cuando el 

procesado perteneciere a algún pueblo procesado perteneciere a algún pueblo 

o comunidad indígena, se tomarán en o comunidad indígena, se tomarán en 

cuenta, además, sus usos cuenta, además, sus usos 

costumbres; costumbres; 

En el caso de delitos cometidos por 

mujeres, deberá tomarse en cuenta 

la relación existente entre la 

imputada y la víctima, a efecto de 

verificar si existieron condiciones de 

vulnerabilidad derivada de cualquier 

circunstancia ya sea por existir una 

relación filial o de pareja, edad, 

género, creencias, costumbres o 

influencias socio-culturales, que 

atenúen la culpabilidad de aquélla; 

VI.- El comportamiento posterior del VI.- El comportamiento posterior del 

acusado con relación al delito cometido; acusado con relación al delito cometido; 

VII.- Las demás condiciones especiales VII.- Las demás condiciones especiales 

y personales en que se encontraba el y personales en que se encontraba el 

agente en el momento de la comisión agente en el momento de la comisión 

del delito, siempre y cuando sean del delito, siempre y cuando sean 

relevantes para determinar la relevantes para determinar la 

posibilidad de haber ajustado su posibilidad de haber ajustado su 

conducta a las exigencias de la norma. conducta a las exigencias de la norma. 

Artículo 276 ter. Cuando se empleare 

la violencia moral en la comisión de 

alguno de los delitos previstos en 

este Título, deberá no solo 

considerarse la materialización de la 

violencia moral empleada en los 

actos sexuales ocurridos el día del 

evento, sino debe abarcar el 

contexto integral de los hechos 

denunciados por la víctima, 

incluyendo su posible estado de 

vulnerabilidad o miedo, derivado de 

una relación de sometimiento 

precedente con su agresor. 

ARTICULO 316.- Se entiende que hay ARTICULO 316.- Se entiende que hay 

ventaja: ventaja: 

1.- Cuando el delincuente es superior en 1.- Cuando el delincuente es superior en 

fuerza física al ofendido y éste no se fuerza física al ofendido y éste no se 

halla armado; halla armado; 

11.- Cuando es superior por las armas 11.- Cuando es superior por las armas 

que emplea, por su mayor destreza en que emplea, por su mayor destreza en 

el manejo de ellas o por el número de el manejo de ellas o por el número de 

los que lo acompañan; los que lo acompañan; 

111.- Cuando se vale de algún medio que 111.- Cuando se vale de algún medio que 

debilita la defensa del ofendido; debilita la defensa del ofendido; 

IV.- Cuando éste se halla inerme o IV.- Cuando éste se halla inerme o 

caído y aquél armado o de pie; caído y aquél armado o de pie; 

V.- El activo sea un hombre superior en V.- El activo sea un hombre superior en 

fuerza física y el pasivo una mujer o fuerza física y el pasivo una mujer o 

persona menor de dieciocho años; persona menor de dieciocho años; 

VI.- El homicidio y las lesiones se VI.- El homicidio y las lesiones se 

ocasionen en situaciones de violencia ocasionen en situaciones de violencia 

familiar; y familiar; y 

VII.- Exista una situación de VII.- Exista una situación de 

vulnerabilidad motivada por la vulnerabilidad motivada por la 

condición física o mental o por condición física o mental o por 

discriminación. discriminación. 

La ventaja no se tomará en La ventaja no se tomará en 

consideración en los tres primeros consideración en los tres primeros 

casos, si el que la tiene obrase en casos, si el que la tiene obrase en 

defensa legítima, ni en el cuarto, si el defensa legítima, ni en el cuarto, si el 

que se halla armado o de pie fuera el que se halla armado o de pie fuera el 

agredido, y, además, hubiere corrido agredido, y, además, hubiere corrido 

peligro su vida por no aprovechar esa peligro su vida por no aprovechar esa 

circunstancia. circunstancia. Tampoco se 

considerará ventaja cuando se 

acredite que el delito lo cometió una 

mujer por miedo o estado de riesgo 

derivado de los antecedentes de 

alguna relación preexistente entre 

ésta y la víctima o de las condiciones 

de vulnerabilidad por cuestión de 

edad, género, creencias, costumbres 

o influencias socio-culturales, que 

hubieran incidido en la comisión del 

ilícito atribuido. 



2. Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción

3. Código Nacional de Procedimientos Penales
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A mayor abundamiento la Suprema Corte de Justicia
de la Nación ha señalado que el reconocimiento de los
derechos de la mujer a una vida libre de violencia y
discriminación y de acceso a la justicia en condiciones
de igualdad, exige que todos los órganos jurisdiccio-
nales del país impartan justicia con perspectiva de gé-
nero.

¿Qué significa juzgar con perspectiva de género?
Implica aplicar una metodología que detecte y elimine
todas las barreras y obstáculos que discriminan a las
personas por condición de sexo o género, es decir, im-
plica juzgar considerando las situaciones de desventa-
ja que, por cuestiones de género, discriminan e impi-
den la igualdad. En otras palabras, el  reconocimiento
de los derechos humanos a la igualdad y a la no dis-
criminación por razones de género, deriva que todo ór-
gano jurisdiccional debe impartir justicia con base en
una perspectiva de género.

Ello implica que los juzgadores deben cuestionar los
estereotipos que puedan existir en la legislación res-
pecto de las funciones de uno u otro género, así como
actuar con neutralidad en la aplicación de la norma ju-

rídica en cada situación, a fin de visualizar claramente
la problemática y garantizar el acceso a la justicia de
forma efectiva e igualitaria2.

El método que la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción sugiere es el siguiente:

i) Identificar primeramente si existen situaciones de
poder que por cuestiones de género den cuenta de
un desequilibrio entre las partes de la controversia;

ii) Cuestionar los hechos y valorar las pruebas des-
echando cualquier estereotipo o prejuicio de géne-
ro, a fin de visualizar las situaciones de desventaja
provocadas por condiciones de sexo o género;

iii) En caso de que el material probatorio no sea su-
ficiente para aclarar la situación de violencia, vul-
nerabilidad o discriminación por razones de género,
ordenar las pruebas necesarias para visibilizar di-
chas situaciones;

iv) De detectarse la situación de desventaja por
cuestiones de género, cuestionar la neutralidad del
derecho aplicable, así como evaluar el impacto di-
ferenciado de la solución propuesta para buscar una
resolución justa e igualitaria de acuerdo al contexto
de desigualdad por condiciones de género;

v) Para ello debe aplicar los estándares de derechos
humanos de todas las personas involucradas, espe-
cialmente de los niños y niñas; y,

vi) Considerar que el método exige que, en todo
momento, se evite el uso del lenguaje basado en es-
tereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse
un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un
acceso a la justicia sin discriminación por motivos
de género3.

De ahí que la propuesta que hoy se presenta pretenda
establecer expresamente que los operadores que reali-
zan la función de juzgar, deban de manera obligatoria,
verificar si existe una situación de violencia o vulne-
rabilidad que, por cuestiones género, impida impartir
justicia de manera completa e igualitaria; y que en tra-
tándose de los delitos cometidos por mujeres, los juz-
gadores tomen en consideración la relación existente
entre la imputada y la víctima, a efecto de verificar si
existieron condiciones de vulnerabilidad derivada de

Martes 13 de marzo de 2018 Gaceta Parlamentaria51



cualquier circunstancia, que atenúen la culpabilidad de
la imputada; así como que, en el caso de homicidio y
lesiones, no se considere ventaja cuando el delito lo
cometiera una mujer por  miedo o estado de riesgo de-
rivado de los antecedentes de alguna relación preexis-
tente entre ésta y la víctima o de las condiciones de
vulnerabilidad, que hubieran incidido  en la comisión
del ilícito atribuido.

El reconocimiento de la necesidad de juzgar con pers-
pectiva de género  ha llevado a  la Suprema Corte de
Justicia de la Nación a sostener que,  por ejemplo en el
delito de violación, cuyo tipo penal requiere para su
configuración, la existencia de la violencia física o
moral como medio comisivo, el estudio de dicho me-
dio comisivo no debe centrarse únicamente en el rela-
cionado con la materialización de los actos sexuales
ocurridos el día del evento delictuoso, sino que, debe
abarcar el contexto integral de los hechos denunciados
por la víctima, incluyendo su posible estado de miedo,
derivado de una relación de sometimiento precedente
con su agresor4.

Precisa por ejemplo que la presencia de un arma de
fuego es un indubitable indicio de violencia moral, pe-
ro debe considerarse también el miedo constante que
la víctima sufre, derivado de la propia relación prece-
dente,  ya que en el caso que toma como referencia, la
víctima fue sometida con una violencia moral de con-
notaciones diversas, ya que ésta tenía una relación de-
teriorada -en su condición de mujer violentada física,
verbal y moralmente- con el sujeto a quien señala co-
mo su agresor y respecto del cual se encontraba  en si-
tuación de desventaja y miedo por el riesgo de que de
no acceder a entrevistarse con él y aceptar su trato, le
causara  algún mal a ella o a su familia, o “enseñara”
los videos de sus relaciones sexuales, que ella califica-
ba de denigrantes.

Esto es, la víctima, se encontraba en un estado de vul-
nerabilidad  frente a su agresor que, valiéndose de una
relación de pareja irregular y posiblemente enfermiza,
somete y obliga a la pasivo mediante la imposición de
género a la realización de actos contrarios a su volun-
tad, como la propia entrevista, la permanencia con el
activo y la práctica de conductas erótico-sexuales exi-
gidas por el activo y aparentemente consentidas pe-
ro, en realidad, sólo toleradas obligadamente por la
víctima, en virtud de su condición de sometimiento
en el contexto integral de los hechos.

Todo ese análisis exige el juzgamiento con perspecti-
va de género y considerar la existencia de la violencia
moral, ya como elemento constitutivo del tipo penal o
como una agravante en los casos en que proceda, por
lo que se propone que en los casos de delitos sexuales
en los que se empleare la violencia moral en contra de
las mujeres se haga un análisis más allá de la materia-
lizada el día de los hechos que se le atribuyan al im-
putado, es decir, debe apreciarse el potencial estado de
vulnerabilidad de la víctima frente a su agresor.

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el primer párrafo del artículo
51 y el último párrafo del artículo 316; adiciona un
párrafo a la fracción v del artículo 52 y se adiciona
el artículo 276 ter, todos del Código Penal Federal;
que adiciona un segundo párrafo al artículo 105 de
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción; que adiciona un octavo  párrafo al artículo
410, recorriéndose los subsecuentes, del Código Na-
cional de Procedimientos Penales

Primero. Se reforma el primer párrafo del artículo 51
y el último párrafo del artículo 316; y se adiciona un
párrafo a la fracción v del artículo 52 y el artículo 276
ter, todos del Código Penal Federal, conforme a los
siguiente términos:

Artículo 51. Dentro de los límites fijados por la ley,
los jueces y tribunales aplicarán las sanciones estable-
cidas para cada delito, teniendo en cuenta las circuns-
tancias exteriores de ejecución y las peculiares del de-
lincuente; particularmente cuando se trate de
indígenas se considerarán los usos y costumbres de los
pueblos y comunidades a los que pertenezcan; de
igual manera cuando se trate de delitos cometidos
por mujeres, se considerará dicha circunstancia,
para juzgar, en su caso, con perspectiva de género.

…

…

…

Artículo 52. …

I. a IV. …
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V. La edad, la educación, la ilustración, las costum-
bres, las condiciones sociales y económicas del su-
jeto, así como los motivos que lo impulsaron o de-
terminaron a delinquir. Cuando el procesado
perteneciere a algún pueblo o comunidad indígena,
se tomarán en cuenta, además, sus usos y costum-
bres;

En el caso de delitos cometidos por mujeres, de-
berá tomarse en cuenta la relación existente en-
tre la imputada y la víctima, a efecto de verificar
si existieron condiciones de vulnerabilidad deri-
vada de cualquier circunstancia ya sea por exis-
tir una relación filial o de pareja, edad, género,
creencias, costumbres o influencias socio-cultu-
rales, que atenúen la culpabilidad de aquélla;

VI. y VII. …

Artículo 276 Ter. Cuando se empleare la violencia
moral en la comisión de alguno de los delitos pre-
vistos en este Título, deberá no solo considerarse la
materialización de la violencia moral empleada en
los actos sexuales ocurridos el día del evento, sino
debe abarcar el contexto integral de los hechos de-
nunciados por la víctima, incluyendo su posible es-
tado de vulnerabilidad o miedo, derivado de una re-
lación de sometimiento precedente con su agresor.

Artículo 316. …

I. a VII. …

La ventaja no se tomará en consideración en los tres
primeros casos, si el que la tiene obrase en defensa
legítima, ni en el cuarto, si el que se halla armado o
de pie fuera el agredido, y, además, hubiere corrido
peligro su vida por no aprovechar esa circunstancia.
Tampoco se considerará ventaja cuando se acre-
dite que el delito lo cometió  una mujer por mie-
do o estado de riesgo derivado de los anteceden-
tes de alguna relación preexistente entre ésta y la
víctima o de las condiciones de vulnerabilidad
por cuestión de edad, género, creencias, costum-
bres o influencias socio-culturales, que hubieran
incidido  en la comisión del ilícito atribuido.

Segundo. Se adiciona un segundo párrafo al artículo
105 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 105. …

La función de juzgar se regirá por el principio de
respeto a los derechos humanos y sobre la base de
juzgar con perspectiva de género en los casos en
que proceda.

Tercero. Se adiciona un octavo  párrafo al artículo
410, recorriéndose los subsecuentes, del Código Na-
cional de Procedimientos Penales, para quedar como
sigue:

Artículo 410. Criterios para la individualización de
la sanción penal o medida de seguridad

…

…

…

…

…

…

…

En el caso de delitos cometidos por mujeres, se to-
marán en cuenta, además de los aspectos anterio-
res, la relación existente entre la imputada y la víc-
tima, a efecto de verificar si existieron condiciones
de vulnerabilidad derivada de cualquier circuns-
tancia ya sea por existir una relación filial o de pa-
reja, edad, género, creencias, costumbres o influen-
cias socio-culturales, que atenúen la culpabilidad
de aquélla.

En caso de concurso real se impondrá la sanción del
delito más grave, la cual podrá aumentarse con las pe-
nas que la ley contempla para cada uno de los delitos
restantes, sin que exceda de los máximos señalados en
la ley penal aplicable. En caso de concurso ideal, se
impondrán las sanciones correspondientes al delito
que merezca la mayor penalidad, las cuales podrán au-
mentarse sin rebasar la mitad del máximo de la dura-
ción de las penas correspondientes de los delitos res-
tantes, siempre que las sanciones aplicables sean de la
misma naturaleza; cuando sean de diversa naturaleza,
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podrán imponerse las consecuencias jurídicas señala-
das para los restantes delitos. No habrá concurso cuan-
do las conductas constituyan un delito continuado; sin
embargo, en estos casos se aumentará la sanción penal
hasta en una mitad de la correspondiente al máximo
del delito cometido.

El aumento o la disminución de la pena, fundados en
las relaciones personales o en las circunstancias subje-
tivas del autor de un delito, no serán aplicables a los
demás sujetos que intervinieron en aquél. Sí serán
aplicables las que se fundamenten en circunstancias
objetivas, siempre que los demás sujetos tengan cono-
cimiento de ellas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Véase la tesis cuyo rubro dice: “Delitos contra las mujeres. Es-

trecha relación entre violencia, discriminación y subordina-

ción por motivos de género”. Época: Décima Época. Registro:

2009081. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente:

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 18, Mayo

de 2015, Tomo I. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a.

CLXIII/2015 (10a.). Página: 422. Esta tesis se publicó el viernes

15 de mayo de 2015 a las 9:30 horas en el Semanario Judicial de

la Federación.

2 Véase la siguiente tesis cuyo rubro dice: “Impartición de justi-

cia con perspectiva de género. Obligaciones que debe cumplir

el Estado mexicano en la materia”. Época: Décima Época. Re-

gistro: 2009998. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente:

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 22, Sep-

tiembre de 2015, Tomo I. Materia(s): Constitucional. Tesis: P.

XX/2015 (10a.). Página: 235.

3 Véase el siguiente criterio jurisprudencial cuyo rubro dice: “Ac-

ceso a la justicia en condiciones de igualdad. Elementos para

juzgar con perspectiva de género”. Época: Décima Época. Re-

gistro: 2011430. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurispru-

dencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.

Libro 29, Abril de 2016, Tomo II. Materia(s): Constitucional. Te-

sis: 1a./J. 22/2016 (10a.). Página: 836. 

4 Véase la siguiente tesis, cuyo rubro dice: “Violación. El análisis

de la violencia moral como elemento de este delito, debe abar-

car el contexto integral de los hechos denunciados por la vícti-

ma, incluyendo su posible estado de miedo, derivado de una re-

lación de sometimiento precedente con su agresor”. Época:

Décima Época. Registro: 2011935. Instancia: Tribunales Colegia-

dos de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Sema-

nario Judicial de la Federación. Libro 31, Junio de 2016, Tomo IV.

Materia(s): Constitucional, Penal. Tesis: II.2o. Página 37 P (10a.).

Página: 3037.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara

de Diputados, a los 13 días del mes de marzo del año 2018.

Diputados: Jesús Sesma Suárez (rúbrica), Lía Limón García, Ar-

turo Álvarez Angli, Rosa Alicia Álvarez Piñones, José Antonio

Arévalo González, Alma Lucía Arzaluz Alonso, María Ávila Ser-

na, Omar Noé Bernardino Vargas, Paloma Canales Suárez, Jesús

Ricardo Canavati Tafich, Juan Manuel Celis Aguirre, Eloísa Cha-

varrias Barajas, Lorena Corona Valdés, José Alberto Couttolenc

Buentello, Sharon María Teresa Cuenca Ayala, Andrés Fernández

del Valle Laisequilla, Evelyng Soraya Flores Carranza, José de Je-

sús Galindo Rosas, Daniela García Treviño, Edna González Evia,

Sofía González Torres, Yaret Adriana Guevara Jiménez, Leonardo

Rafael Guirao Aguilar, Javier Octavio Herrera Borunda, Mario

Machuca Sánchez, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Virgilio

Mendoza Amezcua, Cándido Ochoa Rojas, Samuel Rodríguez To-

rres, Emilio Enrique Salazar Farías, José Refugio Sandoval Rodrí-

guez, Adriana Sarur Torre, Miguel Ángel Sedas Castro, Francisco

Alberto Torres Rivas, Georgina Paola Villalpando Barrios, Claudia

Villanueva Huerta, Ángel Santis Espinoza y Jorge de Jesús Gordi-

llo Sánchez.
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DE DECRETO, PARA QUE SE INSCRIBA CON LETRAS DE ORO

EN EL MURO DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DE LA

CÁMARA DE DIPUTADOS LA FRASE “MAÍZ, IDENTIDAD

NACIONAL”, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS EVELIO PLA-
TA INZUNZA Y GERMÁN ESCOBAR MANJARREZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Los suscritos, Evelio Plata Inzunza y Germán Escobar
Manjarrez, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional a la Sexagésima
Tercera Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo establecido en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someten a la consideración de esta
Honorable Asamblea, la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se inscribe con letras de
oro en el Muro de Honor del Salón de sesiones de la
Cámara de Diputados la frase Maíz, Identidad Nacio-
nal, para dar así público reconocimiento a un término
que otorga distinción cultural a México, bajo la si-
guiente:

Exposición de Motivos

El maíz, especie originaria de México, la cual ha sido
domesticada por los pueblos indígenas del centro del
país desde hace unos 10 mil años, es y ha sido susten-
to de la alimentación nacional a partir de constituirse
en base nutricional del pueblo mexicano, además de
ser raíz de identidad por representar el cimiento cultu-
ral de nuestra nación.

Este hecho otorga al grano un valor simbólico que va
más allá de la importancia alimenticia de la gramínea,
toda vez que en el origen del imaginario colectivo del
pueblo mexicano, es el maíz la materia misma de la
cual está hecho el ser humano.

Incluso hoy día, comunidades indígenas refieren al
maíz como elemento de identidad cultural, por ser el
cultivo de este grano distintivo del trabajo que identi-
fica a sus antepasados y por cuya práctica continua pa-
sa a ser precisamente factor fundamental que los dis-
tingue.

Historiadores coinciden en que la domesticación de
esta gramínea ocurrió en lo que hoy son los estados de
Puebla y Oaxaca. En tanto, se estima que su cultivo
empezó a expandirse por el continente americano a pa-
rir del año 2 mil 500 antes de Cristo y que a finales del

siglo XV fue llevado a Europa por exploradores y co-
merciantes y de ahí a otras regiones del mundo. 

La incursión y el cultivo del maíz en variados ambien-
tes geográficos del planeta, ocurre gracias a la capaci-
dad del grano de crecer en los más diversos climas y a
las múltiples propiedades alimenticias que posee, lo
que ubica a este cereal como el de mayor producción
en el mundo, superando al trigo, al arroz y a la papa.
Productos que en conjunto sustentan el 80 por ciento
de la dieta mundial.

Las tradiciones de México, ricas en leyendas y mitos,
están llenas de eventos en los cuales el maíz es prota-
gonista principal. Es a partir de los hechos narrados
que este grano figura en el pasado y presente de las
culturas que conforman la identidad nacional.

Hoy día, gracias al cultivo del maíz, amplios núcleos
de población subsisten al situarse esta gramínea como
un producto de gran popularidad y del cual la tradición
cultural nos dice con seguridad que la gastronomía
mexicana goza de aprecio, virtud a estar constituida
precisamente por este grano y sus derivados.

La domesticación del maíz, fue factor determinante
para el surgimiento y florecimiento de grandes civili-
zaciones mesoamericanas. De ello, hablan las ceremo-
nias y festividades ocurridas y que aún se realizan, así
como su inscripción en códices y esculturas.

La importancia económica del maíz frente a otros cul-
tivos agrícolas está más que probada, amén a sus cua-
lidades de orden alimenticio, farmacéutico y energéti-
co. Esta característica refiere que de un promedio de
10 mil productos presentes en el mercado, un aproxi-
mado a los 2 mil 500 tienen al menos un compuesto
derivado de esta gramínea.

La utilidad del maíz es amplia y diversa. Por la indus-
trialización de este grano se obtienen materias primas
fundamentales para la alimentación. Entre otras, la
miel, azúcar, dextrosa, dextrina, malto dextrina, almi-
dón, sorbitol, ácido láctico y aceite; además de otros
productos como mayonesas, margarinas, bebidas y fi-
bra de vidrio. Todo esto, otorga al cultivo un alto valor
económico y social.

Gracias a estos factores, como al hecho de que aproxi-
madamente 4 mil productos tengan como base deriva-
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dos del maíz, la producción anual de este grano en el
mundo alcanza en promedio las mil millones de tone-
ladas.

De acuerdo con la estadística oficial, existen en Méxi-
co 62 razas de maíz y alrededor de mil 400 variedades
registradas. El estado de mayor cultivo de la gramínea
es Sinaloa. Le sigue Jalisco y el tercer sitio lo ocupa el
estado de México.

El maíz blanco, en cuya producción México es auto-
suficiente, es pilar en el cual descansa la dieta nacio-
nal, dado que se destina en exclusiva al consumo hu-
mano, mientras que la actividad pecuaria y de uso
industrial requiere de la variedad amarilla, esencial pa-
ra la producción de alimentos balanceados y almido-
nes.

Hablar sin embargo de la importancia del maíz para la
realidad de la demanda nacional, considerando en pri-
mer término la de carácter alimentario, implica preci-
sar que México aún y a pesar de los volúmenes cre-
cientes en su productividad, sigue demandando
elevadas importaciones del grano, las cuales prome-
dian anualmente las 12 millones de toneladas.

Este panorama nos indica y habla de la importancia
que para México reviste el maíz, como factor de la ma-
yor relevancia, no únicamente para la soberanía ali-
mentaria, sino también para la identidad nacional, que
aún sin ser declarado expresamente, es ya seguramen-
te patrimonio cultural y natural de toda la humanidad,
para orgullo de México.

Es así que ante estos considerandos, que abonan a la
propuesta y rescatan la inquietud formulada por la Fe-
deración de Productores de Maíz del Estado de Méxi-
co y otras organizaciones del sector con presencia na-
cional, participantes en el Foro Sistema Producto
Maíz, realizado en abril del 2017 bajo el auspicio de la
Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego de la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, la pre-
sente iniciativa propone sea inscrita con letras de oro
en el Muro de Honor del salón de sesiones de la Cá-
mara de Diputados la frase Maíz, Identidad Nacional.

Ello, en el entendido de que México es centro de ori-
gen y diversidad del maíz a nivel mundial. Por cuyo
motivo, los cronistas de la conquista referenciaron a
esta gramínea como una de las semillas que con mejor

título deben estimarse en el mundo por muchas razo-
nes y causas.

La memoria colectiva de México como nación diver-
sa, expresión de un variado mosaico cultural, tiene en
el origen y cultivo del maíz un acontecimiento único,
por el cual se ha configurado una identidad que ha si-
do a lo largo de la historia factor de unificación social
y orgullo por el que una nación está viva.

Por lo anteriormente expuesto y fundado en los crite-
rios para las inscripciones de honor en la Cámara de
Diputados, sometemos a la consideración de este ple-
no, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se inscribe con letras de oro en
el Muro de Honor del salón de sesiones de la Cá-
mara de Diputados la frase Maíz, Identidad Nacio-
nal

Artículo Primero. Inscríbase con letras de oro en el
Muro de Honor del salón de sesiones de la Cámara de
Diputados la frase Maíz, Identidad Nacional. 

Artículo Segundo. Se instruye a la Mesa Directiva de
esta Cámara para que, en coordinación con la Comi-
sión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamen-
tarias, organice la ceremonia en la que se dé cumpli-
miento a este decreto. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de marzo de 2018.

Diputados: Evelio Plata Inzunza, Germán Escobar Manjarrez (rú-

bricas)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY GENERAL DE

PROTECCIÓN CIVIL, SUSCRITA POR EL DIPUTADO CESÁ-
REO JORGE MÁRQUEZ ALVARADO E INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM

Quienes suscriben, diputado Cesáreo Jorge Márquez
Alvarado y diputados federales del Partido Verde Eco-
logista de México, en la LXIII Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en el artí-
culo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1,
fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, sometemos a la consideración
de esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona una nueva frac-
ción XXXI al artículo 19 de la Ley General de Pro-
tección Civil, recorriéndose la actual en el orden
subsecuente, al tenor del siguiente:

Planteamiento del Problema

Los recientes sismos ocurridos durante el mes de sep-
tiembre han dejado a su paso muerte, destrucción, pe-
ro también unidad y esperanza como nación, mos-
trando la solidaridad de los mexicanos en tiempos de
crisis, pero algo quedó muy claro, los binomios cani-
nos fueron un factor vital para el rescate de personas
vivas y recuperación de cuerpos, la más alta tecnolo-
gía no ha logrado ser tan efectiva como la sensibilidad
del olfato canino, muchos son de la Marina, de Pro-
tección Civil o bomberos; el resto, de personas civiles
que acudieron como voluntarios.

Sé que hay estados donde no se cuenta con perros de
búsqueda y rescate, en caso de suscitarse un sismo o
inundación o alguna otra tragedia no contarían con un
equipo que dé respuesta inmediata, sabiendo la impor-
tancia de la velocidad de respuesta considero impera-
tivo que cada estado cuente con su propio equipo es-
pecializado de binomios para efectuar tan importante
labor, fomentando la cultura de la prevención como
forma de reducir riesgos, lo que genera un bienestar
para toda la sociedad mexicana.

Los perros de búsqueda y rescate son animales entre-
nados para encontrar personas vivas o recién fallecidas
en muy diversas situaciones:

* Cubiertas por aludes de nieve.

* Atrapadas en espacios confinados, estructuras co-
lapsadas o deslaves sobre áreas habitadas.

* Rescate por arrastre de náufragos o bañistas.

* Búsqueda forense para víctimas de desastres, crí-
menes, fosas comunes o personas ahogadas en cuer-
pos de aguas.

Los perros, con un sentido del olfato mucho más des-
arrollado que el humano, son capaces de detectar el
olor de una persona viva por las 40 mil células que se
desprenden de la piel por minuto y flotan en el aire co-
mo balsas de piel. El olor a putrefacción también les
ayuda a localizar a las víctimas. 

A pesar de todos los avances tecnológicos y científicos
de los GPS, las imágenes ofrecidas por los satélites y
los robots, los perros de búsqueda y rescate siguen
siendo una de las mejores herramientas de los equipos
de Radar de Apertura Sintética (SAR).

Los perros entrenados para la búsqueda y rescate de
personas deben recibir un adiestramiento proporciona-
do por un profesional en este sector, puesto que se tra-
ta de un proceso complicado. Asimismo, no existe una
única especialidad de trabajo, sino que estos canes
pueden estar adiestrados para la búsqueda de personas
vivas o fallecidas concretas, de signos de vida en ge-
neral tras un desastre natural o solo de cadáveres.

Especialidades de los perros de búsqueda y rescate

En la actualidad, los perros de búsqueda y rescate se
pueden clasificar en diferentes grupos, según las tare-
as en las que sean especialistas. Los dos grupos prin-
cipales corresponden a los perros de rastreo y los pe-
rros de venteo.

Perros de rastreo

Los perros de rastreo, como su nombre indica, siguen el
rastro de una persona desde un punto A hasta un punto
B. Estos perros necesitan un punto de partida y alguna
prenda no contaminada de la persona que van a buscar. 

Se utilizan para encontrar personas perdidas, aunque
también pueden utilizarse para encontrar prófugos. No
obstante, en este último caso suelen ser perros policía
y no perros de equipos SAR.

Martes 13 de marzo de 2018 Gaceta Parlamentaria57



Los perros de rastreo desarrollan su trabajo en dos
áreas principales: áreas silvestres y zonas urbanas. Pa-
ra ello, trabajar sobre terreno silvestre es mucho más
sencillo y rápido, puesto que los olores que buscan se
mantienen durante un periodo de tiempo más largo. En
las zonas urbanas, en cambio, al estar mucho más tran-
sitadas, es más fácil que los olores desaparezcan o se
debiliten.

Aunque la mayoría de razas pueden ser válidas para
este trabajo, se prefieren los perros de rastreo clasifi-
cados en el grupo 6 de la FCI, así como los canes mix-
tos entre esas razas.

Perros de venteo

Los perros de venteo son los que buscan el olor huma-
no que se encuentra en el aire, sin seguir a una perso-
na en particular. Estos perros son especialistas en en-
contrar personas enterradas por derrumbes, personas
enterradas por avalanchas, cadáveres de personas aho-
gadas, evidencias humanas en escenas de crímenes, et-
cétera.

Puesto que estos canes no siguen un olor determina-
do, los equipos de perros de búsqueda y rescate tien-
den a dividir el terreno en cuadrículas para separar-
se y que cada uno de los canes cubra una única
cuadrícula. En general, los equipos suelen estar for-
mados por un guía y un perro, por lo que la probabi-
lidad de error mediante este método de separación es
prácticamente nula. Además de trabajar en zonas se-
paradas para facilitar la búsqueda, los perros de ven-
teo necesitan empezar a rastrear en contra del vien-
to. Una vez detectado el olor, son capaces de
centrarse en él hasta lograr encontrar la fuente, sin
importar nada más.

En función del tipo de búsqueda que deban hacer los
perros de venteo, se clasifican en una u otra categoría:

Perros de búsqueda de cadáveres. Suelen detectar
la presencia de personas fallecidas o restos huma-
nos tras accidentes, desastres naturales.

Perros de búsqueda en agua. En este caso también
rastrean a personas sin vida pero en el medio acuá-
tico. En general, desarrollan su labor subidos en bo-
tes.

Perros de búsqueda en avalanchas. Tras produ-
cirse una avalancha, los perros de venteo especiali-
zados en este tipo de búsquedas rastrean a personas
vivas que quedaron sepultadas bajo la nieve.

Perros de búsqueda en desastres urbanos. Ras-
trean a personas vivas que quedaron atrapadas tras
un desastre en una zona urbana, como un derrumbe.

Perros de evidencias. Los perros de venteo espe-
cializados en estas búsquedas están entrenados para
detectar rastros humanos y ayudar a resolver críme-
nes.

Fundamento Legal

Ley General de Protección Civil

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e
interés social y tiene por objeto establecer las ba-
ses de coordinación entre los tres órdenes de go-
bierno en materia de protección civil. Los secto-
res privado y social participarán en la consecución
de los objetivos de esta Ley, en los términos y con-
diciones que la misma establece.

Artículo 3. Los tres niveles de gobierno tratarán
en todo momento que los programas y estrate-
gias dirigidas al fortalecimiento de los instru-
mentos de organización y funcionamiento de las
instituciones de protección civil se sustenten en un
enfoque de gestión integral del riesgo.

Capítulo II
De la Protección Civil

Artículo 7. Corresponde al Ejecutivo federal en
materia de protección civil:

I. y II. (…)

III. Contemplar, en el proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación de cada ejercicio fiscal,
recursos para el óptimo funcionamiento y operación
de los Instrumentos Financieros de Gestión de Ries-
gos a que se refiere la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, con el fin de promo-
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ver y apoyar la realización de acciones de orden
preventivo; así como las orientadas tanto al au-
xilio de la población en situación de emergencia,
como la atención de los daños provocados por los
desastres de origen natural;

IV. a IX.

Capítulo III
Del Sistema Nacional de Protección Civil

Artículo 14. El Sistema Nacional es un conjunto
orgánico y articulado de estructuras, relaciones fun-
cionales, métodos, normas, instancias, principios,
instrumentos, políticas, procedimientos, servicios y
acciones, que establecen corresponsablemente las
dependencias y entidades del sector público entre
sí, con las organizaciones de los diversos grupos
voluntarios, sociales, privados y con los Poderes
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de los organismos
constitucionales autónomos, de las entidades fede-
rativas, de los municipios y las delegaciones, a fin
de efectuar acciones coordinadas, en materia de
protección civil. 

Artículo 15. El objetivo general del Sistema Na-
cional es el de proteger a la persona y a la socie-
dad y su entorno ante la eventualidad de los riesgos
y peligros que representan los agentes perturbado-
res y la vulnerabilidad en el corto, mediano o largo
plazo, provocada por fenómenos naturales o antro-
pogénicos, a través de la gestión integral de ries-
gos y el fomento de la capacidad de adaptación,
auxilio y restablecimiento en la población. 

Artículo 16. El Sistema Nacional se encuentra inte-
grado por todas las dependencias y entidades de la
administración pública federal, por los sistemas de
protección civil de las entidades federativas, sus
municipios y las delegaciones; por los grupos vo-
luntarios, vecinales y organizaciones de la sociedad
civil, los cuerpos de bomberos, así como por los re-
presentantes de los sectores privado y, social, los
medios de comunicación y los centros de investiga-
ción, educación y desarrollo tecnológico.

(…)

Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018

Protección civil y prevención de desastres

Cada año, las pérdidas humanas y materiales oca-
sionadas por los fenómenos naturales y por aquéllos
producidos por el hombre representan un alto costo
social y económico para el país.

Las condiciones de sismicidad en gran parte del te-
rritorio nacional, el impacto de los fenómenos de
origen natural o humano, los efectos del cambio cli-
mático, los asentamientos humanos en zonas de
riesgo y el incorrecto ordenamiento territorial re-
presentan un riesgo que amenaza la integridad físi-
ca, el bienestar, el desarrollo y el patrimonio de la
población, así como los bienes públicos.

No obstante que el gobierno ha realizado extensas
acciones enfocadas a la atención y recuperación an-
te los desastres, a través de la actuación del Sistema
Nacional de Protección Civil –fundamentalmente
por conducto de nuestras Fuerzas Armadas–, se re-
quiere fortalecer las acciones de prevención para re-
ducir los riesgos y mitigar las consecuencias adver-
sas que ocasionan.

En este sentido, la protección civil privilegiará las
acciones preventivas ante desastres, será inclu-
yente y utilizará soluciones de innovación cientí-
fica, eficacia tecnológica, organización y capaci-
dad para enfrentar los retos presentes y futuros
en este ámbito. 

Estas acciones incluyen el aseguramiento financie-
ro ante desastres, en el cual México ha sido recono-
cido por su liderazgo en el mundo. 

El desarrollo del mercado financiero permite hoy en
día acceder a instrumentos de cobertura de riesgos
que contribuyen a mitigar el impacto de dichos de-
sastres en el gasto público.

Programa Nacional de Protección Civil

I. Organización, Funcionamiento y Visión del
Sistema Nacional de Protección Civil

1. y 2. (…)

3. Funcionamiento del Sistema Nacional de Protec-
ción Civil
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En una emergencia, el auxilio a la población es el
objetivo inmediato y meta superior del sistema.
Por ello, todas las instancias, canales y estructu-
ras de coordinación de los tres niveles de gobier-
no, deben converger para dar cumplimiento a la
Ley General de Protección Civil y las demás dis-
posiciones legales y administrativas aplicables.

Conforme a este ordenamiento de coordinación inte-
rinstitucional, la primera autoridad que tenga conoci-
miento de toda emergencia debe inmediatamente pres-
tar ayuda e informar a las instancias especializadas de
protección civil. Por ello, la primera instancia especia-
lizada es la autoridad municipal o delegacional, y, si su
capacidad de respuesta es superada, entonces la ins-
tancia estatal debe encargarse de prestar ayuda. Suce-
sivamente, las instancias federales prestarán ayuda
cuando la respuesta estatal resulte insuficiente y así
sea solicitado por la autoridad estatal.

El alcance del Sistema Nacional de Protección Civil
va más allá de la respuesta que se genera ante situa-
ciones de emergencia o desastres. Por ejemplo, coti-
dianamente se realizan investigaciones y proyectos de
carácter técnico-científico, se diseñan y mejoran los
planes de prevención, se monitorean los
fenómenos recurrentes como las lluvias, los ciclones
tropicales y la actividad volcánica, se trabaja para ha-
cer más efectiva la coordinación interinstitucional y se
promueven adecuaciones al marco normativo, entre
muchas otras tareas.

Para el funcionamiento y operación del Sistema, la Se-
cretaría de Gobernación cuenta con la Coordina-
ción General de Protección Civil, integrada por la Di-
rección General de Protección Civil, la Dirección
General del Fondo de Desastres Naturales y el Centro
Nacional de Prevención de Desastres.

Adicionalmente, la Secretaría de Gobernación suma y
coordina sus esfuerzos con los de los 31 gobiernos es-
tatales y el Distrito Federal, los cuales cuentan con sus
respectivos Sistemas Estatales de Protección Civil. De
la misma manera, esta Secretaría extiende su coordi-
nación hasta los niveles municipales y
delegacionales en el país, a través de los Sistemas Mu-
nicipales de Protección Civil. Paralelamente, se apoya
en las unidades internas de protección civil de la Ad-
ministración Pública Federal y el sector financiero, los
grupos voluntarios y los brigadistas comunitarios.

Denominación del proyecto

Proyecto de decreto por el que se adiciona una nue-
va fracción XXXI al artículo 19 de la Ley General
de Protección Civil, recorriéndose la actual en el
orden subsecuente

Único. Se adiciona una nueva fracción XXXI al artí-
culo 19 de la Ley General de Protección Civil, reco-
rriéndose la actual en el orden subsecuente, para que-
dar como a continuación se presenta:

Artículo 19. La coordinación ejecutiva del Sistema
Nacional recaerá en la secretaría por conducto de la
Coordinación Nacional, la cual tiene las atribuciones
siguientes en materia de protección civil:

I. a XXX. (…)

XXXI. Crear brigadas de búsqueda y rescate con
binomios caninos en cada entidad federativa,
plenamente capacitados, certificados y periódi-
camente evaluados; y

XXXII. Las demás que señalen los ordenamien-
tos aplicables o que le atribuyan el Presidente o
el Consejo Nacional dentro de la esfera de sus fa-
cultades.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 13 días del mes de marzo de 2018.

Diputados Jesús Sesma Suárez (rúbrica), Cesáreo Jorge Márquez

Alvarado, Arturo Álvarez Angli, Rosa Alicia Álvarez Piñones, Jo-

sé Antonio Arévalo González, Alma Lucía Arzaluz Alonso, María

Ávila Serna, Omar Noé Bernardino Vargas, Paloma Canales Suá-

rez, Jesús Ricardo Canavati Tafich, Juan Manuel Celis Aguirre,

Lorena Corona Valdés, José Alberto Couttolenc Buentello, Sharon

María Teresa Cuenca Ayala, Andrés Fernández del Valle Laisequi-

lla, Evelyng Soraya Flores Carranza, José de Jesús Galindo Rosas,

Daniela García Treviño, Edna González Evia, Sofía González To-

rres, Yaret Adriana Guevara Jiménez, Leonardo Rafael Guirao

Aguilar, Javier Octavio Herrera Borunda, Lía Limón García, Ma-

rio Machuca Sánchez, Virgilio Mendoza Amezcua, Cándido
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Ochoa Rojas, Samuel Rodríguez Torres, Emilio Enrique Salazar

Farías, José Refugio Sandoval Rodríguez, Adriana Sarur Torre,

Miguel Ángel Sedas Castro, Francisco Alberto Torres Rivas, Ge-

orgina Paola Villalpando Barrios, Claudia Villanueva Huerta, Elo-

ísa Chavarrias Barajas, Ángel Santis Espinoza y Jorge de Jesús

Gordillo Sánchez.

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 164 DEL CÓDIGO NACIONAL

DE PROCEDIMIENTOS PENALES, A CARGO DEL DIPUTADO

RAMÓN VILLAGÓMEZ GUERRERO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRI

El suscrito, Ramón Villagómez Guerrero, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en lo establecido en los
artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción I y
IV, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos; 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; 116 y los numerales 1 y 2 del artículo 122
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y demás relativos y aplicables,
somete a consideración de esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se refor-
ma el artículo 164 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En junio de 2016 entró en vigor en toda la República
Mexicana un nuevo sistema de justicia penal acusato-
rio oral y adversarial.

Uno de sus principales beneficios es evitar el uso ex-
cesivo de la prisión preventiva como medida cautelar,
protegiendo al imputado y privilegiando la investiga-
ción. Para ello, en el Código Nacional de Procedi-

mientos Penales se estableció un amplio catálogo de
medidas que pueden ser impuestas por los juzgadores,
en pleno respeto de los derechos humanos y derechos
procesales de víctimas e imputados. Un ejemplo de
ello son las medidas cautelares como: exhibición de
una garantía económica, embargo de bienes, inmovili-
zación de cuentas bancarias, entre otras.

Las unidades estatales (y la federal) de supervisión a
medidas cautelares y suspensión condicional del pro-
ceso (Umeca) cuentan con especialistas encargados de
realizar un perfil de la persona imputada atendiendo a
la información de su entorno socioeconómico, antece-
dentes procesales y comportamiento, para determinar
el riesgo que representa para la víctima, la sociedad y
el proceso.

Dicha información debe ser proporcionada al Ministe-
rio Público y la defensa, quienes deben exponer ante el
juez de control, la necesidad o no de imponer una me-
dida cautelar. Una vez que el juez ha escuchado los ar-
gumentos de cada parte, éste debe decidir si impone o
no una medida y en caso de que decida hacerlo, la
Umeca dará seguimiento y supervisará el debido cum-
plimiento de esta, así como, de las condiciones que se
establezcan para la suspensión del proceso si es que se
accede a esta salida alterna al proceso.

Problemática

No obstante, si bien el Estado se encarga de aportar
una institución más para implantar otras medidas al-
ternativas para la sociedad que por circunstancias di-
versas se encuentran bajo la tutela del mismo, como
todo nuevo sistema en etapa de consolidación, no ha
sido totalmente eficiente ya que con base en datos
ofrecidos recientemente por el Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública:

1. De los 32 estados de la república, sólo 3 cuentan
con unidades en condiciones intermedias u óptimas
(Morelos, Guanajuato y Querétaro); 22 operan con
carencias en falta de personal, capacitación e in-
fraestructura, 4 en condiciones mínimas y en 3 no
hay operación.

2. En 33 por ciento de los casos, las Umeca no
atienden las solicitudes de evaluación del riesgo por
lo que no entregan las opiniones técnicas.
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3. Y de los casos en que sí las atienden: 17 entida-
des federativas no han logrado acreditar verificar
los antecedentes del imputado durante la evaluación
del riesgo procesal.

Además, en el primer periodo de 2016 a marzo de
2017 se impusieron 14 mil 7 medidas cautelares dis-
tintas de la prisión preventiva,1 las cuales son insufi-
cientes para los delitos a los cuales se les podría im-
poner una medida distinta de la correspondiente a
“prisión preventiva”.

Hay adicionalmente un elemento normativo que viene
a problematizar el diseño de las medidas cautelares en
el sistema penal, y es que podemos observar que ac-
tualmente el párrafo segundo del artículo 164 de Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales establece
que la información que se recabe no podrá ser pro-
porcionada al Ministerio Público, lo que genera una
antinomia con lo previsto en su párrafo cuarto del ci-
tado artículo en donde se prevé que la autoridad de la
supervisión de medidas cautelares y de la suspensión
condicional del proceso proporcionara a las partes
la información necesaria para ello, de modo que
puedan hacer la solicitud correspondiente al órgano ju-
risdiccional.

Lo anterior, ya que de prohibir el proporcionar al Mi-
nisterio Público la información de evaluación de me-
didas cautelares, contrario a lo establecido en su pá-
rrafo cuarto del mismo artículo 164, se estaría
haciendo una violación al principio de igualdad entre
las partes, mismo que es de suma importancia durante
el proceso penal, para que haya una adecuado equili-
brio entre los sujetos procesales, deben de concedérse-
les condiciones iguales, de manera que ninguno quede
en estado de indefensión ya que si no se establece en
algún numeral en específico del Código Nacional de
Procedimientos Penales también lo es que se consigna
implícitamente que todo lo que se ofrezca como prue-
ba en términos del artículo 20, Apartado A, fracción V,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos,2 atrayendo con ello una correcta aplicación
del principio de contradicción, siendo este uno de los
principales por los cuales se rige el proceso penal.

Para efecto de entender mejor la iniciativa se anexa el
siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 164 del
Código Nacional de Procedimientos Penales

Único. Se reforma el artículo 164 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, para quedar como si-
gue:

Artículo 164. …

La información que se recabe con motivo de la eva-
luación de riesgo no puede ser usada para la investiga-
ción del delito. Lo anterior, salvo que se trate de un de-
lito que está en curso o sea inminente su comisión, y
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peligre la integridad personal o la vida de una persona,
el entrevistador quedará relevado del deber de confi-
dencialidad y podrá darlo a conocer a los agentes en-
cargados de la persecución penal.

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Información reportada por las Umeca estatales.

2 Véase el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos:

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por

los principios de publicidad, contradicción, concentración, conti-

nuidad e inmediación. A. De los principios generales:

I. a IV. …

V. La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad correspon-

de a la parte acusadora, conforme lo establezca el tipo penal. Las

partes tendrán igualdad procesal para sostener la acusación o la de-

fensa, respectivamente;

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de marzo de 2018.

Diputado Ramón Villagómez Guerrero (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 101 DE LA LEY DE HIDRO-
CARBUROS, A CARGO DE LA DIPUTADA ADRIANA ELIZA-
RRARAZ SANDOVAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN

La que suscribe, Adriana Elizarraraz Sandoval, inte-
grante de la LXIII Legislatura por el Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, con fundamento en
lo establecido en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 101, del uso y
ocupación superficial de las tierras, en materia de con-
traprestación por el uso y goce o afectación de los te-
rrenos, en la fracción VI, inciso a), de la Ley de Hi-
drocarburos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las políticas públicas sugeridas por el Ejecutivo fede-
ral a través de sus reformas energéticas y que fueron
aprobadas por el Congreso de la Unión sentaron las ba-
ses para la apertura energética a los particulares nacio-
nales o extranjeros dejando lineamientos precisos para
acceder a cualquier espacio o tierra, de acuerdo a las
distintas formas o modalidades de uso, goce, afectación
o, en su caso, adquisición que se pacte, los titulares de
los terrenos, bienes o derechos tendrán derecho a que la
contraprestación cubra los perjuicios causados por las
actividades de extracción de hidrocarburos.

Es necesario implantar acciones tendentes a generar
oportunidades de desarrollo económico, no sólo de in-
demnizar o de dar participación por las afectaciones
causadas por las actividades a implementar para la ex-
plotación de los hidrocarburos; de acuerdo al diagnós-
tico realizado Los hidrocarburos en el noreste de Mé-
xico, en 2015 por la Universidad Autónoma de
Tamaulipas, en la que se señala que en México las ac-
tividades de exploración y extracción se consideran de
interés social y orden público, por lo que tendrán pre-
ferencia sobre cualquier otra que implique el aprove-
chamiento de la superficie o del subsuelo de los terre-
nos. Así lo establece el artículo 96, párrafo segundo,
de la Ley de Hidrocarburos.

La importancia que guarda la propuesta que se hace, es
con la finalidad de crear y diversificar las actividades
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económicas sobre todo encaminadas al desarrollo rural
o agropecuario, para los afectados de las tierras que se
ocuparan de forma permanente o temporal o lo que se
señala en la ley. La redacción de esta disposición no li-
mita en forma alguna que se aplique exclusivamente
en las cuencas identificadas con potencial para la ex-
tracción de gas/ oil shale. Estas cuencas representan
aproximadamente 270 mil kilómetros cuadrados; es
necesario señalar que 72 por ciento se encuentran en
tierras ejidales y comunidades agrarias (Llanos, 2015).
Como referencia, se proporciona la siguiente informa-
ción: cuenca Sabinas-Burgos, con 120 mil kilómetros
cuadrados; Tampico-Misantla, con 90 mil; y Veracruz,
con 30 mil aproximadamente.

Es necesario señalar que para poder determinar la par-
ticipación de las inversiones en materia de hidrocarbu-
ros, la reforma energética estableció la ronda cero, que
permite a Pemex definir la asignación a su favor de
ciertas áreas con recursos de hidrocarburos en el país,
lo que favorece su continuidad en la exploración y ex-
plotación, para determinar y permitir la participación
de la inversión privada nacional o extranjera se creó la
ronda uno.

La ronda cero abarca una superficie de casi 4 millones
800 mil hectáreas, distribuidas en 142 municipios de
11 estados del país (Campeche, Chiapas, Coahuila, Hi-
dalgo, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, San Luis Potosí,
Tabasco, Tamaulipas y Veracruz) (Llano, 2015). Den-
tro de esta extensión se encuentran un total de mil 899
núcleos agrarios. Los principales ejidatarios y/o comu-
neros afectados se encuentran en Veracruz (900 mil
hectáreas), Tabasco (500 mil hectáreas) y Tamaulipas
(95 mil 217 hectáreas). En Tamaulipas, Abasolo estará
mayormente ocupado por la ronda cero, con un regis-
tro de 80.90 por ciento de sus tierras, que equivalen a
14 mil 396 hectáreas, correspondientes a 18 ejidos. Pa-
ra el caso de Coahuila, uno de los municipios que tie-
ne alta ocupación ejidal es Jiménez, con 59 mil 753
hectáreas en las cuales están19 ejidos.

La ronda uno comprende 68 municipios en 8 entidades
(Campeche, Chiapas, Coahuila, Hidalgo, Puebla, Ta-
basco, Tamaulipas y Veracruz), se extiende a lo largo
de 1 millón 100 mil hectáreas, principalmente en Ve-
racruz con casi 900 mil hectáreas, seguido de Coahui-
la y Puebla con poco más de 90 mil hectáreas cada Es-
tado. La ronda uno comprende un total de 671 ejidos y
comunidades, ocupando 441 mil 631 hectáreas de pro-

piedad social, principalmente en Veracruz (317 mil
hectáreas) y Coahuila (62 mil hectáreas).

Con poco menos de 6 millones de hectáreas, donde se
tiene estimado que más del 80 por ciento de las tierras
afectadas son de la propiedad social como es el caso de
ejidatarios y comuneros; por lo que se convierte en
una necesidad para que los propietarios afectados, ten-
gan el beneficio de poder dedicarse a las actividades
propias de la región por lo que es necesario impulsar-
las con proyectos integrales viables.

Ciertos estudios señalan que la explotación de hidro-
carburos recae en zonas donde el índice de margina-
ción es muy alto entre los pobladores, Llano (2014)
declara, que …”de acuerdo con el mapeo realizado
con datos oficiales de la Secretaría de Energía (Sener)
con las rondas 0 y 1 se han comprometido para estos
propósitos más de 2 millones 52 mil hectáreas, y más
de 2 mil 500 ejidos, comunidades indígenas, así como
áreas naturales protegidas que podrían ser ocupadas,
total o parcialmente, por Pemex y por trasnacionales
petroleras interesadas en explotar los recursos energé-
ticos del subsuelo mexicano.

La mayoría de estos pueblos y unidades agrarias afec-
tadas –ubicadas en casi 200 municipios– además de la
pobreza y marginación en la que viven, tendrán que
enfrentar los efectos del uso y ocupación temporal de
sus tierras con fines de exploración y explotación de
gas shale. Entre éstos, las afectaciones al medio am-
biente y al tejido social (Contralínea, 2014).

Sergio Bonfiglio MacBeath, consultor y litigante en
materia agraria, respecto al tema menciona lo siguien-
te:

La contraprestación va a ser un tema que va a ser muy
importante en la aprobación de los contratos. El artí-
culo 101, antes de entrar al tema de las calificaciones
y los requisitos, habla de que el asignatario o contra-
tista deberá de expresar por escrito, al propietario o ti-
tular del terreno, su interés de afectar o adquirir tales
derechos.

Otro tema que retoma el artículo 101 es la notificación
a la Sener y a la Sedatu de inicio de negociaciones. Es-
te punto será importante para que los contratos surtan
efecto, una vez que sean presentadas ante los tribuna-
les agrarios. La Ley de Hidrocarburos también habla
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del pago de afectaciones y de la prevención de daños
y prejuicios. Éste es un tema que será complicado en
el tema agrario, porque se nos puede convertir en un
problema repetitivo con los ejidos o las comunidades
vinculados a un proyecto.

El efecto que se puede generar, en la implementación
de actividades productivas en las regiones donde haya
futuras explotaciones de hidrocarburos, puede incenti-
var la participación de la sociedad en la reforma ener-
gética y logrando con ello verdaderos polos de desa-
rrollo económico; por lo que se promoverá con esta
iniciativa que reforma el artículo 101, en la fracción
VI, inciso a), de la Ley de Hidrocarburos, que los pri-
meros afectados tengan la posibilidad de ofertarles
proyectos productivos de las dependencias federales
que son operados conforme los lineamientos estableci-
dos en las reglas de operación.

Por todo lo expuesto y con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6o., fracción I del nu-
meral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, me permito proponer a esta asamblea el si-
guiente proyecto de

Decreto que reforma la disposición de la Ley de
Hidrocarburos en el artículo 101, fracción VI, inci-
so a), que habla sobre el uso y la ocupación super-
ficial de las tierras, en materia de contraprestación
por el uso y goce o afectación de los terrenos

Único. Se reforma el artículo 101, fracción VI, inciso
a), de la Ley de Hidrocarburos, para quedar como si-
gue:

Artículo 101. La negociación y acuerdo a que se re-
fiere el artículo anterior deberá realizarse de manera
transparente y sujetarse a las siguientes bases y a lo se-
ñalado en el reglamento:

I. a V. …

VI. La contraprestación que se acuerde deberá ser
proporcional a los requerimientos del asignatario o
contratista, conforme a las actividades que se reali-
cen al amparo de la asignación o contrato.

De acuerdo con las distintas formas o modalidades
de uso, goce, afectación o, en su caso, adquisición

que se pacte, los titulares de los terrenos, bienes o
derechos tendrán derecho a que la contraprestación
cubra, según sea el caso:

a) El pago de las afectaciones de bienes o dere-
chos distintos de la tierra, así como la previsión
de los daños y perjuicios, que se podrían sufrir
con motivo del proyecto a desarrollar, calculado
en función de la actividad habitual de dicha pro-
piedad, además de facilitarles las condiciones
para acceder a los programas sociales que las
dependencias federales administran a fin de
atender acciones productivas del campo y el
desarrollo rural.

b) y c) …

VII. a IX. …

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de marzo de 2018.

Diputada Adriana Elizarraraz Sandoval (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS, PARA CREAR LA AGENCIA NACIONAL DE IN-
TELIGENCIA FINANCIERA, A CARGO DEL DIPUTADO ÉRICK

JUÁREZ BLANQUET, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRD

Planteamiento del problema

A pesar de todos los esfuerzos que se han hecho a ni-
vel legislativo, nuestro país aún carece de un andamia-
je jurídico lo suficientemente sólido para instrumentar
un sistema de inteligencia financiera eficaz. Esto se
debe a que la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF),
que es la entidad del gobierno federal que tiene mayo-
res facultades legales para prevenir e identificar las
operaciones con recursos de procedencia ilícita, se en-
cuentra alojada dentro de la estructura orgánica de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y su nivel de
investigación y de comunicación con la Procuraduría
General de la República es verdaderamente insuficien-
te, lo cual reproduce los delitos relacionados con el la-
vado de dinero e incrementa la impunidad.

La Unidad de Inteligencia Financiera es la instancia
que se encarga de recopilar la información de todas las
actividades que son proclives a ejecutar operaciones
con recursos de procedencia ilícita como las relacio-
nadas con la prestación de servicios notariales, las
operaciones de las agencias inmobiliarias y las del sis-
tema financiero. 

No obstante, a pesar de que la UIF posee información
muy valiosa para enfrentar las amenazas que represen-
tan las actividades relacionadas con los recursos de
procedencia ilícita, su desempeño deja mucho que de-
sear pues no realiza investigaciones de manera siste-
mática ni tampoco se ocupa de dar seguimiento pun-
tual a la ruta del dinero hasta lograr identificar a los
beneficiarios finales de importantes operaciones que
se realizan embozadas de empresas exitosas, lo cual
ocasiona que una buena parte de los bienes y los re-
cursos obtenidos de manera ilícita no sean rastreados y
por lo tanto no se pueda procesar ni sancionar a nadie. 

Argumentos

Desde hace muchos años, nuestro marco jurídico
cuenta con importantes leyes que fueron expedidas pa-
ra enfrentar los desafíos que representan las activida-

des relacionadas con las operaciones de recursos de
procedencia ilícita.

Desde 2009 contamos con la Ley Federal de Extinción
de Dominio, que establece medidas precautorias y
procedimientos para incautar y decomisar bienes rela-
cionados con los delitos previstos en la fracción II del
artículo 22 constitucional, la cual se refiere solo a los
casos de delincuencia organizada, delitos contra la sa-
lud, secuestro, robo de vehículos, trata de personas y
enriquecimiento ilícito. Es por eso que los bienes que
son producto de operaciones con recursos de proce-
dencia ilícita no son decomisados en los términos de
esta ley.

Desde 2012, contamos con una Ley Federal para la
Prevención e Identificación de Operaciones con Re-
cursos de Procedencia Ilícita, la cual prevé mecanis-
mos de coordinación interinstitucional para prevenir y
detectar actos u operaciones que involucren recursos
de procedencia ilícita. También se han hecho impor-
tantes reformas tanto en el Código Penal Federal como
en la Ley contra la Delincuencia Organizada.

A pesar de todo ello, existe una enorme deficiencia
tanto en la investigación como en la  persecución pe-
nal por los delitos graves que se comenten a través de
operaciones con recursos de procedencia ilícita.

En el Informe de Evaluación Mutua publicado en ene-
ro pasado por el Grupo de Acción Financiera Interna-
cional, un importante organismo intergubernamental a
escala global, se afirma que la corrupción que existe
en las instituciones mexicanas por parte de los servi-
dores públicos “socava la capacitad de investigar y
perseguir penalmente los delitos graves”.

Este importante organismo ha denunciado que entre
2014 y 2016 la Unidad de Inteligencia Financiera en-
vió a la Procuraduría General de la República 166 de-
nuncias de personas físicas y jurídicas relacionadas
con operaciones con recursos de procedencia ilícita,
sin embargo, la Procuraduría solo ha investigado 4 de
estas denuncias y una sola acción judicial.

Las cifras nos muestran claramente que existe una
enorme descoordinación entre la Unidad de Inteligen-
cia Financiera y la Procuraduría General de la Repú-
blica, las cuales hasta el día de hoy forman parte de las
dependencias de la administración pública federal.
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La propuesta que pongo a consideración de esta hono-
rable asamblea es para crear una Agencia Nacional de
Inteligencia Financiera, la cual formará parte de la
nueva Fiscalía General de la República para que se en-
cargue de detectar, investigar y perseguir penalmente
los delitos relacionados con operaciones con recursos
de procedencia ilícita logrando sustraer de la estructu-
ra orgánica de la administración pública un órgano que
por sus características debe ser autónomo y debe for-
mar parte de la Fiscalía.

Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, frac-
ción II, y 135 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración de esta asamblea la presente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan dispo-
siciones de los artículos 22, 76, 102 y 113 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos
para crear la Agencia Nacional de Inteligencia Fi-
nanciera

Único. Se reforman los artículos 22, 76, 102 y 113 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos para quedar como sigue:

Artículo 22. …

…

I. …

II. Procederá en los casos de delincuencia organiza-
da, operaciones con recursos de procedencia ilí-
cita, delitos contra la salud, secuestro, robo de ve-
hículos, trata de personas y enriquecimiento ilícito,
respecto de los bienes siguientes:

a) a d) …

III. …

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:

I. a XIII. …

XIV. Ratificar por mayoría el nombramiento
que el Fiscal General haga del titular de la Agen-
cia Nacional de Inteligencia Financiera.

XV. Las demás que la misma Constitución le atri-
buya.

Artículo 102.

A. …

…

…

I. a VI. …

…

…

…

…

…

La Fiscalía General contará con una Agencia
Nacional de Inteligencia Financiera encargada
de recopilar y analizar información para preve-
nir, investigar y perseguir delitos relacionados
con operaciones con recursos de procedencia ilí-
cita y uso indebido del sistema financiero. El ti-
tular de la Agencia será propuesto por el Fiscal
General y ratificado por mayoría en el Senado.

B. …

Artículo 113. …

I. El Sistema contará con un Comité Coordinador
que estará integrado por los titulares de la Auditoría
Superior de la Federación; de la Fiscalía Especiali-
zada en Combate a la Corrupción; de la Agencia
Nacional de Inteligencia Financiera; de la secre-
taría del Ejecutivo Federal responsable del control
interno; por el presidente del Tribunal Federal de
Justicia Administrativa; el presidente del organismo
garante que establece el artículo 6o. de esta Consti-
tución; así como por un representante del Consejo
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de la Judicatura Federal y otro del Comité de Parti-
cipación Ciudadana;

II. y III. …

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación, una vez agotado el procedimiento previs-
to en el artículo 135 constitucional.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 12 de marzo de 2018.

Diputado Érik Juárez Blanquet (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PRO-
TECCIÓN AL AMBIENTE, EN MATERIA DE GEOPARQUES,
SUSCRITA POR LA DIPUTADA YARET ADRIANA GUEVARA

JIMÉNEZ E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PVEM

Los que suscriben, diputada Yaret Adriana Guevara Ji-
ménez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, diputado Francisco Martínez
Neri, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co, de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I;

77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someten a la consideración de es-
ta honorable asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, en
materia de geoparques, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El acelerado crecimiento demográfico en los últimos
años ha implicado una presión desmedida sobre el am-
biente y sobreexplotación de recursos naturales, situa-
ción que ha originado un gradual deterioro de éste.

Ha prevalecido la irresponsabilidad, la pasividad y la
indolencia en la explotación de los recursos naturales,
traduciéndose así en daños irreversibles y degenerati-
vos en el ambiente.

En este contexto, el hombre ha transformado profun-
damente la naturaleza, incidiendo negativamente en el
desarrollo de especies vegetales y animales y ha lo-
grado acumular alarmantes cantidades de basura que
afectan el aire, el agua y el suelo.

Cierto es que al cruzarse límites, se ha tomado un ca-
mino hacia la pérdida de biodiversidad, hacia una pre-
ocupante deforestación y a otros cambios en sistemas
terrestres.

El compromiso de diversas naciones se ha enfocado en
salvaguardar lo establecido en diferentes instrumentos
internacionales, sin embargo, el hombre continúa ac-
tuando sobre el ambiente, mayormente de manera
consciente y progresiva, dejando una reiterada huella
sobre espacios naturales.

Ante todo este panorama sobre la intervención irrefle-
xiva del hombre hacia el medio ambiente, es que se
han buscado mecanismos para impulsar su conserva-
ción, involucrando “aspectos territoriales, científicos,
políticos, económicos y comunitarios, encaminados
principalmente a la preservación de la biodiversidad”,1

buscando en todo momento consolidar el binomio cre-
cimiento y desarrollo con la conservación de los re-
cursos naturales.

La Asamblea General de las Naciones Unidas publicó
la Carta Mundial de la Naturaleza el 28 de octubre de
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1982, proclamándose en ese tiempo los principios de
conservación con los que debe guiarse y juzgarse to-
do acto del hombre que afecte a la naturaleza, mismo
que debe “guiarse con un código de acción moral”.

En un carácter específico, la conservación implica la
realización de acciones encaminadas al cuidado de
mantener su importancia natural a través de acciones
de protección, mantenimiento y vigilancia.

En la Cumbre de la Tierra (Río de Janeiro, 1992), don-
de surgieron la Convención sobre el Cambio Climáti-
co, el Convenio sobre la Diversidad Biológica y el
Programa 21, se estableció una serie de principios den-
tro de los cuales se hizo referencia a la protección del
medio ambiente como parte integrante del proceso de
desarrollo, sin considerarse en forma aislada con es-
trategias para la conservación y el manejo sostenible
de los recursos de la Tierra. “Una de estas acciones tie-
ne que ver con la conservación de la naturaleza y su
manejo sustentable ante el hecho de que muchos sitios
que poseen gran valor y riqueza se estaban y continú-
an hoy día degradándose debido a los procesos de in-
dustrialización y expansión de la frontera agrícola y
urbana”.2

Por su parte, la Unesco creó la Convención del Patri-
monio Mundial enfocada en la salvaguarda de los
bienes de patrimonio cultural o natural3 que presentan
un interés excepcional y que requieren la conserva-
ción como elementos del patrimonio mundial de la hu-
manidad.

Cabe destacar que el patrimonio natural no se reduce a
los elementos representativos de la diversidad biológi-
ca en el planeta, sino que considera, de igual manera,
aquellos aspectos geológicos y geomorfológicos ca-
racterísticos que son parte fundamental en la explica-
ción acerca de la distribución de la vida en la Tierra
(Instituto de Geografía UNAM, 2016) y que forman
parte conjunta de la geodiversidad.

En este sentido, la geodiversidad, de manera amplia,
equivale al concepto de biodiversidad y se define co-
mo “el rango natural de diversidad de rasgos geológi-
cos (rocas, minerales y fósiles), geomorfológicos (for-
mas del terreno y procesos) y suelos, incluyendo sus
relaciones, propiedades, interpretaciones y sistemas”;4

el enfoque direccionado hacia su conservación es de-
nominado como geoconservación.

La geoconservación propone un estudio del medio am-
biente de una manera más completa, conjuntando de
manera integral perspectivas y metodologías existen-
tes para el manejo y la conservación de los recursos.

Fue la suma de inquietudes de diversos “especialistas
y de la División de Ciencias de la Tierra de la Unesco,
lo que permitió concretar un proyecto denominado
“Geoparques”, principalmente en la búsqueda de pro-
mover el conocimiento acerca de las ciencias de la
Tierra”,5 definiéndoles como:

“un territorio con límites bien definidos que tiene
una superficie lo suficientemente grande para per-
mitir el desarrollo económico local. El Geoparque
comprende un número de sitios representativos no
sólo patrimonio geológico y paleontológico, sino
aquellos de interés arqueológico, ecológico, históri-
co y cultural” (Unesco, 2010).

El antecedente del proyecto de “Geoparques” se re-
monta a la “Conferencia General de la Unesco en la
decimoséptima reunión celebrada en París durante los
meses de octubre y noviembre de 1972 en donde se es-
tablece en el artículo dos de la convención lo que a la
letra dice:

“las formaciones geológicas y fisiográficas y las zo-
nas estrictamente delimitadas que constituyen el há-
bitat de especies, animal y vegetal, amenazadas,
que tengan un valor universal excepcional desde el
punto de vista estético o científico” (doctor José
Luis Palacio Prieto, UNAM, 2012). 

Al respecto, los geoparques se han convertido en “una
herramienta eficaz para el manejo y la conservación de
los recursos”6 y han ocupado un lugar preponderante
al contener aspectos ecológicos, arqueológicos e histó-
ricos destacables que permiten un desarrollo socioeco-
nómico.

El nombramiento de geoparque lo otorga la Unesco al
responder a la necesidad de los países por la conserva-
ción y el aumento en el valor del Patrimonio de la Tie-
rra.

“El geoparque debe tener en cuenta todo el entorno ge-
ográfico de la región, y no sólo incluir los lugares de
importancia geológica. La sinergia entre la geodiversi-
dad, la biodiversidad y la cultura, sumado al patrimo-
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nio tangible e intangible son tales que temas no geoló-
gicos deben ser destacados como parte integral de ca-
da geoparque, especialmente cuando su importancia
en la relación con el paisaje y la geología se puede de-
mostrar a los visitantes”.7

Especialistas de la Universidad Nacional Autónoma de
México aseguran que los geoparques son motivados
principalmente para explicar la evolución geológica de
un lugar, por lo que se deben concretar todas aquellas
acciones que vayan direccionadas hacia su conserva-
ción, “no se puede tolerar la destrucción”8 y en un ca-
rácter esencial, la cooperación de la población resulta
fundamental para asumir una responsabilidad de cui-
dado, difusión y gestión de este patrimonio intangible
que representa parte importante de su herencia cultu-
ral; cumpliendo entonces con sus tres principales me-
tas: “a) conservación y mantenimiento de un ambiente
más saludable; b) la promoción de educación en Cien-
cias de la Tierra; y c) promoción del desarrollo econó-
mico y sustentable a nivel local” (doctor José Luis Pa-
lacio Prieto, UNAM, 2012).

Los geoparques mundiales de la Unesco están inclui-
dos en el Programa Internacional de Ciencias de la
Tierra y Geoparques (PICGG), el cual persigue la pro-
moción del patrimonio y un desarrollo sostenible.

Por su parte, la integración de geoparques a una red in-
ternacional surge por la inquietud de cuatro parques
europeos, localizados en la Reserva Geológica de la
Alta Provenza (Francia), el Geoparque Vulkaneifel
(Alemania), el Bosque Petrificado de Lesbos (Grecia)
y el Parque Cultural del Maestrazgo (España),9 en
donde se da origen a la Red de Geoparques de Europa
(2000), situación que, en escalada, influyó para que,
con el respaldo de la Unesco, se consolidará la Red de
Geoparques de Asia y el Pacífico y la Red Latinoame-
ricana y del Caribe (26 de mayo de 2017).

Hoy en día, México cuenta con la Declaración de dos
geoparques mundiales por parte de la Unesco, los cua-
les son: la Comarca Minera, en Hidalgo, y la Mixteca
Alta, en Oaxaca, ubicándolos con esto entre los pri-
meros cuatro de Latinoamérica, acompañando a Bra-
sil y Uruguay, respectivamente.

Es conveniente mencionar que la nominación de la
Unesco tendrá una vigencia de cuatro años, tiempo en el
cual se deberán cumplir con diversas disposiciones pa-
ra asegurar la permanencia como geoparque mundial.

Con la adición de ocho nuevos sitios como geoparques
mundiales de la Unesco, entre los que se encuentran el
de la Comarca Minera, en Hidalgo, y el de la Mixteca,
en Oaxaca, el número de geoparques de la red ascien-
de a 127 en 35 países.
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Ciertamente que en el proceso para este reconoci-
miento se requirió una suma de esfuerzos y la elabora-
ción de un expediente que comprendiera las caracte-
rísticas culturales, geológicas y la biodiversidad del
lugar, contemplándose como un objetivo prioritario de
mejorar la calidad de vida de los habitantes próximos,
convirtiéndoles así en promotores de su riqueza, fo-
mentando el desarrollo sustentable y sostenible en los
lugares de interés turístico.

Al respecto, el geoparque Comarca Minera se localiza
en el estado de Hidalgo, abarcando un área de mil 910
kilómetros cuadrados, los cuales comprenden los mu-
nicipios de: Atotonilco el Grande, Mineral del Chico,
Huasca de Ocampo, Omitlán de Juárez, Mineral del
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Monte, Pachuca de Soto, Mineral de la Reforma, Epa-
zoyucan y Singuilucan”,11 se conforma de “formacio-
nes geológicas de prismas basálticos que datan de hace
2.58 millones de años y tienen un tamaño excepcional,
ya que algunos superan los 40 metros de altura y son
consideradas las columnas de basalto más famosas de
todo México y entre las más altas del mundo”.12

Mientras que el geoparque de la Mixteca Alta está “for-
mado por rocas precámbricas (más de 500 millones de
años) y rocas metamórficas y plutónicas paleozoicas
(250-500 millones de años) que conforman el comple-
jo. Una alfombra de rocas mesozoicas (60-250 millo-
nes de años), marinas en su mayor parte, y rocas de flu-
jo volcánico cenozoico y sedimentos continentales
(menos de 60 millones de años) que cubren todo”.13

El geoparque ubicado en la Sierra Madre del Sur “na-
ce en el municipio de Santo Domingo Yanhuitlán, don-
de se ubica también la sede central de este geoparque,
posteriormente se fueron integrando los municipios de
San Juan Teposcolula, Santo Domingo Tonaltepec,
San Juan Yucuita, San Bartolo Soyaltepec, Santa Ma-
ría Chachoapan, San Pedro Topiltepec, Santiago Tillo
y San Andrés Sinaxtla”.14

Como hace referencia el sitio geoparquemixtecaalta.org,
este geoparque cuenta con un importante patrimonio
ecológico, histórico, arqueológico, cultural y geológico,
y su reconocimiento fue resultado del trabajo conjunto
de autoridades municipales, instituciones educativas y
de la población local con el fin de desarrollar un esque-
ma de aprovechamiento sustentable de los recursos que
contribuyera al bienestar de sus habitantes. 

Reconocimiento especial merecen todos los actores
que intervinieron para que en meses pasados en Tor-
quay (Reino Unido), los dos geoparques nacionales re-
conocidos contaran con tal distinción otorgada por la
Unesco y especialmente a la Universidad Nacional
Autónoma de México, institución que en el mes de ju-
lio fuera reconocida por la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión por su labor durante el proceso
de homologación.

Los geoparques forman parte de un proceso de cons-
trucción social que cobra relevancia cuando la propia
comunidad se concientiza y moviliza en torno a su pa-
trimonio histórico, geológico y natural.

Con la actual propuesta se busca sentar un precedente
que permita avanzar en materia de conservación y ges-
tión del patrimonio geológico, tal como lo ha realiza-
do España, cuyo Parlamento en el 2017 aprobó varias
leyes que reconocen de forma explícita la importancia
del patrimonio geológico y la geodiversidad. Los cam-
bios realizados al respecto inciden para que “los pro-
fesionales de la geología… actualicen sus conoci-
mientos, participen en el desarrollo práctico de las
leyes y contribuyan a la educación y divulgación. Por
su parte, las instituciones y administración pública lo-
cal, regional y nacional deberá incluir geólogos y a
otros profesionales en sus equipos multidisciplinarios
para el desarrollo eficiente de estas leyes y la sociedad
en general deberá asimilar gradualmente y adaptarse a
los conceptos de la geoconservación”.15

Ante esto, México requiere seguir avanzando en su le-
gislación ambiental de una manera integral y eficien-
te, razón por la cual estamos seguros de que se deben
privilegiar todos los componentes porque con ese de-
sarrollo simétrico será posible atender ampliamente
todas y cada una de sus vertientes. 

La divulgación del patrimonio geológico es impres-
cindible para que se tome conciencia de su gran valor;
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el día hoy los geoparques han adquirido una relevan-
cia fundamental y representan un área de oportunidad
que pueden unificar la preservación, el desarrollo eco-
nómico y social local, ante esto, debemos avanzar ha-
cia el reconocimiento de los geoparques, mismos que
son excelentes herramientas para la divulgación, pro-
moción y conservación del invaluable patrimonio geo-
lógico.

Como diputados federales, debemos encontrar aque-
llas coincidencias que nos permitan reconocer a los
geoparques y promover con esto su conservación.
José Luis Prieto, investigador del Instituto de Geo-
grafía de la UNAM, reconoció que es posible esta-
blecer “sinergias con las Áreas Naturales Protegidas
(ANP), en las que se puede encontrar un patrimonio
geológico y geomorfológico para ser valorado”16 y
protegido; refiere de igual manera que “las ventajas
de usar a las áreas naturales protegidas como refe-
rente es que conllevan mecanismos de protección y
administración que se requieren para un geoparque.
Además, poseen esquemas encaminados a la conser-
vación”.17

Cabe recordar que las Áreas Nacionales Protegidas
“están sujetas a regímenes especiales de protección,
conservación, restauración y desarrollo”,18 y han ad-
quirido una importancia toral por la convergencia de
diversos actores que se han involucrado para preservar
espacios que cuentan con una gran riqueza.

Estudios recientes en México demuestran que al me-
nos un “70 por ciento de las Áreas Nacionales Prote-
gidas de carácter federal contienen rasgos geológicos
y formas de relieve notable y, en muchos casos, cons-
tituyen su principal atractivo”.19

Las Áreas Naturales Protegidas se conceptualizan co-
mo áreas de oportunidad para el desarrollo sostenible,
las cuales incrementan la calidad de vida de la pobla-
ción y adicionalmente promueven la conservación de
esas áreas. En este sentido, con el reconocimiento de
los geoparques en la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente se garantizarán las
acciones de conservación y preservación de estos im-
portantes espacios.

Por todo lo aquí expuesto, se somete a consideración
de esta soberanía la aprobación del siguiente 

Proyecto de decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
en materia de geoparques

Único. Se adiciona una fracción XX al artículo 3o. y
se recorren las subsecuentes; se adiciona una fracción
X al artículo 46, recorriéndose las subsecuentes; se re-
forma el artículo 47 Bis; y se adiciona un artículo 51
Bis 1 a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entiende
por:

I. a XIX. …

XX. Geoparque: Unidad de gestión y manejo te-
rritorial de carácter público que constituye o
forma parte de un Área Natural Protegida esta-
blecida con la finalidad de conservar el patrimo-
nio geológico, en conexión con los demás aspec-
tos del patrimonio geológico y con los demás
aspectos del patrimonio natural y cultural de di-
cha área.

XXI. a XL. …

Artículo 46. Se consideran áreas naturales protegidas:

I. a IX. …

X. Geoparques;

XI. a XII. …

Artículo 47 Bis 1. Mediante las declaratorias de las
áreas naturales protegidas, podrán establecerse una o
más zonas núcleo y de amortiguamiento, según sea el
caso, las cuales a su vez, podrán estar conformadas por
una o más subzonas, que se determinaran mediante el
programa de manejo correspondiente, de acuerdo a la
categoría de manejo que se les asigne.

En el caso en que la declaratoria correspondiente sólo
prevea un polígono general, este podrá subdividirse
por una o más subzonas previstas para las zonas de
amortiguamiento, atendiendo a la categoría de manejo
que corresponda o a la creación de geoparques.
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En las reservas de la biosfera, en las áreas de protec-
ción de recursos naturales y en las áreas de protección
de flora y fauna se podrán establecer todas las subzo-
nas previstas en el artículo 47 Bis.

En los parques nacionales podrán establecerse subzo-
nas de protección y de uso restringido en sus zonas nú-
cleo; y subzonas de uso tradicional, uso público y de
recuperación en las zonas de amortiguamiento.

En el caso de los parques nacionales que se ubiquen en
las zonas marinas mexicanas se establecerán, además
de las subzonas previstas en el párrafo anterior, subzo-
nas de aprovechamiento sustentable de los recursos
naturales.

En los geoparques podrán establecerse subzonas de
protección, de uso restringido en sus zonas núcleo,
subzonas de preservación, así como de uso público
en sus subzonas de amortiguamiento.

En los monumentos y naturales, y en los santuarios, se
podrán establecer subzonas de protección y uso res-
tringido, dentro de sus zonas núcleo; y subzonas de
uso público y de recuperación en las zonas de amorti-
guamiento.

…

…

Artículo 51 Bis. Los geoparques son territorios con
límites definidos, destinados a generar conciencia
en torno a los efectos del cambio climático y la re-
ducción del impacto de los desastres naturales me-
diante la sensibilización de la importancia del pa-
trimonio geológico.

Por su importancia, en los geoparques sólo se po-
drán realizar actividades relacionadas con la pro-
tección de sus recursos naturales, con la preserva-
ción de sus elementos, así como con la
investigación, turismo y educación.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en su Diario Oficial de la
Federación.
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 102 DE LA LEY DEL SEGURO

SOCIAL, A CARGO DEL DIPUTADO GERMÁN ERNESTO RA-
LIS CUMPLIDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

El suscrito, Germán Ernesto Ralis Cumplido, dipu-
tado integrante del Grupo Parlamentario Movimiento
Ciudadano de la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en lo señalado en el artí-
culo 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, 56, 62
y demás relativos del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, someto a consideración la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que modifica el nu-
meral I del artículo 102 de la Ley del Seguro Social,
con base en lo siguiente:

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y
Empleo (ENOE) que desarrolla periódicamente el Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía, la tasa de
participación económica de mujeres con 15 años o
más cumplidos fue del 43.3 por ciento en 2016.1

Con información actualizada, este mismo instrumen-
to encontró que 20 millones 182 mil 970 de mujeres
realizaban uno o más trabajos en el cuarto trimestre
de 2017. De este total, solo 5 millones 315 mil 170
reportaron no tener hijos, mientras que poco menos
de un millón informaron tener seis o más. Dentro de
esta información podemos encontrar un dato contun-
dente: es posible que cerca del 75 por ciento de
aquellas mujeres que trabajan sean a su vez ma-
dres.2

Por sí solo, el anterior dato es una muestra interesante
sobre la dinámica demográfica-laboral en México. A
la luz de estudios recientes, sin embargo, esta realidad
muestra una faceta lamentable. La principal causa de
discriminación laboral contra la mujer en México
es el embarazo. De acuerdo con el Consejo Nacional
para Prevenir la Discriminación (Conapred), se han re-
cibido por lo menos 746 quejas y reclamaciones de-
nunciando esta práctica en lo que va de la década
(2010-2017).3 El número de denuncias supera incluso
a aquellas instancias donde la discriminación se ha da-
do tanto con hombres como mujeres. El Conapred re-
gistró (para el mismo periodo), 586 quejas a raíz de la

discriminación por una condición de salud, 387 por la
apariencia y 345 debido a poseer alguna discapaci-
dad.4

Alexandra Haas Paciuc, presidenta del organismo,
agregó durante la presentación de estos resultados, que
este tipo de discriminación se extiende incluso más
allá del propio embarazo. Hizo notar que el Consejo
llegó a recibir reportes que incluían la discriminación
premeditada de mujeres en edad reproductiva y
quienes llegaron a padecer un acceso limitado al
trabajo y menores posibilidades de ascenso.5

Estos reportes pueden llevar a la prematura conclusión
de que México es, entre otros países, particularmente
propenso a esta problemática. No es el caso. Desafor-
tunadamente, la discriminación hacia la mujer en el
ambiente laboral es una práctica generalizada global-
mente que tiene por contexto un grave desconoci-
miento del problema y un lamentable desinterés.

Un estudio realizado en 2003 por la Comisión de
Equidad de Oportunidades del Gobierno del Reino
Unido encontró que la discriminación de una mujer
embarazada no solo cancela sus oportunidades in-
mediatas de empleo, sino que hace más probable
que, en el futuro, decida mantenerse alejada del
mercado laboral a raíz de su experiencia.6 Adicio-
nalmente, se encontró que este era el caso para muje-
res de cualquier estrato económico, sin importar el ni-
vel de ingresos que obtuviesen.

Por encima de su carácter laboral, es necesario perca-
tarse de la existencia de una dimensión mucho más
fundamental a esta problemática: los derechos repro-
ductivos. De acuerdo a la Oficina del Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos (OACNUDH), los derechos reproductivos de la
mujer están firmemente vinculados con su propio de-
recho a la vida, a una existencia libre de tortura, a la
privacidad, a la educación y a la no discriminación.7

En este marco, los Estados están obligados a respetar,
proteger e implementar medidas para satisfacer las
condiciones en las cuales las mujeres puedan gozar
plenamente de estos derechos. México, país integrante
y fundador de Naciones Unidas, tiene un deber para
con las mujeres que lo integran.

La discriminación laboral hacia la mujer embara-
zada es una problemática que debe ser atendida de
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forma integral, buscando nuevos y mejores esquemas
que nos permitan llegar a la raíz del problema. No
existe justificación alguna para observar al emba-
razo como una condición de desventaja intrínseca
y, a pesar de ello, cientos de empleadores mexicanos
ven en el mismo una razón de alarma. Algunos de es-
tos casos pueden ser atribuibles a posiciones reproba-
bles exaltadas por una actitud machista. En otros ca-
sos, sin embargo, pueden existir motivos menos
reprochables, más cercanos a las dificultades econó-
micas que se padecen que a un afán discriminatorio.

Consideremos, de inicio, que más del 80 por ciento de
todos los empleos en México son generados en micro,
pequeñas y medianas empresas.8 De acuerdo a la En-
cuesta Nacional sobre Productividad y Competitividad
de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (Ena-
proce), este universo empresarial se conforma en un
97.6 por ciento por micro empresas (aquellas que em-
plean de una a diez personas), en 2 por ciento por pe-
queñas empresas (con 11 a 50 empleados) y, final-
mente, en un 0.4 por ciento por empresas medianas
(con 50 hasta 249 empleados).9

Partiendo de estos números, es posible percatarse de
que una proporción considerable de los empleos y los
recursos empresariales del país recaen en estableci-
mientos con muy diversas características y capacida-
des organizacionales. Por su tamaño reducido, muchas
empresas carecen de los recursos contables o de per-
sonal apropiados para sostener la fuerte carga fiscal a
la que son sometidas.10 Adicionalmente, las empresas
pequeñas (en particular las que se constituyen de un
negocio familiar) se enfrentan a una constante inesta-
bilidad en materia de empleo, ya que su tamaño fre-
cuentemente les impide contar con mayor disponibili-
dad de personal capacitado y con ello hacer frente a
posibles rotaciones.11

Es desde esta perspectiva que podemos aventurar un
motivo detrás de la contratación selectiva de mujeres.
Cierto es que muchas mujeres embarazadas enfrentan
la barrera del machismo y la misoginia en su búsque-
da de empleo. Sin embargo, estas barreras no son úni-
cas, siendo tan solo una dimensión de esta compleja
problemática. Las propias limitaciones y dificultades
inherentes a la pequeña empresa se elevan como retos
adicionales que debemos enfrentar. Las condiciones
económicas (su limitado capital) y la carga fiscal
para muchos de estos negocios hacen que los em-

pleadores busquen personal que pueda permanecer
el mayor tiempo posible en el cargo, evitando la ro-
tación y el pago de aportaciones adicionales. Los
requerimientos inherentes a la provisión de seguri-
dad social son, en el mejor de los casos, un reto pa-
ra estas empresas y; en los peores, una carga que
cientos de negocios sencillamente no logran supe-
rar.12

En sus disposiciones actuales, la ley establece que to-
do negocio, sin importar su tamaño, debe cubrir no so-
lo el costo predeterminado por seguridad social para
toda madre trabajadora, sino el monto salarial co-
rrespondiente al periodo de su incapacidad por
maternidad.13 Al exigir un mínimo de treinta sema-
nas cotizadas, la ley requiere, de forma indirecta, que
toda empresa cubra el costo de esta prestación si la
contratación ocurre después del primer par de meses
de embarazo. Esto no solo representa una carga des-
proporcionalmente pesada para negocios de un ta-
maño reducido, sino que se muestra como un claro
desincentivo para la contratación de mujeres con
dos o más meses de embarazo en busca de un em-
pleo seguro y bien remunerado.

Con lo anterior no se busca sino hacer referencia al
subtexto en el cual se desarrollan miles de contrata-
ciones, demostrando que las condiciones actuales no
solo recrudecen la problemática, sino que no ofrecen
alternativas que permitan alcanzar soluciones apropia-
das para ambas partes. 

Es en este contexto, por tanto, que someto a conside-
ración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que modifica el numeral I del
artículo 102 de la Ley del Seguro Social, con el fin
de garantizar las condiciones propicias para que cual-
quier mujer embarazada pueda buscar y encontrar un
empleo seguro, y que todo empleador cuente con la ca-
pacidad económica y fiscal para ofrecerlo. 

Considerandos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos introduce, en sus artículos iniciales, el principio
de la igualdad entre el hombre y la mujer ante la ley.
El artículo 4o. define lo siguiente con relación a este
principio: “El varón y la mujer son iguales ante la ley.
Esta protegerá la organización y el desarrollo de la fa-
milia”.14 Adicionalmente, el mismo articulado define
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que “toda persona tiene derecho a la protección de la
salud […]”.15 En este segundo caso se presupone la
igualdad del hombre y la mujer, determinando que el
Estado tiene la obligación de proveerlos con las mis-
mas condiciones y oportunidades. 

Adicionalmente, nuestra Carta Magna determina de
forma concreta los derechos laborales que toda mujer
adquiere durante el embarazo; al tiempo que otorga al
Congreso de la Unión la facultad de legislar sobre la
materia. El artículo 123 establece, entre otros derechos
obligados en el contrato, el que “las mujeres durante el
embarazo no realizarán trabajos que exijan un esfuer-
zo considerable y signifiquen un peligro para su salud
en relación con la gestación; gozarán forzosamente de
un descanso de seis semanas anteriores a la fecha fija-
da aproximadamente para el parto y seis semanas pos-
teriores al mismo, debiendo percibir su salario íntegro
y conservar su empleo y los derechos que hubieren ad-
quirido por la relación de trabajo. En el período de lac-
tancia tendrán dos descansos extraordinarios por día,
de media hora cada uno para alimentar a sus hijos”.16

Sobre los derechos laborales de las mujeres, la Ley Fe-
deral del Trabajo expande de forma considerable lo
aquí ya mencionado.

El artículo 164 de esta normatividad establece que “las
mujeres disfrutan de los mismos derechos y tienen las
mismas obligaciones que los hombres”.17 De forma
más precisa, el artículo 170 añade que las madres tra-
bajadoras “disfrutarán de un descanso de seis semanas
anteriores y seis posteriores al parto […]” o “en caso
de adopción de un infante disfrutarán de un descanso
de seis semanas con goce de sueldo, posteriores al día
en que lo reciban”. Sobre lo anterior, se especifica que
“los períodos de descanso a que se refiere la fracción
anterior [II y II Bis] se prorrogarán por el tiempo ne-
cesario en el caso de que se encuentren imposibilitadas
para trabajar a causa del embarazo o del parto”.18

En ambos casos, la ley contempla la continuación de
los derechos laborales de las trabajadoras y su derecho
a gozar de un salario íntegro. Sobre esto menciona que
“durante los períodos de descanso a que se refiere la
fracción II, percibirán su salario íntegro. En los casos
de prórroga mencionados en la fracción III, tendrán
derecho al cincuenta por ciento de su salario por un pe-
ríodo no mayor de sesenta días”.19

Respecto del Seguro Social y, por consiguiente, la se-
guridad social, la ley en la materia inicia definiendo
que ésta “tiene por finalidad garantizar el derecho a la
salud, la asistencia médica, la protección de los me-
dios de subsistencia y los servicios sociales necesarios
para el bienestar individual y colectivo, así como el
otorgamiento de una pensión que, en su caso y previo
cumplimiento de los requisitos legales, será garantiza-
da por el Estado”.20El Instituto Mexicano del Seguro
Social es el organismo facultado por la ley para hacer
valer y garantizar este derecho para con la ciudadanía.
Es importante establecer que, con relación a lo defini-
do por esta normatividad, el garantizar el derecho a la
salud no es el único cometido del Instituto del Seguro
Social. La concepción integral del bienestar individual
toma en consideración los elementos ambientales que
pueden afectar su propio desarrollo. El garantizar los
medios de subsistencia, bajo esta lógica, es tan impor-
tante como la atención directa con servicios para la sa-
lud.

Finalmente, es importante validar las prestaciones en
dinero como un derecho inalienable de la madre traba-
jadora. Para ello la Ley del Seguro Social establece, en
su artículo 101, que “la asegurada tendrá derecho du-
rante el embarazo y el puerperio a un subsidio en di-
nero igual al cien por ciento del último salario diario
de cotización el que recibirá durante cuarenta y dos dí-
as anteriores al parto y cuarenta y dos días posteriores
al mismo. En los casos en que la fecha fijada por los
médicos del Instituto no concuerde exactamente con la
del parto, deberán cubrirse a la asegurada los subsidios
correspondientes por cuarenta y dos días posteriores al
mismo, sin importar que el período anterior al parto se
haya excedido. Los días en que se haya prolongado el
período anterior al parto, se pagarán como continua-
ción de incapacidades originadas por enfermedad. El
subsidio se pagará por períodos vencidos que no exce-
derán de una semana”.21

Decreto

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, some-
to a consideración de esta honorable Cámara de Dipu-
tados la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que modifica el numeral I del artículo 102 de la Ley
del Seguro Social, quedando como sigue:

Primero. Se modifica el numeral I del artículo 102 de
la Ley del Seguro Social.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 1O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRI-
TA POR LOS DIPUTADOS NANCY LÓPEZ RUIZ Y JOSÉ AL-
FREDO FERREIRO VELAZCO, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PES

Quienes suscriben, Nancy López Ruiz y José Alfredo
Ferreiro, en nombre de los integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Encuentro Social, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
72 y 73, fracción XXX, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, ponen a considera-
ción de esta asamblea iniciativa con proyecto de de-
creto, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

México es un país de origen, tránsito, destino y retor-
no de migrantes, lo que implica que todas las personas
en esta situación presenten elementos comunes, sin
embargo, las características, necesidades y problemas
de las personas que integran cada uno de esos grupos
son distintos y suelen agravarse por alguna otra condi-
ción de vulnerabilidad, motivo por el cual sufren dis-
criminación en múltiples ocasiones.

Los grupos más discriminados son las personas mi-
grantes en tránsito irregular por México; es decir,
quienes pasan por el país sin la documentación oficial
necesaria para llegar a su destino, casi siempre Estados
Unidos. No obstante, otro grupo importante en condi-
ciones similares es el formado por las personas mi-
grantes en retorno mexicanas o extranjeras, desde la
Unión Americana, en ambos casos, las niñas, niños y
adolescentes no acompañados son los más vulnera-
bles.

Por tanto, se hace necesario plasmar la prohibición de
la discriminación motivada por la situación migratoria
en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para dar mayor certeza jurí-
dica en el respeto de los derechos humanos de las per-
sonas migrantes.

Argumentos que lo sustentan

Actualmente, el fenómeno migratorio de los mexica-
nos en Estados Unidos de América (EUA) ha adquiri-
do gran importancia para el país, para américa latina,
y, en general, para el mundo en desarrollo, debido a las
eventuales crisis sociales y humanitarias que podrán
sufrir estos países como resultado de las agresivas po-
líticas migratorias y de seguridad nacional que impul-
sa el gobierno del presidente Donald Trump. Políticas
de migración con las que pretenden incrementar radi-
calmente sus controles fronterizos, primero con depor-
taciones masivas, segundo extendiendo la construc-
ción del muro y tercero, disminuyendo los trámites de
naturalización y permisos de residencia.

La migración es un fenómeno constante y dinámico
que exige una diversificación cada vez mayor de la in-
tervención normativa con el fin de reducir al mínimo
los costos para el país y para los propios migrantes. Es
indispensable poseer mejores instrumentos y capaci-
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dades en diferentes esferas reguladoras para asegurar
la protección de los migrantes, facilitar la migración
legal, promover la integración de los migrantes en el
país, prestar apoyo para el retorno voluntario y pro-
mover una mayor vinculación entre la migración y el
desarrollo.

El fenómeno migratorio en México, ha adquirido gran
relevancia, debido a que actualmente, se enfrentan
grandes desafíos en materia de política migratoria. A
su vez, una eventual reforma migratoria en EUA que
conduzca a la posible elevación de controles fronteri-
zos podría agudizar, la ya de por sí crítica situación de
las personas migrantes.

Por su magnitud, la migración en México tiene efecto
en la esfera social, política y económica; en mayo de
2016, la Secretaría de Relaciones Exteriores informó
que en Estados Unidos vivían 33.7 millones de perso-
nas de origen mexicano. El Instituto de los Mexicanos
en el Exterior afirmó que 11 millones son mexicanos
de primera generación, de los que 6 millones carecen
de documentos migratorios.

El número de viviendas con migrantes al vecino país
del norte, migrantes circulares, migrantes de retorno o
que recibieron remesas son diferentes en cada una de
las entidades. Sin embargo, de las 32 del país, 13 tie-
nen alto o muy alto grado de intensidad migratoria, 9
pertenecen a la región tradicional migratoria, 2 a la
sur-sureste y 2 a la región centro.

De los 2 mil 456 municipios que había en México du-
rante 2010, 177 tenían muy alto grado de intensidad
migratoria, los primeros 20 se ubicaron en Oaxaca,
Michoacán, Querétaro, Hidalgo, Guanajuato, Durango
y Aguascalientes.

En el periodo 2010-2015, se estima, las autoridades
migratorias estadounidenses registraron más de 3 mi-
llones de eventos de repatriación de personas a sus
países de origen. De este total, los mexicanos repre-
sentaron casi 2 millones de repatriados.

De acuerdo con el cuarto Informe de Gobierno del pre-
sidente Peña Nieto, en 2016 el gobierno mexicano
atendió 57 mil 875 casos más de connacionales repa-
triados de EUA a través del Programa de Repatriación
Humana, respecto al año anterior. También se mencio-
na que de septiembre de 2015 a junio de 2016 recibió

a 181 mil 463 mexicanos, y en el mismo periodo del
2014-2015 se registraron 123 mil 588 eventos de re-
patriación; asimismo se indica que de los repatriados
en 2016, 164 mil 27 (90 por ciento) eran hombres y 17
mil 436 (9.6 por ciento) mujeres, y 10 mil 57 (5.5) me-
nores de 18 años.

Según estadísticas del Departamento de Seguridad In-
terna de Estados Unidos, el número de mexicanos de-
portados en el año fiscal 2017 ascendió a 128 mil 765
personas.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de la Dinámica
Demográfica de 2014, levantada por el Inegi, los mo-
tivos por los que la población migrante retornó a terri-
torio nacional son los siguientes:

El principal motivo de retorno, tanto para hombres co-
mo para mujeres, es reunirse con la familia, en cuatro
y cinco de cada diez casos, respectivamente. Poco más
de 15 por ciento de los hombres han regresado a Mé-
xico debido a que fueron deportados.

De acuerdo con diversos investigadores y especialis-
tas, nuestra nación no tiene las condiciones económi-
cas ni capacidades de gestión oficial para recibir a va-
rios millones de mexicanos retornados en pocos años
como se alcanza a vislumbrar; migrantes a quienes el
Estado mexicano deberá arropar a través de diversos
programas de empleo, fondos de inversión y créditos,
reintegración social y cultural, atención médica, y mu-
chos otros programas que les brinden prestaciones so-
ciales, y en general, condiciones amigables para su re-
greso al país, durante el tiempo que deseen
permanecer en territorio nacional.

En este posible grupo de migrantes que retornen al pa-
ís, se tiene que contar a los denominados dreamers, to-
dos los migrantes que llegaron a Estados Unidos cuan-
do eran niños. Se estima que actualmente existen 2.1
millones de mexicanos indocumentados que llegaron
siendo niños.
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El problema con este grupo de jóvenes, se dio a par-
tir de que el presidente Donald Trump anunció la
cancelación del programa de Acción diferida para
los llegados en la infancia (DACA). Este programa
creado por el Departamento de Seguridad Nacional
de EUA, bajo el gobierno de Barack Obama había
beneficiado a unos 700 mil niños y jóvenes indocu-
mentados.

No obstante que el programa DACA fue reactivado
temporalmente el 9 de enero por el juez William S. Al-
sup, de la corte federal de distrito norte de California,
en el que se dictaminó que el programa debe continuar
vigente mientras sigue la revisión de varias demandas
presentadas el año pasado, entre otros, por la Univer-
sidad de California, la ciudad de San José y el conda-
do de Santa Clara, en California, y los estados de Mai-
ne, Minnesota y Maryland, algunos jóvenes han
empezado a regresar al país, por temor a sufrir repre-
salias.

Como se observa, México es un país de origen, tránsi-
to, destino y retorno de migrantes. Aunque hay ele-
mentos comunes, las características, necesidades y
problemas de las personas que integran cada uno de
esos grupos son distintas y suelen agravarse por algu-
na otra condición de vulnerabilidad, como el género,
la edad, la situación económica y, en particular, el es-
tatus migratorio.

Los grupos más discriminados son las personas mi-
grantes en tránsito irregular por México; es decir,
quienes pasan por el país sin la documentación oficial
necesaria para llegar a su destino (casi siempre Esta-
dos Unidos).

Otro grupo importante en condiciones similares es el
formado por las personas migrantes en retorno (mexi-
canas o extranjeras) desde Estados Unidos. En ambos
casos, las niñas, niños y adolescentes no acompañados
son los más vulnerables.

La mayoría de las personas migrantes comparten pro-
blemas derivados de la discriminación estructural: la
violación de sus derechos humanos por parte de auto-
ridades de todos los niveles de gobierno; la violencia
de grupos criminales (robos, secuestros, violaciones,
trata de personas); las detenciones arbitrarias; la falta
de acceso a servicios básicos como atención médica y
acceso a la justicia, así como los pagos inferiores a los

que reciben personas no migrantes por hacer el mismo
trabajo, entre otros.

La fracción III del artículo 1 de la Ley Federal para
prevenir y eliminar la Discriminación en su concep-
tualización de lo que es discriminación incluye a la si-
tuación migratoria como un motivo de restricción o
preferencia que, por acción u omisión, con intención o
sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y ten-
ga por objeto o resultado obstaculizar, restringir, im-
pedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o
ejercicio de los derechos humanos y libertades.

III. Discriminación: Para los efectos de esta ley se en-
tenderá por discriminación toda distinción, exclusión,
restricción o preferencia que, por acción u omisión, con
intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni propor-
cional y tenga por objeto o resultado obstaculizar, res-
tringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimien-
to, goce o ejercicio de los derechos humanos y
libertades, cuando se base en uno o más de los siguien-
tes motivos: el origen étnico o nacional, el color de
piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las discapa-
cidades, la condición social, económica, de salud o ju-
rídica, la religión, la apariencia física, las característi-
cas genéticas, la situación migratoria, el embarazo, la
lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la
identidad o filiación política, el estado civil, la situa-
ción familiar, las responsabilidades familiares, el idio-
ma, los antecedentes penales o cualquier otro motivo.

Además, la ley establece que corresponde al Estado
promover las condiciones para que la libertad y la
igualdad de las personas sean reales y efectivas.

Paralelamente, se han suscrito y ratificado diversos
documentos internacionales que contemplan de mane-
ra expresa el respeto por los derechos y las libertades
vinculadas, entre otros, a no recibir un trato discrimi-
natorio; precisamente, la Declaración Universal de
Derechos Humanos, la Declaración Americana de los
Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos son algunos de es-
tos documentos.

En 2001, con la adición del párrafo tercero (párrafo
quinto, con la reforma de junio de 2011) al artículo 1o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, se reconoció el principio de no discrimina-
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ción y con la reforma del artículo 2o. constitucional se
estableció la redefinición constitucional de México co-
mo una nación pluricultural.

Esta situación adquiere gran relevancia a la luz de los
problemas de discriminación, que sufren o pueden su-
frir las personas con una situación migratoria irregular,
y que se presentan al interior de varios estados del pa-
ís, por lo que resulta apremiante regular y adecuar la
legislación en la materia, para garantizar que todos los
connacionales puedan ejercer sin limitación alguna los
mismos derechos que el estado mexicano debe atender
y brindar, sin distinción.

Lo anterior es obligado instaurarlo en el plano consti-
tucional, previniendo que los migrantes retornados,
muchos de ellos con cierto grado de calificación labo-
ral o productiva, no pasen a formar parte de los secto-
res marginados del país, o su presencia y absorción la-
boral desplace a numerosos grupos de trabajadores
mexicanos a los sectores más empobrecidos, donde ya
se halla más de 40 por ciento de la población.

Asimismo, la reinserción de los migrantes, de una u
otra manera producirá indebidamente, entre otras si-
tuaciones, rechazo y discriminación de sus propios
connacionales en territorio mexicano, porque de inicio
su presencia hará más competidos los espacios labora-
les en todo el país.

Fundamento legal

Por lo expuesto, y con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
6, numeral 1, fracción I, 77, numerales 1 y 3, 78 y 102,
numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social me permito someter a consideración
de esta soberanía la siguiente

Denominación del proyecto de decreto

Iniciativa con proyecto de decreto que por el que se
reforma el artículo 1o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el párrafo quinto del artículo 1o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 1o. …

…

…

…

Queda prohibida toda discriminación motivada por
origen étnico o nacional, situación migratoria, el gé-
nero, la edad, las discapacidades, la condición social,
las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra
que atente contra la dignidad humana y tenga por ob-
jeto anular o menoscabar los derechos y libertades de
las personas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que con-
travengan el presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de marzo de 2018.

Diputados: Nancy López Ruiz, José Alfredo Ferreiro Velazco (rú-

brica).
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QUE EXPIDE LA LEY DE DESARROLLO METROPOLITANO

DEL VALLE DE MÉXICO, SUSCRITA POR INTEGRANTES DE

LAS COMISIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO, Y DE DE-
SARROLLO METROPOLITANO, ASÍ COMO DE DIVERSOS

GRUPOS PARLAMENTARIOS

Cecilia Soto González, presidenta de la Comisión Ciu-
dad de México, Germán Ernesto Ralis Cumplido, pre-
sidente de la Comisión de Desarrollo Metropolitano,
así como secretarios e integrantes de la Comisión Ciu-
dad de México y demás diputados de distintos grupos
parlamentarios que suscriben esta iniciativa, someten
a la consideración del pleno iniciativa con proyecto de
decreto por la que se expide la Ley de Desarrollo Me-
tropolitano del Valle de México, con base en lo si-
guiente:

Planteamiento del problema

La reforma constitucional sobre la naturaleza jurídica
de la Ciudad de México, particularmente aquellas dis-
posiciones contenidas en el artículo 122 apartado C,
implica que el Congreso de la Unión expida una ley
que establezca los mecanismos de coordinación admi-
nistrativa en materia de planeación del desarrollo y
ejecución de acciones regionales para la prestación de
servicios públicos, para la Federación, la Ciudad de
México, así como sus demarcaciones territoriales, y
los Estados y Municipios conurbados en la Zona Me-
tropolitana.

También señala que se establecerán las bases para la
organización y funcionamiento del Consejo de Desa-
rrollo Metropolitano como autoridad de este ámbito
territorial, a la que le corresponderá acordar las accio-
nes en materia de asentamientos humanos; protección
al ambiente; preservación y restauración del equilibrio
ecológico; transporte; tránsito; agua potable y drenaje;
recolección, tratamiento y disposición de desechos só-
lidos, y seguridad pública.

En este sentido, esta ley establecerá la forma en la que
se tomarán las determinaciones del Consejo de Desa-
rrollo Metropolitano, mismas que podrán comprender:

• La delimitación de los ámbitos territoriales y las
acciones de coordinación para la operación y fun-
cionamiento de obras y servicios públicos de alcan-
ce metropolitano;

• Los compromisos que asuma cada una de las par-
tes para la asignación de recursos a los proyectos
metropolitanos; y 

• La proyección conjunta y coordinada del desarro-
llo de las zonas conurbadas y de prestación de ser-
vicios públicos.

Asimismo, el artículo décimo transitorio de la reforma
constitucional del 29 de enero de 2016 señala que: “El
Congreso de la Unión, en la expedición de las leyes a
que se refiere el párrafo tercero del Apartado B y el
primer párrafo del Apartado C del artículo 122, debe-
rá prever que las mismas entren en vigor en la fecha en
que inicie la vigencia de la Constitución Política de la
Ciudad de México.”

La misma Constitución señala en su artículo 115, frac-
ción VI que “cuando dos o más centros urbanos situa-
dos en territorios municipales de dos o más entidades
federativas formen o tiendan a formar una continuidad
demográfica, la Federación, las entidades federativas y
los municipios respectivos, en el ámbito de sus com-
petencias, planearán y regularán de manera conjunta y
coordinada el desarrollo de dichos centros con apego
en la ley federal de la materia.” La fracción III del mis-
mo artículo señala las funciones y servicios públicos
que corresponden a los municipios, mientras que la
fracción V establece las facultades de los municipios
en los términos de las leyes federales y estatales den-
tro de las que se encuentra la forma de coordinarse en
materia de planeación del desarrollo.

Por otro lado, en noviembre de 2016 se publicó en el
Diario Oficial de la Federación la Ley General de
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y
Desarrollo Urbano. Sin embargo, varios municipios de
Nuevo León presentaron una controversia constitucio-
nal argumentando que atentaba contra la forma de go-
bierno y la esfera jurídica del municipio en un sistema
federalista. Esta ha ido acompañada de varias amplia-
ciones de controversia durante el último año, para lo
cual la Suprema Corte de Justicia de la Nación, les ha
devuelto ampliaciones por falta de fundamentación y
motivación, pero aún no resuelve de manera definiti-
va. A pesar de ello, la Ley sigue vigente.  

En esta ley se establecen regulaciones metropolitanas
sobre los siguientes asuntos:
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• La concurrencia entre los distintos órdenes de go-
bierno en materia metropolitana y la coordinación y
concertación a través de los mecanismos que se ge-
neren.

• La definición de términos como megalópolis, de-
sarrollo metropolitano, desarrollo regional, conur-
bación, zona metropolitana, entre otros.

• La mención de que toda política pública sobre
coordinación metropolitana debe observar los prin-
cipios de: derecho a la ciudad, equidad e inclusión,
derecho a la propiedad urbana, coherencia y racio-
nalidad, participación democrática y transparencia,
productividad y eficiencia, protección y progresivi-
dad del espacio público, resiliencia, seguridad urba-
na y riesgos, sustentabilidad ambiental, accesibili-
dad universal y movilidad.

• Faculta a la Federación a participar coordinada-
mente en la planeación y promoción de la infraes-
tructura, equipamientos y servicios metropolitanos;
en la identificación, delimitación y planeación de
las zonas metropolitanas y conurbadas; a emitir cri-
terios y lineamientos para la delimitación de zonas
metropolitanas y conurbaciones; a fomentar estu-
dios e investigaciones y a integrar una red metropo-
litana que promueva la transferencia de metodolo-
gías, buenas prácticas y profesionalización e
intercambio de información, así como el desarrollo
de proyectos estratégicos conjuntos.

• La Sedatu expedirá normas oficiales mexicanas
sobre desarrollo metropolitano en caso de vialida-
des primarias y para obras de cabecera y movilidad
urbana; zonas de valor ambiental no urbanizables;
espacios públicos y equipamientos; elaboración de
planes y programas y sus criterios de actualización;
y la prevención y atención a contingencias.

• Dentro de las atribuciones de las entidades federa-
tivas se encuentran las de legislar para la planea-
ción; gestión, coordinación y desarrollo de las zo-
nas metropolitanas en sus jurisdicciones
territoriales; analizar y calificar la congruencia y
vinculación con la planeación estatal de los progra-
mas de zonas metropolitanas; intervenir en la pre-
vención, control y solución los asentamientos irre-
gulares en zonas metropolitanas incluyendo el
enfoque de género y el marco de derechos huma-

nos; contribuir al financiamiento e instrumentación
del desarrollo metropolitano; participar en la plane-
ación y regulación de zonas metropolitanas; coordi-
nar acciones con otros órdenes de gobierno para el
ordenamiento territorial y planeación del desarrollo
metropolitano; convenir con los sectores social y
privado la realización de acciones e inversiones
concertadas para el desarrollo metropolitano; impo-
ner sanciones administrativas a los infractores de
las disposiciones jurídicas en materia de desarrollo
metropolitano y aplicar y promover las políticas y
criterios técnicos de las legislaciones fiscales para
contribuir en el financiamiento del desarrollo me-
tropolitano.

• Las atribuciones de los municipios relacionados
con aspectos metropolitanos incluyen la participa-
ción en la planeación y regulación de las zonas me-
tropolitanas; celebrar convenios con otros munici-
pios para fortalecer procesos de planeación urbana,
así como para su programación, financiamiento y
ejecución de acciones, obras y prestación de servi-
cios comunes e intervenir en la prevención, control
y solución de los asentamiento humanos irregulares
de conformidad con los planes de las zonas metro-
politanas.

• Dentro de los órganos deliberativos y auxiliares se
encuentra el Consejo Nacional de Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Urbano entre cuyas faculta-
des está la de conocer y opinar los convenios de zo-
nas metropolitanas. Las autoridades de las entida-
des federativas y de los municipios conformarán
órganos auxiliares de participación ciudadana y
conformación plural, como el caso de las comisio-
nes metropolitanas y de conurbaciones. Estos con-
sejos tienen dentro de sus funciones las de emitir
opiniones y formular propuestas sobre la aplicación
y orientación de las políticas de planeación del de-
sarrollo metropolitano; proponer y propiciar la co-
laboración de organismos públicos y privados, na-
cionales o extranjeros, en el desarrollo
metropolitano; e informar a la opinión pública acer-
ca aspectos de interés general de la planeación del
desarrollo metropolitano.

• Habrá un sistema de planeación que incluye la
materia metropolitana que incluye los programas
metropolitanos y podrán establecerse mecanismos
de planeación entre la Federación y las entidades fe-
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derativas para coordinar acciones e inversiones que
propicien el desarrollo y regulación de los asenta-
mientos humanos, con la participación correspon-
diente de los municipios.

• La estrategia nacional de ordenamiento territorial
debe orientar la delimitación y caracterización de
las zonas metropolitanas.

• El programa nacional de ordenamiento territorial y
desarrollo urbano debe contener las políticas, objeti-
vos, prioridades y lineamientos estratégicos para el de-
sarrollo metropolitano y las políticas generales para el
ordenamiento territorial de las zonas metropolitanas.

• Las áreas consideradas como no urbanizables en
las zonas metropolitanas sólo podrán utilizarse se-
gún su vocación agropecuaria, forestal o ambiental.

• Las legislaciones locales deberán establecer la
obligación de autoridades municipales sobre expe-
dición de autorizaciones y normas para el espacio
público, en particular sobre construcción de infraes-
tructura vial, equipamientos y otros servicios de ca-
rácter metropolitano.

• Los municipios al formular, aprobar y administrar
la zonificación primaria deberán hacerlo en con-
gruencia con los programas metropolitanos.

• Los programas de las zonas metropolitanos defi-
nirán la dotación de espacio público en cantidades
no menores a lo establecido por las normas oficia-
les mexicanas.

• En materia de financiación, los mecanismos fi-
nancieros y fiscales podrán dirigirse al desarrollo de
las zonas metropolitanas mediante el apoyo o com-
plemento a los municipios o a los organismos o aso-
ciaciones intermunicipales; así como, apoyar y des-
arrollar programas de adquisiciones, habilitación y
venta de suelo para lograr zonas metropolitanas
más organizadas y compactas.

• Se propiciará la participación ciudadana en todas
las etapas del proceso de la planeación de Desarro-
llo Metropolitano. 

• Es obligación de las autoridades difundir y poner
a disposición para su consulta los planes y progra-

mas de desarrollo Metropolitano, así como los da-
tos relativos a las autorizaciones, inversiones y pro-
yectos en la materia. 

• Con relación al sistema de información territorial
y urbano, la SEDATU permitirá el intercambio e in-
teroperabilidad de información e indicadores que
produzcan las instancias de gobernanza metropoli-
tana y las distintas autoridades de los órdenes de go-
bierno deberán incorporar en sus informes anuales
el avance del cumplimiento de los programas de
Desarrollo Metropolitano. 

• Los distintos órdenes de gobierno fomentarán la
coordinación y concertación de acciones e inversio-
nes entre los sectores público, social y privado para
la aplicación de planes y programas de ordena-
miento territorial de las zonas metropolitanas, así
como el establecimiento de mecanismos e instru-
mentos de dicha zona. 

De manera particular esta Ley establece dos capítulos
exclusivamente para el tema metropolitano. El prime-
ro se refiere a los programas metropolitanos y de zo-
nas conurbadas mediante el cual se regula las formas
en que se formularán dichos programas. Se define la
participación concurrente para delimitar y constituir
una zona metropolitana. Cuando se trate de zonas me-
tropolitanas interestatales se constituirá una Comisión
de Ordenamiento. Se considera de interés metropolita-
no: 

• La planeación del ordenamiento del territorio y los
asentamientos urbanos 

• La infraestructura vial, tránsito, transporte y la
movilidad 

• El suelo y las reservas territoriales

• La densificación, consolidación urbana y uso efi-
ciente del territorio con espacios públicos seguros y
de calidad como eje articulador 

• La localización de espacios para desarrollo indus-
trial de carácter metropolitano 

• Las políticas habitacionales y las relativas al equi-
pamiento regional y metropolitano
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• La gestión integral del agua y los recursos hidráu-
licos, incluyendo el agua potable, el drenaje, sanea-
miento, tratamiento de aguas residuales, recupera-
ción de cuencas hidrográficas y aprovechamiento
de aguas pluviales

• La preservación y restauración del equilibrio
ecológico, el aprovechamiento sustentable de los
recursos naturales y la protección al ambiente, in-
cluyendo la calidad del aire y la protección de la
atmósfera

• La gestión integral de residuos sólidos municipa-
les, especialmente los industriales y peligrosos

• La prevención, mitigación y Resiliencia ante los
riesgos y los efectos del cambio climático

• La infraestructura y equipamientos de carácter es-
tratégico y de seguridad

• La accesibilidad universal y la Movilidad

• La seguridad pública

• Otras acciones que, a propuesta de la Comisión de
Ordenamiento, se establezcan o declaren por las au-
toridades competentes.

Otro capítulo es el relacionado con la gobernanza me-
tropolitana a través del cual se definen mecanismos e
instrumentos para la acción coordinada institucional
de los órdenes de gobierno y la participación de la so-
ciedad. La gestión de las zonas metropolitanas se efec-
tuará a través de las siguientes instancias:  

• Una comisión de ordenamiento metropolitano, en-
cargada de la formulación y aprobación de los pro-
gramas metropolitanos, así como su gestión, eva-
luación y cumplimiento, misma que podrá contar
con subcomisiones o consejos integrados por igual
número de representantes de los órdenes de gobier-
no

• Un consejo consultivo de desarrollo metropolita-
no que promoverá los procesos de consulta pública
e interinstitucional en las diversas fases de la for-
mulación, aprobación, ejecución y seguimiento de
los programas

• Los mecanismos de carácter técnico a cargo de las
entidades federativas y municipios

• Las instancias que permitan la prestación de ser-
vicios públicos comunes

• Los mecanismos y fuentes de financiamiento de
las acciones metropolitanas contemplando, entre
otros, el fondo metropolitano.

En este capítulo se regulan los contenidos de los pro-
gramas de la zona metropolitana y los mecanismos de
coordinación entre la Sedatu y las megalópolis que
tengan relaciones funcionales económicas y sociales,
y con problemas territoriales y ambientales comunes.
También se establece que la atención y resolución de
problemas y necesidades urbanas se sujetarán a los
distintos instrumentos jurídicos internacionales.    

Derivado de todo lo anterior, el problema planteado,
materia de esta iniciativa, es cumplir con el mandato
constitucional sobre legislar en materia de coordina-
ción metropolitana derivado de la reforma política so-
bre la Ciudad de México, así como armonizarla con las
disposiciones jurídicas establecidas en otros ordena-
mientos jurídicos aplicables. 

Argumentos

Los argumentos que motivan esta iniciativa y que a
continuación se plantean, se basan en siete grandes
apartados: 

A. El marco jurídico conceptual;

B. Los instrumentos jurídicos internacionales; 

C. Las experiencias metropolitanas; 

D. La legislación, estructura y gobernabilidad en la
región centro del país; 

E. El análisis de los apartados anteriores; 

F. La tendencia metropolitana y de la megalópolis;
y 

G. Los contenidos de la iniciativa de Ley.
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A. Marco jurídico conceptual

A.1 Conceptos derivados de la reforma constitucio-
nal

En función de las disposiciones constitucionales esta-
blecidas en el apartado C del artículo 122, se requiere
definir con claridad el alcance que deberán tener los
conceptos señalados en las mismas y que fungirán co-
mo eje del articulado contenido en esta iniciativa de
Ley sobre coordinación metropolitana:

a) Planeación del desarrollo; y

b) Acciones regionales:

• Asentamientos Humanos

• Protección al ambiente

• Preservación y restauración del equilibrio eco-
lógico

• Transporte

• Tránsito

• Agua potable y drenaje 

• Recolección, tratamiento y disposición de des-
echos sólidos 

• Seguridad pública

A.1.1 Planeación del desarrollo

Tanto la planeación del desarrollo como las acciones
regionales, conceptualmente, implican tomar en cuen-
ta al menos seis perspectivas para cumplir su cometi-
do, mismo que obedece a la aplicación transversal de
los derechos humanos: sustentabilidad, interculturali-
dad, la no discriminación, igualdad de género, la equi-
dad e igualdad de oportunidades y la progresividad.

Derecho al desarrollo

En el año 1986 la Organización de las Naciones Uni-
das aprobó la declaración sobre el derecho al desarro-
llo, el cual lo considera como un derecho humano in-
alienable en virtud del cual, todo ser humano y todos

los pueblos están facultados para participar en un de-
sarrollo económico, social, cultural y político en el que
puedan realizarse plenamente todos los derechos hu-
manos y libertades fundamentales, a contribuir a ese
desarrollo y a disfrutar del él. Lo anterior implica la
plena realización del derecho de los pueblos a la libre
determinación, que incluye, con sujeción a las disposi-
ciones pertinentes de ambos pactos internacionales de
derechos humanos, el ejercicio de su derecho inaliena-
ble a la plena soberanía sobre todas sus riquezas y re-
cursos naturales.

La misma declaración ubica a la persona humana co-
mo sujeto central del desarrollo y debe ser el partici-
pante activo y el beneficiario del derecho al desarrollo.
Además, todos los seres humanos tienen, individual y
colectivamente, la responsabilidad del desarrollo, te-
niendo en cuenta la necesidad del pleno respeto de sus
derechos humanos y libertades fundamentales, así co-
mo sus deberes para con la comunidad, único ámbito
en que se puede asegurar la libre y plena realización
del ser humano, y, por consiguiente, deben promover
y proteger un orden político, social y económico apro-
piado para el desarrollo.

Asimismo, señala que los Estados tienen el deber pri-
mordial de crear condiciones nacionales e internacio-
nales favorables para la realización del derecho al de-
sarrollo y se adoptarán las medidas para eliminar las
violaciones masivas y patentes de los derechos huma-
nos de los pueblos y los seres humanos afectados por
situaciones tales como las resultantes del apartheid,
todas las formas de racismo y discriminación racial,
entre otras.

El derecho al desarrollo nos recuerda que se deben
promover, fomentar y reforzar el respeto universal y la
observancia de todos los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales de todos, sin ninguna distin-
ción por motivos de raza, sexo, idioma y religión, to-
da vez que los derechos humanos y las libertades
fundamentales son indivisibles e interdependientes;
debe darse igual atención y urgente consideración a la
aplicación, promoción y protección de los derechos ci-
viles, políticos, económicos, sociales y culturales.

Particularmente, este derecho implica la adopción de
todas las medidas necesarias para la realización del
mismo y garantizar, entre otras cosas, la igualdad de
oportunidades para todas las personas en cuanto al ac-
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ceso a los recursos básicos, la educación, los servicios
de salud, los alimentos, la vivienda, el empleo y la jus-
ta distribución de los ingresos. Deben adoptarse medi-
das eficaces para lograr que la mujer participe activa-
mente en el proceso de desarrollo. Deben hacerse
reformas económicas y sociales adecuadas con objeto
de erradicar todas las injusticias sociales y es necesa-
rio alentar la participación popular en todas las esferas
como factor importante para el desarrollo y para la
plena realización de todos los derechos humanos.

Finalmente, la declaración del derecho al desarrollo
señala la adopción de medidas para asegurar el pleno
ejercicio y la consolidación progresiva del derecho al
desarrollo, inclusive la formulación, adopción y apli-
cación de medidas políticas, legislativas y de otra ín-
dole en el plano nacional e internacional.

Sustentabilidad

En el marco jurídico nacional se hace clara referencia
al concepto de desarrollo sustentable. La Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
lo define de la siguiente manera:

El proceso evaluable mediante criterios e indicado-
res del carácter ambiental, económico y social que
tiende a mejorar la calidad de vida y la productivi-
dad de las personas, que se funda en medidas apro-
piadas de preservación del equilibrio ecológico,
protección del ambiente y aprovechamiento de re-
cursos naturales, de manera que no se comprometa
la satisfacción de las necesidades de las generacio-
nes futuras;

No obstante, cabe hacer mención que la propia Cons-
titución General de la República reconoce la sustenta-
bilidad e integralidad del desarrollo en su artículo 25
por lo que toda disposición jurídica que el Congreso
apruebe al hacer mención del desarrollo debe conside-
rar esta disposición.

Lo anterior implica que el desarrollo, desde su pers-
pectiva de sustentabilidad, debe tomar en cuenta las
premisas sobre integridad ecológica, equidad y justicia
social, distribución equitativa de la riqueza y partici-
pación social en la toma de decisiones.

Interculturalidad

La interculturalidad es una de las perspectivas vincu-
ladas al desarrollo que deben observarse en toda polí-
tica pública. Para la Ley de Interculturalidad, Atención
a Migrantes y Movilidad Humana de la Ciudad de Mé-
xico este concepto se entiende de la siguiente manera:

La interculturalidad es el principio de política basado
en el reconocimiento de la otredad manifiesta en la
salvaguarda, respeto y ejercicio del derechos de toda
persona y comunidad a tener, conservar y fortalecer
sus rasgos socioculturales y diferencias, que se des-
arrollan en el espacio privado y público, haciendo po-
sible la interacción, la mezcla y la hibridación entre
sociedades culturales, así como el derecho de todas las
culturas participantes a contribuir con el paisaje cultu-
ral de la sociedad en la que están presentes. 

Además, considera como criterios de la interculturali-
dad los siguientes:

• Reconocer la importancia única de cada cultura,
enfatizando también valores compartidos e identi-
dad pluralista

• Adaptar la gobernanza, instituciones y servicios a
una población diversa

• Desagregar y propiciar una cultura mixta en las
instituciones para la construcción del espacio públi-
co que tienda puentes y confianza entre las comuni-
dades migrantes y de distinto origen nacional

• Atender los conflictos étnicos a través de la me-
diación y el debate público abierto

• Generar liderazgos para apoyar activamente el va-
lor de la diversidad en el desarrollo de la comunidad

• Propiciar la consulta pública y participación in-
clusiva aptas para diversas comunidades

• Incentivar la sobrevivencia y prosperidad de cada
cultura, derivado del entendimiento de que las cul-
turas prosperan en contacto con otras y no de forma
aislada

• Reforzar la interacción intercultural como un me-
dio de fomento de la confianza y fortalecer al tejido
de la comunidad que involucre aspectos como la
cultura, educación, rehabilitación urbana, servicios
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públicos y otras áreas que pueden contribuir a la in-
tegración intercultural

• Abordar abiertamente en la esfera de los medios
de comunicación y el debate público, los aspectos
relacionados con la identidad para fomentar la plu-
ralidad en el contexto urbano

Discriminación

La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discrimi-
nación define a este concepto como

Discriminación: Para los efectos de esta ley se enten-
derá por discriminación toda distinción, exclusión,
restricción o preferencia que, por acción u omisión,
con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni
proporcional y tenga por objeto o resultado obstaculi-
zar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reco-
nocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos
y libertades, cuando se base en uno o más de los si-
guientes motivos: el origen étnico o nacional, el color
de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las dis-
capacidades, la condición social, económica, de salud
o jurídica, la religión, la apariencia física, las caracte-
rísticas genéticas, la situación migratoria, el embarazo,
la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la
identidad o filiación política, el estado civil, la situa-
ción familiar, las responsabilidades familiares, el idio-
ma, los antecedentes penales o cualquier otro motivo;

La Ley en la materia señala que “no se considerarán
discriminatorias las acciones afirmativas que tengan
por efecto promover la igualdad real de oportunidades
de las personas o grupos. Tampoco será juzgada como
discriminatoria la distinción basada en criterios razo-
nables, proporcionales y objetivos cuya finalidad no
sea el menoscabo de derechos”.

La interpretación de la ley “se ajustará con los instru-
mentos internacionales aplicables de los que el Estado
Mexicano sea parte en materia de derechos humanos,
así como con la jurisprudencia emitida por los órganos
jurisdiccionales internacionales, las recomendaciones
y resoluciones adoptadas por los organismos multila-
terales y regionales y demás legislación aplica-
ble”…“Cuando se presenten diferentes interpretacio-
nes, se deberá preferir aquella que proteja con mayor
eficacia a las personas o a los grupos que sean afecta-
dos por conductas discriminatorias”.

Este ordenamiento señala lo que se considera como
discriminación:

• Impedir el acceso o la permanencia a la educación
pública o privada, así como a becas e incentivos en
los centros educativos;

• Establecer contenidos, métodos o instrumentos peda-
gógicos en que se asignen papeles contrarios a la igual-
dad o que difundan una condición de subordinación;

• Prohibir la libre elección de empleo, o restringir
las oportunidades de acceso, permanencia y ascen-
so en el mismo;

• Establecer diferencias en la remuneración, las
prestaciones y las condiciones laborales para traba-
jos iguales;

• Limitar el acceso y permanencia a los programas
de capacitación y de formación profesional;

• Negar o limitar información sobre derechos se-
xuales y reproductivos o impedir el libre ejercicio
de la determinación del número y espaciamiento de
los hijos e hijas;

• Negar o condicionar los servicios de atención mé-
dica, o impedir la participación en las decisiones so-
bre su tratamiento médico o terapéutico dentro de
sus posibilidades y medios;

• Impedir la participación en condiciones equitati-
vas en asociaciones civiles, políticas o de cualquier
otra índole;

• Negar o condicionar el derecho de participación
política y, específicamente, el derecho al sufragio
activo o pasivo, la elegibilidad y el acceso a todos
los cargos públicos, así como la participación en el
desarrollo y ejecución de políticas y programas de
gobierno, en los casos y bajo los términos que esta-
blezcan las disposiciones aplicables;

• Impedir el ejercicio de los derechos de propiedad,
administración y disposición de bienes de cualquier
otro tipo;

• Impedir o limitar el acceso a la procuración e im-
partición de justicia;
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• Impedir, negar o restringir el derecho a ser oídos y
vencidos, a la defensa o asistencia; y a la asistencia
de personas intérpretes o traductoras en los proce-
dimientos administrativos o judiciales, de confor-
midad con las normas aplicables; así como el dere-
cho de las niñas y niños a ser escuchados;

• Aplicar cualquier tipo de uso o costumbre que
atente contra la igualdad, dignidad e integridad hu-
mana;

• Impedir la libre elección de cónyuge o pareja;

• Promover el odio y la violencia a través de men-
sajes e imágenes en los medios de comunicación;

• Limitar la libre expresión de las ideas, impedir la
libertad de pensamiento, conciencia o religión, o de
prácticas o costumbres religiosas, siempre que éstas
no atenten contra el orden público;

• Negar asistencia religiosa a personas privadas de
la libertad, que presten servicio en las fuerzas ar-
madas o que estén internadas en instituciones de sa-
lud o asistencia;

• Restringir el acceso a la información, salvo en
aquellos supuestos que sean establecidos por las le-
yes nacionales e instrumentos jurídicos internacio-
nales aplicables;

• Obstaculizar las condiciones mínimas necesarias
para el crecimiento y desarrollo integral, especial-
mente de las niñas y los niños, con base al interés
superior de la niñez;

• Impedir el acceso a la seguridad social y a sus be-
neficios o establecer limitaciones para la contrata-
ción de seguros médicos, salvo en los casos que la
ley así lo disponga;

• Limitar el derecho a la alimentación, la vivienda,
el recreo y los servicios de atención médica adecua-
dos, en los casos que la ley así lo prevea;

• Impedir el acceso a cualquier servicio público o
institución privada que preste servicios al público,
así como limitar el acceso y libre desplazamiento en
los espacios públicos;

• La falta de accesibilidad en el entorno físico, el
transporte, la información, tecnología y comunica-
ciones, en servicios e instalaciones abiertos al pú-
blico o de uso público;

• La denegación de ajustes razonables que garanti-
cen, en igualdad de condiciones, el goce o ejercicio
de los derechos de las personas con discapacidad;

• Explotar o dar un trato abusivo o degradante;

• Restringir la participación en actividades deporti-
vas, recreativas o culturales;

• Restringir o limitar el uso de su lengua, usos, cos-
tumbres y cultura, en actividades públicas o priva-
das, en términos de las disposiciones aplicables;

• Limitar o negar el otorgamiento de concesiones,
permisos o autorizaciones para el aprovechamiento,
administración o usufructo de recursos naturales,
una vez satisfechos los requisitos establecidos en la
legislación aplicable;

• Incitar al odio, violencia, rechazo, burla, injuria,
persecución o la exclusión;

• Realizar o promover violencia física, sexual, o
psicológica, patrimonial o económica por la edad,
género, discapacidad, apariencia física, forma de
vestir, hablar, gesticular o por asumir públicamente
su preferencia sexual, o por cualquier otro motivo
de discriminación;

• Estigmatizar o negar derechos a personas con
adicciones; que han estado o se encuentren en cen-
tros de reclusión, o en instituciones de atención a
personas con discapacidad mental o psicosocial;

• Negar la prestación de servicios financieros a per-
sonas con discapacidad y personas adultas mayores;

• Difundir sin consentimiento de la persona agra-
viada información sobre su condición de salud;

• Estigmatizar y negar derechos a personas con
VIH/SIDA;

• Implementar o ejecutar políticas públicas, progra-
mas u otras acciones de gobierno que tengan un im-
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pacto desventajoso en los derechos de las personas,
y

• En general cualquier otro acto u omisión discrimi-
natorio en términos del artículo 1, párrafo segundo,
fracción III de esta Ley

Cabe mencionar que este concepto está íntimamente
vinculado con el de ajustes razonables, que en térmi-
nos de definición significa “las modificaciones y adap-
taciones necesarias y adecuadas en la infraestructura y
los servicios, que al realizarlas no impongan una car-
ga desproporcionada o afecten derechos de terceros,
que se aplican cuando se requieran en un caso particu-
lar, para garantizar que las personas gocen o ejerzan
sus derechos en igualdad de condiciones con las de-
más”.

Igualdad de género

De acuerdo a la Ley General de Igualdad entre Muje-
res y Hombres, la igualdad de género se define como:

Situación en la cual mujeres y hombres acceden con
las mismas posibilidades y oportunidades al uso, con-
trol y beneficio de bienes, servicios y recursos de la
sociedad, así como a la toma de decisiones en todos
los ámbitos de la vida social, económica, política, cul-
tural y familiar; 

Existen otros conceptos que están relacionados con la
igualdad de género como el caso de la igualdad sus-
tantiva, que se refiere al “acceso al mismo trato y
oportunidades para el reconocimiento, goce o ejercicio
de los derechos humanos y las libertades fundamenta-
les”, así como el de perspectiva de género “que se re-
fiere a la metodología y los mecanismos que permiten
identificar, cuestionar y valorar la discriminación, des-
igualdad y exclusión de las mujeres, que se pretende
justificar con base en las diferencias biológicas entre
mujeres y hombres, así como las acciones que deben
emprenderse para actuar sobre los factores de género y
crear las condiciones de cambio que permitan avanzar
en la construcción de la igualdad de género”.

Equidad social

La Ley General de Desarrollo Social no define con
claridad este concepto, por lo que, aquél que más se
vincula con éste es el de justicia distributiva, el cual se

define como el que garantiza que toda persona reciba
de manera equitativa los beneficios del desarrollo con-
forme a sus méritos, sus necesidades, sus posibilidades
y las de las demás personas.

En la Ley de Desarrollo Social de la Ciudad de Méxi-
co se definen dos principios:

Equidad social: Superación de toda forma de des-
igualdad, exclusión o subordinación social basada
en roles de género, edad, características físicas, per-
tenencia étnica, preferencia sexual, origen nacional,
práctica religiosa o cualquier otra

Justicia distributiva: Obligación de la autoridad a
aplicar de manera equitativa los programas sociales,
priorizando las necesidades de los grupos en condi-
ciones de pobreza, exclusión y desigualdad social

Progresividad

En la reforma constitucional al artículo 1º del año
2013, el dictamen aprobado por el Senado de la Repú-
blica consideró el principio de progresividad (uno de
los cuatro principios de derechos humanos junto con
los de universalidad, indivisibilidad e interdependen-
cia) como:

El principio que establece la obligación del Estado de
procurar todos los medios posibles para su satisfacción
en cada momento histórico y la prohibición de cual-
quier retroceso o involución de esta tarea.

Asimismo para la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, este principio “constituye el compromiso de los
Estados para adoptar providencias, tanto a nivel inter-
no como mediante la cooperación internacional, espe-
cialmente económica y técnica, para lograr progresi-
vamente la plena efectividad de los derechos que se
derivan de las normas económicas, sociales y sobre
educación, ciencia y cultura, principio que no puede
entenderse en el sentido de que los gobiernos no ten-
gan la obligación inmediata de empeñarse por lograr la
realización íntegra de tales derechos, sino en la posibi-
lidad de ir avanzando gradual y constantemente hacia
su más completa realización, en función de sus recur-
sos materiales; así, este principio exige que a medida
que mejora el nivel de desarrollo de un Estado, mejo-
re el nivel de compromiso de garantizar los derechos
económicos, sociales y culturales”. 
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De acuerdo con la Secretaría de Gobernación, en las
bases conceptuales para la implementación de la re-
forma constitucional de derechos humanos en la admi-
nistración pública federal, la progresividad implica:

“…tanto gradualidad como progreso. La gradualidad
se refiere a que la efectividad de los derechos no va a
lograrse de una vez y para siempre, sino que se trata de
un proceso que supone definir metas a corto, mediano
y largo plazo.

Respecto a su carácter planificador, la progresividad
requiere del diseño y cumplimiento de planes y pro-
gramas para avanzar hacia el mejoramiento de las con-
diciones de ejercicio de los derechos. 

Además, el principio de progresividad supone la obli-
gación, a cargo de los Estados, de crear indicadores
para poder verificar efectivamente el avance progresi-
vo del ejercicio de los derechos. 

De manera complementaria, la prohibición de regresi-
vidad implica que una vez logrado el avance en el dis-
frute de los derechos, el Estado no podrá disminuir el
nivel alcanzado. Este principio debe observarse en las
leyes, políticas públicas, decisiones judiciales y, en ge-
neral, en toda conducta estatal que afecte derechos. 

La no regresividad y el principio de progresividad están
directamente relacionados con el estándar del máximo
uso de los recursos disponibles, por lo que, si bien el
texto constitucional no lo menciona explícitamente, de-
be entenderse comprendido como parte del derecho in-
ternacional de los derechos humanos. La prohibición de
no regresividad implica igualmente actos positivos que
eviten que, en lo general y en lo particular, no se tomen
decisiones de cualquier índole que impliquen la cance-
lación o el menoscabo en el ejercicio de un derecho. Al
respecto, el Pacto Internacional de los Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (PIDESC) señala que cada
uno de los Estados se compromete a adoptar medidas,
tanto por separado como mediante la asistencia y la co-
operación internacionales, especialmente económicas y
técnicas, hasta el máximo de los recursos de que dis-
ponga, para lograr progresivamente, por todos los me-
dios apropiados, la plena efectividad de los derechos re-
conocidos en el propio pacto.

El origen de este principio comúnmente se ha relacio-
nado con los derechos económicos, sociales, culturales

y ambientales debido a la “imposibilidad” de cumpli-
miento inmediato, ya que para satisfacer estos dere-
chos se requieren prestaciones de dar y/o hacer por
parte del Estado. Aún y cuando en algún momento, es-
te principio haya tenido su origen en los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales, la realidad es que hoy
en día el principio de progresividad es aplicable en la
realización de todos los derechos, incluidos los dere-
chos civiles y políticos. 

Este principio se ha vuelto ahora un mandato constitu-
cional, por lo que a partir de ahora deben ajustarse las
tareas de planeación, presupuestación y ejecución de
políticas públicas. De acuerdo con lo mencionado,
ahora es exigible que las autoridades destinen el máxi-
mo de los recursos disponibles para la satisfacción de
cada derecho humano.

Otros conceptos

Ahora bien, el artículo 4 de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desa-
rrollo Urbano establece una serie de principios obser-
vables por los que se deberá conducir la planeación,
regulación y gestión de los asentamientos humanos,
centros de población y la ordenación territorial:

Derecho a la ciudad. Garantizar a todos los habi-
tantes de un Asentamiento Humano o Centros de
Población el acceso a la vivienda, infraestructura,
equipamiento y servicios básicos, a partir de los de-
rechos reconocidos por la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y los tratados inter-
nacionales suscritos por México en la materia; 

Equidad e inclusión. Garantizar el ejercicio pleno
de derechos en condiciones de igualdad, promo-
viendo la cohesión social a través de medidas que
impidan la discriminación, segregación o margina-
ción de individuos o grupos. Promover el respeto de
los derechos de los grupos vulnerables, la perspec-
tiva de género y que todos los habitantes puedan de-
cidir entre una oferta diversa de suelo, viviendas,
servicios, equipamientos, infraestructura y activida-
des económicas de acuerdo a sus preferencias, ne-
cesidades y capacidades; 

Derecho a la propiedad urbana. Garantizar los
derechos de propiedad inmobiliaria con la intención
de que los propietarios tengan protegidos sus dere-
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chos, pero también asuman responsabilidades espe-
cíficas con el estado y con la sociedad, respetando
los derechos y límites previstos en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y esta
Ley. El interés público prevalecerá en la ocupación
y aprovechamiento del territorio; 

Coherencia y racionalidad. Adoptar perspectivas
que promuevan el ordenamiento territorial y el De-
sarrollo Urbano de manera equilibrada, armónica,
racional y congruente, acorde a los planes y políti-
cas nacionales; así como procurar la eficiencia y
transparencia en el uso de los recursos públicos; 

Participación democrática y transparencia. Pro-
teger el derecho de todas las personas a participar
en la formulación, seguimiento y evaluación de las
políticas, planes y programas que determinan el de-
sarrollo de las ciudades y el territorio. Para lograrlo
se garantizará la transparencia y el acceso a la in-
formación pública de conformidad con lo dispuesto
en la presente Ley y demás legislación aplicable en
la materia; 

Productividad y eficiencia. Fortalecer la producti-
vidad y eficiencia de las ciudades y del territorio co-
mo eje del Crecimiento económico, a través de la
consolidación de redes de vialidad y Movilidad,
energía y comunicaciones, creación y mantenimien-
to de infraestructura productiva, equipamientos y
servicios públicos de calidad. Maximizar la capaci-
dad de la ciudad para atraer y retener talentos e in-
versiones, minimizando costos y facilitar la activi-
dad económica; 

Protección y progresividad del Espacio Público.
Crear condiciones de habitabilidad de los espacios
públicos, como elementos fundamentales para el
derecho a una vida sana, la convivencia, recreación
y seguridad ciudadana que considere las necesida-
des diferenciada por personas y grupos. Se fomen-
tará el rescate, la creación y el mantenimiento de los
espacios públicos que podrán ampliarse, o mejorar-
se pero nunca destruirse o verse disminuidos. En
caso de utilidad pública, estos espacios deberán ser
sustituidos por otros que generen beneficios equi-
valentes; 

Resiliencia, seguridad urbana y riesgos. Propiciar
y fortalecer todas las instituciones y medidas de

prevención, mitigación, atención, adaptación y Re-
siliencia que tengan por objetivo proteger a las per-
sonas y su patrimonio, frente a los riesgos naturales
y antropogénicos; así como evitar la ocupación de
zonas de alto riesgo; 

Sustentabilidad ambiental. Promover prioritaria-
mente, el uso racional del agua y de los recursos na-
turales renovables y no renovables, para evitar com-
prometer la capacidad de futuras generaciones. Así
como evitar rebasar la capacidad de carga de los
ecosistemas y que el Crecimiento urbano ocurra so-
bre suelos agropecuarios de alta calidad, áreas natu-
rales protegidas o bosques, y 

Accesibilidad universal y movilidad. Promover
una adecuada accesibilidad universal que genere
cercanía y favorezca la relación entre diferentes ac-
tividades urbanas con medidas como la flexibilidad
de Usos del suelo compatibles y densidades susten-
tables, un patrón coherente de redes viales prima-
rias, la distribución jerarquizada de los equipamien-
tos y una efectiva Movilidad que privilegie las
calles completas, el transporte público, peatonal y
no motorizado.

A.1.2 Alcance de las acciones regionales

Las acciones regionales a las que se refiere el artículo
122 apartado C están directamente vinculadas con las
perspectivas señaladas anteriormente sobre la planea-
ción del desarrollo, principalmente con aquellas refe-
rentes al ejercicio de los derechos humanos.

Asentamientos humanos

El concepto de asentamientos humanos que define la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordena-
miento Territorial y Desarrollo Urbano se refiere a
cualquier conglomerado demográfico y sus sistemas de
convivencia que se dan en un espacio físicamente loca-
lizado que incluye elementos naturales y obras mate-
riales. Cabe aquí hacer referencia al concepto escasa-
mente definido teóricamente como el de sistemas de
convivencia, ligado al concepto en lengua inglesa de
coexistence, el cual considera al menos tres premisas:

a) Adaptabilidad, que consiste en la habilidad de las
personas a responder a cambios o situaciones re-
pentinas
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b) Pluralismo, mediante la valoración de la diversi-
dad cultural y el reconocimiento de derechos huma-
nos y libertades fundamentales

c) Equidad, que se refiere a asegurar la protección
de los derechos humanos a través de las institucio-
nes sociales, evitando que las personas puedan ser
marginalizadas en la sociedad.

Los sistemas (o reglas) de convivencia (coexistence) a
las que se refiere la definición de asentamientos huma-
nos tiene que ver en cómo se dan las relaciones sociales,
principalmente en el espacio público, sean estas entre
personas, entre grupos, entre culturas y entre religiones.

Derivado de lo anterior, la regulación metropolitana de
los asentamientos humanos debe basarse en la protec-
ción de, al menos, los siguientes derechos:

• Derecho a la vivienda

• Derecho a la ciudad

• Derecho al espacio público

• Derecho a la seguridad urbana y protección civil

• Derecho a la integridad

• Derecho a la cultura

• Derechos indígenas

Protección ambiental y preservación y restauración
del equilibrio ecológico

Conceptualmente, estos términos, de acuerdo a la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, que provienen de las disposiciones referi-
das en el artículo 27 constitucional, se refieren a lo si-
guiente:

Ambiente: El conjunto de elementos naturales y ar-
tificiales o inducidos por el hombre que hacen posi-
ble la existencia y desarrollo de los seres humanos
y demás organismos vivos que interactúan en un
espacio y tiempo determinados.

Protección: El conjunto de políticas y medidas para
mejorar el ambiente y controlar su deterioro.

Preservación: El conjunto de políticas y medidas
para mantener las condiciones que propicien la evo-
lución y continuidad de los ecosistemas y hábitat
naturales, así como conservar las poblaciones via-
bles de especies en sus entornos naturales y los
componentes de la biodiversidad fuera de sus hábi-
tat naturales.

Restauración: Conjunto de actividades tendientes a
la recuperación y restablecimiento de las condicio-
nes que propician la evolución y continuidad de los
procesos naturales.

Equilibrio ecológico: La relación de interdependen-
cia entre los elementos que conforman el ambiente
que hace posible la existencia, transformación y de-
sarrollo del hombre y demás seres vivos.

Elemento natural: Los elementos físicos, químicos
y biológicos que se presentan en un tiempo y espa-
cio determinado sin la inducción del hombre.

Para efecto de los contenidos de la iniciativa de Ley
que se propone, los alcances metropolitanos sobre es-
ta materia deberán considerar los siguientes aspectos
relacionados con la protección al ambiente y la preser-
vación y restauración del equilibrio ecológico:

a) Integración de un órgano intergubernamental ba-
sado en el que se refiere el artículo 14 bis de la
LGEEPA

b) Observación de los principios de política am-
biental establecidos en el artículo 15 de la LGEEPA

c) Aplicación de políticas ambientales en las si-
guientes aristas:

• Ordenación ecológica del territorio metropoli-
tano

• Compactación de medidas federales y locales
derivadas de la evaluación del impacto ambiental

• Establecimiento de normas ambientales fede-
rales y locales de aplicación común

• Definición de instrumentos económicos comu-
nes en materia ambiental (fiscales, económicos
y de mercado)
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• Medidas ambientales para la regulación de
asentamientos humanos

• Autorregulación y auditorías ambientales

• Educación e investigación ambiental

• Información ambiental

• Mecanismos de participación social y denuncia
ciudadana

• Procuración de justicia ambiental y del orde-
namiento territorial

d) Mecanismos de coordinación relacionados con
áreas naturales protegidas, áreas de valor ambiental
y áreas verdes

e) Restauración ecológica

f) Preservación de la vida silvestre

g) Protección y control de la contaminación de los
elementos naturales (aire, agua, suelo)

h) Ruido, Vibraciones, Energía Térmica y Lumíni-
ca, Olores y Contaminación Visual

i) Preservación y restauración de los recursos fores-
tales

j) Protección de los animales

Los derechos humanos establecidos en la Constitución
General de la República relacionados con esta acción
son el derecho a un medio ambiente sano (que incluye
los derechos de los animales y de la vida silvestre), así
como la propiedad originaria de la nación sobre las tie-
rras y aguas (incluidos sus componentes). 

Movilidad (transporte y tránsito)

Los conceptos de transporte y tránsito en la actualidad
forman parte de un concepto mucho más amplio que
es el de movilidad que, de acuerdo a la legislación
aplicable en la Ciudad de México, se define como “el
conjunto de desplazamientos de personas y bienes que
se realizan a través de diversos modos de transporte,
que se llevan a cabo para que la sociedad pueda satis-

facer sus necesidades y acceder a las oportunidades de
trabajo, educación, salud, recreación y demás que
ofrece la Ciudad”. 

La legislación del Estado de México define a la movi-
lidad como “el derecho del que goza toda persona, sin
importar su residencia, condición, modo o modalidad
de transporte que utiliza, para realizar los desplaza-
mientos efectivos dentro del Estado”. “El derecho hu-
mano a la movilidad implica la obligación del Gobier-
no del Estado y de los municipios de realizar un
conjunto de acciones que tiendan a procurar su debido
ejercicio y contribuir al desarrollo sustentable del Es-
tado”

Ambas legislaciones contienen principios rectores de
movilidad que se reflejan en el siguiente cuadro
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El concepto de transporte en sí no tiene referente en el
ámbito jurídico tanto federal como local, sin embargo,
existen referentes en la distinta legislación aplicable.
En el ámbito federal, la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal define los siguientes conceptos
relacionados con el transporte:

Servicios Auxiliares: Los que sin formar parte del
autotransporte federal de pasajeros, turismo o car-
ga, complementan su operación y explotación

Servicio de autotransporte de carga: El porte de
mercancías que se presta a terceros en caminos de
jurisdicción federal

Servicio de autotransporte de pasajeros: El que se
presta en forma regular sujeto a horarios y frecuen-
cias para la salida y llegada de vehículos

Servicio de autotransporte de turismo: el que se
presta en forma no regular destinado al traslado de
personas con fines recreativos, culturales y de es-
parcimiento hacia centros o zonas de interés

Terminales: Las instalaciones auxiliares al servicio
del autotransporte de pasajeros, en donde se efectúa
la salida y llegada de autobuses para el ascenso y
descenso de viajeros, y tratándose de autotranspor-
te de carga, en las que se efectúa la recepción, al-
macenamiento y despacho de mercancías, el acce-
so, estacionamiento y salida de los vehículos
destinados a este servicio

Transporte privado: Es el que efectúan las personas
físicas o morales respecto de bienes propios o co-
nexos de sus respectivas actividades, así como de
personas vinculadas con los mismos fines, sin que
por ello se genere un cobro

La Ley de Movilidad de la Ciudad de México contie-
ne las siguientes definiciones:

• Servicios Auxiliares o Conexos: Son todos los
bienes muebles o inmuebles e infraestructura que
resulten complementarios a la prestación del servi-
cio de transporte público, previstos por esta Ley y
sus reglamentos y que son susceptibles de autoriza-
ción, permiso o concesión a particulares

• Servicio Mercantil de Transporte: Es la actividad
mediante la cual previa la obtención del permiso
otorgado por la Secretaría y la acreditación legal an-
te las autoridades fiscales o administrativas corres-
pondientes, las personas físicas o morales debida-
mente registradas proporcionan servicios de
transporte, siempre y cuando no esté considerado
como público
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• Servicio Metropolitano de Transporte: Es el que se
presta entre el Distrito Federal y sus zonas conur-
badas en cualquiera de sus modalidades, con suje-
ción a las disposiciones del presente ordenamiento
y de las demás disposiciones jurídicas aplicables en
las entidades federativas involucradas

• Servicio Particular de Transporte: Es la actividad
por virtud de la cual, mediante el registro corres-
pondiente ante la Administración Pública, las per-
sonas físicas o morales satisfacen sus necesidades
de transporte, de pasajeros o de carga, siempre que
tengan como fin, el desarrollo de sus actividades
personales o el cumplimiento de su objeto social y
en tanto no impliquen un fin lucrativo o de carácter
comercial

• Servicio Privado de Transporte: Es la actividad
por virtud de la cual, mediante el permiso otorgado
por la Secretaría, las personas físicas o morales sa-
tisfacen sus necesidades de transporte de pasajeros
o de carga, relacionadas directamente ya sea con el
cumplimiento de su objeto social o con la realiza-
ción de actividades comerciales, sean éstas de ca-
rácter transitorio o permanente y que no se ofrece al
público en general

• Servicio Privado de Transporte de Seguridad Pri-
vada: Es la actividad por virtud de la cual, los pres-
tadores de servicios de seguridad privada en térmi-
nos de lo dispuesto en la Ley de Seguridad Privada
del Distrito Federal, satisfacen necesidades de
transporte relacionadas con el cumplimiento de su
objeto social o con actividades autorizadas

• Servicio de Transporte Público: Es la actividad a
través de la cual, la Administración Pública satisfa-
ce las necesidades de transporte de pasajeros o car-
ga, por si, a través de Entidades, concesionarios o
mediante permisos en los casos que establece la
Ley y que se ofrece en forma continua, uniforme,
regular, permanente e ininterrumpida a persona in-
determinada o al público en general, mediante di-
versos medios

• Sistema de Movilidad: Conjunto de elementos y
recursos relacionados, cuya estructura e interacción
permiten el desplazamiento de personas y bienes; y
todos aquellos que se relacionen directa o indirecta-
mente con la movilidad

• Sistema de Transporte Individual en Bicicleta Pú-
blica: Conjunto de elementos, que incluye bicicle-
tas, estaciones, equipo tecnológico, entre otros, pa-
ra prestar el servicio de transporte individual en
bicicleta pública de uso compartido al que se acce-
de mediante membresía. Este servicio funge como
complemento al Sistema Integrado de Transporte
Público para satisfacer la demanda de viajes cortos
en la ciudad de manera eficiente

• Sistema Integrado de Transporte Público: Conjunto
de servicios de transporte público de pasajeros que es-
tán articulados de manera física, operacional, informa-
tiva, de imagen y que tienen un mismo medio de pago.

De acuerdo con la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, “tránsito” se define como “la cir-
culación que se realice en las vías generales de comu-
nicación (caminos y puentes)”. Las leyes locales sólo
hacen mención reiterada en la ley sobre este concepto,
pero no lo definen.

Agua potable y drenaje 

La Ley de Aguas de la Ciudad de México establece las
definiciones para estos conceptos:

Agua potable. La que puede ser ingerida sin pro-
vocar efectos nocivos a la salud y que reúne las ca-
racterísticas establecidas por las normas oficiales
mexicanas

Drenaje. La infraestructura para recolectar, condu-
cir y disponer las aguas residuales

Para la legislación correspondiente del Estado de Mé-
xico, se definen de la siguiente manera:

Agua potable: Aquella que no contiene contami-
nantes objetables, ya sean químicos o agentes in-
fecciosos, que puede ser ingerida o utilizada para fi-
nes domésticos sin provocar efectos nocivos a la
salud y que reúne las características establecidas
por las normas oficiales mexicanas, y llega a los
usuarios mediante la red de distribución correspon-
diente

Drenaje: Sistema de obras hidráulicas para la des-
carga y alejamiento de las aguas residuales y plu-
viales
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De cualquier forma, la Constitución General de la Re-
pública reconoce que toda persona tiene derecho al ac-
ceso, disposición y saneamiento de agua para consu-
mo personal y doméstico en forma suficiente, salubre,
aceptable y asequible.

Recolección, tratamiento y disposición de desechos
sólidos 

Este concepto, en realidad está reconocido en la legis-
lación como residuos sólidos. La Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos estable-
ce las siguientes definiciones:

• Residuo: Material o producto cuyo propietario o
poseedor desecha y que se encuentra en estado sóli-
do o semisólido, o es un líquido o gas contenido en
recipientes o depósitos, y que puede ser susceptible
de ser valorizado o requiere sujetarse a tratamiento
o disposición final conforme a lo dispuesto en esta
Ley y demás ordenamientos que de ella deriven

• Residuos Sólidos Urbanos: Los generados en las
casas habitación, que resultan de la eliminación de
los materiales que utilizan en sus actividades do-
mésticas, de los productos que consumen y de sus
envases, embalajes o empaques; los residuos que
provienen de cualquier otra actividad dentro de es-
tablecimientos o en la vía pública que genere resi-
duos con características domiciliarias, y los resul-
tantes de la limpieza de las vías y lugares públicos,
siempre que no sean considerados por esta Ley co-
mo residuos de otra índole

• Residuos de Manejo Especial: Son aquellos gene-
rados en los procesos productivos, que no reúnen
las características para ser considerados como peli-
grosos o como residuos sólidos urbanos, o que son
producidos por grandes generadores de residuos só-
lidos urbanos

• Residuos Incompatibles: Aquellos que al entrar en
contacto o al ser mezclados con agua u otros mate-
riales o residuos, reaccionan produciendo calor,
presión, fuego, partículas, gases o vapores dañinos

• Residuos Peligrosos: Son aquellos que posean al-
guna de las características de corrosividad, reactivi-
dad, explosividad, toxicidad, inflamabilidad, o que
contengan agentes infecciosos que les confieran pe-

ligrosidad, así como envases, recipientes, embalajes
y suelos que hayan sido contaminados cuando se
transfieran a otro sitio, de conformidad con lo que
se establece en esta Ley

Seguridad pública

La Ley General del Sistema de Seguridad Pública de-
fine este concepto de la siguiente manera:

La seguridad pública es una función a cargo de la Fe-
deración, las entidades federativas y municipios, que
tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos
de las personas, así como preservar las libertades, el
orden y la paz públicos y comprende la prevención es-
pecial y general de los delitos, la sanción de las in-
fracciones administrativas, así como la investigación y
la persecución de los delitos y la reinserción social del
sentenciado, en términos de esta Ley, en las respecti-
vas competencias establecidas en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. 

Para la Ley de Seguridad Pública de la Ciudad de Mé-
xico, se define como “un servicio cuya prestación, en el
marco de respeto a las garantías individuales, corres-
ponde en forma exclusiva al Estado. y tiene por objeto:
I. Mantener el orden público; II. Proteger la integridad
física de las personas, así como sus bienes: III. Preve-
nir la comisión de delitos e Infracciones a los regla-
mentos gubernativos y de policía; IV. Colaborar en la
investigación y persecución de los delitos, y V. Auxiliar
a la población en caso de siniestros y desastres”. 

Otros conceptos establecidos en ordenamientos ju-
rídicos

Existen diversos conceptos definidos en esta ley que
merecen ser considerados en este análisis conceptual:

• Asentamiento Humano: el establecimiento de un
conglomerado demográfico, con el conjunto de sus
sistemas de convivencia, en un área físicamente lo-
calizada, considerando dentro de la misma los ele-
mentos naturales y las obras materiales que lo inte-
gran; 

• Conservación: acción tendente a preservar las zo-
nas con valores históricos y culturales, así como
proteger y mantener el equilibrio ecológico en las
zonas de servicios ambientales; 
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• Conurbación: la continuidad física y demográfica
que formen dos o más Centros de Población; 

• Densificación: Acción Urbanística cuya finalidad
es incrementar el número de habitantes y la pobla-
ción flotante por unidad de superficie, considerando
la capacidad de soporte del territorio y, en su caso,
adecuando los espacios públicos y sus infraestruc-
turas; 

• Desarrollo Metropolitano: proceso de planeación,
regulación, gestión, financiamiento y ejecución de
acciones, obras y servicios, en zonas metropolita-
nas, que, por su población, extensión y compleji-
dad, deberán participar en forma coordinada los tres
órdenes de gobierno de acuerdo a sus atribuciones; 

• Desarrollo Regional: el proceso de Crecimiento
económico en dos o más Centros de Población de-
terminados, garantizando el Mejoramiento de la ca-
lidad de vida de la población, la preservación del
ambiente, así como la conservación y reproducción
de los recursos naturales; 

• Espacio Público: áreas, espacios abiertos o pre-
dios de los asentamientos humanos destinados al
uso, disfrute o aprovechamiento colectivo, de acce-
so generalizado y libre tránsito; 

• Gestión Integral de Riesgos: el conjunto de accio-
nes encaminadas a la identificación, análisis, eva-
luación, control y reducción de los riesgos, consi-
derándolos por su origen multifactorial y en un
proceso permanente de construcción que involucra
a los tres órdenes de gobierno, así como a los sec-
tores de la sociedad, lo que facilita la implementa-
ción de políticas públicas, estrategias y procedi-
mientos que combatan las causas estructurales de
los desastres y fortalezcan las capacidades de Resi-
liencia o resistencia de la sociedad. Comprende la
identificación de los riesgos y, en su caso, su proce-
so de formación, previsión, prevención, mitigación,
preparación, auxilio, recuperación y reconstruc-
ción; 

• Megalópolis: sistema de zonas metropolitanas y
Centros de Población y sus áreas de influencia, vin-
culados de manera estrecha geográfica y funcional-
mente. El umbral mínimo de población de una Me-
galópolis es de 10 millones de habitantes; 

• Movilidad: capacidad, facilidad y eficiencia de
tránsito o desplazamiento de las personas y bienes
en el territorio, priorizando la accesibilidad univer-
sal, así como la sustentabilidad de la misma; 

• Ordenamiento Territorial de los Asentamientos
Humanos: el ordenamiento territorial es una políti-
ca pública que tiene como objeto la ocupación y uti-
lización racional del territorio como base espacial
de las estrategias de desarrollo socioeconómico y la
preservación ambiental; 

• Patrimonio Natural y Cultural: sitios, lugares o
edificaciones con valor arqueológico, histórico, ar-
tístico, ambiental o de otra naturaleza, definidos y
regulados por la legislación correspondiente; 

• Resiliencia: es la capacidad de un sistema, comu-
nidad o sociedad potencialmente expuesta a un pe-
ligro para resistir, asimilar, adaptarse y recuperarse
de sus efectos en un corto plazo y de manera efi-
ciente, a través de la preservación y restauración de
sus estructuras básicas y funcionales, para lograr
una mejor protección futura y mejorar las medidas
de reducción de riesgos; 

• Sistemas Urbano Rurales: unidades espaciales bá-
sicas del ordenamiento territorial, que agrupan a
áreas no urbanizadas, centros urbanos y asenta-
mientos rurales vinculados funcionalmente; 

• Zona Metropolitana: Centros de Población o co-
nurbaciones que, por su complejidad, interaccio-
nes, relevancia social y económica, conforman una
unidad territorial de influencia dominante y revis-
ten importancia estratégica para el desarrollo na-
cional; 

• Zonificación Primaria: la determinación de las
áreas que integran y delimitan un centro de pobla-
ción; comprendiendo las Áreas Urbanizadas y
Áreas Urbanizables, incluyendo las reservas de cre-
cimiento, las áreas no urbanizables y las áreas natu-
rales protegidas, así como la red de vialidades pri-
marias.

B. Los instrumentos jurídicos internacionales

B. 1 Instrumentos de desarrollo
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Objetivos del Milenio (Agenda 2030 para el desarro-
llo sustentable) 

Con la aprobación del documento “Transformar nues-
tro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Susten-
table” en septiembre de 2015 por la Asamblea General
de la ONU, se establecieron 17 objetivos y 169 metas
a las que se comprometen los países miembros a cum-
plir hacia el año 2030, que retoman los Objetivos de
Desarrollo del Milenio para hacer realidad los dere-
chos humanos de todas las personas y alcanzar la
igualdad entre los géneros y el empoderamiento de to-
das las mujeres y niñas. Estos objetivos integran y
conjugan las tres dimensiones de la sustentabilidad:
económica, social y ambiental.

• Objetivo 1. Poner fin a la pobreza en todas sus for-
mas y en todo el mundo 

• Objetivo 2. Poner fin al hambre, lograr la seguri-
dad alimentaria y la mejora de la nutrición y pro-
mover la agricultura sustentable 

• Objetivo 3. Garantizar una vida sana y promover
el bienestar de todos a todas las edades 

• Objetivo 4. Garantizar una educación inclusiva y
equitativa de calidad y promover oportunidades de
aprendizaje permanente para todos 

• Objetivo 5. Lograr la igualdad de género y empo-
derar a todas las mujeres y las niñas 

• Objetivo 6. Garantizar la disponibilidad y la ges-
tión sustentable del agua y el saneamiento para to-
dos 

• Objetivo 7. Garantizar el acceso a una energía ase-
quible, fiable, sustentable y moderna para todos 

• Objetivo 8. Promover el crecimiento económico
sostenido, inclusivo y sustentable, el empleo pleno
y productivo y el trabajo decente para todos 

• Objetivo 9. Construir infraestructuras resilientes,
promover la industrialización inclusiva y sustenta-
ble y fomentar la innovación 

• Objetivo 10. Reducir la desigualdad en los países
y entre ellos 

• Objetivo 11. Lograr que las ciudades y los asenta-
mientos humanos sean inclusivos, seguros, resilien-
tes y sustentables 

• Objetivo 12. Garantizar modalidades de consumo
y producción sustentable 

• Objetivo 13. Adoptar medidas urgentes para com-
batir el cambio climático y sus efectos

• Objetivo 14. Conservar y utilizar sustentablemen-
te los océanos, los mares y los recursos marinos pa-
ra el desarrollo sustentable 

• Objetivo 15. Proteger, restablecer y promover el
uso sustentable de los ecosistemas terrestres, ges-
tionar sustentablemente los bosques, luchar contra
la desertificación, detener e invertir la degradación
de las tierras y detener la pérdida de biodiversidad 

• Objetivo 16. Promover sociedades pacíficas e in-
clusivas para el desarrollo sustentable, facilitar el
acceso a la justicia para todos y construir a todos los
niveles instituciones eficaces e inclusivas que rin-
dan cuentas 

• Objetivo 17. Fortalecer los medios de implemen-
tación y revitalizar la Alianza Mundial para el De-
sarrollo Sustentable

Sin menospreciar los alcances que persiguen tales ob-
jetivos señalados anteriormente, cabe detenerse en las
aspiraciones del Objetivo 11. “Lograr que las ciuda-
des y los asentamientos humanos sean inclusivos, se-
guros, resilientes y sustentables”. Las metas estableci-
das para este objetivo son las siguientes:

• Para 2030, asegurar el acceso de todas las perso-
nas a viviendas y servicios básicos adecuados, se-
guros y asequibles y mejorar los barrios marginales

• Para 2030, proporcionar acceso a sistemas de
transporte seguros, asequibles, accesibles y susten-
tables para todos y mejorar la seguridad vial, en
particular mediante la ampliación del transporte pú-
blico, prestando especial atención a las necesidades
de las personas en situación vulnerable, las mujeres,
los niños, las personas con discapacidad y las per-
sonas de edad
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• Para 2030, aumentar la urbanización inclusiva y
sustentable y la capacidad para una planificación y
gestión participativas, integradas y sustentables de
los asentamientos humanos en todos los países

• Redoblar los esfuerzos para proteger y salvaguar-
dar el patrimonio cultural y natural del mundo

• Para 2030, reducir de forma significativa el núme-
ro de muertes y de personas afectadas por los de-
sastres, incluidos los relacionados con el agua, y re-
ducir sustancialmente las pérdidas económicas
directas vinculadas al producto interno bruto mun-
dial causadas por los desastres, haciendo especial
hincapié en la protección de los pobres y las perso-
nas en situaciones vulnerables

• Para 2030, reducir el impacto ambiental negativo
per cápita de las ciudades, incluso prestando espe-
cial atención a la calidad del aire y la gestión de los
desechos municipales y de otro tipo

• Para 2030, proporcionar acceso universal a zonas
verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y ac-
cesibles, en particular para las mujeres y los niños,
las personas de edad y las personas con discapaci-
dad

• Apoyar los vínculos económicos, sociales y am-
bientales positivos entre las zonas urbanas, periur-
banas y rurales mediante el fortalecimiento de la
planificación del desarrollo nacional y regional

• Para 2020, aumentar sustancialmente el número
de ciudades y asentamientos humanos que adoptan
y ponen en marcha políticas y planes integrados pa-
ra promover la inclusión, el uso eficiente de los re-
cursos, la mitigación del cambio climático y la
adaptación a él y la resiliencia ante los desastres, y
desarrollar y poner en práctica, en consonancia con
el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de
Desastres 2015-2030, la gestión integral de los ries-
gos de desastre a todos los niveles

• Proporcionar apoyo a los países menos adelan-
tados, incluso mediante la asistencia financiera y
técnica, para que puedan construir edificios sus-
tentables y resilientes utilizando materiales loca-
les

B.2 Instrumentos ambientales

Existen múltiples instrumentos jurídicos internaciona-
les relacionados con los asuntos ambientales, que es-
tán relacionados con el tema de planeación del desa-
rrollo y las acciones regionales vinculadas al tema
metropolitano. Cronológicamente, existen convenios
como la Convención Ramsar (1971) relativa a los hu-
medales de importancia internacional, especialmente
como hábitat de aves acuáticas y sus dos protocolos
(1982 y 1987); la Convención sobre Patrimonio Mun-
dial, cultural y natural (1972), la Convención CITES
sobre comercio internacional de especies amenazadas
de flora y fauna silvestres y sus enmiendas (1973
y1983), y el Convenio de Viena sobre la Protección de
la Capa de Ozono, su protocolo y enmiendas (1985,
1987, 1990 y 1992).

En junio de 1992 se llevó a cabo en la ciudad de Río
de Janeiro, Brasil, la Conferencia Mundial sobre De-
sarrollo y Medio Ambiente de la cual se desprenden
cuatro instrumentos jurídicos internacionales que ayu-
daron a moldear el devenir ambiental del mundo y su
enfoque de sustentabilidad. La Convención Marco so-
bre Cambio Climático y el Convenio de Diversidad
Biológica fueron dos instrumentos de carácter obliga-
torio para los países signantes. 

Asimismo, se logró la aprobación de la Agenda o Pro-
grama 21 que en 2002 se utilizó como base para el es-
tablecimiento de los Objetivos del Milenio, aprobados
en la Cumbre Mundial de Johannesburgo. Pero tam-
bién se logró la aprobación de la Declaración de Río,
comúnmente llamada Carta de la Tierra, que reunió
una serie de principios relacionados con el desarrollo
y el ambiente por medio de los cuales los gobiernos se
comprometieron a aplicarlos en sus políticas públicas.
Este instrumento involucra el cumplimiento nacional
de los siguientes principios, dentro de los cuales des-
tacan:

Principio 3

El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal
que responda equitativamente a las necesidades de de-
sarrollo y ambientales de las generaciones presentes y
futuras. 

Principio 4
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A fin de alcanzar el desarrollo sustentable, la protec-
ción del medio ambiente deberá constituir parte inte-
grante del proceso de desarrollo y no podrá conside-
rarse en forma aislada. 

Principio 5

Todos los Estados y todas las personas deberán coope-
rar en la tarea esencial de erradicar la pobreza como
requisito indispensable del desarrollo sustentable, a fin
de reducir las disparidades en los niveles de vida y res-
ponder mejor a las necesidades de la mayoría de los
pueblos del mundo.

Principio 8

Para alcanzar el desarrollo sustentable y una mejor ca-
lidad de vida para todas las personas, los Estados de-
berían reducir y eliminar las modalidades de produc-
ción y consumo insustentables y fomentar políticas
demográficas apropiadas.

Principio 10

El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es
con la participación de todos los ciudadanos interesa-
dos, en el nivel que corresponda. En el plano nacional,
toda persona deberá tener acceso adecuado a la infor-
mación sobre el medio ambiente de que dispongan las
autoridades públicas, incluida la información sobre los
materiales y las actividades que encierran peligro en
sus comunidades, así como la oportunidad de partici-
par en los procesos de adopción de decisiones. Los Es-
tados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y
la participación de la población poniendo la informa-
ción a disposición de todos. Deberá proporcionarse ac-
ceso efectivo a los procedimientos judiciales y admi-
nistrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los
recursos pertinentes.

Principio 11

Los Estados deberán promulgar leyes eficaces sobre el
medio ambiente. Las normas, los objetivos de ordena-
ción y las prioridades ambientales deberían reflejar el
contexto ambiental y de desarrollo al que se aplican.
Las normas aplicadas por algunos países pueden re-
sultar inadecuadas y representar un costo social y eco-
nómico injustificado para otros países, en particular
los países en desarrollo.

Principio 15

Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados
deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución
conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de
daño grave o irreversible, la falta de certeza científica
absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar
la adopción de medidas eficaces en función de los cos-
tos para impedir la degradación del medio ambiente.

Principio 16

Las autoridades nacionales deberían procurar fomen-
tar la internalización de los costos ambientales y el uso
de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el
criterio de que el que contamina debe, en principio,
cargar con los costos de la contaminación, teniendo
debidamente en cuenta el interés público y sin distor-
sionar el comercio ni las inversiones internacionales.

Principio 17

Deberá emprenderse una evaluación del impacto am-
biental, en calidad de instrumento nacional, respecto
de cualquier actividad propuesta que probablemente
haya de producir un impacto negativo considerable en
el medio ambiente y que esté sujeta a la decisión de
una autoridad nacional competente.

Principio 22

Las poblaciones indígenas y sus comunidades, así co-
mo otras comunidades locales, desempeñan un papel
fundamental en la ordenación del medio ambiente y en
el desarrollo debido a sus conocimientos y prácticas
tradicionales. Los Estados deberían reconocer y apo-
yar debidamente su identidad, cultura e intereses y ha-
cer posible su participación efectiva en el logro del de-
sarrollo sustentable.

B.3 Instrumentos urbanos

Hábitat III

En octubre de 2016 se llevó a cabo en la Ciudad de
Quito, Ecuador, la reunión de Hábitat III en la cual se
aprobó la Nueva Agenda Urbana, la cual establece
compromisos de diversa índole, incluidos los metro-
politanos, a los cuales se hace referencia a continua-
ción:
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89. Apoyaremos, en consonancia con la legislación
nacional de los países, el fortalecimiento de la ca-
pacidad de los gobiernos subnacionales y locales
para aplicar una gobernanza local y metropolitana
eficaz a diferentes niveles, que cruce fronteras ad-
ministrativas y se base en los territorios funciona-
les, velando por la participación de los gobiernos
subnacionales y locales en la toma de decisiones y
trabajando para conferirles la autoridad y los recur-
sos necesarios para gestionar las cuestiones crucia-
les urbanas, metropolitanas y territoriales. Promo-
veremos una gobernanza metropolitana inclusiva
que abarque diversos marcos jurídicos y mecanis-
mos de financiación fiables, incluida la gestión sus-
tentable de la deuda, según proceda. Adoptaremos
medidas para promover la participación plena y efi-
caz de las mujeres y la igualdad de derechos en to-
dos los ámbitos y en el liderazgo a todos los niveles
de toma de decisiones, en particular en los gobier-
nos locales.

95. Alentaremos la aplicación de políticas de plani-
ficación urbana y territorial, incluidos planes me-
tropolitanos y entre ciudades y regiones, a fin de
promover las sinergias e interacciones entre las zo-
nas urbanas de todos los tamaños y su entorno pe-
riurbano y rural, incluidas las que abarquen ambos
lados de una frontera, apoyaremos la preparación de
proyectos de infraestructura regional sustentable
que estimulen una productividad económica susten-
table y fomentaremos un crecimiento equitativo de
las regiones urbanas en la continuidad entre entor-
nos urbanos y rurales. En este sentido, promovere-
mos los mecanismos de cooperación intermunicipal
y las alianzas entre las zonas rurales y urbanas so-
bre la base de los territorios funcionales y las zonas
urbanas como instrumentos eficaces para realizar
tareas administrativas municipales y metropolita-
nas, prestar servicios públicos y promover el desa-
rrollo local y regional.

114. Adoptaremos medidas para desarrollar meca-
nismos y marcos comunes en los planos nacional,
subnacional y local para evaluar los beneficios ge-
nerales de los sistemas de transporte urbano y me-
tropolitano, incluidos los efectos en el medio am-
biente, la economía, la cohesión social, la calidad
de vida, la accesibilidad, la seguridad vial, la salud
pública y las actividades relacionadas con el cam-
bio climático, entre otras cosas.

115. Apoyaremos el desarrollo de esos mecanismos
y marcos, sobre la base de políticas nacionales de
movilidad y transporte urbano sustentables, para
que la reglamentación y la licitación de servicios de
movilidad y transporte en las zonas urbanas y me-
tropolitanas sean sustentables, abiertas y transpa-
rentes, con inclusión de nuevas tecnologías que ha-
gan posibles los servicios de movilidad compartida.
Apoyaremos el desarrollo de relaciones contractua-
les claras, transparentes y responsables entre los go-
biernos locales y los proveedores de servicios de
transporte y movilidad, en particular sobre la ges-
tión de datos, de manera que se protejan el interés
público y la privacidad individual y se definan las
obligaciones recíprocas.

116. Apoyaremos una mejor coordinación entre el
transporte y los departamentos de planificación ur-
bana y territorial, en la comprensión mutua de los
marcos normativos y de planificación, en los planos
nacional, subnacional y local, entre otras cosas me-
diante planes de movilidad y transporte urbano y
metropolitano sustentables. Apoyaremos a los go-
biernos subnacionales y locales en el desarrollo de
la capacidad y los conocimientos necesarios para
aplicar y hacer cumplir dichos planes.

143. Analizaremos y elaboraremos soluciones via-
bles para los riesgos asociados al clima y los desas-
tres en las ciudades y los asentamientos humanos,
por ejemplo, colaborando con instituciones de se-
guros y reaseguros y otros agentes pertinentes en
relación con las inversiones en las infraestructuras
urbanas y metropolitanas, los edificios y otros acti-
vos urbanos, así como para que las poblaciones lo-
cales puedan satisfacer sus necesidades económicas
y de vivienda.

155. Promoveremos el desarrollo de políticas na-
cionales de tecnología de la información y las co-
municaciones y de estrategias de gobierno electró-
nico, así como instrumentos de gobernanza digital
centrados en los ciudadanos, aprovechando las in-
novaciones tecnológicas, incluidos los programas
de desarrollo de la capacidad, a fin de poner las tec-
nologías de la información y las comunicaciones al
alcance del público, incluidas las mujeres y las ni-
ñas, los niños y los jóvenes, las personas con disca-
pacidad, las personas de edad y las personas en si-
tuaciones de vulnerabilidad para que puedan
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desarrollar y ejercer su responsabilidad cívica, de
forma que se amplíe la participación, se fomente la
gobernanza responsable y se aumente la eficiencia.
Se fomentará el uso de plataformas e instrumentos
digitales, incluidos los sistemas de información ge-
oespacial, a fin de mejorar a largo plazo la planifi-
cación y el diseño integrados de las áreas urbanas y
los territorios, la administración y ordenación de la
tierra y el acceso a los servicios urbanos y metropo-
litanos.

B.4 Instrumentos sobre derechos humanos

Los principales instrumentos internacionales relacio-
nados con el tema de los derechos humanos surgieron
posteriores a la creación de la Organización de las Na-
ciones Unidas, dentro de los cuales se encuentran los
siguientes:

• Declaración Universal de los Derechos Humanos

• Declaración y Programa de Acción de Viena 

• Declaración sobre el Derecho y el Deber de los
Individuos, los Grupos y las Instituciones de Pro-
mover y Proteger los Derechos Humanos y las Li-
bertades Fundamentales Universalmente Recono-
cidos

• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos (PIDCP), su Protocolo Facultativo y sus obser-
vaciones generales

• Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales (PIDESC) y sus observaciones
generales

• Principios de Limburgo para la aplicación del PI-
DESC

• Convención Americana sobre Derechos Humanos
(CADH)

• “Protocolo de San Salvador”. Protocolo adicional
a la CADH en materia de derechos económicos, so-
ciales y culturales.

• Convención Internacional sobre la Eliminación de
todas las Formas de Discriminación Racial

• Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer y su proto-
colo facultativo

•  Convención Interamericana para Prevenir, San-
cionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.
Convención de Belem do Pará

• Convención sobre los Derechos del Niño

• Convención Iberoamericana de Derechos de los
Jóvenes

• Convención Interamericana para la Eliminación
de todas las Formas de Discriminación contra las
Personas con Discapacidad

• Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad y su protocolo facultativo

• Principios de Yogyakarta. Principios sobre la apli-
cación de la legislación internacional de derechos
humanos en relación con la orientación sexual y la
identidad de género

• Resolución sobre la protección contra la Violencia
y Discriminación basada en la Orientación Sexual y
la Identidad de Género

• Resolución de la Organización de los Estados
Americanos sobre Derechos Humanos, Orientación
Sexual e Identidad de Género

• Convención Internacional sobre la Protección de
los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios
y de sus Familiares

• Declaración y Programa de Acción de Durban

• Resolución adoptada por la Asamblea General de
la Organización de los Estados Americanos sobre la
temática afrodescendiente

• Convenio 169 de la Organización Internacional
del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en
Países Independientes

• Declaración de Naciones Unidas sobre los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas
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• Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad

• Declaración Universal sobre la Diversidad Cultu-
ral

• Convención sobre la Protección y la Promoción de
la Diversidad de las Expresiones Culturales

• Declaración sobre los Derechos de las Personas
Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas,
Religiosas y Lingüísticas 

• Libro Blanco sobre Diálogo Intercultural del Con-
sejo de Europa

C. Experiencias metropolitanas

C.1 Experiencias metropolitanas en el mundo

Las grandes ciudades, después de superar su ámbito
territorial origina y forma zonas metropolitanas, se en-
caminan al siguiente nivel de organización urbana: las
megalópolis. Por lo anterior, el desarrollo de las aglo-
meraciones urbanas 

El mundo tiende a la urbanización. Las aglomeracio-
nes urbanas se desarrollan ya no sólo a escala de zona
metropolitana sino hacia megalópolis. Actualmente
existen 29 de ellas, incluida la Ciudad de México y su
zona metropolitana con cerca de 20.1 millones de per-
sonas según la organización Metropolis; sin embargo,
esta forma parte de una megalópolis cuya población es
cercana a los 31 millones de habitantes.

Dentro de las urbes más pobladas del mundo se en-
cuentran las de Tokio, Mumbai, Sao Paulo, Shanghai,
Buenos Aires, Cantón (Delta del Río Perla), Moscú,
Seúl y Londres. Otras ciudades que son importantes
por sus procesos de metropolización son las de París,
Madrid, Barcelona, Medellín, Estocolmo, Berlín, Ro-
ma, entre otras.

A continuación, se abordan aspectos relacionados con
la caracterización territorial, los principales problemas
metropolitanos y algunos aspectos destacados de va-
rias ciudades metropolitanas en el mundo.

C.1.1 París 

a) Características territoriales

La Metrópoli de Gran París es un Ente Público de Co-
operación Intercomunal compuesta por 12 territorios y
131 comunas con una extensión de 814.9 km2 y una
población superior a 6.9 millones de habitantes. Está
gobernada por un consejo metropolitano integrado por
209 concejales metropolitanos. Los consejeros de los
municipios también son electos consejeros de la me-
trópoli.

La Metrópoli de Gran París, que se encuentra dentro
de la Región Isla de Francia, se conformó el 1 de ene-
ro de 2016, integrando a la comuna de París con las
comunas de los departamentos de Seine-Saint-Denis,
Hauts-de-Seine y Val-de-Marne además de las de Ar-
genteuil y Essonne. El objetivo de formar el Gran Pa-
rís fue que la zona trabaje junta en áreas tan importan-
tes como la planificación urbana, vivienda, vivienda
de emergencia, la lucha contra el cambio climático y el
desarrollo económico. 

Aunque no existe autoridad metropolitana más allá del
Gran París, en teoría hay una megalópolis con una po-
blación cercana a los 11.5 millones de habitantes y
abarca las ciudades de Creil, Sensils, Provins, Ne-
mours, Chartres, Dreux, Vernon, Evreux, Rouen y
otras ciudades satélites y periurbanas cerca de París.

b) Principales problemas de la zona metropolitana

• Inmigración, pobreza y desempleo

• Seguridad y amenazas terroristas

• Movilidad

• Contaminación de sus ríos y aire

• Vivienda

c) Aspectos destacados de la metrópoli

• La Metrópoli cuenta con un Fondo de Inversión Me-
tropolitana establecido por el Gran París para apoyar
los proyectos de municipios y territorios en los asun-
tos prioritarios para la metrópoli. Para ejercer el fon-
do, el Gran París les pide a las comunas que identifi-
quen problemas cuya solución es prioritaria y tiene
proyectos innovadores. El Fondo se utiliza para per-
mitir el desarrollo del territorio y contribuir a la re-
ducción de las desigualdades en el área metropolitana
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además de mejorar el medio ambiente, las condiciones
de vida y el desarrollo.

C.1.2 Londres

a) Características territoriales

El Gran Londres es una de las 9 regiones de Inglaterra
y es su ciudad capital. Está integrado por 32 boroughs
y la Ciudad de Londres. La Autoridad del Gran Lon-
dres (AGL), integrada por un alcalde y una asamblea
parlamentaria, es la responsable de la administración y
gobierno de la región. La AGL administra, coordina y
comparte poderes de gobierno local con los 32 bo-
roughs y la City de Londres. La región tiene una su-
perficie de 1,572 km2 y una población superior a los 8
millones de habitantes.

La Zona Metropolitana se conforma por 32 boroughs
de la Región y 7 boroughs adyacentes; habitan en ella
más de 17.1 millones de personas y ocupa el sureste de
Inglaterra. No tiene un área delimitada, ya que la zona
se expande al ritmo del desarrollo urbano y a medida
que las opciones de transporte aumentan.

b) Principales problemas

Los principales problemas que destacan en los distin-
tos puntos de Londres:

• Contaminación y tráfico (incremento de enferme-
dades)

• Alto índice de adicciones en jóvenes

• Ruidos 

• Seguridad

c) Aspectos destacados de la metrópoli

• Es uno de los principales centros de negocios a ni-
vel internacional y su mercado de cambios es el más
grande del mundo.

• Cuenta con uno de los mejores sistemas educati-
vos del mundo.

• La red de transportes de Londres es de las más ex-
tensas.

• Ha impulsado el transporte de ultra baja emisión
de contaminantes y ha mejorado la coordinación
vial. 

• Promueve el uso de bicicletas y la instalación de
nuevas ciclovías.

• Cuenta con programas de reciclaje y educación
ecológica.  

• En la ciudad conviven más de 40 culturas diferen-
tes y se hablan más de 300 lenguas.

• La ciudad tiene más de 250 atracciones de entrada
gratuita, tales como museos, teatros, galerías, bi-
bliotecas, exposiciones, etc.

• Ostenta el mejor sistema de salud de Europa.

C.1.3 Berlín-Brandemburgo

a) Características territoriales

La ciudad de Berlín es la capital de República Federal
de Alemania. Se divide en 12 distritos y ocupa una su-
perficie de 892 km² con una población de 3.46 millo-
nes de habitantes. La ciudad se encuentra rodeada
completamente por el Estado de Brandemburgo. La
Región Metropolitana de Berlín es una de las once re-
giones metropolitanas de Alemania, la cual está con-
formada por 79 distritos y cuenta con una superficie de
2284 km2 y con una población que supera los 5.8 mi-
llones de habitantes.

Cada uno de los distritos está administrado por un al-
calde de distrito, por la junta del distrito (órgano ad-
ministrativo) y por la Concejalía (autoridad adminis-
trativa de la que el alcalde de Distrito es presidente). 

Los alcaldes de distrito están subordinados al Senado
de Berlín el cual está conformado por el Alcalde Re-
gente y 10 senadores quienes conforman la adminis-
tración central de la Ciudad. 

El sistema administrativo, al ser centralizado, es res-
ponsable de los objetivos y principios del desarrollo y
maneja los principales proyectos de obras. Todos los
distritos tienen sus planes y manejan proyectos especí-
ficos de obras públicas dentro de su jurisdicción, pero
son supervisados por el gobierno estatal.
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Los 12 distritos no tienen fuentes económicas propias
ya que los recursos les son distribuidos por el gobier-
no estatal de manera unitaria.

b) Principales problemas

• Persisten algunas divisiones sociales desde la reu-
nificación alemana.

• Problemas de seguridad y terrorismo.

• Dificultades para conseguir vivienda asequible.

• Inmigración, desempleo y pobreza.

• Retrasos y costos en la construcción de su aero-
puerto metropolitano.

c) Aspectos destacados de la metrópoli

• Berlín es una ciudad intercultural, al igual que la
Ciudad de México.

• Cuenta con una red urbana con la participación de
la sociedad con la que se promueve la gobernanza.

• Tiene una amplia zona rural y ha aplicado un plan
de desarrollo rural.

• Berlín es una ciudad metropolitana que busca
atender los problemas principalmente de movilidad,
vivienda y migración; un dato relevante es que, hoy
en día, ésta ciudad es la sede de la Cumbre de De-
sarrollo Urbano llamada Metropolitan Solutions, la
cual se lleva desarrollando desde hace dos años.

• En abril de 2015, el Senado de Berlín decidió op-
tar por la estrategia para Berlín Smart City. Los ob-
jetivos de esta estrategia incluyen la ampliación de
la competitividad internacional de la región metro-
politana de Berlín-Brandemburgo, el aumento de la
eficiencia de los recursos y la neutralidad climática
de Berlín en 2050, además de la creación de un
mercado piloto para aplicaciones innovadoras.

• Berlín-Brandemburgo alberga industrias del futu-
ro que ofrecen un enorme potencial como: tecnolo-
gías de la comunicación, información y medios;
tecnología del transporte y movilidad; servicios de
logística, financieros, comercio, tecnología, call

centers; ciencias de la vida (biotecnología, tecnolo-
gía médica); industria (química, maquinaria, ali-
mentación, papel, metales, energéticos); micro tec-
nología y tecnologías limpias.

• Dentro de los proyectos importantes que están en
proceso son: Europa City - Barrio Sustentable. Zo-
na Central de Berlín (Desarrollo urbano sustentable
para uso principalmente residencial); Modelos y es-
trategias para el sur de Friedrichstadt (Desarrollo
urbano); y el Aeropuerto Berlín-Brandemburgo
(proyecto con atraso y con amplias protestas socia-
les por su construcción ocasionadas por el alto cos-
to económico, por el atraso en su construcción y por
la desconfianza en su funcionalidad).

C.1.4 Mumbai, India

a) Características territoriales

La Región Metropolitana de Mumbai cuenta con más
de 21 millones de habitantes y una extensión territorial
de 4,354.50 km2. Esta región se encuentra integrada
por 9 corporaciones municipales (como se les denomi-
na a las áreas urbanas más grandes) y 8 consejos mu-
nicipales.

Toda la región cuenta con una organización del go-
bierno del estado de Maharashtra denominada Autori-
dad Metropolitana de Desarrollo Regional de Mum-
bai, que tiene bajo su responsabilidad las áreas de
planificación urbana, desarrollo, transporte y vivienda
en la región.

b) Principales problemas 

Sobrepoblación y vivienda 

Grandes asentamientos urbanos irregulares

Contaminación

Desempleo

Carestía de agua potable y servicios públicos

Tráfico y transporte público

Conflictos en recolección y depósito de residuos
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Aspectos destacados de la metrópoli

Interacción entre los espacios habitacionales regulares
e irregulares y las perspectivas, tanto del gobierno co-
mo de los críticos, a la pretensión de reestructuración
de los asentamientos irregulares. 

Planes ambientales y de eliminación de problemas re-
lacionados con el agua.

Creciente modernización del transporte e infraestruc-
tura en la región.

Dentro de los proyectos destacados que se llevan a ca-
bo actualmente están: la disposición final de residuos
de la construcción, Skywalks (corredores peatonales
elevados), reasentamiento y rehabilitación de vivienda
y la red integral de transporte.

C.1.5 Región Delta del Río Perla, China

a) Características territoriales

La Región Delta del Río Perla es una de las más des-
arrolladas de China continental, junto con la región de
Pekín. Tiene una fuerte industria de exportación, en el
frente económico. Esta zona abarca un área de
39,380km2, en donde se encuentran 11 ciudades y re-
siden más de 64 millones de habitantes.

b) Principales problemas 

Problemas de contaminación ambiental.

Debido a su geografía costera y a su densidad de po-
blación, Guangdong se cuenta entre las provincias li-
torales más vulnerables de China en cuanto al tipo de
catástrofes meteorológicas, cuyo aumento se espera a
causa del calentamiento global.

Las lluvias torrenciales, ciclones y marejadas de tem-
pestad han provocado la muerte de cientos de perso-
nas, y causando graves daños en la infraestructura de
viviendas y transporte y se ha afectado a las activida-
des agrícolas.

Las sequías han aumentado como efecto del cambio
climático.

La constante competencia entre las ciudades por la in-
novación tecnológica dificulta la descontaminación de
la zona.

c) Aspectos destacados de la metrópoli

Un mercado moderno y desarrollado, con un creci-
miento medio de dos dígitos desde el inicio de la re-
forma económica china.

El Delta del Río Perla, es un pilar de la economía de
China. 

El gobierno local ha impulsado el desarrollo de la eco-
nomía de mercado, ofreciendo para ello una adminis-
tración efectiva y con poca burocracia.

Cuenta con el mejor desarrollo de transporte en toda
China, debido a sus ventajas geográficas y el desarro-
llo humano, su red de transporte cuenta con vías flu-
viales, vías marítimas, ferrocarriles, transporte aéreo y
autopistas.

Tratamiento libre de pago de derechos de las importa-
ciones de materias primas y bienes intermedios desti-
nados a los productos exportados.

La buena infraestructura agrícola ha permitido que es-
tá región tenga un desarrollo industrial más acelerado
que otras regiones.
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Los bajos costos de tierras y la abundante mano de
obra, proveniente de todo ese país. 

La apertura de esta región ha facilitado la deslocaliza-
ción de una oleada de empresas procedentes del exte-
rior, principalmente de Hong Kong, Macao y Taiwán.

En Foshan se concentra la base más importante a nivel
internacional de cerámica. En Jiangmen y Kaipin se
encuentra el clúster industrial del baño y accesorios.

Dentro de los proyectos que se desarrollan se encuen-
tran los siguientes:

– Plan Nacional Quinquenal como instrumento de
planificación del desarrollo enfocado a nivel pro-
vincial y a nivel municipal

– Pan-Pearl River Delta como foro regional de co-
operación de desarrollo que incluye cooperación
con provincias vecinas y fortalecimiento de los vín-
culos del transporte entre regiones.

– Expansión de las líneas del metro con un enfoque
regional

– Desarrollo de la zona económica abierta y sus dis-
tintas variables en la región (ciudad abierta costera,
zona económica especial o zona de desarrollo eco-
nómico)

– Proyectos aeroportuarios y su interconexión

– A partir del 27 de abril de 2017 iniciaron 5 mega-
proyectos que incluyen el parque industrial NEV, y
el Proyecto Cisco de ciudad inteligente,

– Se desarrollarán 300 proyectos sobre infraestruc-
tura, industria y convivencia, de los cuales 101 ini-
ciaron en 2017.

– Internacionalización de inversiones y empresas de
innovación, transporte conveniente y servicios gu-
bernamentales eficientes.

C.1.6 Seúl

a) Características territoriales

Seúl es la capital de la República de Corea, y su ciu-
dad más importante, centro de su actividad política,
económica, social y cultural. Residen en ella casi la
mitad de la población total del país. Seúl cuenta con
unos 10.9 millones de habitantes en la ciudad propia-
mente dicha, y 25.6 millones en toda el área metropo-
litana, que incluye el puerto de Incheon y la provincia
de Gyeonggi. Es la cuarta área metropolitana más
grande del mundo. Administrativamente la zona me-
tropolitana de Seúl se conforma por 25 Gu (distritos).
Tiene una superficie de 606 km², con una densidad de
población de 17.211/km².

b) Principales problemas

• Falta de reserva territorial para crecimiento.

• Contaminación de aire

• Alta concentración poblacional

• Tráfico vehicular.

c) Aspectos destacados

• Es la primera ciudad en conectividad inalámbrica.

• Es la cuarta ciudad global del mundo.

• Políticas de recuperación del espacio público de
viaducto vehicular a río (la recuperación del río
Cheong Gye Cheon).

C.1.7 Tokio

a) Características territoriales

La Gran Área de Tokio (T?ky?-ken), también conoci-
da como el área de Tokio-Yokohama es la mayor área
metropolitana de Japón, cuenta con una superficie de
13,562 mil kilómetros cuadrados. Está compuesta por
las prefecturas de Tokio, Kanagawa, Chiba y Saitama,
concentrando a 35.8 millones de habitantes.

b) Principales problemas 

• Falta de espacio para construcción de vivienda.

• Contaminación.
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c) Aspectos destacados

• Es la primera ciudad a nivel mundial en calidad de
vida de su población.

• Es la tercera ciudad global del mundo.

• Alto nivel de desarrollo de vías de comunicación.

• Políticas de reducción de la contaminación del ai-
re.

• Desarrolla ocho estrategias bajo el lema “Creando
el Futuro: La visión de largo plazo para Tokio”:

1. Juegos Olímpicos y Paralímpicos 2020

2. Infraestructura en evolución

3. Ciudad hospitalaria

4. Seguros y a salvo

5. Ambiente de bienestar

6. Ciudad global de vanguardia

7. Ciudad sustentable

8. Área de Tama e islas

C.1.8 Buenos Aires

a) Características territoriales

El Área Metropolitana se encuentra dividida en 24
partidos de la Provincia de Buenos Aires y la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires (C.A.B.A). Tanto la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires como la Provincia de
Buenos Aires han intentado establecer autoridades que
satisfagan las necesidades de los habitantes del Área
Metropolitana de Buenos Aires. La mancha urbana de
la Región Metropolitana abarca una superficie de
13,947 km2 y en ella se produce alrededor del 52% del
PIB del país.

La Región Metropolitana de Buenos Aires (RMBA) es
un punto relevante dentro del sistema de ciudades de
la República Argentina, al concentrar una población
cercana a los de 14.9 millones de habitantes. La

RMBA está conformada por la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires más 24 partidos (municipios) completos
de la Provincia de Buenos Aires y, además, otros 16
partidos de la misma Provincia de manera parcial. 

b) Principales problemas 

• Falta de coordinación administrativa entre los mu-
nicipios que la integran y las entidades federativas

• Contaminación

• Tráfico y transporte público

• Problemas de desarrollo ocasionados por limita-
ción de expansión y crecimiento del puerto

• Debilidad de la estructura vial y ferroviaria y ob-
solescencia de áreas industriales

c) Aspectos destacados

• Relación institucional, política, jurídica, social y
urbana en la que interactúan dos entidades federati-
vas.

• Conocer sus proyectos de solución a los proble-
mas ambientales y de movilidad

• Conocer los proyectos que han implementado pa-
ra otorgar derecho a la ciudad a los grupos minori-
tarios

• Plan estratégico de desarrollo metropolitano de la
región de Buenos Aires

• Funcionamiento, los límites y las ventajas que
ofrece a Buenos Aires tener una autoridad metropo-
litana de transporte

C.1.9 Madrid

a) Características territoriales

La Ciudad de Madrid está conformada por un munici-
pio que a su vez cuenta con 21 distritos. El Ayunta-
miento de Madrid es el organismo que se encarga del
gobierno y de la administración del municipio.
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De acuerdo con la Ley de Capitalidad y de Régimen
Especial de Madrid, el Pleno del ayuntamiento es el
órgano de máxima representación política de los ciu-
dadanos en el gobierno municipal, ejerce las atribucio-
nes que le están asignadas expresamente y está forma-
do por el alcalde y los concejales.

La Comunidad Autónoma de Madrid se organiza terri-
torialmente en 179 municipios y 801 localidades, su
Política y Gobierno están contempladas en el Estatuto
de Autonomía de la Comunidad de Madrid, norma
fundamental de la comunidad, que establece que la
Asamblea de Madrid, el Gobierno y el Presidente de la
Comunidad son los órganos que ejercen los poderes de
la Comunidad.

La zona metropolitana de Madrid cuenta con 7.3 mi-
llones de habitantes, situándose a la cabeza de España
y en quinto lugar entre las urbes europeas, contando
también con una Ley que regula su zona Metropolita-
na (Ley 2/2003), de 11 de marzo, de Administración
Local de la Comunidad de Madrid (BOCM de 18 de
marzo de 2003). A su vez la zona metropolitana se en-
cuentra dividida en 330 municipios administrados en 5
distintas áreas:

1. El área I, está formada por la capital y otros ca-
torce municipios caracterizados por su gran tamaño,
su alta densidad, alta renta y su especialización pro-
ductiva en el sector servicios. Se incorporan a esta
zona Majadahonda, Parla y San Sebastián de los
Reyes.

2. El área II, está compuesta por catorce municipios
entre los que se encuentran Tres Cantos, Boadilla
del Monte, Rivas-Vaciamadrid, Pinto, Alcalá de He-
nares y Collado Villalba.

3. El área III es la primera que engloba a municipios
situados fuera de los límites de la Comunidad. Se
caracteriza por el fuerte crecimiento demográfico
en el decenio anterior y por un peso de la industria
superior al de las otras áreas.

4. El área IV se divide en 116 municipios, entre los
que se encuentran las otras cuatro capitales de pro-
vincia que forman parte de la región metropolitana
(Ávila, Guadalajara, Toledo y Segovia), lo que pro-
voca que los servicios recuperen peso respecto al
área III. Esta zona mantiene buenas comunicacio-

nes con Madrid a través de los principales ejes de
carreteras y las comunicaciones ferroviarias.

5. El área V cuenta con los municipios más alejados
y con peores comunicaciones; están caracterizados
por ser pequeños núcleos de población, con baja
densidad demográfica y por tener un mayor peso in-
dustrial y agrario en su estructura productiva

b) Principales problemas 

• Falta de espacio para construcción de vivienda

• Desempleo

• Contaminación (incremento de mortalidad, enfer-
medades respiratorias se han disparado)

• Tráfico (ciudad con más horas perdidas en atas-
cos)

• Limpieza viaria (ha empeorado por recortes pre-
supuestales)

• Ruidos (una de las más ruidosas del mundo)

• Carestía del transporte público (aumento impor-
tante en tarifas).

c) Aspectos destacados

• Tiene un alto nivel de urbanización que trae ven-
tajas tales como eventos culturales, alto nivel edu-
cativo y científico e infraestructura de salud.

• Es la región que más invierte en investigación y
desarrollo. El clúster biotecnológico más importan-
te de España está en esta región.

• Mejora del servicio de trasporte público y fomen-
tar el uso del mismo, además de conocer la autori-
dad metropolitana del transporte y su ámbito de
competencia.

• Conocer la manera en que la Ciudad de Madrid
pretende implantar acciones para disminuir conta-
minación como lo es tener estaciones del metro
accesibles y hacerlas funcionar las 24h los viernes
y sábados, además de hacer gratuitas los primeros
30 min de BiciMad, ampliación de carreteras y
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avenidas y creación de licencias para taxis colec-
tivos.

• Sería importante la forma en que se ha aplicado la
Ley de Capitalidad, sus ventajas y sus retos.

• El Consorcio Regional de Transportes de Madrid
agrupa esfuerzos de instituciones públicas y priva-
das relacionadas con el transporte público con el fin
de coordinar servicios, redes y tarifas, de forma que
se ofrezca al usuario una mayor capacidad y mejor
calidad de la oferta. El Estado, la Comunidad de
Madrid, los Municipios y Empresas Públicas y Pri-
vadas colaboran de manera estrecha en este esfuer-
zo común.

C.1.10 Estocolmo

a) Características territoriales

La Región de Estocolmo es un punto relevante dentro
del sistema de ciudades de Suecia, al concentrar una
población de 2,991,700 habitantes, distribuida en 65
municipios y cuenta con una autoridad metropolitana
– Concejo de la Región Stockhom-Mällar.

b) Principales problemas

• Comercio: Baja participación comercial de las pe-
queñas y medianas empresas. 

• Innovacion: Falta de políticas públicas que impul-
sen la innovación para las pequeñas y medianas em-
presas. 

• Talento: Escasez de mano de obra y talento joven.

• Infraestructura: Baja oferta de vivienda, Régimen
de alojamiento y el uso de suelo caduco ya que el
entorno construido no sigue el ritmo de la demanda
de vivienda. 

c) Aspectos destacados

• Estocolmo ha sido nombrada por la GaWC1 como
una ciudad global de «clase alfa» en el índice glo-
bal de las ciudades 2008, ocupa el puesto 24 en el
mundo, el número 8 en Europa y el número 1 de to-
da Escandinavia.

• Por ser una Ciudad Global con un sistema de co-
municaciones de aviación y banda ancha de clase
mundial.

• Por su sistema educativo el cual no se suele cobrar
por los materiales didácticos, alimentación escolar,
los servicios de salud o el transporte, además de
ofrecer la educación de adultos.

• Por su administración municipal, es decir, por la
forma en que opera su “Concejo Municipal” este se
encarga de administrar el impuesto sobre la renta,
además.

• Tiene la responsabilidad sobre los servicios públi-
cos como son, la educación, los cuidados de la pri-
mera infancia, los servicios sociales, los cuidados a
personas mayores, vivienda, y actividades culturales.

• Por la ley que regula a los inmigrantes. Esta ley da
derecho al voto en las elecciones de gobierno a los
inmigrantes que han residido por más de tres años
en cualquier municipio del país, así como a presen-
tarse como candidatos a elecciones locales. 

• Por su experiencia relacionada con las políticas
ambientales y el desarrollo de edificios ecológicos,
eco-aldeas y eco-municipalidades.

La zona metropolitana ha creado un plan de moderni-
zación urbana y metropolitana denominado “Estocol-
mo visión 2030” cuyos principales proyectos son:

1. Kista Ciudad de la ciencia, área integrada por
compañías de Tecnologías de la información y
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comunicación, con áreas residenciales, peatona-
les, comerciales, restauranteras

2. Vällingby centrum Centro comercial 

3. Älvsjö centrum Centro de convenciones

4. La expansión de la biblioteca pública de Es-
tocolmo y sus alrededores.

5. Estocolmo Förbifart nuevo circuito vial de 21
kilómetros, que unirá centros urbanos del norte
y del sur, a través del lago Mälar.

6. Kungens Kurva – El más grande espacio de
intercambio al menudeo de los países nórdicos,
de Estocolmo para sus habitantes. 

7. Telefonplan, un espacio dedicado a la forma y
el diseño, incluye a la Universidad de arte y di-
seño de Konstfack, y al centro de diseño Desig-
nens Hus. Incluye un centro de actividades cre-
ativas y nuevas áreas habitacionales. 

8. Nuevas líneas de tranvías y de subterráneos
para Estocolmo y los municipios circundantes
para simplificar la movilidad.

9. Liljeholmen – Årstadal, expansión y densifi-
cación del centro de la ciudad hacia la bahía
Årsta, combinadas con la proximidad a áreas na-
turales y recreativas.

10. Slussen renovación y reconstrucción de esta
área de encuentro y reunión que ha dado servi-
cio por más de 70 años.

11. Hammarby Sjöstad La ciudad se conectará
con los distritos que rodean al lago Hammarby y
con Nacka. Asentamiento en el que habitan ya
30,000 personas, en el proyecto de desarrollo
más grande del país, que prioriza el agua y el
ambiente.

12. Ampliación del puerto de Norvik para incre-
mentar la capacidad para carga y pasajeros en la
región, con la creación de zonas habitacionales y
puestos de trabajo.

13. El aeropuerto de Arlanda Estocolmo es de
importancia estratégica para toda la región Esto-
colmo-Mälar. Trenes de alta velocidad que per-
mitirán llegar al aeropuerto desde el centro de la
ciudad en 20 minutos.

14. Karolinska – Estación Norra Un distrito ur-
bano totalmente nuevo que combina zonas habi-
tacionales y lugares de trabajo, en una colabora-
ción del Concejo de Estocolmo y la ciudad
Solna. El distrito será sede de programas de in-
vestigación y de negocios especializados en
ciencias biológicas.

15. Citybanan un nuevo túnel ferroviario de seis
kilómetros, con dos nuevas estaciones que du-
plica la capacidad ferroviaria de Estocolmo, y se
conecta la red Mälarbanan, esencial para la co-
nexión ferroviaria a nivel local, regional y na-
cional.

16. Puerto Real Estocolmo, con nuevas zonas
habitacionales y laborales de Husarviken a
Loudden. El centro financiero Värtan y la mo-
dernización de las actividades portuarias para el
desarrollo regional. 

17. Nordvästra Kungsholmen La redensificación
del centro de la ciudad con 15 mil nuevos espa-
cios de trabajo y 8 mil residentes, comercios, ca-
fés y restaurantes.

18. Annedal, el área alrededor de Bällstaviken,
cerca del aeropuerto de Bromma, para nuevos
asentamientos habitacionales y laborales, con
planeación urbana conjunta de la ciudad de Sol-
na y la municipalidad de Sundbyberg. 

19. Hotel Klara, cerca de la estación central de
Estocolmo, nueva zona habitalicional e instala-
ciones para conferencias de nivel internacional
al poniente de la ciudad.

El proyecto Estocolmo visión 2030, aspira a lograr una
ciudad más cohesionada y densificada, con un desa-
rrollo más limpio y un desarrollo urbano más amiga-
ble. Con alta prioridad en el desarrollo de transporte
público, el uso peatonal y ciclista de la ciudad.

Gaceta Parlamentaria Martes 13 de marzo de 2018114



C.1.11 Roma

a) Características territoriales 

La ciudad de Roma Capitale es un ente político terri-
torial dotado de una autonomía especial estatutaria,
administrativa y financiera que sustituye, desde 2010,
a la comuna de Roma. Tiene una extensión territorial
de 1,285 km2 y su población supera los 3.97 millones
de habitantes. 

Sus órganos político-administrativos son: Alcalde, Jun-
ta Capitalina (presidida por la persona titular de la al-
caldía, compuesta por la persona titular de la Alcaldía
y 12 Consejeros. Todos son nombrados por el titular de
la Alcaldía) y Asamblea Capitalina (es el órgano nor-
mativo y de control político y administrativo de Roma
Capital; está integrado por el alcalde y 48 concejales).
En la actualidad, se encuentra dividida administrativa-
mente en 15 municipios los cuales cuentan, cada uno,
con un presidente, una junta y un consejo. A partir de
2013 cuenta con un estatuto de gobierno propio.

La Ciudad Metropolitana de Roma es una de las 5 di-
visiones administrativas de la Región del Lacio. Tiene
una extensión territorial de 5,352 km2 y su población
en 2011 alcanzó la cifra de 4.19 millones de habitan-
tes. Se encuentra integrada por 120 comunas provin-
ciales y la Ciudad de Roma Capital. Desde 2015 susti-
tuyó a la Provincia de Roma.

Tiene un Alcalde Metropolitano, un Consejo Metropo-
litano y una Conferencia Metropolitana.  

• Alcalde Metropolitano. El titular de la Alcaldía de
Roma Capital también funge como alcalde metro-
politano. El Alcalde es responsable del órgano de
administración de la ciudad metropolitana y es el
representante legal de la misma.

• Consejo Metropolitano. Está integrado por 24
miembros electos de entre los alcaldes y concejales
de los municipios integrantes de la Ciudad Metro-
politana.

• Conferencia Metropolitana. Está integrado por los
121 alcaldes de la zona metropolitana. 

En el marco jurídico cuenta con el Estatuto de la Ciu-
dad Metropolitana de Roma capital y la REGLA n. 56

(del 7 de abril de 2014) referente a las disposiciones
sobre las ciudades metropolitanas, las provincias, los
municipios y su unión o fusión.

b) Principales problemas

• Económicos

• Vivienda y locales comerciales demasiado caros
dentro de la Ciudad

• Transporte

• Gestión de residuos

• Falta de acceso a servicios

• Corrupción

• Inseguridad

• Protección de monumentos

• Contaminación

• Racismo e inmigración

c) Aspectos destacados

Roma Capital 

• Cuentan con sistemas de participación ciudadana
y planes sociales de cercanía gobierno – ciudadanía
para la toma de decisiones.

• Buscan la descentralización administrativa.

• Plataformas en tiempo real donde se pueden con-
sultar el tráfico y las obras públicas y privadas en
desarrollo. 

• Tienen una tarjeta electrónica de identidad el cual
es útil, además de su función como documento de
identidad, para la solicitud de servicios en línea
ofrecidos por organismos públicos y privados.

• Su reciente estatuto de gobierno y su coordinación
con la antigua Provincia de Roma (hoy Ciudad Metro-
politana) pueden sugerir métodos e instrumentos para
la coordinación metropolitana del Valle de México
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Ciudad Metropolitana de Roma Capital

• Por su coordinación en el desarrollo, la gestión de
residuos, movilidad y necesidades de vivienda, tra-
bajo y servicios de sus habitantes tanto con la ciu-
dad de Roma como con las autoridades de la región
del Lacio.

• Cuenta con un reciente Estatuto de Gobierno y di-
versos órganos de articulación y coordinación me-
tropolitana

C.1.13 Barcelona

a) Características territoriales

El Área Metropolitana de Barcelona está integrada por
la Ciudad de Barcelona y 35 municipios metropolita-
nos más. Tiene una extensión territorial de 636 km² y
una población de que supera los 3.2 millones de habi-
tantes.  El gobierno del Área Metropolitana de Barce-
lona se articula a través de diferentes órganos integra-
dos por los alcaldes y concejales de los 36 municipios
metropolitanos.

Sus órganos de gobierno son:

Consejo Metropolitano, el Consejo Metropolitano es
el máximo órgano de gobierno del AMB. Entre sus
competencias está el nombramiento y cese de la presi-
dencia del AMB; la aprobación del Plan de actuación
metropolitano, el cual incluye los proyectos y servi-
cios que desarrollará el AMB durante el mandato; la
aprobación de las ordenanzas y de los reglamentos, así
como la determinación de las tarifas de los servicios
metropolitanos. Todos los alcaldes y alcaldesas y los
concejales y concejalas escogidos por los Ayuntamien-
tos para representar a sus municipios en el Área Me-
tropolitana de Barcelona, pasan a ser consejeros me-
tropolitanos y, por lo tanto, representantes de los
ciudadanos y ciudadanas del área metropolitana.

Presidencia, dirige el gobierno metropolitano y rinde
cuentas de su gestión ante el Consejo Metropolitano.
La presidencia es asistida por la Junta de Gobierno.

Vicepresidencia ejecutiva, coordina la acción del go-
bierno metropolitano y el desarrollo de los proyectos
incluidos en el Plan de actuación metropolitano.

Además, existen otros órganos metropolitanos que
cumplen funciones específicas:

Consejo de Alcaldes

Órgano que integra los alcaldes y alcaldesas de los 36
municipios metropolitanos. Entre sus funciones están:
escoger al candidato o candidata a la presidencia del
AMB; emitir informes previos a las aprobaciones del
Plan de actuación metropolitano, a la modificación de
los límites territoriales metropolitanos, al cambio de
nombre o de capital del Área Metropolitana y a la
aprobación del Plan director urbanístico metropolita-
no, y puede presentar al Consejo Metropolitano las
propuestas que considere relevantes para los intereses
del Área Metropolitana.

Grupos políticos metropolitanos

Grupos ideológicos integrados por los consejeros y
consejeras metropolitanos para organizan los debates
y el funcionamiento interno de los órganos de gobier-
no. 

Comisión Especial de Cuentas

Su objetivo es velar por la administración responsable
de los recursos económicos metropolitanos. Está inte-
grado por un representante de cada uno de los grupos
políticos presentes en el Consejo Metropolitano y son
nombrados por el propio Consejo. 

El Área Metropolitana de Barcelona (AMB) cuenta
con la Ley 31/2010 aprobada por el Parlamento de Ca-
taluña el 27 de julio de 2010. En esta se fijan las bases
de coordinación y constitución del Área Metropolitana
de Barcelona.

b) Principales problemas

• Contaminación

• Inseguridad

• Turismo

• Transporte metropolitano

c) Aspectos destacados
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• Planes y programas para reducir drásticamente el
uso de automóviles personales mejorando los me-
dios de transporte público, ecológico y sustentable. 

• Programas para reducir la contaminación e incre-
mentar las áreas verdes.

• Es una ciudad con amplios derechos sociales y de
participación ciudadana en la toma de decisiones. 

• Buscan reformar y rehabilitar el espacio público.

• Diversas acciones de planificación urbana, movi-
lidad sustentable.

• En su zona metropolitana tienen un laboratorio de
la ciudad. Además, elaboran múltiples estudios es-
pecializados en los temas de territorio, vivienda,
medio ambiente, movilidad y desarrollo socioeco-
nómico.

• Recuperación del río Llobregat. Recuperación
ambiental y revitalización del espacio fluvial del río
Llobregat. Se proponen nuevos itinerarios y espa-
cios para el ocio en un entorno natural. También se
ha mejorado la accesibilidad al río desde los muni-
cipios cercanos. (En desarrollo)

• Urbanización del “paseo marítimo”, con lo que se
mejora el atractivo y se aprovecha mejor la zona del
antiguo barrio industrial de la ciudad

• Construcción, modernización o rehabilitación de
parques, plazas, complejos deportivos y culturales,
y paseos urbanos.

• Construcción de ampliaciones y nuevas líneas del
transporte metro y tranvía en el área metropolitana. 

C.2 Experiencias legislativas en algunos centros
metropolitanos del mundo.

C.2.1 Barcelona

La Ley 31/2010 del Área Metropolitana de Barcelona
establece a esta área como un ente local supramunici-
pal de carácter territorial integrado por los municipios
de la conurbación de Barcelona entre los que hay vin-
culaciones económicas y sociales que requieren tener
una planificación de políticas públicas e implantación

de servicios de manera conjuntas. Tiene personalidad
jurídica propia y plena capacidad y autonomía para
cumplir sus finalidades.

La actuación del Área Metropolitana de Barcelona se
rige por los principios generales de Autonomía local,
que garantiza el ejercicio de la actuación bajo su es-
tricta responsabilidad; Participación de los municipios
en el gobierno y gestión del Área; igualdad de los ciu-
dadanos en el acceso a los servicios públicos; solidari-
dad y equilibrio territorial; equilibrio y cohesión so-
cial; desarrollo sustentable; suficiencia financiera;
proximidad y participación ciudadana en la gestión y
prestación de los servicios públicos; cooperación y le-
altad institucional, y equidad y redistribución en la ac-
ción pública y en la prestación de servicios.

Cuenta con potestades y prerrogativas reconocidas por
ley en su calidad de administración pública. Dentro de
las primeras se encuentran:

a) La potestad normativa para aprobar reglamentos.

b) La potestad de autoorganización.

c) Las potestades tributaria, tarifaria y financiera.

d) Las potestades de planificación y programación.

e) La potestad expropiatoria.

f) Las potestades de investigación, deslinde y recu-
peración de oficio de los bienes.

g) La potestad de ejecución forzosa.

h) La potestad sancionadora.

i) La potestad de revisión de oficio de sus actos y
acuerdos.

j) Las demás potestades determinadas por las leyes.

Por lo que toca a las prerrogativas:

a) Presunción de legalidad y ejecución de sus actos
y acuerdos.

b) Inembargabilidad de bienes y derechos, en los
términos establecidos por las leyes.
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c) Prelación, preferencia y otras prerrogativas reco-
nocidas en la hacienda pública en relación con sus
créditos, sin perjuicio de las que corresponden a las
finanzas del Estado y la Generalidad y demás ad-
ministraciones públicas, en los términos estableci-
dos por la normativa de aplicación.

d) Exención de los tributos del Estado y la Genera-
lidad, en los términos establecidos por las leyes.

El Área Metropolitana de Barcelona, mediante su po-
testad normativa y reglamentaria y en el ámbito de sus
competencias, entre otros objetos, puede regular:

a) El ejercicio de actividades de los particulares, so-
metiéndolas a licencia o autorización previa, a co-
municación previa o declaración responsable y a
otras medidas de inspección y control administrati-
vo de conformidad con la correspondiente legisla-
ción sectorial.

b) La organización y funcionamiento de los servi-
cios y actividades de su competencia, con la adop-
ción de las distintas formas de gestión de los servi-
cios públicos establecidas por las leyes.

La potestad sancionadora se ejerce de conformidad
con la legislación de régimen local y con las compe-
tencias otorgadas por la presente ley y por las leyes
sectoriales. El Área Metropolitana de Barcelona ingre-
sa los importes de las multas como recursos propios,
salvo si han sido impuestas a propuesta de los munici-
pios.

El Área Metropolitana de Barcelona tiene la facultad
de ejercer la iniciativa pública en la actividad econó-
mica, de conformidad con lo establecido por la legis-
lación de régimen local.

La estructura gubernativa del Área Metropolitana de
Barcelona se compone por:

a) El Consejo Metropolitano.

b) El presidente o presidenta.

c) La Junta de Gobierno.

d) La Comisión Especial de Cuentas.

La Junta de Gobierno es el órgano que asiste al presi-
dente o presidenta del Área Metropolitana en el ejerci-
cio de sus atribuciones. Está integrada por el presiden-
te o presidenta del Área Metropolitana y un número de
consejeros metropolitanos nombrados por el presiden-
te o presidenta a propuesta del Consejo Metropolitano,
que en ningún caso puede superar el tercio de los
miembros de derecho del Consejo. Además de la fun-
ción de asistencia al presidente o presidenta, la Junta
de Gobierno tiene las demás funciones delegadas por
otros órganos metropolitanos y las que se le atribuyen
por ley.

Se prevé la creación de un Consejo de Alcaldes, con
las siguientes características:

a) El Consejo de Alcaldes, integrado por los alcal-
des de los municipios del Área Metropolitana, pue-
de presentar al Consejo Metropolitano propuestas
de actuación que sean de interés para el Área Me-
tropolitana, y ha de emitir un informe previo sobre
la aprobación del programa de actuación y las ma-
terias determinadas por el Reglamento orgánico.

b) El Consejo de Alcaldes, para ser constituido des-
pués de cada convocatoria de elecciones locales

El Consejo Metropolitano está integrado por todos los
alcaldes de cada municipio del ámbito metropolitano y
los concejales elegidos por los municipios. Estas per-
sonas reciben la denominación de consejeros metropo-
litanos.

Los alcaldes de los municipios del Área Metropolitana
de Barcelona son miembros natos del Consejo Metro-
politano. Esta condición es indelegable, salvo que la
delegación se haga de forma general y por un tiempo
indefinido. Su composición es variable conforme a las
particularidades y número de pobladores.

El Consejo Metropolitano puede constituir las comi-
siones que considere pertinentes para un mejor funcio-
namiento.

Para un mejor funcionamiento de los órganos de go-
bierno, deben constituirse grupos metropolitanos en
los que deben integrarse los consejeros, de conformi-
dad con lo que dispone la legislación de régimen local
y lo que, al amparo de esta legislación, establece el Re-
glamento orgánico.
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A la Comisión Especial de Cuentas examinar y estu-
diar las cuentas del Área Metropolitana de Barcelona,
integradas por la cuenta general del presupuesto, la
cuenta de administración del patrimonio, la cuenta de
valores independientes y auxiliares del presupuesto, y
las cuentas de los entes u organismos metropolitanos
de gestión, así como realizar su informe.

Competencias metropolitanas:

– Urbanismo.

– Transporte y movilidad.

– Aguas.

– Residuos.

– Otras competencias en materia de medio ambien-
te.

– Infraestructuras de interés metropolitano.

– Desarrollo económico y social.

– Cohesión social y territorial.

Otros aspectos que la ley regula son 

• Planificación y programación de los servicios me-
tropolitanos

• Ordenación del territorio

• Determinaciones del Plan director urbanístico me-
tropolitano

• Plan de ordenación urbanística metropolitano.

• Programas de actuación urbanística municipal.

• Comisión de Urbanismo del Área Metropolitana
de Barcelona.

• Relaciones entre los municipios y el Área Metro-
politana de Barcelona

• Participación de los municipios.

• Otros órganos de participación.

• Recursos del Área Metropolitana de Barcelona.

• Recargo sobre el impuesto sobre bienes inmue-
bles.

• Aportaciones de los municipios.

• Potestades tributaria y financiera.

• Régimen jurídico presupuestario y financiero.

• Tarifas de los servicios prestados por entes que ac-
túan bajo el régimen de derecho privado.

C.2.2 París

Métropole du Grand Paris es la unión de París y 130
ciudades bajo una misma autoridad metropolitana. Es-
ta autoridad es una Cooperación Intercomunitaria Pú-
blica con poder fiscal para legislar sobre la recolección
de impuestos y es la encargada de Intervención públi-
ca territorial dentro de la Región de París. Dictamina
diversos aspectos de operación y gobernabilidad co-
mo: desarrollo económico, social y cultural, urbanis-
mo y planeación metropolitana, política local de vi-
vienda, política urbana, manejo de intereses
colectivos, y protección y mejora del ambiente y con-
diciones de vida. La Métropole du Grand Paris está
integrada por el Consejo Metropolitano y las Comisio-
nes Temáticas. 

El Consejo Metropolitano tiene 209 miembros: un pre-
sidente y al menos un representante de cada una de las
ciento treinta y una comunas, electos por cada consejo
regional en proporción a su tamaño. Sus temas de in-
terés son: transporte, desarrollo económico, vivienda,
educación, cultura, deporte y medio ambiente.

Las Comisiones Temáticas son ocho y están divididas
para tratar cada tema del funcionamiento operacional
metropolitano. Cada consejero participa en las ocho
comisiones, para asegurar una legislación cohesiva e
integral.

La Société du Grand Paris es una Institución pública
comisionada al proyecto de transporte metropolitano.
Ésta supervisa al Ministerio de Vivienda e Igualdad
Regional, Ministerio de Ecología, Ministerio de Desa-
rrollo Sustentable y Energía y Ministerio de Finanzas
y Contaduría Pública. Está integrada por la Junta de
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Supervisión, la Junta de Administración y el Comité
de Estrategias. 

La Junta de Supervisión tiene a veintiún miembros fe-
derales y locales. Está encargada de la aprobación de
reglamentos, directrices y políticas internas, supervi-
sión de manejo financiero y la supervisión de progra-
mas de construcción y desarrollo. 

La junta de Administración tiene tres miembros, de los
cuales uno es presidente. Está encargada de llevar a ca-
bo un consenso de decisiones operativas y financieras.

El Comité de Estrategias está conformado por ciento
treinta y un miembros en representación de los muni-
cipios unidos por el metro y por cuatro miembros del
Parlamento. Éste es un espacio para discusiones, pro-
puestas y consultas continuas, similar a un Think Tank.
También asiste a Administración en temas de direc-
ción y toma de decisiones relacionadas a la creación
de la red Grand Paris Express.

Las instituciones gubernamentales de París Metropoli-
tano se consolidaron por medio de: Ley del 27 de ene-
ro de 2014, modernización de la acción territorial pú-
blica y afirmación de las metrópolis. Fortalece el papel
de estas y clarifica el ejercicio de poder a nivel local.
Provee legislación específica acerca de ciudades co-
munes y ciudades con estatuto especial, como lo es Pa-
rís; Decreto del 19 de mayo 2014, relativo al papel de
Gran Paris y su configuración; Decreto del 11 de di-
ciembre 2015, acerca de la Métropole Grand Paris y
los aspectos técnico-operativos de su funcionamiento.

C.2.3 Londres

La Autoridad del Gran Londres (AGL) es una institu-
ción pública que administra la región- ciudad de Lon-
dres. Ésta se creó con la intención de instaurar un sis-
tema gubernamental que unificara a Londres en cuanto
a sus zonas internas y conurbadas. La AGL es un hí-
brido entre el sistema de gobierno local del Reino Uni-
do y el sistema de alcaldías de Estados Unidos.

La Autoridad del Gran Londres está conformada por el
alcalde de Londres, la Asamblea de Londres y el Co-
mité de Planeación. El alcalde es el líder ejecutivo de
la ciudad, directamente elegido por votación. La
Asamblea de Londres se encarga de la verificación y
validación de las acciones emprendidas por el alcalde,

la aprobación o negación del presupuesto y el Plan
Anual y de proponer temas de interés para los habi-
tantes; está integrada por 15 miembros electos y divi-
dida en 16 comités. Por último, el Comité de Planea-
ción es el que monitorea las funciones de planeación
estratégica del alcalde y las decisiones que toma, y su-
pervisa y comenta la Estrategia de Desarrollo Espacial
para Londres.

La Autoridad del Gran Londres fue consolidada en
1998, con la publicación de la Ley de la Autoridad del
Gran Londres o Greater London Authority Act 1999.
Posteriormente, en 2007 se llevó a cabo una revisión
de dicha ley y se modernizó, teniendo como resultado
la Greater London Authority Act 1999.

C.2.4 Tokio

La Asamblea Metropolitana de Tokio está integrada
por 127 miembros directamente elegidos por los ciu-
dadanos para un mandato de 4 años. Sus principales
temas de interés son: asuntos juveniles, seguridad pú-
blica asuntos generales, finanzas, impuestos, asuntos
culturales, desarrollo urbano, medio ambiente, asuntos
industriales y laborales, construcción, transporte,
abastecimiento, alcantarillado, educación y planifica-
ción de políticas.

La Asamblea Metropolitana está dividida en diferentes
de oficinas: la oficina de Desarrollo Urbano realiza las
políticas de urbanización y de vivienda; la oficina de
Desarrollo Urbano revisa la aplicación de medidas pa-
ra abordar el cambio climático, las cuestiones de elec-
tricidad y energía, contaminación de los vehículos de
motor, contaminación del aire, agua y suelo, sustan-
cias químicas y desechos; la oficina de Construcción
promueve la construcción de infraestructura urbana
que contribuirá a la creación de una ciudad sofisticada
y resistente a los desastres; la oficina de Transportes
opera los sistemas de transporte público y proporciona
servicios seguros y puntuales; la  oficina de Agua su-
ministra agua a los 13,04 millones de residentes que
viven en la zona del barrio y los 26 municipios del área
de Tama; la oficina de Alcantarillado Implementación
de reconstrucción de instalaciones, control de inunda-
ciones, medidas de terremoto y otras políticas que ayu-
dan a los residentes de Tokio a sentirse seguros.

El gobierno metropolitano de Tokio encuentra su res-
paldo en los artículos 94 (autonomía local), 149 (prin-
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cipales deberes) y 15.2 (responsabilidades e infraccio-
nes) de la Constitución de Japón. A su vez, la Ley No.
67, 17 de abril 1947 establece la autonomía local de
Tokio.

C.3 Legislación metropolitana en México

C.3.1 Mandatos constitucionales en las entidades
federativas

Los temas sobre metropolización, conurbación y coor-
dinación entre órdenes de gobierno están presentes en
casi todas las constituciones de las entidades federati-
vas, aunque con diverso alcance.

En relación a los espacios considerados metropolita-
nos, podemos observar que las constituciones locales
de las entidades federativas de Chiapas, la Ciudad de
México, Durango, Estado de México, Jalisco, Nuevo
León y Puebla hacen referencia explícita de las zonas,
áreas o regiones metropolitanas; sin embargo, de las
anteriores, las que más profundamente abordan el te-
ma son las de Ciudad de México, Estado de México y
Jalisco al establecer mecanismos, instrumentos, temas
y/o instituciones de carácter metropolitano. En cuanto
a las entidades mencionadas, es importante destacar
que las de Chiapas, Ciudad de México, Durango, Nue-
vo León y Puebla, además de señalar algún tema rela-
tivo a los territorios metropolitanos, también hacen re-
ferencia a la conurbación y a la coordinación entre
municipios dentro de una misma entidad federativa
y/o con municipios de otras entidades; mientras que
las de Estado de México y Jalisco solo mencionan las
zonas metropolitanas y la coordinación intermunici-
pal. 

Por otro lado, las entidades de Baja California, Baja
California Sur, Colima, Hidalgo, Guerrero, Guanajua-
to, Morelos, Nayarit, Oaxaca, Quintana Roo, San Luis
Potosí, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Yuca-
tán y Zacatecas hacen referencia explícita o implícita2

al fenómeno de conurbación y a la necesaria coordina-
ción intermunicipal para mejorar el ejercicio de sus
funciones, incrementar la eficacia de sus servicios pú-
blicos y/o participar en la planeación y regulación de
las zonas conurbadas. 

Por su parte, las entidades de Aguascalientes, Campe-
che, Chihuahua, Coahuila, Michoacán, Sonora y Vera-
cruz, solo registran la coordinación entre municipios,

ya sean de la misma entidad o con otras entidades fe-
derativas. 

Finalmente, en el caso de Querétaro, su constitución
local no hace mención a ninguno de los temas arriba
identificado. No obstante, en su Código Urbano (artí-
culo 9) y en su Ley de Protección Ambiental para el
Desarrollo Sustentable (artículos 123 y 169) se obser-
van disposiciones en materia metropolitana.

En cuanto a particularidades de las entidades federati-
vas que no integran la región central del país, destaca,
por ejemplo, que en la Constitución de Chiapas se se-
ñala la posibilidad de participación conjunta entre los
ayuntamientos de los municipios que pertenecen a una
zona metropolitana y el Poder Ejecutivo local para so-
meter a consulta la inversión pública conjunta deter-
minada por los habitantes a través del instrumento de
presupuesto participativo.

En el caso de Jalisco se faculta al titular del poder eje-
cutivo local a proponer la delimitación de las regiones
metropolitanas intraestatales, después de que el Con-
greso estatal las declare áreas metropolitanas. Por otro
lado, permite que las personas que nacen o residen en
el área metropolitana puedan ocupar cargos de elec-
ción popular dentro de la misma área. Por otro lado, la
Constitución de Jalisco señala que para la coordina-
ción metropolitana deberán existir tres instancias: una
de coordinación política integrada por los presientes
municipales del área metropolitana y, previo convenio,
por el titular del ejecutivo; otra instancia de carácter
técnico, denominado Instituto Metropolitano de Plane-
ación, el cuál será un organismo descentralizado y es-
tará integrado por los ayuntamientos involucrados en
el área metropolitana, y otra instancia consultiva y de
participación ciudadana que podrá colaborar en las ta-
reas de evaluación y seguimiento. 

Por último, para el caso de Oaxaca, en el artículo tran-
sitorio segundo de la reforma de 2005 a su Constitución,
se define el alcance territorial de los municipios que in-
tegran la zona conurbada de la Ciudad de Oaxaca de
Juárez, a diferencia del resto de las constituciones.

C.3.2 Legislación metropolitana en las entidades fe-
derativas

En las legislaciones locales, en relación a los temas
que se han desarrollado en puntos anteriores, se puede
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detectar que Baja California, Colima, Jalisco, Oaxaca
y Zacatecas son las únicas entidades que cuentan con
una legislación metropolitana explícita, además de las
de la región centro del país como se verá más adelan-
te. En la mayoría de los casos, definen y abordan los
temas de zonas metropolitanas, conurbación, coordi-
nación municipal y de organismos e instrumentos co-
ordinantes. Además, todas las leyes metropolitanas
cuentan con definiciones de los conceptos más recu-
rrentes en dichos ordenamientos. En este grupo es im-
portante destacar que en Baja California se presenta la
posibilidad de coordinación entre zonas metropolita-
nas internacionales, y en Oaxaca se habla de munici-
pios centrales, municipios exteriores y municipios me-
tropolitanos para definir el nivel de integración a su
área metropolitana, al igual que los estados de Hidal-
go y Morelos.

Por otro lado, tanto Aguascalientes, como Baja Cali-
fornia, Campeche, Chiapas, Durango, Guerrero, Naya-
rit, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tlaxca-
la, Yucatán Chihuahua, Coahuila, Guanajuato,
Michoacán, Nuevo León, Querétaro, Quintana Roo,
Veracruz y Tamaulipas, si bien no cuentan con una ley
explícita en materia metropolitana, en su legislación
urbana trabajan los temas: metropolitano, conurbado
y/o de coordinación municipal, además de definir las
estructuras que tendrán en sus zonas conurbadas y/o
metropolitanas. 

Para observar el tratamiento de los temas metropolita-
no y conurbado en las legislaciones estatales, hemos
seleccionado las pertenecientes a las entidades federa-
tivas a Jalisco, Nuevo León, Baja California y Oaxaca,
para compararlas con las de las entidades que integran
la Región Centro de México (Ciudad de México, Esta-
do de México, Hidalgo, Tlaxcala, Puebla y Morelos).
Los criterios utilizados para seleccionar estas entida-
des fueron, desde el punto de vista sociodemográfico,
la densidad poblacional dentro de sus delimitaciones
metropolitanas, la cantidad poblacional y la integra-
ción conurbada y metropolitana entre los municipios
integrantes de sus zonas metropolitanas; y desde la
perspectiva legislativa, que tuvieran legislaciones que
trataran el tema metropolitano y destacaran por alguna
característica particular interesante.

Para su mejor apreciación, se definieron tres puntos
para el análisis. El primero identifica cómo las legisla-
ciones estatales mencionadas definen los temas metro-

politano y conurbado, según sea el caso; el segundo
punto cómo se organizan las entidades federativas y
los municipios para coordinarse en los temas mencio-
nados, qué estructura de coordinación tienen y cuáles
son sus facultades de acuerdo a sus leyes en la mate-
ria; y finalmente, el punto tres se refiere a los instru-
mentos con que cuentan en materia metropolitana.

Definiciones 

Tanto la legislación de Jalisco como las de Nuevo Le-
ón, Baja California y Oaxaca coinciden en definir a la
zona metropolitana como el centro de población cuyo
territorio ocupa dos o más municipios y tiene una po-
blación superior a los 50 mil habitantes. No obstante,
estas legislaciones aportan variaciones en sus defini-
ciones; por ejemplo, en el caso de Jalisco, además de
lo ya mencionado, se reconoce la existencia de una re-
gión metropolitana la cual es definida como “aquella
que está integrada por un área metropolitana y uno o
más centros de población, geográficamente cercanos,
con tendencias de crecimiento que los acerquen y re-
lacionen socioeconómicamente con el área metropoli-
tana”;3 por otro lado, las leyes de Baja California y
Oaxaca coinciden con la de Nuevo León al señalar que
las zonas metropolitanas, deben ser un “área urbana,
[cuyas] funciones y actividades rebasan el límite del
Municipio que originalmente la contenía, incorporan-
do como parte de sí misma o de su área de influencia
directa a municipios vecinos, con los que mantiene un
alto grado de integración socioeconómica”.4 En el ca-
so particular de Baja California, se reconoce como zo-
nas metropolitanas o parte de ellas a los “poblados o
municipios, demarcaciones territoriales o asentamien-
tos humanos que cuenten con una ciudad de un millón
o más de habitantes” o a aquellos que “cuenten con
ciudades de 250 mil o más habitantes y que comparten
procesos de conurbación con ciudades de Estados Uni-
dos de América”.5 Otra particularidad se presenta en
el caso de Oaxaca6 que, además de definir el término
de zona metropolitana, desarrolla los conceptos de
Municipios Centrales, Municipios Exteriores y Muni-
cipios Metropolitanos, los cuales son jerarquías de in-
fluencia dentro de la zona metropolitana; los primeros
son aquellos municipios donde se encuentra la ciudad
origen de la zona metropolitana,7 los segundos son
aquellos que, con base en criterios estadísticos y geo-
gráficos, son colindantes con los Municipios Centrales
y presentan una alta integración funcional con éstos,
pero no presentan conurbación con la ciudad principal
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y, sin embargo, son predominantemente urbanos;8 por
último, los municipios metropolitanos9 son aquellos
que aun cuando no pertenecen directamente al área
metropolitana son incluidos en ésta por criterios de
planeación y política urbana, al ser reconocidos como
parte de la misma por los Gobiernos Federal y Estatal
y además cuentan con instrumentos que regulan su de-
sarrollo urbano y la ordenación de su territorio.

Estructuras y Facultades

Se ha observado que las entidades federativas mencio-
nadas en el punto anterior, cuentan con estructuras po-
lítico-administrativas y facultades distintas para lograr
la coordinación intermunicipal en las áreas o zonas
metropolitanas. Por lo anterior, hemos considerado
pertinente explicar brevemente cada caso por separa-
do. 

Jalisco

La Ley de coordinación metropolitana del Estado de
Jalisco considera materia de este tema a la planeación
del desarrollo sustentable metropolitano, la infraes-
tructura, la realización de funciones y prestación de
servicios públicos municipales, en coordinación o aso-
ciación metropolitana, y los temas que establezca el
convenio respectivo o autoricen conjuntamente los
ayuntamientos. 

En el caso de esta entidad, existen, de acuerdo a su ley
en la materia, los siguientes órganos:10 Junta de Coor-
dinación Metropolitana, Instituto Metropolitano de
Planeación y el Consejo Ciudadano Metropolitano. 

La Junta es un órgano intermunicipal de coordinación
política, integrado por los presidentes municipales co-
rrespondientes y la persona titular del ejecutivo del Es-
tado, tiene un secretario técnico que realiza funciones
de carácter ejecutivo y es el director del Instituto. La
presidencia de este órgano es rotativa entre todos los
presidentes municipales, por periodos de seis meses,
en orden alfabético de acuerdo a los nombres de los
municipios integrantes. 

El Instituto es un órgano descentralizado con persona-
lidad, patrimonio propio y autonomía técnica que co-
ordina la planeación del área o región metropolitana y
apoya a la Junta de Coordinación Metropolitana; es
encabezado por un director e integrado por las áreas

administrativas que se consideren en cada estatuto or-
gánico correspondiente. 

Por último, el Consejo Ciudadano es un órgano con-
sultivo de participación ciudadana integrado por re-
presentantes vecinales y organizaciones civiles, profe-
sionales y académicas asentadas en el área o región
metropolitana, estará integrado de acuerdo a lo que es-
tipule el estatuto orgánico, tiene un presidente electo
entre sus propios integrantes y puede tener un secreta-
rio técnico que dependerá administrativamente del ins-
tituto. 

Cabe señalar que la ley citada también señala el pro-
cedimiento y documentos requeridos para realizar la
constitución de un área o región metropolitana.11

Nuevo León

La Ley de Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo Le-
ón señala la posibilidad de creación de comisiones tan-
to para zonas conurbadas, zonas y regiones metropoli-
tanas. 

En el primer caso, cuando dos o más centros de pobla-
ción situados en territorios de dos o más municipios
formen o tiendan a formar una continuidad física y de-
mográfica, el Estado y los municipios respectivos, de-
berán planear y regular de manera conjunta y coordi-
nada el fenómeno de la conurbación por lo cual,
celebrarán un convenio.12 Después de que sea publica-
do el convenio mencionado, se deberán constituir las
Comisiones de las Zonas Conurbadas respectivas, las
cuales estarán integradas por la persona titular del go-
bierno estatal quien presidirá la Comisión; las perso-
nas presidentes de los municipios que irán en repre-
sentación de sus ayuntamientos y de entre los cuales se
elegirá al secretario de la Comisión, y por el titular de
la dependencia estatal en materia de Desarrollo Urba-
no; además, podrán invitar a participar en las sesiones
a representantes de otras dependencias y entidades a
nivel federal, estatal y municipal cuando sea conve-
niente. Las materias de interés de las zonas conurbadas
son: la planeación urbana y el ordenamiento territorial,
infraestructura para la movilidad urbana, construcción,
habilitación y adecuada dotación de destinos de suelo
que incidan o tengan efectos en la zona conurbada, el
agua potable, protección al medio ambiente y a la eco-
logía, residuos sólidos, prevención de riesgos y pro-
tección civil, zonas de colindancia, imagen urbana,
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equipamiento urbano, suelo y reservas territoriales, re-
densificación y el uso eficiente del espacio.  Las fun-
ciones que tienen estas comisiones están relacionadas
principalmente con la formulación y actualización de
los programas de ordenación de la zona conurbada, y
la protección y mejoramiento de la zona conurbada.  

En cuanto a las zonas metropolitanas, cuentan con una
estructura de coordinación metropolitana, la cual está
enfocada al desarrollo urbano, y debe constituirse des-
pués de que se integre el convenio de coordinación. La
Comisión Metropolitana de Desarrollo Urbano está in-
tegrada por la persona titular del ejecutivo estatal,
quien presidirá la comisión, el titular de la dependen-
cia estatal en cuestión, y por las personas que tengan
el cargo de presidentes municipales de los municipios
integrantes de la zona metropolitana. Además, los mu-
nicipios de la zona metropolitana podrán constituir
asociaciones intermunicipales, fondos e instrumentos
financieros para llevar a cabo acciones, obras o servi-
cios públicos que tengan interés metropolitano. 

Finalmente, en relación a las regiones metropolitanas,
éstas tendrán Comisiones de Planeación Regional, las
cuales también deben constituirse después del conve-
nio respectivo y estarán integradas de la misma forma
que las comisiones conurbadas. Las principales fun-
ciones de estas comisiones son las mismas que las de
las zonas conurbadas pero a nivel regional. 

Cabe mencionar que los acuerdos que se tomen en ca-
da una de las comisiones son vinculantes y obligato-
rios tanto para las autoridades estatales como munici-
pales. 

Baja California

En la Ley de Zonas Metropolitanas del Estado de Ba-
ja California, se consideran materia metropolitana los
temas de desarrollo urbano, protección al ambiente,
preservación y restauración del equilibrio ecológico,
transporte, agua potable y drenaje, recolección, trata-
miento y disposición de desechos sólidos, y seguridad
pública. Las estructuras que contempla son Consejos
de Desarrollo Metropolitanos integrados por autorida-
des municipales, estatales y federales. Sus funciones
están principalmente encaminadas a determinar los
criterios de elaboración, ejecución, financiamiento y
evaluación de los planes, estudios, evaluaciones, ac-
ciones, programas, proyectos y obras de infraestructu-

ra y su equipamiento que se postulen al Fondo Metro-
politano, con el Plan Nacional y Estatal de Desarrollo
y a los programas de desarrollo regional, urbano y es-
peciales que se deriven del mismo, así como con los
planes y programas de desarrollo urbano del ámbito
estatal y municipal.  

Oaxaca 

La Ley de Coordinación para el Desarrollo Metropo-
litano Sustentable del Estado de Oaxaca establece
concurrencia entre la federación, la entidad federativa
y los municipios en los temas de seguridad pública,
vialidad, transporte, protección civil, ecología y salud;
además de reconocer la facultad de la zona metropoli-
tana, a través de su Instituto de Planeación para el De-
sarrollo Sustentable, de tratar los temas de agua, al-
cantarillado, urbanización, infraestructura, vivienda,
áreas industriales, comerciales y de servicios cuando
sean de interés metropolitano. 

Su estructura actual13 se compone por un Instituto de
Planeación para el Desarrollo Metropolitano, el cual es
un organismo descentralizado con funciones de planea-
ción integral en las zonas metropolitanas dentro de la
entidad federativa y está integrado por un Consejo Di-
rectivo;14 el Comité Técnico del Fideicomiso que está
encargado de autorizar la administración y entrega de
recursos económicos del Fondo Metropolitano y del Fi-
deicomiso e integrado por representantes de las depen-
dencias de la administración pública estatal;  un Conse-
jo Honorario Metropolitano de Participación Ciudadana
como órgano de consulta y opinión de la sociedad cuyo
objetivo es ser el medio de expresión de los habitantes
de las Zonas Metropolitanas en torno a las acciones me-
tropolitanas; las Comisiones de Concertación y Pro-
puesta Sectorial tendrán como objetivo fundamental ser
el medio de expresión de los habitantes de cada Zona
Metropolitana para integrar su Agenda Metropolitana y
funcionarán como órganos de consulta, opinión y con-
certación de Autoridades Municipales, representantes
de los Núcleos Agrarios y de la sociedad civil. 

Instrumentos Metropolitanos

De acuerdo a las leyes estatales en la materia, los ins-
trumentos con los que cuentan son los siguientes: 

En Jalisco, de acuerdo a su ley en la materia, cuentan
con un Convenio de coordinación metropolitana para
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área o región metropolitana,15 el estatuto orgánico de
las instancias de coordinación metropolitana que tiene
carácter de reglamento intermunicipal, la agenda me-
tropolitana, el plan de ordenamiento territorial metro-
politano, los programas de desarrollo metropolitano 16

y los proyectos específicos derivados del mismo, el Fi-
deicomiso Metropolitano como fondo único de admi-
nistración de los recursos financieros del área o región
metropolitana, el Programa Anual de Inversión que
contendrá los proyectos metropolitanos que se realiza-
rán con recursos del Fideicomiso Metropolitano y los
acuerdos que tome la Junta en sus sesiones. 

En el caso de Nuevo León, las áreas conurbadas cuen-
tan con un convenio de conurbación, programa de or-
denación de la zona conurbada y los programas de de-
sarrollo urbano de las zonas conurbadas; las áreas
metropolitanas cuentan con un convenio de coordina-
ción metropolitana, los instrumentos financieros inter-
municipales acordados por los municipios metropoli-
tanos y los convenios de asociación intermunicipal , y
las regiones tienen el programa de ordenación regional
y los programas regionales de desarrollo urbano. 

En Baja California las zonas metropolitanas cuentan
con los planes y programas de desarrollo metropolita-
no y el Fondo Metropolitano.17

Por último, en Oaxaca, existen la Agenda Metropolita-
na, el plan o programa de desarrollo metropolitano, el
plan o programa de ordenación de zona metropolitana,
el Fondo Metropolitano y su Fideicomiso, los conve-
nios de coordinación y los proyectos metropolitanos. 

C.4 Estructura y gobernabilidad metropolitana en
dos metrópolis mexicanas

Derivado del análisis de la legislación metropolitana
en las entidades federativas del país, distinto a las de
la región centro del país, destacan dos de ellas que me-
recen detenimiento: la zona metropolitana de Guada-
lajara y la de Monterrey.

C.4.1 Área Metropolitana de Guadalajara

La Zona Metropolitana de Guadalajara se conforma
por nueve municipios del estado de Jalisco, Guadala-
jara, Zapopan, San Pedro Tlaquepaque, Tonalá, El Sal-
to, Tlajomulco de Zúñiga, Juanacatlán, Ixtlahuacán de
los Membrillo y Zapotlanejo. Por su número de habi-

tantes es la segunda zona metropolitana en importan-
cia en el país con una población de 4,427,618 habitan-
tes, según estimaciones del INEGI en 2011.

Las instancias metropolitanas del Área Metropolitana
de Guadalajara (AMG) se crean a partir de la expedi-
ción de la Ley de Coordinación Metropolitana.

La Junta de Coordinación Metropolitana es el órgano
colegiado de coordinación política de representación
del Área Metropolitana de Guadalajara, integrado por
los nueve presidentes municipales de los municipios
del AMG y el Gobernador del Estado, cuenta con un
Secretario Técnico en funciones ejecutivas, que es a su
vez el Director General del IMEPLAN, y que a su vez
es nombrado por la Junta. Los actos e instrumentos y
acuerdos, tomados por la junta metropolitana son de
carácter obligatorio una vez que los ayuntamientos los
aprueban.

La junta también aprueba los montos de recursos que
cada municipio propone aportar a las tareas de coordi-
nación metropolitana y que tiene que ser aprobados
por el ayuntamiento en el presupuesto de cada munici-
pio.

El Instituto Metropolitano de Planeación del Área Me-
tropolitana de Guadalajara (IMEPLAN) es un organis-
mo público descentralizado (OPD) intermunicipal,
con personalidad jurídica, patrimonio propio, autono-
mía financiera, técnica y de gestión en el ejercicio de
sus atribuciones.

Tiene por objeto elaborar y proponer instrumentos de
planeación metropolitana, estudios y propuestas de
proyectos, así como mecanismos que mejoren el aco-
plamiento de las Instancias de Coordinación Metropo-
litana pudiendo intervenir en todas las fases de las po-
líticas de coordinación metropolitana en el ámbito de
sus atribuciones.

Los instrumentos y mecanismos están sujetos a la au-
torización de la Junta de Coordinación Metropolitana
y según corresponda, a su posterior análisis y en su ca-
so aprobación por parte de los Ayuntamientos inte-
grantes del Área Metropolitana de Guadalajara
(AMG), conforme a lo que determina el Estatuto y las
disposiciones vigentes.

Su organigrama es el siguiente:
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Las agencias metropolitanas también obedecen el cri-
terio de ser organismos públicos descentralizados in-
termunicipales.

La Agencia Metropolitana de Seguridad es la primera
agencia metropolitana en consolidarse. La agencia se
creó en colaboración de los nueve municipios metro-
politanos y el gobierno del estado, siendo firmado su
convenio de creación el 31 de octubre de 2016, bajo la
forma de organismo público descentralizado intermu-
nicipal y ya opera de manera autónoma.

Se tiene contemplado conformar también las siguien-
tes agencias metropolitanas: 

Agencia Metropolitana de Medio Ambiente, Agencia
Metropolitana de Movilidad, Agencia Metropolitana
de Gestión de Residuos Sólidos, Agencia Metropolita-
na de Urgencias médicas, Agencia Metropolitana de
Espacios Públicos y Áreas Verdes (respecto de los
cuales ya se han llevado a cabo mesas de trabajo ten-
dientes a su creación), Agencia Metropolitana de Co-
operación Internacional (se encuentra en fase de pro-
yección), y el Consejo de Mejora Regulatoria, realiza
ya estudios de impacto regulatorio, diseño institucio-
nal y gestión metropolitana.

El Consejo Consultivo de Planeación Metropolitana es
el órgano colegiado integrado por representantes de
los gobiernos Municipales del Área Metropolitana de
Guadalajara, del Gobierno del Estado, del Instituto
Metropolitano de Planeación u otras dependencias y
entidades del Gobierno Federal, Nacionales o Interna-
cionales, incluyendo entes Intermunicipales.

Apoya técnicamente a las Instancias de Coordinación
Metropolitana del AMG en la planeación, promoción

y gestión del desarrollo metropolitano. Constituye el
enlace institucional de concertación para la ejecución
de la política metropolitana.

Contribuye a una adecuada coordinación interguber-
namental para armonizar las políticas metropolitanas
con las políticas municipales, estatales y federales.

El Consejo Metropolitano Ciudadano es un órgano
consultivo intermunicipal de participación ciudadana
y carácter honorifico, integrado por representantes de
asociaciones vecinales, organizaciones civiles, profe-
sionales y académicas. Realiza el seguimiento y eva-
luación de asuntos metropolitanos, elabora y canali-
za propuestas desde la sociedad civil. Cuenta con
presupuesto elaborado y administrado por el IME-
PLAN.19

La Zona Metropolitana de Guadalajara cuenta con un
Consejo de Desarrollo para la zona, requisito estable-
cido en las reglas de operación del Fondo Metropoli-
tano para el acceso a los recursos del mismo aprobado
en el Presupuesto de Egresos de la Federación. Para el
ejercicio 2017 los recursos aprobados por la Cámara
de Diputados para esta zona metropolitana son de
327,941,428 pesos.

Por su parte, las instancias de coordinación metropoli-
tana para el ejercicio fiscal 2017 ejercerán un presu-
puesto de 35 millones de pesos de recursos locales, de
los cuales el gobierno del estado transfirió al IME-
PLAN 25 millones derivados del Fondo Metropolita-
no (fondo local, toda vez que el IMEPLAN no ejerce
recursos federales), los restantes 10 millones provie-
nen de las aportaciones que los municipios integrantes
del área metropolitana. La aportación de cada munici-
pio se determina con base en el factor promedio resul-
tante de los factores de población, participaciones y
aportaciones de los municipios al Fondo Metropolita-
no conforme a lo establecido en el año 2014, conside-
rado año base, y los montos podrán variar año con año
según se acuerde para el establecimiento del monto
mínimo de aportación anual por municipio.

En diciembre de 2016 se emite el Programa Anual de
trabajo 2017, que es aplicable a todas las instancias de
coordinación metropolitana.20

C.4.2 Zona Metropolitana de Monterrey
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La Zona Metropolitana de Monterrey está conformada
por 12 municipios: Apodaca, Cadereyta de Jiménez,
García, San Pedro Garza García, General Escobedo,
Guadalupe, Juárez, Monterrey, Salinas Victoria, San
Nicolás de los Garza, Santa Catarina, y Santiago. Por
su número de habitantes es la tercera zona metropoli-
tana en importancia en el país, la población de la zona
metropolitana según el censo de 2010 es de 3,738,077
habitantes, de los que casi un tercio se asientan en el
municipio de Monterrey.

Aunque existen planes de desarrollo urbano de los mu-
nicipios más poblados de la metrópoli que hacen refe-
rencia al fenómeno metropolitano y de conurbación, y
también existe el Plan Metropolitano 2000-2021, que
contempla a nueve municipios y al gobierno del esta-
do, y existe el plan sectorial de Transporte y Vialidad
del Área Metropolitana de Monterrey 2008-2030, los
temas metropolitanos de la Zona Metropolitana de
Monterrey son atendidos de manera centralizada por la
dependencia del ejecutivo estatal correspondiente, la
que convoca a los presidentes municipales de los mu-
nicipios involucrados. Así, los temas de seguridad son
coordinados por la Secretaría de Seguridad Pública del
Gobierno del Estado; la coordinación en materia de
obras a financiar con el Fondo Metropolitano es res-
ponsabilidad de la Secretaría de Infraestructura; hay
también organismos descentralizados con implicacio-
nes metropolitanas como Servicios de Agua y Drenaje
de Monterrey, pero también cada municipio cuenta
con el organismo operador de agua y alcantarillado co-
rrespondiente.

Al igual que en el resto de las zonas metropolitanas re-
conocidas en el país, se instaló desde 2008 el Consejo
para el Desarrollo Metropolitano de la Ciudad de
Monterrey. En el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el ejercicio fiscal 2017, la Cámara de Di-
putados aprobó para la Zona Metropolitana de Monte-
rrey la cantidad de 282,12,636.

Recientemente al inicio de la gestión de los presiden-
tes municipales de Monterrey, Guadalupe, San Pedro,
San Nicolás, Apodaca, Escobedo, Santiago, Juárez,
Santa Catarina, García y Cadereyta, aún en funciones,
dieron forma a la Asociación Metropolitana de Alcal-
des en Nuevo León, una asociación no institucional de
coordinación metropolitana, que no ha producido ma-
yores resultados.

El tema metropolitano en Monterrey carece de meca-
nismos institucionales de coordinación permanente,
no hay instrumentos públicos que den cuenta de es-
fuerzos de coordinación intermunicipal. Los subtemas
metropolitanos tienen un enfoque casuístico y se abor-
dan de manera particular desde la óptica estatal.

D. Legislación, estructura y gobernabilidad en la
Región Centro de México (Ciudad de México, Esta-
do de México, Morelos, Hidalgo, Tlaxcala, Puebla y
Querétaro)

D.1 Marco jurídico metropolitano 

D.1.1 Marcos constitucionales de las entidades fe-
derativas de la Región Centro de México

En la Región Centro de México, las entidades federa-
tivas que hasta ahora se han observado y que contie-
nen, en sus respectivas constituciones, el tema metro-
politano son la Ciudad de México, el Estado de
México y Puebla.  El trato y profundidad al abordar el
tema metropolitano entre las entidades que lo contem-
plan en su constitución local respectiva es desigual co-
mo puede observarse a continuación: 

Ciudad de México

La Constitución de la Ciudad de México considera,
como uno de sus principios rectores, el desarrollo eco-
nómico sustentable y solidario con visión metropolita-
na. Para lograr lo anterior, la constitución local esta-
blece la creación del Instituto de Planeación
Democrática y Prospectiva de la Ciudad de México
que tendrá a su cargo la elaboración y seguimiento tan-
to del Plan General de Desarrollo como del Programa
General de Ordenamiento Territorial; además de la fa-
cultad de participar en la integración de los instrumen-
tos de planeación para la Zona Metropolitana del Va-
lle de México y en los acuerdos regionales en los que
participe.

Por otro lado, al considerar la situación geográfica, hi-
drológica y biofísica de la Ciudad de México, se hace
patente la necesidad de implementar políticas especia-
les en materia de gestión hidrológica, protección am-
biental, adaptación a fenómenos climáticos, preven-
ción y protección civil; por lo cual, esta entidad
integrará un sistema de áreas naturales protegidas cu-
ya administración, vigilancia y manejo se realizará a
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través de un organismo público, sujeto a los princi-
pios, orientaciones, regulaciones y vigilancia que esta-
blezcan las leyes correspondientes, en coordinación
con las alcaldías, la Federación, las demás entidades
federativas involucradas y los municipios conurbados.

En relación a lo anterior, la Ciudad se regirá por los
criterios de sustentabilidad, minimización de la huella
ecológica y reversión del daño ambiental. En éste sen-
tido, el servicio público relativo a la gestión del agua
que presta el Gobierno de la Ciudad lo realizará un or-
ganismo público que coordinará las acciones de las
instituciones locales, atendiendo la perspectiva metro-
politana y la visión de cuenca. 

En materia de movilidad y accesibilidad, la constitu-
ción local ordena que las políticas que desarrollarán y
ejecutarán las autoridades de la ciudad deberán pro-
mover la coordinación con otras entidades en los sis-
temas de movilidad metropolitana.

Por otro lado, para incrementar el bienestar social y la
economía distributiva, los niveles del gobierno local
garantizarán, en el ámbito de sus competencias, los
medios de coordinación con el gobierno federal, las
instancias metropolitanas y los sectores privado y so-
cial. 

En cuanto a la Coordinación Metropolitana y Regio-
nal, las autoridades deberán impulsar gradualmente un
desarrollo incluyente, funcional y eficiente en coordi-
nación con la Federación, los Estados y Municipios
conurbados de la Zona Metropolitana del Valle de Mé-
xico y la Región Centro del país, afín a los Sistemas de
Planeación Nacional y de la Ciudad de México. En re-
lación a lo anterior, la Ciudad de México, al participar
en organismos metropolitanos, deberá hacerlo corres-
ponsablemente con el objetivo de mejorar las condi-
ciones de habitabilidad, movilidad, sustentabilidad y
la calidad de vida en la metrópoli. Así mismo, los ni-
veles de gobierno de la ciudad deberán impulsar la
creación de instancias y mecanismos de coordinación
con la Federación, las entidades federativas y los mu-
nicipios para la planeación democrática del desarrollo
y la prestación de servicios públicos de impacto regio-
nal y metropolitano, en materia de asentamientos hu-
manos, gestión ambiental, movilidad, transporte, agua,
saneamiento, gestión de residuos, seguridad ciudadana
y demás facultades concurrentes que establezcan la
Constitución federal, local y las leyes en la materia. 

La Constitución local faculta a la Jefatura de Gobier-
no a suscribir convenios y concertar con la Federación,
las entidades federativas y los municipios conurbados,
lo relacionado con la ejecución y operación de obras,
prestación de servicios públicos o la realización de ac-
ciones conjuntas. También faculta al Cabildo de la
Ciudad de México para opinar y proponer los proyec-
tos de obra de los fondos metropolitanos. 

En el mismo documento se menciona que la Ciudad de
México participará en el Consejo de Desarrollo Me-
tropolitano. Por otra parte, el Congreso de la Ciudad
de México impulsará la coordinación con los congre-
sos locales de las entidades de la Zona Metropolitana
del Valle de México y autorizará los montos para la
aportación de recursos materiales, humanos y finan-
cieros a que se comprometa la Ciudad en materia me-
tropolitana.

Así mismo, el Cabildo de la Ciudad de México im-
pulsará ante el Consejo de Desarrollo Metropolitano y
los organismos correspondientes los mecanismos de
coordinación metropolitana y regional que especifi-
quen los objetivos, plazos, términos, recursos y res-
ponsables para la ejecución, seguimiento y evaluación
de las acciones y programas acordados, así como de
participación y representación ciudadana en los mis-
mos. Las alcaldías podrán suscribir acuerdos de coor-
dinación para la prestación de servicios públicos con
los municipios conurbados y podrán, en forma subor-
dinada con el Gobierno de la Ciudad de México, par-
ticipar en las diversas instancias de coordinación me-
tropolitana.

Por otro lado, la Constitución local especifica que los
poderes públicos y las alcaldías propiciarán la partici-
pación ciudadana en la elaboración, ejecución y eva-
luación de la política de coordinación regional y me-
tropolitana, de acuerdo a los mecanismos pertinentes,
propiciando siempre la democracia directa y partici-
pativa y cuyos resultados, acuerdos y convenios esta-
rán sujetos a la transparencia. También contempla la
figura de consulta ciudadana vinculatoria para la sus-
cripción de acuerdos relacionados con ejecución de
obras y la prestación de servicios públicos cuando és-
tas afecten a la población de la ciudad o a una parte de
ella. Además, el Congreso de la Ciudad deberá pro-
mover la conformación del Parlamento Metropolita-
no.
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Estado de México

En esta entidad, su constitución establece la posibili-
dad de que los municipios puedan coordinarse y aso-
ciarse para cumplir con mayor eficacia sus funciones,
no obstante, en los casos en que se planee la coordina-
ción sea con municipios externos a esta entidad, debe-
rá ser aprobado por la legislatura local. Además, la le-
gislatura local está facultada para aprobar la
integración de zonas metropolitanas. 

Por otro lado, la constitución faculta al titular del go-
bierno a formular, ejecutar, controlar y evaluar los pla-
nes metropolitanos y regionales previa consulta a los
ayuntamientos involucrados. También señala que den-
tro de su Sistema Estatal de Planeación Democrática
se contempla la creación de planes y programas me-
tropolitanos y la participación ciudadana en el proceso
de planeación democrática de estos. 

En materia metropolitana, el Gobierno del Estado de
México y los Ayuntamientos de los municipios debe-
rán participar en la planeación y ejecución de acciones
coordinadas con la Federación y con las entidades fe-
derativas colindantes con el Estado, en las materias de:
Abasto y Empleo, Agua y Drenaje, Asentamientos Hu-
manos, Coordinación Hacendaría, Desarrollo Econó-
mico, Preservación, Recolección, Tratamiento y Dis-
posición de Desechos Sólidos, Protección al
Ambiente, Protección Civil, Restauración del Equili-
brio Ecológico, Salud Pública, Seguridad Pública y
Transporte, Turismo y aquellas que resulten necesa-
rias, además de conformar con dichas entidades las co-
misiones metropolitanas en las que concurran y parti-
cipen. En relación con lo anterior, la constitución local
señala que tanto el gobierno local como los ayunta-
mientos respectivos deberán establecer, en cada ejerci-
cio presupuestal, las partidas necesarias para ejecutar
planes y programas metropolitanos y constituir fondos
financieros comunes para la ejecución de acciones co-
ordinadas, regular la ejecución conjunta y coordinada
de los planes, programas y acciones que de ellos deri-
ven a través de las comisiones metropolitanas. Tam-
bién, el gobierno estatal y los ayuntamientos podrán
suscribir convenios con la Federación, los Estados y
municipios limítrofes y la Ciudad de México para la
ejecución de obras, operación y prestación de servi-
cios públicos o la realización de acciones en las mate-
rias que fueren determinadas por las comisiones me-
tropolitanas y dar publicidad a los acuerdos y

convenios que se suscriban para dar cumplimiento a
los planes metropolitanos.

Puebla

En el caso de esta entidad federativa, su constitución
observa el fenómeno metropolitano desde la perspec-
tiva de los convenios que pueden llegar a celebrar los
Ayuntamientos municipales de las zonas conurbadas o
metropolitanas. Estos convenios deberán ser aproba-
dos por las dos terceras partes de los integrantes de los
ayuntamientos involucrados y serán para emitir “re-
glamentos intermunicipales que normen la prestación
de los servicios públicos y el mejor ejercicio de las
funciones que les correspondan [además de] linea-
mientos con el objeto de homologar los requisitos que
se requieran en cada uno de sus Municipios para el
otorgamiento de autorizaciones, permisos, licencias,
concesiones, registros, constancias, dictámenes, em-
padronamientos y demás trámites que soliciten los
particulares”.21 Los reglamentos de los que se hace
mención, señala la Constitución local, deberán prever
las autoridades que tendrá cada municipio que ejerce-
rán sus atribuciones en su respectivo territorio.

Hidalgo, Tlaxcala y Morelos.

En estas entidades federativas, si bien no mencionan a
las zonas metropolitanas, si contemplan a las conurba-
ciones o continuidades demográficas intermunicipales
y, en su caso, las conurbaciones entre entidades. 

En las constituciones locales de Hidalgo, Tlaxcala y
Morelos se estipula que los Ayuntamientos municipa-
les pueden coordinarse y asociarse para mejorar la
prestación de servicios públicos o mejorar el ejercicio
de sus funciones por medio de la celebración de con-
venios. Así mismo, cuando la asociación se presente
entre municipios que no pertenezcan a la misma enti-
dad, deberán contar con la aprobación de las legislatu-
ras de sus entidades.

Por otro lado, las constituciones referidas también se-
ñalan que cuando los centros urbanos situados en te-
rritorios municipales que superen los límites de su en-
tidad federativa, la Federación, el Estado y los
municipios respectivos planearán y regularán, en el
ámbito de sus competencias, el desarrollo de dichos
centros.
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Querétaro

Esta entidad no hace referencia en su Constitución a
las zonas metropolitanas o a las áreas conurbadas. 

D.1.2 Legislación metropolitana y regional

a) Definición de zona metropolitana o área conurba-
da en las distintas legislaciones

La Ciudad de México, en su actual Ley de Desarrollo
Metropolitano para el Distrito Federal (Artículo 2.
Fracción VII) define la Zona Metropolitana del Valle
de México como la “conurbación entre las delegacio-
nes del Distrito Federal y los Estados y municipios de
otras entidades de la República Mexicana, entre cuyos
núcleos de población existan vinculaciones económi-
cas y sociales que hagan necesaria la planificación
conjunta y la coordinación de determinados servicios
y obras.”

Por su parte, el Estado de México, en su Código Ad-
ministrativo del Estado de México, define conurbación
como “la continuidad física y demográfica que formen
o tiendan a formar dos o más centros de población ubi-
cados en el territorio de dos o varios municipios del
Estado de México y parte de la Ciudad de México”.
Así mismo, define zona metropolitana como “el espa-
cio territorial cuya delimitación abarca a uno o más
centros de población y las zonas adyacentes sobre las
que tienen influencia dominante, ubicados en el terri-
torio de dos o más municipios, pertenecientes a una o
más entidades federativas y del Distrito Federal en su
caso”22 Las legislaciones de Hidalgo,23 Morelos24 y
Puebla25 definen como zona conurbada o conurbación
a aquella área urbana que supera los límites político –
administrativos de dos o más municipios contiguos.
También definen el concepto de Zona Metropolitana
como el espacio territorial que está sujeto a la influen-
cia dominante de un centro de población, pero en las
legislaciones de Hidalgo y Morelos se agrega que de-
be estar “enfocado hacia las atribuciones de los Muni-
cipios y las Entidades Federativas en cuanto a la Coor-
dinación Intergubernamental e interestatal para su
administración”.26

Por otro lado, las leyes de las entidades de Hidalgo y
Morelos también hacen referencia a los conceptos de
municipios centrales y municipios exteriores27 los
cuales denominan, en el primer caso, a los municipios

que originan la zona metropolitana y están conurba-
dos, y en el segundo caso, a los municipios que perte-
necen a la zona metropolitana pero no tienen conurba-
ción.

En otro sentido, Hidalgo añade el concepto Zona Me-
tropolitana del Valle de México y lo define como el
“ámbito inmediato de influencia socio-económica y fí-
sico espacial del área urbana del Valle de México” y
precisa que está integrada por las demarcaciones de la
Ciudad de México, 59 municipios del Estado de Mé-
xico y 29 pertenecientes al Estado de Hidalgo. 

En su caso, aunque la Constitución de Tlaxcala men-
ciona que se creará una ley específica que coordine y
regule la conurbación, la asociación y la cooperación
entre los municipios, hasta el momento solo existe la
Ley de Ordenamiento Territorial para el Estado de
Tlaxcala, que no define ni zona conurbada ni zona
metropolitana. No obstante, en los artículos 38 al 43
de la citada ley, hace referencia a lo que procederá
cuando se formen conurbaciones dentro de esa enti-
dad. 

Finalmente, el Código Urbano del Estado de Queréta-
ro no contiene ninguna definición de conurbación ni
de área metropolitana.

b) Estructuras

Ciudad de México y Estado de México

En la Ciudad de México, la responsabilidad dentro de
su territorio en relación a la coordinación metropolita-
na recae en la Secretaría de Gobierno a través de la
Subsecretaría de Coordinación Metropolitana y Enla-
ce Gubernamental. Por su parte, en el Estado de Mé-
xico existe la Secretaria de Desarrollo Metropolitano
que coordina, dentro de su territorio, las zonas metro-
politanas que tiene.

Al existir conurbación y una zona metropolitana entre
la Ciudad de México y el Estado de México, se han
creado diversas comisiones metropolitanas para aten-
der los temas de Salud, Seguridad Pública y Procura-
ción de Justicia, Transporte y Vialidad, Agua y Drena-
je, Asentamientos Humanos, Medio Ambiente,
Coordinación Metropolitana, Protección Civil, y De-
sarrollo Económico y Competitividad.
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Hidalgo

En Hidalgo, de acuerdo a la Ley de Coordinación pa-
ra el Desarrollo Metropolitano del Estado de Hidalgo,
se mencionan, de forma no limitativa, como temas de
la agenda metropolitana los relacionados con el trans-
porte y la vialidad, el agua y el drenaje, la seguridad
pública y la procuración de justicia, los asentamientos
humanos, el medio ambiente, la salud y la protección
civil. Así mismo señala que existen los siguientes ór-
ganos de coordinación metropolitana:

El Consejo Estatal Metropolitano es un órgano jerár-
quico de consulta, opinión y decisión del plan, pro-
gramas, acciones y proyectos de desarrollo metropo-
litano. Está integrado por la persona titular del Poder
Ejecutivo estatal; el Coordinador de Desarrollo Me-
tropolitano del Estado de Hidalgo; los secretarios de
Gobierno; Finanzas; Obras Públicas, Comunicacio-
nes, Transportes y Asentamientos; Desarrollo Econó-
mico, Planeación y Desarrollo Regional; Educación
Pública; Contraloría; Salud Pública; Seguridad Públi-
ca; el procurador General de Justicia estatal; un re-
presentante del Congreso del Estado de Hidalgo; un
representante de SEDESOL del gobierno federal, un
representante de la Universidad Autónoma del Estado
de Hidalgo; el Presidente de la Asociación de Munici-
pios del Estado de Hidalgo; los Presidentes Munici-
pales que integren las zonas metropolitanas y los Or-
ganismos Públicos Descentralizados. Las facultades
de este órgano están relacionadas con la promoción
del desarrollo económico y a la competitividad en el
crecimiento de las Zonas Metropolitanas; las reglas
de operación y administración de las Comisiones Me-
tropolitanas; el diseño de los programas y acciones de
la Agenda Metropolitana; convenios para atender re-
querimientos generados por las Conurbaciones y Zo-
nas Metropolitanas; definición de los programas y ac-
ciones de construcción y conservación de vialidades,
servicio de transporte públicos y tránsito vehicular
metropolitano; fomento a la participación social en
las acciones de desarrollo, prestación y mejoramiento
de los servicios públicos metropolitanos; aprobación
de recursos financieros y el establecimiento y la con-
certación de programas de urbanización, infraestruc-
tura, vivienda, áreas industriales, comerciales y de
servicios a nivel metropolitano.

La Coordinación de Desarrollo Metropolitano del Es-
tado de Hidalgo será la unidad administrativa faculta-

da para la atención del tema metropolitano en la enti-
dad, además de ser el medio de consulta y opinión en-
cargada de dar seguimiento y evaluar a las Comisio-
nes Metropolitanas, al plan, programas, proyectos,
acciones y obras de carácter metropolitano; así como
la instancia de estudio, análisis y concertación de pro-
yectos metropolitanos. Entre sus facultades están: la
planeación del Desarrollo Metropolitano de la enti-
dad; la promoción para la coordinación de acciones
para el desarrollo al interior de las Zonas Metropoli-
tanas; coordinar con los Municipios integrantes de las
Zonas Metropolitanas los convenios, acuerdos y line-
amientos para la elaboración de los programas del de-
sarrollo metropolitano; integrar los diagnósticos téc-
nicos y jurídicos que sean necesarios; proponer los
lineamientos y modalidades de desarrollo urbano;
promover, coordinar y evaluar las acciones y progra-
mas orientados al desarrollo de las Zonas Metropoli-
tanas; participar en la formulación de iniciativas de
Ley, reformas o adiciones a la Legislación Estatal que
el Titular del Ejecutivo presente al Congreso del Es-
tado, en las materias que se vinculen en el ámbito me-
tropolitano; asesorar a los municipios en materia de
desarrollo metropolitano; proponer los mecanismos
que propicien el desarrollo ordenado de la infraes-
tructura y el equipamiento urbano en el territorio que
conforman las Zonas Metropolitanas y conurbadas, y
promover y gestionar los convenios, acuerdos y de-
más actos jurídicos para el fortalecimiento financiero
del Estado, Municipios y Comisiones Metropolitanas,
que fueren necesarios o convenientes en materia de
planeación urbana, conurbación, metropolización; en-
tre otras facultades. 

Las Comisiones son órganos de consulta y opinión de
la sociedad, que tendrá como objetivo fundamental ser
el medio de expresión de los habitantes de las Zonas
Metropolitanas en torno a las acciones que se empren-
dan; así como la instancia para hacer llegar las pro-
puestas de la población a la Coordinación. Estarán in-
tegradas por los Presidentes Municipales que integran
las Zonas Metropolitanas; el Coordinador de Desarro-
llo Metropolitano del Estado de Hidalgo; la Comisión
Legislativa de Asuntos Metropolitanos del Congreso
del Estado y el Diputado o Diputados Locales de los
Distritos que abarquen las Zonas Metropolitanas, y
Representantes de las dependencias del Ejecutivo que
integran el Consejo. 
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Morelos

De acuerdo a la Ley de Coordinación para el Desa-
rrollo Metropolitano del Estado de Morelos, existen
los siguientes órganos de coordinación: 

Los Consejos para el Desarrollo Metropolitano son ór-
ganos jerárquicos de consulta, opinión y toma de deci-
sión de manera colegiada relativa a los planes, progra-
mas, acciones y proyectos de desarrollo metropolitano
que sean presentados por sus órganos técnicos. Las fa-
cultades que tiene el consejo son, en general, similares
a las ya mencionadas para el Consejo Estatal Metro-
politano de Hidalgo. Está integrado por las personas ti-
tulares de las Secretarías de Gobierno (quien lo presi-
dirá), Desarrollo Sustentable (quien fungirá como
Secretario Técnico), Obras Públicas, de Hacienda y de
Desarrollo Social; la persona titular de la Comisión
Estatal del Agua; Presidentes Municipales de la zona
metropolitana; la persona que presida Comisión Le-
gislativa en la materia competente; las personas titula-
res de las delegaciones de SEDESOL y SEMARNAT
en el Estado de Morelos; la persona titular de la Di-
rección  General del Instituto de Desarrollo y Fortale-
cimiento Municipal del Estado; la persona titular del
Comité de Planeación para el Desarrollo del Estado de
Morelos (COPLADE) y quien ostente el cargo de Di-
rector General del Instituto Estatal de Protección Civil
del Estado.

Los Comités Técnicos del Fideicomiso tienen la fun-
ción de autorizar, administrar, dar seguimiento a los
recursos del patrimonio del fideicomiso. Los comités
se integran por las personas titulares de las siguientes
secretarías estatales: Hacienda (quien preside el comi-
té); Gobierno del Estado; Desarrollo Social; además
del Secretario Técnico del Consejo de Desarrollo Me-
tropolitano y los tesoreros de los municipios que per-
tenecen a la zona metropolitana. Durante sus sesiones,
podrán participar un representante de la Secretaría de
la Contraloría y uno del Comité de Planeación para el
Desarrollo del Estado de Morelos; además, cuando sea
pertinente, participarán los municipios exteriores que
tengan interés en un programa o proyecto específico a
consideración del Comité Técnico. 

Los subcomités Técnicos de Evaluación de Proyectos
son órganos que cuyos integrantes son especialistas en
materia de obras públicas y desarrollo urbano. Están
encargados de elaborar propuestas y recomendaciones

a los Comités Técnicos de Administración Financiera,
para la toma de decisiones y acuerdos respecto de la
autorización de recursos financieros que se pretendan
destinar a algún programa, proyecto, estudio, acción,
plan, obra de infraestructura y su equipamiento. El
subcomité está conformado por quienes presidan las
Secretarías de Desarrollo Sustentable y Obras Públi-
cas; un representante del COPLADE; las personas ti-
tulares de la Comisión Estatal del Agua y de los siste-
mas operadores de Agua Potable y Saneamiento de los
municipios, y titulares de las áreas de obras públicas y
desarrollo urbano de los municipios. 

Puebla

En la Ley de Desarrollo Urbano Sustentable de la en-
tidad estipula que cuando se forme un área conurbada
o metropolitana se constituirá una comisión de zona
conurbada o metropolitana, según corresponda. Sus
funciones están relacionadas con la elaboración, revi-
sión, modificación y actualización de los planes regio-
nales y de las zonas conurbadas o metropolitanas, y
podrán enviar un representante al Consejo Estatal de
Desarrollo Urbano Sustentable. Las comisiones están
integradas por el Ejecutivo del Estado, las presiden-
cias municipales, representantes de la CFE y la Comi-
sión Estatal de Agua y Saneamiento, representantes de
Órganos Descentralizados y concesionarios que utili-
cen recursos públicos, y representantes de los Comités
Municipales de Desarrollo Urbano Sustentable. 

Tlaxcala

Por último, la Ley de Ordenamiento Territorial para el
Estado de Tlaxcala plantea el procedimiento que se
seguirá ante la existencia de zonas conurbadas. Señala
que, cuando se identifique la existencia de conurba-
ción, se creará un convenio y una vez publicado éste
se convocará a los presidentes municipales para crear
la Comisión de Conurbación Intermunicipal que será
honorífica, cuyas funciones se enfocan en el programa
de ordenación de la zona conurbada y en la participa-
ción ciudadana en las acciones y obras de la conurba-
ción. Esta Comisión estará integrada por la persona ti-
tular del Poder Ejecutivo del estado o quien le
represente y tendrá el carácter de presidente; con el
cargo de vocales de la Comisión estarán: la persona ti-
tular de la Secretaría de Obras Públicas, Desarrollo
Urbano y Vivienda del Estado quien asumirá la Secre-
taría Técnica; los presidentes municipales, represen-
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tantes de dependencias y entidades estatales y federa-
les invitadas, y representantes de los comités munici-
pales.

Querétaro

En su Código Urbano, el Estado de Querétaro no esta-
blece ninguna estructura para la coordinación metro-
politana o conurbada. 

c) Instrumentos

En la Ciudad de México, de acuerdo a su Ley en la
materia, la Secretaría de Gobierno puede proponer y
promover la suscripción de convenios para la constitu-
ción de comisiones metropolitanas. También la ciudad
puede firmar convenios de coordinación metropolita-
na y acuerdos de carácter metropolitano cuya vigencia
será de cinco años con la posibilidad, previa revisión,
de ser refrendados. 

En el Estado de México, de acuerdo a su Código Ad-
ministrativo, las conurbaciones y zonas metropolita-
nas deberán contar con convenios de conurbación, un
plan regional y planes y programas relacionados a la
ordenación y regulación de las zonas conurbadas o
metropolitanas interestatales cuando sea el caso. 

En Hidalgo, de acuerdo a su ley en la materia, tienen
como instrumentos una Agenda Metropolitana, el Fon-
do Metropolitano y Programa de Desarrollo Metropo-
litano. Además, pueden crear diversos programas, pla-
nes, convenios, acuerdos, proyectos, acciones,
lineamientos y demás instrumentos jurídico adminis-
trativos que estén relacionados con los temas metro-
politanos. 

En Morelos, su legislación contempla, como instru-
mentos relativos a la coordinación metropolitana, la
Declaratoria o Decreto de Zona Metropolitana, el Pro-
grama de Desarrollo Metropolitano; la Agenda Metro-
politana y sus programas y acciones; convenios con la
federación, las entidades federativas y los municipios;
programas y acciones relacionadas a los temas metro-
politanos; el programa anual del Consejo para el De-
sarrollo Metropolitano de Morelos, y los estudios, pla-
nes, evaluaciones, programas, proyectos, acciones,
obras de infraestructura y su equipamiento a ejecutar
con los recursos del Fondo Metropolitano.

Por su parte, en la legislación de Puebla se mencionan
a los convenios de zonas conurbadas y metropolitanas;
los Programas Metropolitanos, Regionales y de Zonas
Conurbadas; y los planes regionales y de zonas conur-
badas, como instrumentos relacionados al tema metro-
politano. 

En cuanto a la ley local de Tlaxcala, se mencionan co-
mo instrumentos el Convenio de Conurbación Inter-
municipal; los Programas de ordenación de zonas co-
nurbadas interestatales e intermunicipales, y el
Reglamento Interior de la Comisión de Conurbación
Intermunicipal.

Por último, en Querétaro los instrumentos que con-
templa su Código en la materia son las declaratoria de
zona metropolitana o conurbada emitida por la perso-
na titular del poder ejecutivo estatal, los convenios in-
termunicipales y los Programas de Ordenación de Zo-
na Metropolitana o Zona Conurbada, según sea el
caso. 

D.2 Características de las zonas metropolitanas de
la Región Centro de México.

D.2.1 Zona metropolitana del Valle de México

a) Características

La Zona Metropolitana del Valle de México se extien-
de sobre el territorio de la Ciudad de México, el Esta-
do de México e Hidalgo. Está integrada por las 16 de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, 59
municipios del Estado de México (que correspondían
a la Zona Metropolitana de Cuautitlán-Texcoco) y, de
acuerdo a la ley estatal en la materia, 29 municipios
del Estado de Hidalgo28 (de los cuales uno ya forma-
ba parte de la ZMVM y 14 integraban las zonas me-
tropolitanas de Pachuca, Tula, Tulancingo). La pobla-
ción en esta zona metropolitana supera los 21 millones
de habitantes29 y es una de las diez metrópolis más
grandes a nivel mundial.

b) Estructura

La Zona Metropolitana del Valle de México tiene un
Consejo para el Desarrollo Metropolitano del Valle de
México, una Comisión Ejecutiva de Coordinación
Metropolitana en el que participan las entidades de
Ciudad de México, Estado de México e Hidalgo, Co-
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misiones metropolitanas en diversos temas, un Comi-
té Técnico del Fideicomiso del Fondo Metropolitano
del Valle de México y Comisiones Municipales de
Asuntos Metropolitanos. 

Las entidades federativas las entidades que forman la
ZMVM, con el objetivo de atender y resolver de for-
ma coordinada y conjunta los problemas comunes que
tienen los municipios, demarcaciones territoriales y
entidades federativas que la integran, acordaron una
Agenda Metropolitana compuesta por asuntos a aten-
der por cada una de las Comisiones Metropolitanas e
integrada por los siguientes puntos:

1. Revisar y actualizar el Programa de Ordenación
de la ZMVM.

2. Propiciar la homologación del marco normativo
que regula acciones de gobierno en la Zona Metro-
politana, con la finalidad de sujetar a normas comu-
nes la planeación de las áreas homogéneas en los lí-
mites de los dos territorios de las entidades
federativas que integran esta comisión.

3. Dar continuidad a los Programas de Acciones
Prioritarias de las Franjas de Integración Metropo-
litanas, aprobadas Chalco-Tláhuac; Tlalnepantla-
Azcapotzalco y Huixquilucan-Cuajimalpa) y por
elaborarse.

4. Continuar con las acciones de coordinación para
dignificar el servicio que se presta en las estaciones
del Metro que corre en territorio del Estado de Mé-
xico.

5. Programa Rector Metropolitano de Transporte y
Vialidad.

6. Acciones para el Desarrollo del Transporte Me-
tropolitano.

7. Placas y Autorizaciones Metropolitanas.

8. Evaluación y Desarrollo de Vialidades en Zonas
Limítrofes.

9. Establecer el Sistema de Transferencia de Llama-
das 066 en el Distrito Federal y Municipios conur-
bados del Estado de México.

10. Instalación del Enlace de Comunicaciones entre
Balbuena – La Caldera – C4 Toluca a cargo del Go-
bierno del Estado de México.

11. Concretar la adquisición e instalación de cáma-
ras de videograbación para la identificación de pla-
cas o vehículos con reporte de robo.

12. Garantizar el intercambio de información delic-
tiva.

13. Aprobar el Reglamento de Tránsito Metropoli-
tano.

14. Fortalecer el CAT Metropolitano y el Frente Co-
mún contra la Inseguridad en Municipios y Delega-
ciones Limítrofes.

15. Que las fuerzas policíacas, en caso de emergen-
cia o flagrancia en la comisión de un ilícito y su per-
secución, puedan introducirse del territorio del Es-
tado de México al Distrito Federal y viceversa, sin
necesidad de autorización formal, obligándose a co-
municar por radio o vía telefónica a la corporación
competente.

16. Aplicación de operativos en la Zona Metropoli-
tana del Valle de México para reforzar la vigilancia
entre las Delegaciones limítrofes con los Munici-
pios, integrados por personal del Distrito Federal y
del Estado de México.

17. Habilitar 4 Agencias del Ministerio Público, 2
por entidad, que permitan el levantamiento de de-
nuncias y la investigación coordinada.

18. Analizar la problemática del suministro de agua
en la zona metropolitana con una visión común que
sirva de pauta para la renovación de acuerdos.

19. Dar continuidad al Programa Integral de Sanea-
miento de Agua y Drenaje del Valle de México

20. Concluir el Atlas de Riesgo para la Zona Me-
tropolitana.

21. Fortalecer los Programas Metropolitanos de
Protección Civil en operación, a través de la incor-
poración de los representantes de los gobiernos del
Distrito Federal, y del Estado de México.
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22. Instrumentar el protocolo de atención a sinies-
tros entre el Estado de México y el Distrito Federal.

23. Dar seguimiento a los compromisos contenidos
en el Programa para mejorar la calidad del aire en la
Zona Metropolitana del Valle de México 2002-
2010.

24. Ejecutar las acciones que se desprenden del Es-
tudio Integral Metropolitano de Transporte de Car-
ga y Medio Ambiente para el Valle de México.

25. Coordinar medidas para el tratamiento y destino
final de residuos sólidos que se generan en el Valle
de México.

Por otro lado, desde 1994 la entidades que conforman
la ZMVM han celebrado convenios para la creación de
las siguientes comisiones metropolitanas: Comisión
Metropolitana de Seguridad Pública y Procuración de
Justicia, Comisión Metropolitana de Transporte y Via-
lidad, Comisión Metropolitana de Agua y Drenaje,
Comisión Metropolitana de Asentamientos Humanos,
Comisión Ambiental Metropolitana, Comisión Ejecu-
tiva de Coordinación Metropolitana, Comisión Metro-
politana de Protección Civil, y la Comisión Metropo-
litana de Desarrollo Económico y Competitividad
cuya creación fue acordada por las entidades durante
las reuniones que llevaron a cabo en 2016. 

Así mismo, en junio de 2016 se restableció la Comi-
sión Ejecutiva de Coordinación Metropolitana, tras
cuatro años de no reunirse como lo refirió el Jefe de
Gobierno de la Ciudad de México en la firma del
acuerdo de reactivación, y en noviembre de ese mismo
año se reunieron representantes de las tres entidades
federativas para revisar los convenios de las diferentes
comisiones metropolitanas del Valle de México. Se-
sionaron en esa ocasión la Comisión Metropolitana de
Asentamientos Humanos, la Comisión Metropolitana
de Desarrollo Económico y Competitividad, la Comi-
sión de Agua y Drenaje del área Metropolitana, la Co-
misión Metropolitana de Transporte y Vialidad, la Co-
misión Metropolitana de Salud, la Comisión
Metropolitana de Seguridad Pública y Procuración de
Justicia y la Comisión Metropolitana de Protección
Civil. 

Además, se acordó que la firma de los convenios para
la creación de la Comisión Metropolitana de Asenta-

mientos Humanos, la Comisión de Agua y Drenaje del
área Metropolitana y la Comisión Metropolitana de
Desarrollo Económico y Competitividad, se haría con
posterioridad.

Actualmente las Comisiones sectoriales no cuentan
con estructura orgánica ni con presupuesto propio y, a
pesar de que son instancias de coordinación, los acuer-
dos a los que puedan llegar no son vinculantes, por lo
cual sus funciones para aportar a la coordinación de
las entidades en la Zona Metropolitana del Valle de
México son limitadas.  

D.2.2 Zona metropolitana de Puebla-Tlaxcala

a) Características 

Esta zona metropolitana está integrada por 38 muni-
cipios, de los cuales 18 pertenecen a Puebla y 20 a
Tlaxcala. Su población en 2010 era de 2.5 millones
de habitantes. En esta zona metropolitana el creci-
miento económico de la región no ha alcanzado su
máximo potencial en parte por la falta de coordina-
ción entre entidades en cuanto a las políticas y acti-
vidades de desarrollo, esto ha provocado que las de-
cisiones de la inversión tiendan a buscar una solución
inmediata, sin hacer caso de una visión estratégica a
largo plazo.30 Para intentar resolver lo anterior, am-
bas entidades han firmado convenios de colaboración
y coordinación con miras a establecer relaciones más
eficaces entre ambas entidades en materia metropoli-
tana.

b) Estructura

Actualmente solo se ha registrado la existencia del
Consejo para el Desarrollo Metropolitano, integrado
por autoridades estatales de las dos entidades en se-
guimiento al Acuerdo conjunto de los Ejecutivos de los
Estados de Puebla y Tlaxcala, por el que crean el
“Consejo para el Desarrollo Metropolitano de la Zo-
na Metropolitana de Puebla-Tlaxcala”.31 En relación
con lo anterior, de acuerdo al comunicado oficial de la
Secretaría de Planeación y Finanzas del Estado de
Tlaxcala, en marzo de 201732 se llevó a cabo la pri-
mera reunión del Consejo, el cual se encargará de es-
tablecer los criterios para definir la prioridad en la re-
alización de estudios, planes, proyectos y obras de
infraestructura en la zona metropolitana. 
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D.2.3 Zona metropolitana del Valle de Toluca

a) Características

La Zona Metropolitana del Valle de Toluca es la se-
gunda zona metropolitana más grande que ocupa terri-
torio del Estado de México (solo después de la Zona
Metropolitana del Valle de México). Sus municipios
forman parte de la Megalópolis de la Región Centro de
México. Tiene una extensión de 2.4 millones de habi-
tantes33 y la integran los siguientes 22 municipios: Al-
moloya de Juárez, Calimaya, Chapultepec, Lerma,
Metepec, Mexicaltzingo, Ocoyoacac, Otzolotepec,
Rayón, San Antonio la Isla, San Mateo Atenco, Temo-
aya, Toluca, Xonacatlán y Zinacantepec.

b) Estructura

La Zona Metropolitana del Valle de Toluca cuenta con
un Consejo para el Desarrollo Metropolitano que, de
conformidad con las reglas de operación del Fondo
Metropolitano, es indispensable para acceder a esos
recursos federales. 

La coordinación de la zona metropolitana depende de
una estructura intersecretarial del Gobierno del Esta-
do, encabezada por la secretaría de Finanzas y la par-
ticipación de las secretarías de Gobierno, Desarrollo
Metropolitano, y Desarrollo Social, así como los ayun-
tamientos de los municipios miembros de la metrópo-
li.

D.2.4 Zona Metropolitana de Santiago Tianguis-
tenco

a) Características

La zona metropolitana de Santiago Tianguistenco está
constituida por seis municipios y tiene una población
superior a 170 mil habitantes.  En el dictamen por el
que fue declarada zona metropolitana por el Congreso
del estado, en noviembre de 2016, es importante des-
tacar que existe el sentido de pertenencia a la región
megalopolitana y su estrecho vínculo con la ZMVM al
señalar que “la infraestructura vial, su cercanía y lími-
tes con la Ciudad de México, así como con la zona in-
dustrial de Toluca, la ponen en una situación propicia
para la oferta y otorgamiento de diversos productos y
servicios, tanto para productores, proveedores y distri-
buidores de productos primarios y elaborados, además

de constituirse en áreas elegibles para el desarrollo co-
mercial de servicios, replicando la atracción de inver-
siones, empresas de desarrollo comercial y de servi-
cios a efecto de construir una megalópolis
sustentable”. 

b) Estructura

La zona metropolitana de Santiago Tianguistenco, por
su reciente declaratoria de creación, aún no ha estable-
cido su propia estructura de coordinación metropolita-
na y no ha sido beneficiaria de los recursos federales
del Fondo Metropolitano.

D.2.5 Zona Metropolitana de Cuernavaca

a) Características 

De acuerdo al Convenio de Coordinación por el que se
reconoce la existencia de la Zona Metropolitana de
Cuernavaca34 esta zona metropolitana estaba integra-
da por los municipios de Cuernavaca, Emiliano Zapa-
ta, Huitzilac, Jiutepec, Temixco, Tepoztlán y Xochite-
pec, y posteriormente se integró el municipio del
Tlaltizapán de Zapata. Actualmente tiene una exten-
sión territorial de 1,189.9 km2 y su población estima-
da en 2015 era de 983,365 habitantes. 

b) Estructura a nivel estatal

De acuerdo a la Secretaría de Desarrollo Sustentable
del Estado de Morelos, existen tres órganos de Coor-
dinación Metropolitana, dependientes del gobierno es-
tatal: 

Consejo de Desarrollo Metropolitano de la zona me-
tropolitana de Cuernavaca: define objetivos, priorida-
des y estrategias para el desarrollo de la zona metro-
politana; define criterios para la alineación con el
Programa Nacional de Desarrollo y establece criterios
para determinar el impacto metropolitano.

Comité Técnico del Fideicomiso: órgano facultado pa-
ra la liberación de recursos del Fondo Metropolitano.

Sub Comité Técnico: Órgano especializado que apoya
al Comité Técnico en el análisis y evaluación de pro-
yectos y obras de impacto metropolitano.

D.2.6 Zona Metropolitana de Cuautla
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a) Características

La Zona metropolitana de Cuautla fue reconocida me-
diante el Convenio de Coordinación por el que se re-
conoce la existencia de la Zona Metropolitana de
Cuautla y está integrada por los municipios de Atla-
tlahucan, Ayala, Cuautla de Morelos, Tlayacapan,
Yautepec de Zaragoza y Yecapixtla. La Zona Metro-
politana se extiende en una superficie de 995.59 km²,
equivalentes a una quinta parte de la superficie del es-
tado, es habitada por 434,147 pobladores, que repre-
sentan el 24.4% de la población estatal, lo que la con-
vierte en la segunda área metropolitana de más
importancia del estado de Morelos y la séptima en ta-
maño de la Megalópolis de México. 

b) Estructura a nivel estatal

Al igual que la zona metropolitana de Cuernavaca, la
coordinación metropolitana de Cuautla es responsabi-
lidad del gobierno estatal, por lo cual, tiene órganos de
coordinación similares a los de Cuernavaca.  

D.2.7 Zona Metropolitana Tlaxcala-Apizaco

a) Características

La zona metropolitana de Tlaxcala-Apizaco, es el área
metropolitana formada por la ciudad de Tlaxcala y la
ciudad de Apizaco, principalmente, y por otros 17 mu-
nicipios centrales del Estado de Tlaxcala. En 2010 re-
gistró un total de 501 655 habitantes, que equivale al
42.87% de la población total con que cuenta el Estado
de Tlaxcala, en una superficie de 709 km2 ? que re-
presenta el 17.70% de la superficie total del mismo,
siendo la región urbana más poblada y grande del es-
tado de Tlaxcala y número 31 de México.

b) Estructura

Aparte de la estructura fundamental para poder acce-
der al fondo metropolitano, en esta zona metropolita-
na no parece que existan órganos de coordinación, de
acuerdo a lo que señala su propio Plan Estatal de De-
sarrollo 2017-2021. 

D.2.8 Zonas Metropolitanas de Pachuca, Tula de
Allende y Tulancingo de Bravo

a) Características

La zona metropolitana de Pachuca está integrada por
los municipios de Pachuca de Soto, Epazoyucan, Mi-
neral del Monte, Mineral de la Reforma, San Agustín
Tlaxiaca, Zapotlán de Juárez y Zempoala. Tiene una
extensión territorial de 1,196.5 km2 y su población es-
timada en 2015 era de 557,093 habitantes. Los muni-
cipios de Pachuca de Soto y Mineral de la Reforma
presentan conurbación física, por lo cual fueron los
municipios que originaron esta zona metropolitana. 

En cuanto a la zona metropolitana de Tula de Allende,
se conforma por los municipios de Atitalaquia, Atoto-
nilco de Tula, Tlahuelilpan, Tlaxcoapan y Tula de
Allende. Tiene una extensión territorial de 591.4 km2

y su población estimada en 2015 era de 214,088 habi-
tantes. 

Por su parte, a la zona metropolitana de Tulancingo de
Bravo se constituye por los municipios de Cuautepec
de Hinojosa, Santiago Tulantepec de Lugo Guerrero y
Tulancingo de Bravo. Tiene una extensión territorial
de 673.1km2 y su población estimada en 2015 era de
256,662 habitantes. 

b) Estructura

En las tres zonas metropolitanas del Estado de Hidal-
go se utilizan los mismos órganos. Por lo cual, para las
tres zonas metropolitanas existen las estructuras esta-
tales siguientes: 

I. El Consejo Estatal Metropolitano;

II. La Coordinación de Desarrollo Metropolitano
del Estado de Hidalgo; y

III. Comités Técnicos del Fideicomiso del Fondo
Metropolitano y el de Proyectos. 

Cabe mencionar que la Secretaría de Planeación, De-
sarrollo Regional y Metropolitano (Sepladerym) de
Hidalgo, que tenía a su cargo las zonas metropolitanas,
comenzó su desaparición en 2016, no obstante, algu-
nos de sus órganos siguen vigentes como la Subsecre-
taría de Desarrollo Metropolitano y la Unidad de Pla-
neación y Prospectiva que actualmente conducen el
tema metropolitano del Estado. 

D.3 Megalópolis
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La primera comisión megapolitana fue creada en 2013
para atender los temas ambientales comunes de las en-
tidades que integran la Región Centro de México. La
Comisión Ambiental de la Megalópolis es un órgano
de coordinación para llevar a cabo, entre otras accio-
nes, la planeación y ejecución de acciones en materia
de protección al ambiente, de preservación y restaura-
ción del equilibrio ecológico en la zona.

La CAMe tiene antecedentes en la Comisión para la
Prevención y Control de la Contaminación Ambiental
en la Zona Metropolitana del Valle de México de
1992, de forma paralela se constituyó un Fideicomiso
para que fungiera como un instrumento financiero pa-
ra enfrentar la problemática ambiental en aquellos
años para ser utilizado con los fines siguientes:

Con la creación de la CAMe en 2013 se adecuó el Fi-
deicomiso para que las entidades federativas integran-
tes aportaran recursos para el apoyo de acciones, pro-
gramas y proyectos ambientales en la Megalópolis.

El 20 de enero de 2014, la Comisión Ambiental de la
Megalópolis, en la Primera Sesión ordinaria 2014, me-
diante el Acuerdo identificado como CAME/01/SE-
SIÓN1/2014, se acordó que en un plazo que no exce-
diera el primer cuatrimestre de cada año, cada una de
las Entidades Federativas que la integran aportarían
una cantidad anual equivalente a $5.00 M.N. por cada
operación de verificación vehicular realizada en su te-
rritorio, que se integrará al instrumento fiduciario que
determine la Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales; los recursos aportados que se destinará
al cumplimiento de los objetivos de la Comisión, así
como a la operación y administración de su Coordina-
ción Ejecutiva. Conforme al Segundo Convenio Mo-
dificatorio del Fideicomiso 1490 para Apoyar los Pro-
gramas, Proyectos y Acciones para la Prevención y
Control de la Contaminación Ambiental en la Zona
Metropolitana del Valle de México suscrito el 28 de
noviembre de 2014, el patrimonio de éste se conforma
esencialmente de los remanentes del Fideicomiso
constituido en 1992, así como por las donaciones en
numerario que efectúen las Entidades Federativas y el
Distrito Federal.

Los recursos del Fideicomiso se destinarán a los si-
guientes fines: a) entregar recursos a las entidades fe-
derativas y el Gobierno del Distrito Federal que inte-
gran la CAMe, para ser aplicados en materia de

fomento, desarrollo y administración de proyectos pa-
ra el estudio, prevención, restauración, conservación y
protección al ambiente y el equilibrio ecológico y b)
efectuar los pagos de los proyectos a efecto de dar
cumplimiento a las funciones de la Comisión, y aqué-
llos que por concepto de gastos de operación y admi-
nistración se hayan acordado.

Los proyectos susceptibles de apoyo con recursos del
Fideicomiso 1490, deberán cumplir con los requisitos
previstos en las Reglas de Operación, entre otros, ser
de alto impacto ambiental local o regional y que los
beneficios ambientales puedan evaluarse de forma
cualitativa y cuantitativa.

D.4 Financiación metropolitana federalizada

Fondo Metropolitano

El origen del Fondo Metropolitano se remonta al año
2005, durante la discusión del Presupuesto de Egresos
de la Federación 2006 se logró que la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión aprobara recursos
por mil millones de pesos en el ramo 23. 

Los recursos del fondo tienen el carácter de subsidio
federal para ser destinado a planes y programas de de-
sarrollo, estudios, evaluaciones, programas, proyectos,
acciones y obras públicas de infraestructura y su equi-
pamiento en las zonas metropolitanas, para lograr: la
competitividad económica y las capacidades producti-
vas; la viabilidad y disminución de la vulnerabilidad o
riesgos por fenómenos naturales, ambientales y los
propiciados por la dinámica demográfica y económi-
ca;  la consolidación urbana; y el aprovechamiento óp-
timo de las ventajas competitivas de funcionamiento
regional, urbano y económico del espacio territorial de
las zonas metropolitanas.

La aplicación de los recursos del fondo se rige por las
reglas de operación que establecen los lineamientos
sobre los proyectos, los trámites, la coordinación ins-
titucional, la mecánica de operación, los informes, la
evaluación y la rendición de cuentas. 

A partir del año 2008 se han emitido reglas de opera-
ción para la aplicación de los recursos del fondo, y
desde ese año hasta el año 2014, los proyectos y pro-
gramas apoyados por el fondo requerían de una eva-
luación de impacto metropolitano. De manera inexpli-
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cable de 2015 y hasta 2017 se suprimió el requisito de
la evaluación de impacto metropolitano de los linea-
mientos de aplicación de los recursos del fondo.

De conformidad con los lineamientos de operación del
fondo metropolitano para el año 2017, los recursos del
fondo pueden destinarse a las acciones siguientes:

a)   Elaboración y actualización de planes y progra-
mas de desarrollo regional urbano y de movilidad
no motorizada en el ámbito territorial metropolita-
no y para el ordenamiento de los asentamientos hu-
manos;

b)   Elaboración de proyectos ejecutivos, Análisis
Costo-Beneficio Simplificado, Análisis Costo-Efi-
ciencia Simplificado, estudios de impacto ambien-
tal, evaluación y gestión de riesgos de alcance me-
tropolitano, así como estudios técnicos, entre otros;

c)   Inversión en infraestructura pública y su equi-
pamiento en materia de transporte público metropo-
litano, infraestructura hidráulica, servicios públi-
cos, entre otros rubros prioritarios;

d)   Acciones prioritarias para el mejoramiento y
cuidado del ambiente, y el impulso al desarrollo re-
gional, urbano, social y económico de las zonas me-
tropolitanas;

e)   Adquisición de reservas territoriales y derechos
de vía para la realización de obras, proyectos y ac-
ciones para el desarrollo de las zonas metropolita-
nas, y

f)    Realización de evaluaciones y auditorías exter-
nas de la aplicación, destino, ejercicio y resultados
alcanzados con los recursos otorgados con cargo al
Fondo.

Las zonas metropolitanas referidas en el anexo 20.4
del Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal 2017, deberán destinar al menos el 15
por ciento de sus recursos aprobados para el desarrollo
de infraestructura para transporte público y movilidad
no motorizada.

La elaboración de los proyectos ejecutivos; la cons-
trucción, reconstrucción, rehabilitación, ampliación,
conclusión, mantenimiento, conservación, mejora-

miento y modernización de infraestructura y su equi-
pamiento; en materia de:

Agua potable, alcantarillado y drenaje.  

Saneamiento (tratamiento de residuos de todo tipo). 

Transporte público metropolitano que impulse la
movilidad y vialidad urbana. 

Protección y cuidado de recursos naturales y del
medio ambiente. 

Sistemas de inteligencia, comunicación e informa-
ción de seguridad pública metropolitana. 

Evaluación y gestión de riesgos de alcance metro-
politano. 

Adquisición de reservas territoriales y derechos de
vía.

Las reglas de operación establecen que las entidades
federativas, los municipios y las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México que reciban recursos
del fondo deberán constituir un Consejo para el Desa-
rrollo Metropolitano como un órgano colegiado que
definirá los objetivos, prioridades, políticas y estrate-
gias para el desarrollo de cada zona metropolitana. El
Consejo es una instancia de coordinación interguber-
namental de los gobiernos locales que reciban y ejer-
zan los recursos del Fondo Metropolitano.

En los ejercicios 2006 y 2007 el monto total del fondo
se destinó a la zona metropolitana del Valle de Méxi-
co. 

A partir del año 2008 los recursos del fondo alcanza-
ron a 7 zonas metropolitanas más. En el Presupuesto
de Egresos 2009 el Fondo Metropolitano se repartió
entre 16 zonas metropolitanas del país. 

De manera progresiva se han incluido más zonas me-
tropolitanas hasta alcanzar 47 en el país a partir de
2012. 

A continuación, la evolución anual de los recursos del
ramo 23 destinados al Fondo Metropolitano:
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Elaboración propia con datos de los PEF 2006-2017

Es importante destacar que del año 2016 al 2017, el
Fondo Metropolitano tuvo una reducción del 68.79%.

Cabe mencionar que, ante la gran concentración urba-
na y metropolitana que tiene la Región Centro de Mé-
xico, las zonas metropolitanas de ésta y que confor-
man la Megalópolis, reciben casi el 50% del total del
fondo metropolitano:

Fondo Metropolitano de la Zona Metropolitana del
Valle de México

Según se ha detallado, el Fondo Metropolitano es un
instrumento de financiamiento y apoyo para el desa-
rrollo de las zonas metropolitanas, que en sus primeros
dos ejercicios fiscales se aplicó exclusivamente en la
Zona Metropolitana del Valle de México, conformada
sólo por el entonces Distrito Federal y por parte del
Estado de México. En 2008, de conformidad con los
requisitos que establecen sus reglas de operación para
acceder a estos recursos federales, se instaló el Conse-
jo para el Desarrollo Metropolitano del Valle de Méxi-
co, por acuerdo de la Comisión Ejecutiva de Coordi-
nación Metropolitana, mismo que se modificó en 2011
para incluir al gobierno del Estado de Hidalgo. Los re-
cursos del Fondo Metropolitano aprobados para la Zo-
na Metropolitana del Valle de México en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación 2017 fue por 1,262
millones de pesos.

Por lo que respecta a la Zona Metropolitana del Valle
de México, se detallan a continuación los recursos del
Fondo Metropolitano ejercidos entre los años 2006 y
2016. Los recursos del año 2017 corresponden a los
recursos aprobados por la Cámara de Diputados para
ese ejercicio fiscal:

Elaboración propia con datos de los catálogos de obras del Fondo

Metropolitano del Valle de México, y en el caso de 2017 del Ane-

xo 20.4 del PEF 2017.
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Ejemplos de Obras y proyectos financiados con el
Fondo Metropolitano

Zona Metropolitana del Valle de México

Desde su creación en 2006 y hasta 2017 el Fondo Me-
tropolitano de la Zona Metropolitana del Valle de Mé-
xico ha catalogado un total de 638 proyectos, 186 en
el Distrito Federal/Ciudad de México, 369 en el esta-
do de México, y 83 en el estado de Hidalgo. De los
638 proyectos catalogados, 516 han recibido financia-
miento.

La naturaleza de los proyectos que han recibido finan-
ciamiento se puede agrupar en los siguientes rubros:
proyectos viales 196; proyectos hidráulicos (agua po-
table, alcantarillado, saneamiento) 115; proyectos de
transporte 32; Estudios 60; proyectos ambientales 20;
proyectos de infraestructura social 54; proyectos de
protección civil 2; proyectos de seguridad y justicia
13; otros (adquisición de reservas territoriales, dere-
chos de vía, proyectos industriales) 16.

Es importante destacar que desde 2008, en que el fon-
do estuvo sujeto a reglas de operación, hasta 2014 se
requirió de una evaluación de impacto metropolitano;
de manera inexplicable se suprimió este requisito des-
de el año 2015.

De esa manera es posible encontrar en los catálogos de
obras correspondientes a los dos últimos ejercicios
proyectos que no tienen ningún impacto metropolitano
como la construcción de Casas de Día para adultos
mayores, construcción de redes de guarderías, cons-
trucción de auditorios, rehabilitación de banquetas y
guarniciones en diversas vialidades, construcción de
parques, deportivos, construcción y rehabilitación de
puentes peatonales.

Del conjunto de las obras que impactan metropolita-
namente de alguna manera, por referirse a proyectos
intermunicipales, es de llamar la atención que casi una
tercera parte de ellos se refiere a proyectos viales, es
decir, proyectos que benefician la visión de la movili-
dad particular por sobre la visión del transporte públi-
co metropolitano eficiente, suficiente y de calidad. La
prioridad que se otorga al transporte particular, o al
transporte concesionado fragmentado y de corto al-
cance puede constatarse al ver que los proyecto desti-
nados a transporte representan sólo 32, el 5% del total

de los proyectos, y son proyectos de impacto metropo-
litano, pero sin una planeación adecuada y carentes de
una verdadera articulación y coordinación entre las en-
tidades federativas.

Proyectos y montos por año y entidad federativa

Elaboración propia con base en los Catálogos de Obras del Fondo

Metropolitano de la ZMVM 2006-2016.

*No contempla los recursos aprobados para el ejercicio fiscal

2017, del que aún no hay catálogo de proyectos.

A partir del catálogo de obras financiadas con el Fon-
do Metropolitano del Valle de México, es posible de-
terminar algunos de los municipios beneficiados, hay
sin embargo obras genéricas que no permiten ubicar
con precisión el lugar de aplicación.

En el Estado de México destacan los siguientes muni-
cipios: Isidro Fabela, Chalco, La Paz, Los Reyes, Nau-
calpan, Tlalnepantla, Atizapán de Zaragoza, Nezahual-
cóyotl, Texcoco, Ecatepec, Ixtapaluca, Cuautitlán,
Tultitlán, Cuautitlán Izcalli, Lerma, Coacalco, Ameca-
meca, Hueypoxtla, Chapultepec, Huixquilucan, Chi-
malhuacán, Hueyetlaco, Zumpango, Nextlalpan, Mel-
chor Ocampo, Tepotzotlán, Tecamac, Villa del
Carbón, San Marcos, Papalotla, Jolalpan, Chiltepec,
Valle de Chalco, Jilotzingo, Otumba, San Martín de las
Pirámides, Tequixquiac, Acolman, Teoloyucan, Nico-
lás Romero, San Luis Tecualtitlán, Huehuetoca, Coyo-
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tepec, Chapa de Mota, Tultepec, Atlautla, Tochimilco,
Ecatzingo, y San Mateo Nopala.

Por el estado de Hidalgo, Pachuca, Tulancingo, Ciu-
dad Sahagún, Tizayuca, Tezontepec, Atotonilco de Tu-
la, Mineral de Reforma, Zapotlán de Juárez, Zempoa-
la, Tlaxcoapan, y Tolcayuca.

En la Ciudad de México las demarcaciones territoria-
les de Iztapalapa, Tláhuac, Magdalena Contreras, Ve-
nustiano Carranza, Azcapotzalco, Álvaro Obregón,
Gustavo A. Madero, Coyoacán, Cuajimalpa, Miguel
Hidalgo, Benito Juárez, Iztacalco, Tlalpan, Xochimil-
co, Cuauhtémoc, y Milpa Alta.

Zona Metropolitana de Cuernavaca

De acuerdo a la Secretaría de Desarrollo Sustentable
del Estado de Morelos, el Fondo Metropolitano es uti-
lizado para apoyo de los siguientes temas: 

• Elaboración y actualización de planes y progra-
mas de desarrollo metropolitano, regional y urbano.

• Estudios y evaluaciones de impacto metropolita-
no, económico y social, de costo beneficio y am-
biental.

• Elaboración de proyectos ejecutivos.

• Construcción, reconstrucción, rehabilitación, am-
pliación, conclusión, mantenimiento, conservación,
mejoramiento y modernización de infraestructura y
su equipamiento.

• Agua potable.

• Alcantarillado y drenaje.

• Saneamiento (tratamiento de residuos de todo ti-
po).

• Transporte público metropolitano que impulse la
movilidad y vialidad urbana.

• Protección y cuidado de recursos naturales y del
medio ambiente.

• Sistemas de inteligencia, comunicación e informa-
ción de seguridad pública metropolitana.

• Evaluación y gestión de riesgos de alcance metro-
politano.

• Adquisición de reservas territoriales y derechos de
vía.

Dicho lo anterior, las aportaciones que ha tenido la Zo-
na Metropolitana de Cuernavaca referentes al Fondo
Metropolitano son los siguientes:

Ejercicio Monto
2010 -
2011 $ 40,051,057
2012 $ 45,000,000
2013 $ 45,097,757
2014 $ 52,045,623
2015 $ 53,815,174
2016 $ 53,815,174
2017 $ 16,765,921

Las obras que más recursos han utilizado del Fondo
Metropolitano en los últimos 3 ejercicios son las si-
guientes: 

En 2014: Construcción de una planta de valoración de
residuos sólidos urbanos (PVRSU) y una planta de
producción de abono orgánico (PPAO) Para servicio
de la región sur de la Zona Metropolitana de Cuerna-
vaca. $33,700,000.00

En 2015: Construcción de una planta de producción de
abono orgánico (PPAO) para servicio a la región Sur
de la Zona Metropolitana de Cuernavaca, ubicada en
el municipio de Jiutepec, Morelos. $9,000,000.00

Construcción de alcantarillado y saneamiento para la
recuperación ambiental de las zonas media y baja de la
barranca Amanalco (con beneficio a los municipios de
Cuernavaca, Temixco y Xochitepec) primera etapa.
$15,000,000.00

En 2016:  Construcción de una Planta de Valorización
de Residuos Sólidos Urbanos (PVRSU) para dar ser-
vicio a la Zona Metropolitana de Cuernavaca (ubicada
en Jiutepec). $ 35,000,000.00

Construcción de la Cuarta Etapa de alcantarillado y sa-
neamiento de la parte norte de la Zona Metropolitana
de Cuernavaca. $ 8,815,174.00
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Zona Metropolitana de Cuautla

Las obras financiadas con el Fondo Metropolitano en
2013 en esta Zona Metropolitana fueron:

Obras financiadas con el Fondo Metropolitano en
2014:

Obras financiadas con el Fondo Metropolitano en
2015:

Obras financiadas con el Fondo Metropolitano en
2016:

Los recursos aprobados en el Fondo Metropolitano pa-
ra 2017 son por la cantidad de $4,470,912.00 y por el
momento no hay información de las obras a financiar.

Zona Metropolitana Tlaxcala-Apizaco

Con los recursos del Fondo Metropolitano se atendie-
ron, en 2014, tres municipios (Tlaxcala, Yahuqueme-
can y Apizaco); en 2015 se apoyó sólo a uno (Apiza-
co); para el ejercicio fiscal 2016 atendió a dos
municipios (Apizaco y San Francisco Tetlanohcan), se
realizaron dos obras: 

• Rehabilitación de la carretera Apizaco- Ramal a
Morelos del Km 0+000 al Km 5+509.76 y 

• Pavimentación del camino Tetlanohca-Perimetral
Malintzi.

En el estado de Tlaxcala el Fondo Metropolitano es
operado por la Secretaría de Obras Públicas, Desarro-
llo Urbano y Vivienda (SECODUVI).
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En la siguiente tabla se puede observar el monto que la
federación aportó al fondo metropolitano de esta zona:

Año Monto
2010 18.4 millones de pesos
2011 27.9 millones de pesos
2012 35 millones de pesos
2013 35.08 millones de pesos
2014 40.48 millones de pesos
2015 41.85 millones de pesos
2016 41.85 millones de pesos
2017 13.04 millones de pesos

Zona Metropolitana de Pachuca

Hidalgo recibe aportaciones del fondo metropolitano
tanto para sus zonas metropolitanas internas como por
pertenecer a la ZMVM. Los recursos son utilizados
para mantenimiento y conservación de obra pública;
elaboración y actualización de programas, estudios y
proyectos; construcción y mejoramiento de obra pú-
blica. Por lo anterior, la siguiente tabla refleja los mon-
tos que tuvo la Zona metropolitana de Pachuca:

* Incluye un proyecto denominado “Obras de Infraestructura de la

Troncal 1 Centro - Téllez Tuzobus” en las Zonas Metropolitanas

del Valle de México y Pachuca. 

Nota: Para los recursos del Fondo Metropolitano asig-
nados a la Zona Metropolitana del Valle de México,
solo se consideran los municipios que integran la zona
metropolitana de Pachuca. 

El Fondo metropolitano para todas las zonas metropo-
litanas del Estado de Hidalgo es operado por el Con-
sejo Estatal Metropolitano a través de los Comités
Técnicos del Fideicomiso y de Proyectos. Las aporta-
ciones federales, por año de ejercicio, del fondo me-
tropolitano en la Zona metropolitana de Pachuca son
las siguientes:

Año Presupuesto
(en moneda nacional)

2010 $60,999,769
2011 $62,008,611
2012 $74,000,000
2013 $100,000,000
2014 $115,406,235
2015 $119,330,047
2016 $119,330,047
2017 $37,176,842

Zona Metropolitana de Tula de Allende

Dado que la operación del fondo en Hidalgo corres-
ponde al Consejo Estatal Metropolitano a través de los
Comités Técnicos del Fideicomiso y de Proyectos, las
aportaciones federales asignadas a esta zona metropo-
litana fueron las siguientes: 

Zona Metropolitana de Tulancingo de Bravo

El Fondo metropolitano para todas las zonas metropo-
litanas del Estado de Hidalgo es operado por el Con-
sejo Estatal Metropolitano a través de los Comités
Técnicos del Fideicomiso y de Proyectos. Las aporta-
ciones federales, por año de ejercicio, del fondo me-
tropolitano en la Zona metropolitana de Tulancingo
son las siguientes:
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E. Análisis de los apartados anteriores

E.1 Conceptos

Tanto en términos científicos como jurídicos existen su-
ficientes elementos para que la ley en comento pueda
contar con definiciones conceptuales que permitan que
reúna a aquellos que están dispersos en las legislaciones
locales, contrastarlos con los de la legislación federal e
incluir los que sean necesarios para que las disposiciones
de la nueva ley puedan ser entendidos de manera cabal.

Estos conceptos incluyen aquellos principios y crite-
rios que forman la base de la aplicación de la ley, fun-
damentalmente aquellos relacionados con los derechos
humanos, los de transversalidad de la política pública,
los sociales, económicos y ambientales y los del ejer-
cicio de la función pública.

E.2 Instrumentos internacionales

Los compromisos internacionales que se han mencio-
nado en el apartado B de estos argumentos y que sus-
tentan la iniciativa que se presenta orientan sus conte-
nidos y aspira a su cumplimiento irrestricto, ya sea por
su carácter obligatorio como por aquellos que orientan
acciones y compromisos tomados en las instancias in-
ternacionales. Se seleccionaron cuatro temas: la Agen-
da 2030 para el Desarrollo Sustentable, los instrumen-
tos ambientales, la agenda urbana Hábitat III y los
instrumentos relacionados con los derechos humanos.

Para el primer caso, la iniciativa de ley debiera esta-
blecer disposiciones para contribuir al cumplimiento
de los 17 objetivos señalados, principalmente el que se

refiere al objetivo 11 para lograr que las ciudades y los
asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resi-
lientes y sustentables.

En materia ambiental, se diseñarán disposiciones en la
ley que cumplan con aquellas dispuestas en materia de
preservación y restauración de equilibrio ecológico y
la protección al ambiente, como las que señalan la
Convención Ramsar sobre humedales, el Convenio so-
bre Patrimonio Mundial, la Convención CITES, el
Convenio de Viena, el Convenio sobre Biodiversidad,
la Convención Marco de Cambio Climático y funda-
mentalmente los principios establecidos en la carta de
la Tierra, básicamente el principio precautorio y el
principio del que contamina paga.

Para el caso de la agenda urbana de Naciones Unidas
se toma en cuenta aplicar la gobernanza metropolitana
que cruce fronteras administrativas y se base en terri-
torios funcionales con la participación de los gobier-
nos locales y el nacional para la toma de decisiones y
el otorgamiento de recursos para gestionar las cuestio-
nes cruciales urbanas. Esta gobernanza deberá ser in-
clusiva y medidas para la participación de las mujeres
y la igualdad de derechos en todos los ámbitos y en el
liderazgo a todos los niveles.

Asimismo, la aplicación de programas metropolitanos
para promover sinergias e interacciones entre las zo-
nas urbanas, periurbanas y rurales, apoyando proyec-
tos de infraestructura regional sustentable, al igual que
los mecanismos de cooperación intergubernamental y
prestar servicios públicos y promover el desarrollo lo-
cal y regional. También se deben adoptar medidas so-
bre sistemas de transporte urbano y metropolitano in-
cluidos los efectos sobre el ambiente, la economía, la
cohesión social, la calidad de vida, la accesibilidad, la
seguridad vial, la salud pública y las actividades rela-
cionadas con el cambio climático, entre otros. En par-
ticular programas de transporte, departamentos de pla-
nificación y de movilidad; elaborar riesgos asociados
al clima y los desastres colaborando con instituciones
de seguros y otros agentes inversores, así como políti-
cas de información, comunicaciones y gobierno elec-
trónico, y la ordenación territorial.

Derechos humanos

Existen numerosos tratados relacionados con los dere-
chos humanos que deben ser considerados dentro de la
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iniciativa toda vez que la ley debe estar basada en el
cumplimiento de estos y sus principios de aplicación.

E.3 Experiencias metropolitanas

En este apartado se revisaron tres aspectos: las expe-
riencias internacionales de metrópolis, las experien-
cias legislativas de algunas zonas metropolitanas y las
experiencias metropolitanas de México. Para el primer
caso se compiló información sobre las características
territoriales, los principales problemas y los aspectos
destacados de varias zonas metropolitanas, todas ellas
teniendo como centro las ciudades principales. Para el
segundo, se establecieron las principales disposiciones
jurídicas de cuatro ciudades con características globa-
les.

De lo anterior se desprende que los problemas metro-
politanos más acuciantes son los relacionados con la
movilidad, la contaminación, los asentamientos huma-
nos, la seguridad pública, la vivienda y la migración.
Las medidas destacadas que desarrollan para enfrentar
los problemas arriba mencionados están enfocadas a
propiciar acciones que permitan lograr una sustentabi-
lidad de corte ambiental, social y económico; avanzar
en el logro del reconocimiento como metrópolis glo-
bales y tecnológicas, bajo el concepto de smart cities;
atender, de manera prioritaria, los aspectos de movili-
dad y accesibilidad y reconocer su carácter intercultu-
ral, hospitalario y respeto a la diversidad cultural de
las sociedades que las contiene; las dinámicas de
transporte, tránsito y tasación son aspectos atendidos
desde una esfera metropolitana, al igual que la seguri-
dad pública.

Por lo que toca a los aspectos jurídicos, la legislación
metropolitana de Barcelona es la que mayor aporta al
análisis comparado, mientras que para aspectos rela-
cionados con los fondos la experiencia de Paris es la
más destacada. Londres y Tokio aportan elementos re-
lacionados con la estructura gubernativa y los progra-
mas de desarrollo y acciones regionales.

Ahora bien, por lo que se refiere a la legislación me-
tropolitana en diversas entidades de México, tanto por
sus disposiciones constitucionales como por sus dis-
posiciones legales, destaca la experiencia de Jalisco en
los tres aspectos analizados; las definiciones concep-
tuales, su estructura gubernativa y los instrumentos
metropolitanos. De lo anterior destaca la regulación de

la planeación del desarrollo con enfoque de sustenta-
bilidad metropolitana, la infraestructura, la prestación
de servicios públicos, la coordinación y asociación
metropolitana, así como los aspectos particulares sig-
nificativos que identifiquen los municipios.

Como parte de su estructura, las zonas metropolitanas
cuentan con una Junta de Coordinación Metropolitana,
el Instituto Metropolitano de Planeación y el Consejo
Ciudadano. Asimismo, cuentan con un Convenio de
coordinación con un estatuto orgánico, la agenda me-
tropolitana, el plan de ordenación territorial y los pro-
gramas de desarrollo metropolitano, acompañados de
un fideicomiso que financia proyectos de inversión.
Estos aspectos se ven reflejados de manera puntual pa-
ra el área metropolitana de Guadalajara.

E.4 Legislación, estructura y gobernabilidad me-
tropolitana y de la megalópolis en la región centro
del país

Se analizaron los aspectos relacionados con los mar-
cos constitucionales relacionados con la materia me-
tropolitana, el diseño de legislaciones secundarias y
los aspectos gubernativos, tanto en su estructura como
en las materias específicas, particularmente la planea-
ción del desarrollo y las acciones regionales.

En principio, destaca una mayor amplitud en las dis-
posiciones constitucionales de la Ciudad de México
frente a las de los estados de México, Hidalgo, Puebla,
Tlaxcala, Morelos y Querétaro.

F. Tendencias para la metrópoli y la megalópolis

F.1 Metrópoli sustentable

¿Qué es? Busca atender el cambio climático y crear
políticas en beneficio de la población.

Aspectos que debe de tener:

• Una Metrópoli Justa es la que la justicia, el ali-
mento, la vivienda, la educación, la salud y la espe-
ranza estén distribuidas de manera justa.

• Una Metrópoli Bella, en la que el arte, la arqui-
tectura y el paisaje prendan la imaginación y el es-
píritu.
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• Una Metrópoli Creativa, en la que el pensamien-
to libre y la experimentación movilizan el potencial
de sus recursos humanos al completo y permitan la
respuesta rápida a los cambios.

• Una Metrópoli Ecológica, que minimice su im-
pacto ecológico, en la que el paisaje y la forma
construida estén en equilibrio, y en la que los edifi-
cios y las infraestructuras sean seguras y eficientes
en el uso de recursos.

• Una Metrópoli de Fácil contacto y Movilidad,
en la que se intercambie la información, tanto cara
a cara como electrónicamente.

• Una Metrópoli Compacta y Policéntrica, que
proteja el campo, para la que lo primordial sean les
comunidades y su integración dentro de barrios y
que maximice la proximidad.

• Una Metrópoli Diversa, en la que una amplia ga-
ma de actividades se solapa, crea animación, inspi-
ración y fomenta una intensa vida pública.

F.2 Metrópoli segura

¿Qué es? Ayuda a que las autoridades municipales,
servicios de emergencia y a las agencias de orden pú-
blico reducir el crimen, la violencia urbana, el vanda-
lismo y las amenazas terroristas como también au-
mentar la conciencia. Así como ayudar a la policía, las
unidades de primera intervención y a las autoridades
municipales a asegurar el control de las masas en pro-
testas, marchas, conciertos, festivales, manifestacio-
nes como también el control de fronteras.

Aspectos que debe de tener:

• Vigilancia por video

• Alarmas y sensores

• Soluciones de meteorología

• Sistemas unificados de comunicación

• Centros de comando y control

• Gestión de incidentes y operaciones 

• Centros de llamadas de emergencias

F.3 Metrópoli inteligente

¿Qué es? Ayuda a que el desarrollo urbano sea basado
en la sustentabilidad capaz de responder a las necesi-
dades básicas de instituciones, empresas, y de los pro-
pios habitantes, tanto en el plano económico, como en
los aspectos operativos, sociales y ambientales.

Aspectos que debe de tener:

• Buena Movilidad: gozar de un modelo de trans-
porte rápido, accesible y efectivo.

• Gobierno: con autoridades que administran y or-
ganizan el correcto funcionamiento.

• Economía: ser económicamente productivos y
eficientes.

• Medio ambiente: operar de forma medioambien-
talmente sustentable.

• Formas de vida: ofrecer recursos culturales, espa-
ciales y sociales para acceder a un estilo de vida grato.

• Personas: contar entre sus habitantes a personas
creativas, productivas y comprometidas.

F.4 Metrópoli intercultural

¿Qué es? ofrece a las metrópolis instrumentos para
gestionar la diversidad cultural como un recurso de di-
namismo y desarrollo social y económico, mediante el
estímulo de la creatividad y la innovación; para lograr
que la diversidad sea una fuente de prosperidad eco-
nómica, cohesión social y calidad de vida para todos
los ciudadanos.

Aspectos que debe de tener:

• Desarrollo de políticas de gestión de la diversidad.

• Debe de existir igualdad de derechos, deberes y
oportunidades sociales.

• Fomento de la interacción social positiva entre el
conjunto de la población, luchando contra la discri-
minación y la exclusión de personas y colectivos.
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F.5 Metrópoli de derechos

¿Qué es? crea metrópolis que respondan a las necesi-
dades humanas, en la cual todos los individuos debe-
rán de gozar los mismos derechos para construir los
diferentes tipos de ciudades que queremos; el derecho
a transformar la ciudad en algo radicalmente distinto.
Así como recoger los compromisos y medidas que de-
ben ser asumidos por la sociedad civil, los gobiernos
locales y nacionales, parlamentarios y organismos in-
ternacionales para que todas las personas vivan con
dignidad en las ciudades.

Aspectos que debe de tener:

• El derecho a un hábitat que facilite el tejido de las
relaciones sociales.

• El derecho a sentirse parte de la ciudad (sentido de
cohesión social y construcción colectiva).

• El derecho a vivir dignamente en la ciudad.

• El derecho a la convivencia.

• El derecho al gobierno de la ciudad.

• El derecho a la igualdad de derechos.

F.6 Metrópoli global

¿Qué es? Son las metrópoli que cumplen con una se-
rie de características nacidas debido al efecto de la
globalización y al constante crecimiento de la urbani-
zación. Además de ser las que tienen un efecto directo
y tangible en los asuntos mundiales a través de algo
más que el medio socioeconómico, con influencia en
términos de la cultura o la política.

Aspectos que debe de tener:

• Ser una metrópoli conocida a nivel internacional. 

• Ser un ente proactivo y participativo en eventos
reconocidos a nivel mundial. 

• Poseer un área metropolitana extensa y una gran
densidad poblacional. 

• Tener un aeropuerto internacional que se conecte
con las grandes naciones a nivel mundial. 

• Tener un sistema avanzado de transporte. 

• Tener una avanzada infraestructura en las teleco-
municaciones. 

• Ser un ente atractivo para la residencia de indivi-
duos de distintas naciones del mundo, por lo que
convierte en una ciudad cosmopolita. 

• Tener una infraestructura cultural amplia que abar-
que diversas edificaciones como museos, galerías
de arte, teatros, cines, etc.; además de eventos que
apoyen la difusión del arte en general. 

• Contener en su estructura de negocios reconocidas
empresas de proyección mundial y que estén dentro
de un rango multinacional.

G. Contenidos de la iniciativa de Ley

El Proyecto de iniciativa cumple con el mandato cons-
titucional aprobado por el Congreso de la Unión y pu-
blicada la reforma política de la Ciudad de México el
29 de enero de 2016 que dispone en su artículo 122,
apartado C, regular la organización y funcionamiento
del Consejo de Desarrollo Metropolitano, así como
definir los mecanismos e instrumentos de coordina-
ción administrativa en materia de planeación del desa-
rrollo y ejecución de acciones regionales para la pres-
tación de servicios públicos en la Zona Metropolitana
del Valle de México, de tal suerte que se cumpla con el
objeto de impulsar gradualmente un desarrollo inclu-
yente, funcional y eficiente para las personas que ha-
bitan en dicha zona, que permita una convivencia or-
denada y armónica para mejorar las condiciones de
habitabilidad, movilidad, sustentabilidad y calidad de
vida.

Para ello, este proyecto de iniciativa tiene una estruc-
tura de 48 artículos en doce capítulos que engloban los
aspectos generales y su naturaleza jurídica, la estruc-
tura gubernativa y los mecanismos de planeación del
desarrollo y las acciones regionales para la prestación
de servicios públicos.

Esta iniciativa tiene una amplia motivación que no se
reduce a explicar solamente los contenidos de la mis-
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ma, sino que hace un recuento detallado en varios
apartados:

• El marco conceptual: que hace un análisis jurídico
y teórico de los distintos conceptos de los que trata
la ley, profundizando en aquellos relacionados con
la planeación del desarrollo y las acciones regiona-
les para la prestación de servicios públicos, su rela-
ción con los principios de política pública y el mar-
co de los derechos humanos.

• La revisión de experiencias metropolitanas en el
contexto internacional, conocer sus proyectos que
han emprendido y los marcos jurídicos que han
desarrollado.

• El análisis del marco jurídico y la aplicación de
políticas públicas relacionada con las zonas metro-
politanas del país, particularizando en aquellas de la
zona metropolitana del Valle de México y la mega-
lópolis de la región centro.

• La revisión de la estructura actual metropolitana
del Valle de México, de la megalópolis y sus meca-
nismos de financiación para destacar en qué situa-
ción se encuentra el territorio de aplicación de la ley
en las materias que pretende regular, la forma en
que se ha instrumentado la estructura del Consejo
Metropolitano vigente y destacar lo que no ha fun-
cionado.

Producto de lo anterior, es que se plantea una nueva re-
alidad administrativa para la zona metropolitana cuyas
disposiciones se basan en principios de aplicación
obligatoria y el respeto irrestricto de los derechos hu-
manos.

Conceptos, principios y derechos

Los conceptos que define el alcance de esta Ley no
fueron seleccionados de manera aleatoria sino que par-
ticulariza sobre aquellos a los que el mandato consti-
tucional se refiere y diversos ordenamientos jurídicos
aplicables, como son el caso de la Ley General de
Asentamientos Humanos, Ordenación Territorial y
Desarrollo Urbano, la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente, y diversas legisla-
ciones del ámbito de las entidades federativas involu-
cradas en el alcance territorial de la Ley, junto con las
disposiciones de diversos tratados y resoluciones in-

ternacionales, con el apoyo teórico que la academia ha
desarrollado, entre los que se encuentran los siguien-
tes:

• Asentamientos humanos

• Interculturalidad

• Justicia distributiva

• Movilidad urbana

• No regresividad

• Progresividad

Los principios que establece la ley igualmente se defi-
nieron a partir del marco jurídico nacional, de las enti-
dades federativas y las disposiciones internacionales
en la materia que serán rectores para ser aplicados en
toda política y acciones de gobierno, previendo el res-
peto a los derechos humanos en general y los específi-
cos sobre los pueblos y comunidades indígenas. Entre
ellos se encuentran los siguientes:

• Principios de derechos humanos;

• Principios de transversalidad de la política públi-
ca;

• Principios sociales, económicos y ambientales; y

• Principios del ejercicio de la función pública

De manera particular se establece que regirá el princi-
pio de eficacia para el efectivo cumplimiento de las
disposiciones de esta Ley y demás ordenamientos jurí-
dicos aplicables relacionados con las materias que re-
gula y para que los instrumentos de coordinación se
cumplan a cabalidad

En tal sentido, se aplicarán medidas de coordinación
para: 

• Proteger, preservar y recuperar de manera corres-
ponsable entre los sectores público, privado y so-
cial, la biodiversidad, los ecosistemas, y el patrimo-
nio genético, atendiendo a criterios de
sustentabilidad, y reversión del daño ambiental; 
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• Minimizar la huella ecológica en términos de emi-
sión de gases de efecto invernadero, a través de una
estructura compacta y vertical, nuevas tecnologías,
uso de energía renovable, una estructura modal del
transporte orientada hacia la movilidad colectiva y
no motorizada, vehículos de cero emisiones de servi-
cio público y privado, medidas y políticas de eficien-
cia energética, políticas de aprovechamiento energé-
tico del metano generado por residuos orgánicos; 

• Garantizar recarga de acuíferos, incremento de
áreas verdes, recuperación de suelo y resiliencia an-
te fenómenos naturales; 

• Impedir la contaminación de aire, agua, suelo,
acústica, visual, lumínica, y de cualquier otro tipo; 

• Adoptar sistemas eficientes con la mejor tecnología
disponible de prevención, medición y monitoreo am-
biental; 

• Propiciar una gestión integral de residuos sólidos
para evitar riesgos s la salud y contaminación al am-
biente;

• Garantizar la disposición y distribución diaria,
continua, equitativa, asequible y sustentable del
agua, contando con políticas que preserven el re-
curso, garantice el acceso básico y vital a todas las
personas, establecer tarifas metropolitanas, diferen-
cias y progresivas de acuerdo a su consumo, redu-
ciéndose las perdidas por fugas en las redes de dis-
tribución, promover la captación de agua pluvial, y
promover el acceso gratuito al agua potable para be-
ber en espacios públicos; 

• Propiciar una política habitacional con base en la
ordenación territorial común o metropolitana ten-
diente a garantizar a sus habitantes el derecho a la vi-
vienda adecuada que favorezca la integración social; 

• Establecer mecanismos que promuevan la vivien-
da de arrendamiento publica, social y privada para
la Zona Metropolitana, así como proteger y apoyar
la producción social de vivienda; 

• Fomentar la construcción, instalación, manteni-
miento, reposición, ampliación o actualización de la
infraestructura física y tecnológica, equipamiento y
mobiliario urbanos; 

• Adoptar criterios de accesibilidad y diseño uni-
versal para mejorar las condiciones de equidad y
funcionalidad en la provisión de los servicios pú-
blicos; 

• Promover la conectividad en condiciones de efi-
ciencia, calidad y alta velocidad que permitan con-
solidar una Zona Metropolitana con acceso univer-
sal, equitativo, asequible y progresivo, además de
gratuito en el espacio público; 

• Garantizar la movilidad de las personas en condi-
ciones de máxima calidad; 

• Garantizar la seguridad de las personas con medi-
das de prevención, mitigación y gestión integral de
riesgos; 

• Fomentar sistemas de bienestar social, articulado,
incluyente, participativo y transparente; 

• Las demás que establezca eta Ley y otros ordena-
mientos jurídicos aplicables

Alcance territorial

El territorio de la Zona Metropolitana del Valle de Mé-
xico es el establecido en la Primera Declaratoria de
Ampliación del Ámbito Territorial de Planeación y Es-
tudio de la Zona Metropolitana del Valle de México,
publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal del
día 18 de agosto de 2008,

Hay que tomar en cuenta que el espíritu del legisla-
dor al momento de normar sobre el alcance territo-
rial, originalmente establecido en el proyecto de
dictamen de la reforma política de la Ciudad de Mé-
xico elaborado el 13 de diciembre de 2013, se refi-
rió a que:

“Las Comisiones Dictaminadoras coinciden en el
establecimiento de un órgano colegiado de desarro-
llo metropolitano, pero estiman incorrecto limitarlo
a la „zona del valle de México”, pues nada impide
el desarrollo de proyectos de infraestructura que
abarquen tanto la zona metropolitana como otras
áreas cercanas a ésta…”

Este espíritu, aunque ya no explícitamente desarrolla-
do, pero sí implícito, prevaleció en el cuerpo argu-
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mentativo del dictamen aprobado por la Cámara de
Senadores, por ser cámara de origen, el 28 de abril de
2015.

No obstante, en esta iniciativa el alcance territorial es
la escala metropolitana actual para el Valle de México
que abarca 88 municipios de los Estados de México e
Hidalgo y 16 demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México

Consejo de Desarrollo Metropolitano

El modelo de gobierno de la zona metropolitana del
Valle de México que permite el mandato constitucio-
nal no encuentra referente específico en los modelos
de gobierno de zonas metropolitanas que la teoría del
análisis metropolitano ha planteado. En el mundo
existen diversos modelos de administración metropo-
litana que van desde la cooperación horizontal entre
gobiernos locales hasta gobiernos locales consolida-
dos como una sola región.

No obstante, el Consejo de Desarrollo Metropolitano,
a diferencia del mecanismo de representación vigente,
incorpora dos elementos: por un lado, se amplia para
incluir a las representaciones municipales y de las de-
marcaciones territoriales a través de las llamadas co-
ordinaciones para la toma de decisiones del Consejo y
por el otro lado, este Consejo se ampliará con las au-
toridades federales y de las entidades federativas que
menciona los ordenamientos aplicables cuando resuel-
va asuntos relacionados con los recursos del Fondo
Metropolitano.

Al seleccionar este modelo de gobernabilidad metro-
politana que mejor permite la viabilidad metropolitana
del Valle de México, se definieron sus funciones pri-
mordiales, entre las que se encuentran:

• La coordinación de las políticas públicas y recur-
sos financieros a los que se refiere la presente Ley

• La planeación del desarrollo metropolitano y su
ordenación territorial

• La implantación de mecanismos de gobernanza
metropolitana

• La concurrencia, coordinación y colaboración de
acciones e inversiones de impacto metropolitano

• La concertación e inducción de acciones, obras y
servicios de impacto metropolitano entre los secto-
res público, social y privado

• La adopción de compromisos que asuma cada uno
de los órdenes de gobierno para la asignación de re-
cursos presupuestales o financieros para los proyec-
tos de impacto metropolitano

• Aprobar propuestas de creación y modificación
del marco jurídico metropolitano y propiciar su trá-
mite

• Gestionar recursos para obras, proyectos, progra-
mas y servicio de impacto metropolitano

• Garantizar que en toda política y programa metro-
politano al que se refiere esta Ley se incluya la pers-
pectiva de interculturalidad y garantizará que se
respeten e incluyan los derechos de los pueblos y
comunidades indígenas, pueblos y barrios origina-
rios, comunidades complementarias y personas en
movilidad humana

• Establecer las bases que permitan coordinar el de-
sarrollo de las relaciones de colaboración entre los
distintos órdenes de gobierno para una más eficaz
gestión y administración metropolitana, con base en
las resoluciones que les envíen las comisiones y con
estricto apego a las disposiciones jurídicas de cada
entidad

El Consejo se apoyará de distintas instancias para
cumplir con su objeto, dentro de los cuales se encuen-
tran:

• El Instituto de Planeación Metropolitana, encarga-
do de la formulación, seguimiento y evaluación de
las políticas públicas; 

• Las coordinaciones, como representación munici-
pal y de las demarcaciones territoriales en los órga-
nos de la autoridad;

• Las comisiones, como instancias de trabajo y
coordinación en las materias de la Ley; 

• El Comité Financiero que define, orienta y da se-
guimiento a los recursos públicos aplicables en la
metrópoli; y
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• La instancia de participación social, que asesora y
promueve consultas ciudadanas.

Destaca el tema de las comisiones que son instan-
cias de trabajo sobre los asuntos relacionados con la
coordinación administrativa para la planificación
del desarrollo y las acciones regionales para la pres-
tación de servicios públicos. Dichas comisiones son
de:

• Asentamientos humanos, que incluye asuntos de
desarrollo urbano, ordenación territorial, intercultu-
ralidad, movilidad humana, educación, cultura, pa-
trimonio y equidad social

• Ambiental y Cambio Climático, que incluye asun-
tos de preservación y restauración del equilibrio
ecológico y protección al ambiente, mitigación y
adaptación del cambio climático

• Agua y drenaje

• Residuos sólidos

• Movilidad urbana, que incluye los temas de in-
fraestructura vial, tránsito, transporte, accesibilidad
y diseño universal

• Protección civil

• Empleo, desarrollo económico e inversión

• Salud

• Seguridad pública, ciudadana y procuración de
justicia

• Las demás que apruebe el Consejo, previo estudio
del Instituto

También destaca la creación del Parlamento Metropo-
litano que reúne a la representación popular federal y
local y a la representación de la República del ámbito
de aplicación de la ley que se reunirán para adoptar ac-
ciones concertadas que prevean la formulación y pre-
sentación, ante las instancias correspondientes, de ini-
ciativas de ley o adecuaciones a las leyes vigentes en
los temas a los que esta Ley se refiere. 

Instrumentos de política

Para dar viabilidad a las disposiciones relacionadas
con la planeación del desarrollo y acciones regionales
para la prestación de servicios públicos, la iniciativa
establece los siguientes instrumentos:

• El Programa de Ordenación Metropolitana del Va-
lle de México

• La propuesta de normas técnicas aplicables a la
zona metropolitana.

• La Agenda Metropolitana para destacar las accio-
nes, obras y proyectos prioritarios que se cumplirán
por los gobiernos participantes en el Consejo du-
rante el ejercicio fiscal correspondiente.

• La evaluación de la política y programas metro-
politanas con base en índices que midan la habita-
bilidad, gobernanza, equidad, interculturalidad y
sustentabilidad 

Disposiciones finales

En este apartado se regulan las disposiciones sobre la
obligatoriedad de las instancias que participan en el
Consejo de los contenidos de la Ley y de no hacerlo se
aplicarán las sanciones referidas para los servidores
públicos que marca la Constitución General de la Re-
pública y leyes aplicables.

Marco transitorio

En 10 artículos se señala tanto la entrada en vigor de
la Ley que será el 18 de septiembre de 2018, los me-
canismos para la instauración del Consejo y sus ins-
tancias, así como, los instrumentos que se abrogan por
integrarse sus disposiciones en el cuerpo de la ley co-
mo lo es el caso del Convenio de Coordinación para la
instalación del Consejo de Desarrollo Metropolitano
del Valle de México.

Fundamento Legal

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; los artículos 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, las y los suscri-
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tos diputados de la LXIII Legislatura, somete a consi-
deración de este pleno la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se expide la Ley de Desarrollo
Metropolitano del Valle de México

Artículo Único. Se expide la Ley de Desarrollo Me-
tropolitano del Valle de México para quedar como si-
gue:

Ley de Desarrollo Metropolitano del Valle de Méxi-
co

Capítulo I
De las disposiciones generales

Artículo 1o. La presente ley es reglamentaria del artí-
culo 122, apartado C, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y demás ordenamientos ju-
rídicos aplicables. Sus disposiciones son de interés pú-
blico y social y tiene por objeto impulsar gradualmen-
te un desarrollo incluyente, funcional y eficiente para
las personas que habitan en la Zona Metropolitana del
Valle de México, que permita una convivencia ordena-
da y armónica para mejorar las condiciones de habita-
bilidad, movilidad, sustentabilidad y calidad de vida.

Para ello, esta Ley establecerá los mecanismos de coor-
dinación administrativa en materia de planeación del
desarrollo y ejecución de acciones metropolitanas para
la prestación de servicios públicos entre la Federación,
la Ciudad de México, así como sus demarcaciones te-
rritoriales, y los Estados y Municipios conurbados en la
Zona Metropolitana del Valle de México, y las bases
para la organización y funcionamiento del Consejo de
Desarrollo Metropolitano, al que corresponderá acor-
dar las acciones en materia de asentamientos humanos;
protección al ambiente; preservación y restauración del
equilibrio ecológico; transporte; tránsito; agua potable
y drenaje; recolección, tratamiento y disposición de
desechos sólidos, y seguridad pública.

En todo lo no previsto en la presente Ley, se aplicarán
las disposiciones contenidas en otras leyes relaciona-
das con las materias que regula este ordenamiento.

Artículo 2o. Se consideran causas de utilidad pública
aquellas establecidas en los ordenamientos jurídicos
que sean aplicables al ámbito metropolitano.

Artículo 3o. Para efectos de la presente ley, además de
las que establecen otros ordenamientos jurídicos apli-
cables, se entenderá por:

I. Agenda Metropolitana: El instrumento acordado
anualmente por el Consejo, formulado por el Insti-
tuto, que se desprende del Programa Metropolitano
y tiene por objeto destacar las acciones, obras y pro-
yectos prioritarios que se cumplirán por los gobier-
nos participantes en el Consejo durante el ejercicio
fiscal correspondiente;

II. Asentamientos humanos: Cualquier conglomera-
do demográfico y sus sistemas de convivencia que
se dan en un espacio físicamente localizado que in-
cluye elementos naturales y obras materiales. Los
sistemas de convivencia incluyen la adaptabilidad,
diversidad, pluralismo y equidad.

III. Consejo: El Consejo de Desarrollo Metropolita-
no del Valle de México;

IV. Instituto: El Instituto de Planeación de la Zona
Metropolitana del Valle de México;

V. Interculturalidad: El reconocimiento de la otre-
dad manifiesta en la salvaguarda, respeto y ejercicio
del derecho de toda persona y comunidad a tener,
conservar y fortalecer sus rasgos socioculturales y
diferencias que se desarrollan en el espacio público,
haciendo posible la interacción, la mezcla y la hi-
bridación entre sociedades culturalmente diversas,
así como el derecho de todas las culturas partici-
pantes a contribuir con el paisaje cultural de la so-
ciedad en la que están presentes;

VI. Justicia distributiva: Obligación de la autoridad
a aplicar de manera equitativa los programas socia-
les, priorizando las necesidades de los grupos en
condiciones de pobreza, exclusión y desigualdad
social;

VII. Ley: La Ley de Desarrollo Metropolitano del
Valle de México;

VIII. Movilidad humana: el ejercicio del derecho
humano de toda persona a migrar, que incluye las
transformaciones positivas que disminuyan las des-
igualdades, inequidades y discriminación;
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IX. Movilidad urbana: El conjunto de desplaza-
mientos de personas y bienes que se realizan a tra-
vés de diversos modos de transporte, que se llevan
a cabo para que la sociedad pueda satisfacer sus ne-
cesidades y acceder a las oportunidades de trabajo,
educación, salud, recreación y demás que ofrece la
zona metropolitana. También implica el derecho
del que goza toda persona, sin importar su residen-
cia, condición, modo o modalidad de transporte
que utiliza, para realizar los desplazamientos efec-
tivos y la obligación de las autoridades de realizar
un conjunto de acciones que tiendan a procurar su
debido ejercicio y contribuir al desarrollo sustenta-
ble;

X. No regresividad: Implica que una vez logrado el
avance en el disfrute de los derechos humanos, el
Estado no podrá disminuir el nivel alcanzado;

XI. Programa: El Programa de Ordenación Metro-
politana del Valle de México;

XII. Progresividad: El principio que establece la
obligación del Estado de procurar todos los medios
posibles para su satisfacción en cada momento his-
tórico y la prohibición de cualquier retroceso o in-
volución de los derechos humanos; y

XIII. Zona metropolitana: La Zona Metropolitana
del Valle de México.

Artículo 4o. Para la consecución de una Zona Metro-
politana del Valle de México con visión prospectiva
sustentable, intercultural, inclusiva, segura, inteligen-
te, resiliente, accesible, de derechos y global, las auto-
ridades de los gobiernos federal, de las entidades fede-
rativas, municipales y de las demarcaciones
territoriales que conforman dicha zona metropolitana
están obligadas a que en toda política y acciones se
respeten los derechos humanos en general y los espe-
cíficos sobre los pueblos y comunidades indígenas es-
tablecidos en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, las constituciones de las entidades
federativas de la misma, las leyes que emanan de ellas
y los instrumentos jurídicos internacionales en las ma-
terias que esta Ley establece. Además, serán de obser-
vancia obligatoria los principios que establecen otros
ordenamientos jurídicos aplicables, junto con los si-
guientes principios rectores:

I. Principios de derechos humanos: universalidad,
interdependencia, indivisibilidad, complementarie-
dad, integralidad, progresividad y no regresividad,
principio pro persona;

II. Principios de transversalidad de la política públi-
ca: interculturalidad, igualdad sustantiva, perspecti-
va de género, no discriminación, inclusión, accesi-
bilidad y diseño universal, interés superior de niñas,
niños y adolescentes, etaria y sustentabilidad;

III. Principios sociales, económicos y ambientales:
dignidad humana, solidaridad, protección personal,
equidad e inclusión social, erradicación de la po-
breza y la miseria, movilidad urbana, función so-
cial, derecho a la ciudad, derecho a la propiedad ur-
bana, seguridad ciudadana, movilidad humana,
resiliencia, productividad, preservación y restaura-
ción del equilibrio ecológico, protección al ambien-
te, aprovechamiento sustentable de los recursos na-
turales, protección, conservación y restauración del
patrimonio cultural, rural, urbano y natural; y

IV. Principios del ejercicio de la función pública:
Apegarse a la ética, austeridad, racionalidad, efi-
ciencia, celeridad, simplicidad, transparencia, aper-
tura, coherencia, responsabilidad, participación de-
mocrática y rendición de cuentas, la buena
administración y el buen gobierno.

Artículo 5o. Sin menoscabo de lo establecido en el ar-
tículo anterior, para el efectivo cumplimiento de las
disposiciones de esta Ley y demás ordenamientos jurí-
dicos aplicables relacionados con las materias que re-
gula y para que los instrumentos de coordinación se
cumplan a cabalidad, regirá el principio de eficacia.

En tal sentido, se aplicarán medidas de coordinación
para: 

I. Proteger, preservar y recuperar de manera corres-
ponsable entre los sectores público, privado y so-
cial, la biodiversidad, los ecosistemas, y el patrimo-
nio genético, atendiendo a criterios de
sustentabilidad, y reversión del daño ambiental; 

II. Minimizar la huella ecológica en términos de
emisión de gases de efecto invernadero, a través de
una estructura compacta y vertical, nuevas tecnolo-
gías, uso de energía renovable, una estructura mo-

Gaceta Parlamentaria Martes 13 de marzo de 2018154



dal del transporte orientada hacia la movilidad co-
lectiva y no motorizada, vehículos de cero emisio-
nes de servicio público y privado, medidas y políti-
cas de eficiencia energética, políticas de
aprovechamiento energético del metano generado
por residuos orgánicos; 

III. Garantizar recarga de acuíferos, incremento de
áreas verdes, recuperación de suelo y resiliencia an-
te fenómenos naturales; 

IV. Impedir la contaminación de aire, agua, suelo,
acústica, visual, lumínica, y de cualquier otro tipo; 

V. Adoptar sistemas eficientes con la mejor tecno-
logía disponible de prevención, medición y monito-
reo ambiental; 

VI. Propiciar una gestión integral de residuos sóli-
dos para evitar riesgos s la salud y contaminación al
ambiente;

VII. Garantizar la disposición y distribución diaria,
continua, equitativa, asequible y sustentable del
agua, contando con políticas que preserven el re-
curso, garantice el acceso básico y vital a todas las
personas, establecer tarifas metropolitanas, diferen-
cias y progresivas de acuerdo a su consumo, redu-
ciéndose las perdidas por fugas en las redes de dis-
tribución, promover la captación de agua pluvial, y
promover el acceso gratuito al agua potable para be-
ber en espacios públicos; 

VIII. Propiciar una política habitacional con base en
la ordenación territorial común o metropolitana ten-
diente a garantizar a sus habitantes el derecho a la
vivienda adecuada que favorezca la integración so-
cial; 

IX. Establecer mecanismos que promuevan la vi-
vienda de arrendamiento publica, social y privada
para la Zona Metropolitana, así como proteger y
apoyar la producción social de vivienda; 

X. Fomentar la construcción, instalación, manteni-
miento, reposición, ampliación o actualización de la
infraestructura física y tecnológica, equipamiento y
mobiliario urbanos; 

XI. Adoptar criterios de accesibilidad y diseño uni-

versal para mejorar las condiciones de equidad y
funcionalidad en la provisión de los servicios públi-
cos; 

XII. Promover la conectividad en condiciones de
eficiencia, calidad y alta velocidad que permitan
consolidar una Zona Metropolitana con acceso uni-
versal, equitativo, asequible y progresivo, además
de gratuito en el espacio público; 

XIII. Garantizar la movilidad de las personas en
condiciones de máxima calidad; 

XIV. Garantizar la seguridad de las personas con
medidas de prevención, mitigación y gestión inte-
gral de riesgos; 

XV. Fomentar sistemas de bienestar social, articula-
do, incluyente, participativo y transparente; 

XVI. Las demás que establezca eta Ley y otros or-
denamientos jurídicos aplicables. 

Capítulo II
Del ámbito territorial

Artículo 6o. La Zona Metropolitana del Valle de Mé-
xico está conformada por: 

I. Las demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México: Álvaro Obregón; Azcapotzalco; Benito
Juárez; Coyoacán; Cuajimalpa de Morelos; Cuauh-
témoc; Gustavo A. Madero; Iztacalco; Iztapalapa;
La Magdalena Contreras; Miguel Hidalgo; Milpa
Alta; Tláhuac; Tlalpan; Venustiano Carranza y Xo-
chimilco;

II. Los municipios del Estado de México de: Acol-
man, Amecameca, Apaxco, Atenco, Atizapán de
Zaragoza, Atlautla, Axapusco, Ayapango, Coacalco
de Berriozabal, Cocotitlán, Coyotepec, Cuautitlán,
Cuautitlán Izcalli, Chalco, Chiautla, Chicoloapan,
Chiconcuac, Chimalhuacán, Ecatepec de Morelos,
Ecatzingo, Huehuetoca, Hueypoxtla, Huixquilucan,
Isidro Fabela, Ixtapaluca, Jaltenco, Jilotzingo, Ju-
chitepec, La Paz, Melchor Ocampo, Naucalpan de
Juárez, Nezahualcóyotl, Nextlalpan, Nicolás Rome-
ro, Nopaltepec, Otumba, Ozumba, Papalotla, San
Martín de las Pirámides, Tecámac, Temamatla, Te-
mascalapa, , Tenango del Aire, Teoloyucan, Teoti-
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huacán, Tepetlaoxtoc, Tepetlixpa, Tepotzotlán, Te-
quixquiac, Texcoco, Tezoyuca, Tlalmanalco, Tlal-
nepantla de Baz, Tonanitla, Tultepec, Tultitlán, Va-
lle de Chalco Solidaridad, Villa del Carbón y
Zumpango;

III. Los municipios del Estado de Hidalgo de Atita-
laquia, Atotonilco de Tula, Tlahuelilpan, Tlaxcoa-
pan, Tula de Allende, Tepeji del Río, Tezontepec de
Aldama, Tetepango, Tepetitlan, Ajacuba, Chapan-
tongo, Epazoyucan, Mineral del Monte, Pachuca de
Soto, Mineral de la Reforma, San Agustín Tlaxiaca,
Zapotlán, Zempoala, Tizayuca, Tolcayuca, Villa de
Tezontepec, Cuautepec, Santiago Tulantepec, Tu-
lancingo, Emiliano Zapata, Tlanalapa, Tepeapulco,
Singuilucan y Nopala de Villagrán; y

IV. Los demás que se incorporen por el grupo inte-
rinstitucional conformado por la Secretaria de De-
sarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Consejo
Nacional de Población y el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía.

Las delimitaciones territoriales de las demarcaciones
territoriales y de los municipios son las que establecen
las constituciones de las entidades federativas de la zo-
na metropolitana.

Artículo 7o. Para la modificación de la delimitación
territorial a la que se refiere el artículo anterior, el
Consejo será el facultado para solicitarlo ante el grupo
interinstitucional. 

Capítulo III
Del Consejo de Desarrollo 

Metropolitano del Valle de México

Artículo 8o. El Consejo de Desarrollo Metropolitano
del Valle de México estará encargado de la coordina-
ción administrativa en materia de planeación del desa-
rrollo y ejecución de acciones para la prestación de
servicios públicos en materia de asentamientos huma-
nos; protección al ambiente; preservación y restaura-
ción del equilibrio ecológico; transporte; tránsito; agua
potable y drenaje; recolección, tratamiento y disposi-
ción de desechos sólidos, y seguridad pública.

Los gobiernos de las entidades federativas, de los mu-
nicipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México tendrán pleno reconocimiento del Con-

sejo y establecerán las medidas adecuadas para esta-
blecer mecanismos de corresponsabilidad a efecto de
impedir que con esta Ley se invadan esferas compe-
tenciales de los poderes locales.

Artículo 9o. El Consejo se integra por:

I. El o la representante del gobierno federal, a través
del o la titular de la Secretaría de Desarrollo Agra-
rio, Territorial y Urbano;

II. Los y las titulares de los gobiernos de la Ciudad
de México, Hidalgo y Estado de México; y

III. Las coordinaciones.

Cuando se traten asuntos relacionados con el Fondo
Metropolitano participarán en el Consejo las autorida-
des federales y de las entidades federativas de la Zona
Metropolitana del Valle de México que mencionan los
ordenamientos jurídicos aplicables.

Artículo 10. La presidencia del Consejo será rotativa,
durando en el cargo un año. Invitará a sus sesiones a
los y las representantes de las comisiones, el Instituto
y la instancia de participación ciudadana, quienes ten-
drán solo derecho a voz.

Cuando el Consejo apruebe propuestas relacionadas
con el marco jurídico invitará a la sesión correspon-
diente con derecho a voz a:

I. Legisladores del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, a través de los o las presidentes
de las Comisiones Ciudad de México, Desarrollo
Metropolitano y Desarrollo Urbano y Ordenamien-
to Territorial;

II. Diputados y diputadas de los congresos de las
entidades federativas que encabecen las comisiones
del ámbito metropolitano; y

III. Las y los representantes que designe el Parla-
mento Metropolitano Regional.

Artículo 11. Son facultades del Consejo:

I. La coordinación de las políticas públicas y recur-
sos financieros a los que se refiere la presente Ley;
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II. La planeación del desarrollo metropolitano y su
ordenación territorial; 

III. La implantación de mecanismos de gobernanza
metropolitana;

IV. La concurrencia, coordinación y colaboración
de acciones e inversiones de impacto metropolita-
no;

V. La concertación e inducción de acciones, obras y
servicios de impacto metropolitano entre los secto-
res público, social y privado;

VI. La adopción de compromisos que asuma cada
uno de los órdenes de gobierno para la asignación
de recursos presupuestales o financieros para los
proyectos de impacto metropolitano;

VII. Proponer ante las autoridades federales compe-
tentes y previo estudio del Instituto, la expedición
de normas aplicables para la zona metropolitana en
las materias que esta ley establece. Lo mismo hará
cuando se trate de normas de aplicación local que
influyan en la zona metropolitana.

VIII. Aprobar propuestas de creación y modifica-
ción del marco jurídico metropolitano y propiciar
su trámite;

IX. Emitir su reglamento interior;

X. Aprobar los programas a los que esta Ley se re-
fiere y sus actualizaciones;

XI. Aprobar los resolutivos y propuestas que le en-
víen las coordinaciones, las comisiones;

XII. Gestionar recursos para obras, proyectos, pro-
gramas y servicio de impacto metropolitano;

XIII. Garantizará que en toda política y programa
metropolitano al que se refiere esta Ley se incluya
la perspectiva de interculturalidad y garantizará que
se respeten e incluyan los derechos de los pueblos y
comunidades indígenas, pueblos y barrios origina-
rios, comunidades complementarias y personas en
movilidad humana.

XIV. Establecerá las bases que permitan coordinar
el desarrollo de las relaciones de colaboración entre
los distintos órdenes de gobierno para una más efi-
caz gestión y administración metropolitana, con ba-
se en las resoluciones que les envíen las comisiones
y con estricto apego a las disposiciones jurídicas de
cada entidad; y

XV. Las demás necesarias para el cumplimiento de
su objeto.

Artículo 12. El Consejo sesionará una vez cada cuatro
meses de manera ordinaria y extraordinaria cuantas
veces sea necesario. En cualquier caso, las sesiones
podrán declararse en permanente cuando se requiera,
previa aprobación de la mayoría de su pleno presente.

Se deberá convocar a las reuniones ordinarias con an-
ticipación mínima de setenta y dos horas y a reuniones
extraordinarias con veinticuatro horas de anticipación,
salvo urgencia determinada por mayoría del Consejo.

Para sesionar se requiere que estén presentes la mayo-
ría de sus integrantes y sus resoluciones se aprobarán
con la mayoría presente, teniendo el o la presidente del
Consejo, el voto de calidad en caso de empate.

Artículo 13. El Consejo contará con un Secretariado
Técnico que le apoyará y dará seguimiento a las ins-
trucciones y acuerdos que emanen del mismo, inclui-
das las siguientes facultades:

I. Convocar y presidir las reuniones del Consejo;

II. Operar las resoluciones del Consejo;

III. Representar al Consejo;

IV. Propiciar el buen funcionamiento de los órganos
del Consejo;

V. Vincularse con otras zonas metropolitanas o me-
galópolis para el intercambio de estrategias en ma-
teria de planeación del desarrollo, ordenación terri-
torial y acciones regionales para la prestación de
servicios públicos;

VI. Elaborar el informe cuatrimestral y un informe
de evaluación anual que deberán ser aprobados por
el Consejo; y
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VII. Las demás que señale el Reglamento y las que
le asigne el Consejo.

Artículo 14. El Secretariado Técnico del Consejo esta-
rá integrado por:

I. Dos representantes de la Secretaría de Desarrollo
Agrario, Territorial y Urbano, uno o una a nivel de
subsecretaría y otro u otra a nivel de dirección ge-
neral; y

II. Dos representantes de los gobiernos de las enti-
dades federativas que conforman la Zona Metropo-
litana del Valle de México, a través de las Secreta-
rías de Gobierno y los y las responsables del ámbito
metropolitano.  

Cada representante titular podrá designar un o una
suplente.

Capítulo IV
De las coordinaciones

Artículo 15. El Consejo establecerá coordinaciones
para proponer acciones y atender problemas y necesi-
dades del ámbito municipal y de las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México que tengan que ser
consideradas por el Consejo y en las comisiones, sub-
comisiones, el Instituto y el Comité Financiero, según
sea el caso. 

Artículo 16. El gobierno de cada entidad federativa es-
tablecerá su coordinación local respectiva, integrada
por el o la representante del Gobierno de la entidad fe-
derativa y por los y las presidentes municipales o, en
su caso, los y las alcaldesas de las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México.

Cada una de las coordinaciones, sin la participación
del o la representante del gobierno de la entidad fede-
rativa, elegirá a un o una Coordinadora General entre
sus miembros, quien tendrá asiento en el Consejo, en
representación de la coordinación correspondiente.
Durará en su encargo un año improrrogable.

Las coordinaciones participarán en las reuniones del
Comité Financiero y de las comisiones solo con dere-
cho a voz.

Artículo 17. Son facultades de las coordinaciones:

I. Representar a los ayuntamientos y alcaldías ante
el Consejo, las comisiones, las subcomisiones y el
Comité Financiero;

II. Acordar sobre los asuntos metropolitanos a los
que esta ley se refiere que atañen a los municipios o
demarcaciones territoriales de su entidad federativa
y proponer sus resolutivos al Consejo, tomando en
cuenta las opiniones de las Comisiones;

III. Proponer al Consejo la solicitud de financiación
de actividades, proyectos y obras metropolitanas
ante las autoridades competentes, previa autoriza-
ción del Comité Financiero;

IV. Enviar al Consejo sus resoluciones y propuestas
para su análisis y, si así se determina, su aproba-
ción; y

V. Las demás que apruebe el Consejo.

Capítulo V
De las comisiones

Artículo 18. Las comisiones son instancias de trabajo
y coordinación sobre asuntos de interés y del ámbito
metropolitano.

Las comisiones podrán crear subcomisiones adiciona-
les a las que esta Ley establece, previo estudio que
presente el Instituto.

Artículo 19. Las comisiones y subcomisiones se inte-
grarán por representantes del gobierno federal y de las
entidades federativas encargadas de atender los asun-
tos a los que se refiere su encomienda, y participarán
las autoridades municipales y de las alcaldías, a través
de sus representantes designados por la coordinación
que corresponda, en los términos definidos en la pre-
sente Ley y el Reglamento Interior.

La presidencia de las comisiones y subcomisiones se-
rá rotativa entre sus miembros, por un periodo de un
año.

Artículo 20. Las comisiones y subcomisiones sesiona-
rán de manera ordinaria al menos una vez al mes y de
manera extraordinaria cuantas veces sea necesario a
solicitud de cualquiera de sus integrantes. Para sesio-
nar se requiere que estén presentes la mayoría de sus
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integrantes y sus resoluciones se aprobarán con la ma-
yoría presente, teniendo el o la presidente de la Comi-
sión o subcomisión el voto de calidad en caso de em-
pate.

Artículo 21. Son facultades generales de las comisio-
nes

I. Propiciar la aplicación de la planeación metropo-
litana establecida en los programas a los que esta
Ley se refiere en las administraciones públicas
competentes;

II. Opinar sobre los proyectos a ser financiadas por
los Fondos a los que esta ley se refiere;

III. Coordinar la adopción de criterios homólogos
para atender la problemática en las materias de su
atención;

IV. Sugerir adecuaciones al marco jurídico con vi-
sión a resolver problemáticas de la zona metropoli-
tana del Valle de México; 

V. Recibir las recomendaciones, estudios y elemen-
tos técnicos de información que elabore el Instituto;

VI. Enviar los resolutivos y propuestas que genere
para su análisis y, en su caso, aprobación por parte
del Consejo; 

VII. Formular los convenios de coordinación me-
tropolitana para la atención de los asuntos de su
competencia que esta ley establece, que deberán
signar los gobiernos que sean parte de los mismos,
así como aplicar y coordinar acciones conjuntas,
mediante dichos convenios, aprobados por el Con-
sejo;

VIII. Crear, previo estudio que presente el Instituto
y aprobación por parte del Consejo, las subcomisio-
nes adicionales a las que esta Ley establece; y

IX. Las demás que esta Ley establece y las que
apruebe el Consejo.

Artículo 22. La Comisión Ambiental Metropolitana es-
tá encargada de coordinar acciones relacionadas con la
preservación y restauración del equilibrio ecológico, la
protección al ambiente, la adopción de medidas de mi-

tigación y adaptación al cambio climático y fomento
del desarrollo rural sustentable. Estará integrada por un
o una representante del gobierno federal, a través de las
secretarías de Medio Ambiente y Recursos Naturales y
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación; un o una representante de cada uno de
los gobiernos de las entidades federativas, a través de
las unidades administrativas encargadas de los asuntos
ambientales y del cambio climático y desarrollo rural;
y un o una representante de cada coordinación.

Esta Comisión tendrá las siguientes atribuciones:

I. Definir, coordinar y dar seguimiento, en forma
concurrente, a las políticas, programas, proyectos y
acciones que las autoridades competentes deban ob-
servar;

II. Establecer los criterios y lineamientos para la in-
tegración de los programas, proyectos y acciones
específicas para prevenir y controlar la contamina-
ción ambiental; para proteger y restaurar los recur-
sos naturales, para dictar medidas de mitigación y
adaptación al cambio climático; y para propiciar el
desarrollo rural sustentable;

III. Definir la participación que deben tener otras
dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal y de las entidades federativas y esta-
blecer los correspondientes mecanismos de coordi-
nación, así como de inducción y concertación con
los sectores social y privado o con los grupos y par-
ticulares interesados;

IV. Asegurar una adecuada coordinación entre las
dependencias encargadas de la procuración ambien-
tal y territorial y las de justicia ambiental;

V. Proponer acciones y medidas para prevenir y
controlar contingencias ambientales y emergencias
ecológicas, así como de mitigación y adaptación al
cambio climático, y contingencias climatológicas
que afecten a la producción rural;

VI. Acordar la realización de programas de investi-
gación y desarrollo tecnológico, así como de educa-
ción y capacitación a través del Instituto;

VII. Acordar la adecuación y homologación de la
normatividad;
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VIII. Definir los mecanismos para allegarse los re-
cursos y fondos necesarios para la financiación de
las políticas, programas, proyectos, acciones y me-
didas cuya realización acuerde el Comité Financie-
ro y apruebe la Junta de Gobierno o, en su caso, la
autoridad competente;

IX. Proponer y fomentar los instrumentos de políti-
ca;

X. Evaluar periódicamente el cumplimiento de los
acuerdos y determinaciones de la Comisión; 

XI. Expedir su reglamento de operación; y

XII. Las demás que sean necesarias para la realiza-
ción de sus atribuciones que apruebe la Junta de
Gobierno.

La Comisión se vinculará con la Comisión Ambiental
de la Megalópolis para la coordinación de acciones
conjuntas en el ámbito metropolitano que esta Ley es-
tablece. 

Artículo 23. La Comisión Metropolitana de Agua Po-
table y Drenaje estará encargada de coordinar accio-
nes relacionadas con la gestión integral del agua. Es-
tará integrada por las autoridades federal y de las
entidades federativas en materia de agua y su coordi-
nación será rotativa, durando en su encargo un año.
Cuando sea el caso podrá invitar con derecho a voz a
las representaciones del ámbito municipal y de las
demarcaciones territoriales, cuando se trate un asun-
to de su ámbito territorial, a través de las coordina-
ciones.

Esta Comisión tendrá las siguientes atribuciones:

I. Conocer el diagnóstico hidráulico del Valle de
México y de la megalópolis en los aspectos de dre-
naje, agua potable, residual, pluvial, tratada y para
usos agropecuarios e industriales? 

II. Establecer las metas y objetivos particulares de
los programas que se apliquen para la solución de
los problemas hidráulicos, previa concertación? 

III. Definir las políticas y estrategias para lograr los
objetivos de la Comisión? 

IV. Proponer los programas que en materia hidráu-
lica se consideren apropiados para la zona metropo-
litana y coordinar su ejecución, control y evalua-
ción? 

V. Coordinar las políticas operativas y de manejo de
los sistemas de agua potable, drenaje, tratamiento,
usos agropecuarios e industriales y reusos;

VI. Desarrollar el Programa Metropolitano del Uso
Eficiente del Agua; 

VII. Promover la creación de programas de sanea-
miento, con el objeto de preservar la calidad de los
cuerpos receptores y alentar la recuperación de zo-
nas con valor ecológico;

VIII. Fomentar programas de capacitación técnica,
así como el intercambio de tecnologías en materia
hidráulica, con el objeto de modernizar los siste-
mas; 

IX. Desarrollar los estudios necesarios para el esta-
blecimiento de políticas tarifarias acordes al costo
real de los servicios de agua y proponer los casos en
que se deberán aplicar los subsidios correspondien-
tes, con el acompañamiento del Instituto; 

X. Desarrollar campañas de difusión en materia de
agua, drenaje y tratamiento en el área metropolita-
na, con el acompañamiento del Instituto; 

XI. Establecer planes y programas operativos para
situaciones de emergencia en la zona metropolitana
del Valle de México; 

XII. Crear un sistema integral de información de los
servicios de agua en la zona metropolitana del Valle
de México; 

XIII. Las demás que sean necesarias para la realiza-
ción de sus atribuciones y las que señale la Comi-
sión. 

Artículo 24. La Comisión Metropolitana de Residuos
Sólidos estará encargada de coordinar acciones para la
recolección, tratamiento y disposición de desechos só-
lidos.
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Esta Comisión estará integrada por las autoridades fe-
deral y de las entidades federativas en materia de resi-
duos sólidos y su coordinación será rotativa durando
en su encargo un año. Cuando sea el caso podrá invi-
tar con derecho a voz a las representaciones del ámbi-
to municipal y de las demarcaciones territoriales cuan-
do se trate un asunto de su ámbito territorial, a través
de las coordinaciones.

La Comisión propiciará que en los convenios que se
suscriban se acuerden medidas de aplicación obligato-
ria para todas las partes, entre otras, sobre:

I. La adopción de políticas para la disminución en la
generación de residuos sólidos;

II. Los mecanismos comunes para la recolección de
residuos de manera eficiente y de conformidad con
la legislación y normas aplicables, previendo la re-
colección seleccionada;

III. La generación de instrumentos fiscales, econó-
micos y de mercado para el reciclaje de productos
derivados de los residuos; y

IV. La adopción de infraestructura metropolitana
para la disposición final de residuos.

Artículo 25. La Comisión de Movilidad Urbana estará
encargada de coordinar los asuntos relacionados con
infraestructura vial, tránsito, transporte, accesibilidad
y diseño universal. Esta Comisión estará integrada por
las autoridades federal y de las entidades federativas
en materia de movilidad o su referente. Cuando sea el
caso podrá invitar con derecho a voz a las representa-
ciones del ámbito municipal y de las demarcaciones
territoriales cuando se trate un asunto de su ámbito te-
rritorial, a través de las coordinaciones.

La Comisión propiciará que en los convenios que se
suscriban se acuerden medidas de aplicación obligato-
ria para todas las partes, entre otras, sobre:

I. La proposición de alternativas de solución inte-
gral para resolver los problemas del transporte,
tránsito, vialidad, diseño universal y accesibilidad,
atendiendo primordialmente la satisfactoria presta-
ción de los servicios públicos en beneficio de la po-
blación;

II. La elaboración del Programa Metropolitano de
Movilidad Urbana considerando todas las modali-
dades;

III. El diseño de medidas de simplificación admi-
nistrativa relacionadas con la movilidad urbana;

IV. El fomento de la multimodalidad e incentivar el
transporte público de pasajeros;

V. La adopción de tarifas comunes para los distintos
tipos de transporte público de pasajeros en toda la
zona metropolitana;

VI. La concreción de costos compensados para el
sistema de transporte colectivo metro;

VII. La regulación del tránsito del transporte públi-
co de carga que atraviesa la zona metropolitana pa-
ra minimizar los riesgos e impactos que genera en
la zona urbana;

VIII. Sugerir las medidas, procedimientos y accio-
nes que permitan las adecuaciones jurídicas para es-
tablecer a la brevedad posible un marco legal aná-
logo en materia de movilidad urbana;

IX. Proponer las especificaciones técnicas, de segu-
ridad, capacidad y comodidad del parque vehicular
en el que se realiza el transporte en sus diferentes
modalidades, para avanzar en la homologación de
la fabricación del equipo;

X. Sugerir las especificaciones técnicas para la mo-
dernización de la vialidad existente y por construir-
se, diseñando la infraestructura vial complementa-
ria para el transporte;

XI. Propiciar procedimientos de consulta interinsti-
tucional con las dependencias y organismos relacio-
nados con la movilidad urbana;

XII. Conocer y dar seguimiento a la observancia de
las medidas relacionadas con la movilidad urbana
por parte de las autoridades y organizaciones de
transportistas;

XIII. Registrar y controlar las constancias de auto-
rización metropolitana de las diferentes modalida-
des del transporte;
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XIV. Proponer a las autoridades correspondientes el
diseño, creación y funcionamiento de nuevos servi-
cios de transporte en rutas y corredores metropoli-
tanos y de la megalópolis;

XV. Sugerir las características de los programas de
capacitación para los conductores de transporte pú-
blico en todas sus modalidades y servicios;

XVI. Participar en foros académicos, técnicos y es-
pecializados en materia de movilidad,

XVII. Proponer el Reglamento Metropolitano de
Tránsito y Vialidad para su aprobación en el Conse-
jo y su publicación por los gobiernos de las entida-
des federativas correspondientes; y

XVIII. Las demás que le confiera el Consejo.

Artículo 26. La Comisión de Seguridad Pública y Pro-
curación de Justicia estará integrada por las autorida-
des federales y de las entidades federativas encargadas
de los asuntos de seguridad pública y de procuración
de justicia. Cuando sea el caso podrá invitar con dere-
cho a voz a las representaciones del ámbito municipal
y de las demarcaciones territoriales cuando se trate un
asunto de su ámbito territorial, a través de las coordi-
naciones.

Esta Comisión tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Proponer alternativas de solución integral para los
problemas de seguridad pública, atendiendo pri-
mordialmente la satisfactoria prestación de este ser-
vicio público en beneficio de la población;

II. Promover ante el Instituto la elaboración del Pro-
grama de Seguridad Pública considerando, en for-
ma prioritaria, la prevención del delito;

III. Contribuir a la elaboración de un Programa de
Modernización del Ministerio Público para el ámbi-
to de actuación de la Comisión;

IV. Proponer medidas que agilicen y simplifiquen
las acciones preventivas mutuas en áreas limítrofes,
así como acciones encaminadas a la persecución de
infractores, como la unificación de las frecuencias
de radio y la utilización de códigos comunes;

V. Promover acciones conjuntas para la persecución
de infractores de la ley;

VI. Sugerir las medidas, procedimientos y acciones
que permitan las adecuaciones jurídicas para esta-
blecer, a la brevedad posible, un marco legal análo-
go en materia de seguridad pública y procuración de
justicia;

VII. Promover la profesionalización de los cuerpos
policiacos en sus distintas modalidades, así como la
modernización de su equipo, para abatir eficazmen-
te la delincuencia;

VIII. Sugerir procedimientos de participación ciu-
dadana en la aplicación de acciones preventivas, fo-
mentando el desarrollo de una cultura para la pre-
vención del delito;

IX. Promover la integración de registros comunes y
bancos de información sobre miembros de los cuer-
pos de seguridad, incidencia delictiva y modus ope-
randi de la delincuencia organizada;

X. Impulsar el establecimiento de un sistema auto-
matizado que permita la investigación criminológi-
ca a partir de la identificación de huellas dactilares,
a fin de combatir la delincuencia organizada;

XI. Sugerir el establecimiento de un sistema de
asistencia telefónica a la comunidad, dando prefe-
rencia a las áreas de mayor incidencia delictiva;

XII. Recomendar el establecimiento de zonas de vi-
gilancia y operación conjunta en zonas críticas co-
nurbadas;

XIII. Promover procedimientos que permitan al Mi-
nisterio Público y a los cuerpos policiales actuar
con eficacia y oportunidad en acciones de combate
a la delincuencia;

XIV. Participar en foros y actividades relacionados
con la prestación de la seguridad pública en la zona
metropolitana; 

XV. Las que correspondan a los Consejos Regiona-
les de Seguridad Pública y las que regulan las Con-
ferencias en la materia, conforme a las disposicio-
nes de la Ley General que establece las Bases de
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Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad
Pública y las que determine el Consejo Nacional de
Seguridad Pública. 

XVI. Promover la integración y comunicación entre
los mandos superiores de los cuerpos de seguridad
pública.

XVII. Recomendar la celebración de convenios es-
pecíficos que permitan combatir con mayor eficacia
la delincuencia y abatir la impunidad. 

XVIII. Crear subcomisiones o grupos de trabajo,
con la participación de representantes de los inte-
grantes de la Comisión; y

XIX. Las demás, que para cumplir con sus funcio-
nes y de común acuerdo, le encomiende el Consejo. 

Artículo 27. La Comisión de Asentamientos Humanos
es la encargada de coordinar los asuntos de desarrollo
urbano, ordenación territorial, interculturalidad, movi-
lidad humana, educación, cultura, patrimonio y equi-
dad social en la zona metropolitana.

La Comisión estará integrada por las autoridades fede-
rales y de las entidades federativas encargadas de los
asuntos de desarrollo urbano y ordenación territorial,
gobierno, educación, cultura y desarrollo social. Cuan-
do sea el caso podrá invitar con derecho a voz a las re-
presentaciones del ámbito municipal y de las demar-
caciones territoriales cuando se trate un asunto de su
ámbito territorial, a través de las coordinaciones.

Son atribuciones de la Comisión:

A. En materia de Desarrollo Urbano y Ordenación Te-
rritorial:

I. Coordinar la adopción de criterios homogéneos
para atender la problemática que en la materia del
desarrollo urbano y la vivienda;

II. Opinar y formular propuestas sobre los planes y
programas de desarrollo urbano y vivienda de las
entidades federativas;

III. Plantear estrategias de control al crecimiento ur-
bano, así como para la adecuada localización de los
asentamientos humanos;

IV. Proponer reformas y adiciones a las legislacio-
nes urbanas de las entidades federativas;

V. Proponer mecanismos técnicos, administrativos
y financieros que coadyuven a la regulación urbana,
al fomento y protección de las áreas de conserva-
ción ecológica y, en su caso, el aprovechamiento en
actividades productivas de las áreas no urbaniza-
bles;

VI. Establecer mecanismos de coordinación entre
los sectores público, privado y social, para la ins-
trumentación de programas y acciones en materia
de desarrollo urbano y vivienda;

VII. Sugerir la adopción de mecanismos que propi-
cien el desarrollo ordenado de la infraestructura y el
equipamiento urbano de la Zona Metropolitana; y

VIII. Las demás que, para cumplir con sus funcio-
nes, le encomiende el Consejo.

B. En materia de Interculturalidad y Movilidad Huma-
na:

I. Formular el programa metropolitano de intercul-
turalidad y movilidad humana, particularmente pa-
ra la atención a personas migrantes que llegan al te-
rritorio de la zona metropolitana provenientes de
otras entidades federativas o del exterior; a migran-
tes originarios de esta zona que residen en el exte-
rior o que han migrado a otra entidad federativa dis-
tinta a las de la zona metropolitana; el apoyo a
comunidades de distinto origen nacional estableci-
das en la zona metropolitana, la atención de las per-
sonas en desplazamiento interno, así como aquellas
relacionadas con los aspectos de interculturalidad; 

II. Promover y fomentar las relaciones intercultura-
les en el ámbito de la salud, la alimentación, la edu-
cación, la cultura, el arte, las comunicaciones, el de-
sarrollo y la planificación y promover programas
sociales para la zona metropolitana; 

III. Visibilizar las aportaciones actuales e históricas
que han hecho los sujetos de la interculturalidad pa-
ra el enriquecimiento cultural de la región, fomen-
tar la capacitación, celebrar eventos y difundir las
acciones; y
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IV. Las demás que esta Ley y otras disposiciones le-
gales atribuyan al gobierno federal y a las entidades
federativas.

C. En materia de Educación, Cultura y Patrimonio es-
tá encargada de concertar y coordinar la adopción de
acciones conjuntas para atender problemas comunes
en las materias referidas para esta subcomisión, así
como fomentar la protección, conservación, restaura-
ción, recuperación, revitalización, enriquecimiento,
promoción y difusión del patrimonio cultural, cosmo-
visión, prácticas culturales, conocimientos y tecnolo-
gías tradicionales con enfoque intercultural, así como
promover la creación de rutas patrimoniales del ámbi-
to de la zona metropolitana.

D.  En materia de equidad Social está encargada de
concertar y coordinar la adopción de acciones conjun-
tas para atender problemas comunes en materia de jus-
ticia distributiva, erradicación de la pobreza y miseria
extrema y mejoramiento de la calidad de vida de las
personas que habitan en la zona metropolitana.

Artículo 28. La Comisión de Protección Civil estará
encargada de coordinar los asuntos relacionados con la
gestión integral de riesgos, con base en lo establecido
en la Ley General de Protección Civil. La Comisión
estará integrada por las autoridades federales y de las
entidades federativas encargadas de los asuntos de
protección civil. Cuando sea el caso podrá invitar con
derecho a voz a las representaciones del ámbito muni-
cipal y de las demarcaciones territoriales cuando se
trate un asunto de su ámbito territorial, a través de las
coordinaciones.

Son atribuciones de esta Comisión:

I. Realizar acciones conjuntas para la prevención,
información, mitigación, auxilio, rehabilitación, pa-
ra la salvaguarda de las personas y sus bienes, el
funcionamiento de los servicios vitales y sistemas
estratégicos, la atención de desastres, siniestros o
situaciones de emergencia en coordinación con las
autoridades federal y locales de protección civil; 

II. Diseñar políticas, estrategias, mecanismos, ac-
ciones preventivas y planes de acción conjuntos, en
materia de protección civil que contribuyan a brin-
dar una eficiente respuesta en casos de desastre o de
situaciones de emergencia;

III. Elaborar y difundir planes y procedimientos de
contingencia en casos de desastre o de situaciones
de emergencia; 

IV. Realizar coordinadamente acciones de investi-
gación, capacitación y difusión en materia de pro-
tección civil, con la colaboración del Centro Nacio-
nal de Prevención de Desastres;

V. Intercambiar asesoría y apoyo técnico, en las
áreas de investigación, administración, documenta-
ción, difusión, operación, información y estadística,
sistema automatizado e informático y monitoreo sa-
telital, en materia de protección civil; 

VI. Propiciar el intercambio y apoyo en materia de
personal técnico y especializado, instalaciones,
equipo y tecnologías para la atención de emergen-
cias y desastres;

VII. Diseñar programas de capacitación y estudios
superiores en materia de protección civil, con la co-
laboración del Centro Nacional para la Prevención
de Desastres;

VIII. Elaborar e implementar programas integrales
de difusión tendientes a crear, fomentar y mantener
la cultura de protección civil entre los habitantes de
la zona metropolitana;

IX. Mejorar la capacidad de respuesta y la partici-
pación de las entidades públicas, privadas y socia-
les en casos de desastre o de situaciones de emer-
gencia; 

X. Diseñar e instrumentar programas preventivos
para fomentar la cultura de autoprotección en casos
de desastre o de situaciones de emergencia;

XI. Ampliar y sistematizar los servicios de informa-
ción en casos de emergencia y desastre, a través de
los diferentes medios de comunicación;

XII. Coordinar las labores de auxilio a la población
afectada por la acción de agentes perturbadores en
la zona metropolitana, a través de los medios de
ayuda que se requieran;

XIII. Propiciar mecanismos de participación ciuda-
dana;
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XIV. Homologar los procedimientos de seguridad,
resguardo y seguimiento que con carácter preventi-
vo se establezcan; y 

XV. Las demás que su naturaleza y fines requiera,
autorizados por la Junta de Gobierno.

En situación de emergencia y cuando la eventualidad
alcance el ámbito territorial al que esta Ley se refiere,
la Comisión de Protección Civil realizará las funcio-
nes a las que se refieren los artículos 21 y 22 de la Ley
General de Protección Civil.

La representación del Consejo tendrá un asiento en el
Consejo Nacional de Protección Civil y en el Comité
Nacional de Emergencias solo con derecho a voz.

El Consejo podrá solicitar al gobierno federal o el de
las entidades federativas la expedición de declaratorias
de emergencia o de desastre natural con enfoque me-
tropolitano.

El Comité Financiero podrá operar un fondo de protec-
ción civil con base en las disposiciones aplicables de los
artículos 66 y 67 de la Ley General de Protección Civil.

El Instituto, con la participación de la Comisión de
Protección Civil, elaborará el Programa Metropolitano
de Protección Civil tomando en cuenta las líneas ge-
nerales que establezca el Programa Nacional de Pro-
tección Civil, así como las etapas consideradas en la
Gestión Integral de Riesgos y de acuerdo a la norma-
tividad de las entidades federativas en materia de pla-
neación. De igual manera el Instituto está facultado
para elaborar el Atlas Metropolitano de Riesgos, en
coordinación con la Comisión de Protección Civil que
la ley en la materia establece.

Artículo 29. La Comisión de Empleo, Desarrollo Eco-
nómico e Inversiones estará encargada de concertar y
coordinar la adopción de acciones conjuntas para pro-
mover los mercados metropolitanos, la generación de
empleo, la promoción de las micro, pequeña y media-
na empresas, la generación de inversiones empresaria-
les, la innovación tecnológica, la promoción y desa-
rrollo de la actividad turística, el desarrollo
agropecuario y rural, entre otras afines. 

La Comisión estará integrada por las autoridades fede-
rales y de las entidades federativas encargadas de los

asuntos de economía, trabajo, turismo y ciencia y tec-
nología. Cuando sea el caso podrá invitar con derecho
a voz a las representaciones del ámbito municipal y de
las demarcaciones territoriales cuando se trate un
asunto de su ámbito territorial, a través de las coordi-
naciones.

La Comisión tendrá las siguientes atribuciones:

I. Promover la planeación e implementación de po-
líticas públicas metropolitanas en materia de desa-
rrollo económico, competitividad, innovación tec-
nológica, fomento al empleo y promoción
empresarial;

II. Promover y fortalecer la planeación e implemen-
tación de políticas públicas en materia de logística,
comercio y abasto;

III. Promover y fortalecer la planeación e imple-
mentación de cadenas de integración productiva;

IV. Promover mediante acciones conjuntas, progra-
mas especiales de apoyo al empleo con participa-
ción del sector empresarial para personas con dis-
capacidad y adultos mayores;

V. Fomentar las acciones en materia de innovación
tecnológica y administrativa;

VI. Proponer políticas y estrategias de coordinación
entre los tres órdenes de gobierno y el sector em-
presarial;

VII. Impulsar las acciones conjuntas necesarias pa-
ra incentivar el desarrollo económico;

VIII. Sugerir mecanismos para el financiamiento de
las políticas, acciones y programas en materia de
desarrollo económico, competitividad y fomento al
empleo;

IX. Diseñar, fomentar y proponer medidas de sim-
plificación y desregulación administrativa que in-
centiven el desarrollo económico, la competitividad
y el fomento al empleo;

X. Impulsar acciones conjuntas de fomento a la in-
novación y al desarrollo tecnológico que tenga co-
mo objetivo el desarrollo de parques industriales de
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alta tecnología; clúster para el desarrollo de la in-
dustria del software y otras tecnologías de la infor-
mación, que posicionen al área metropolitana como
el nodo del conocimiento de América Latina;

XI. Impulsar acciones conjuntas de fortalecimiento
a la infraestructura para el desarrollo económico;

XII. Promover acciones y medidas para incremen-
tar sustancialmente la posición de la competitivi-
dad; y

XIII. Las demás necesarias para la realización de
sus atribuciones.

Artículo 30. La Comisión de Salud está encargada de
concertar y coordinar la adopción de acciones conjun-
tas para atender problemas comunes en materia de
prestación de servicios de salud y estará integrada por
las autoridades federales y de las entidades federativas
encargadas de los asuntos de salud. Cuando sea el ca-
so podrá invitar con derecho a voz a las representacio-
nes del ámbito municipal y de las demarcaciones terri-
toriales cuando se trate un asunto de su ámbito
territorial, a través de las coordinaciones.

La Comisión tendrá las siguientes atribuciones:

I. Promover y fortalecer la planeación e implemen-
tación de políticas públicas metropolitanas en mate-
ria de salud;

II. Impulsar acciones conjuntas necesarias para pro-
mover la salud;

III. Sugerir mecanismos para el financiamiento de
las políticas, acciones y programas metropolitanos
en materia de salud; y

IV.Las demás que sean necesarias para la realiza-
ción de sus atribuciones

Capítulo VI
De los convenios de coordinación

Artículo 31. Las comisiones, previa aprobación del
Consejo, formularán los convenios de coordinación me-
tropolitana para la atención de los asuntos de su compe-
tencia de las materias que esta ley regula, que deberán
signar los gobiernos que sean parte de los mismos.

Artículo 32. Los convenios de coordinación metropo-
litana serán obligatorios para las partes que los firmen
y por el término que así se describa.

Si no se describe un término específico en el convenio
de coordinación metropolitana, el término será indefi-
nido y para su extinción se requiere del acuerdo del to-
tal de las partes que lo suscribieron.

Todo convenio de coordinación metropolitana debe
contener cuando menos:

I. Capítulo de declaraciones: integrado por los datos
generales de las partes y sus representantes;

II. Capítulo de obligaciones: integrado por las obli-
gaciones contraídas conjunta e individualmente por
cada parte, en el que se precisen:

a) Las funciones y servicios públicos municipa-
les que son materia de coordinación y asocia-
ción metropolitana;

b) El grado y alcance de la intervención de las
instancias de coordinación metropolitana en las
etapas de planeación, programación, presupues-
to, ejecución, control, revisión y evaluación de
las funciones y servicios públicos municipales
anteriores, en el caso de área metropolitana, y de
las funciones públicas municipales y realización
de infraestructura regional en el caso de región
metropolitana, así como las atribuciones reserva-
das a los municipios en dichas áreas o regiones;

c) Las fórmulas, montos determinados o deter-
minables, límites o topes, condiciones de ejecu-
ción, suspensivas y de exclusión, tiempos y de-
más aspectos relativos a las aportaciones en
recursos financieros, humanos y materiales que
harán las partes para el caso de cada función o
servicio público materia de coordinación metro-
politana, así como para el funcionamiento de las
instancias de coordinación metropolitana; y

d) Las bases generales de la integración y opera-
ción del Fideicomiso Metropolitano que se
constituirá, en su caso, para la creación del fon-
do único de los recursos financieros que se apor-
ten para el desarrollo de los proyectos metropo-
litanos;
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III. Capítulo de sanciones y controversias: integra-
do por las sanciones convenidas para el caso del in-
cumplimiento de las obligaciones contraídas y la in-
dicación de las instancias jurisdiccionales ante las
que se dirimirán las posibles controversias deriva-
das de su aplicación; y

IV. Capítulo de validación: integrado por la indica-
ción del lugar y fecha de su celebración, así como la
identificación, firma autógrafa y sello oficial de los
representantes de las partes.

Capítulo VII
De la financiación

Artículo 33. El Consejo aprobará y enviará los pro-
yectos para ser financiados con recursos federalizados
provenientes de fondos del ámbito metropolitano, pre-
vio análisis, estudio y selección por parte del Comité
Financiero, los cuales deberán cumplir con los linea-
mientos que la autoridad expida para tal fin.

Asimismo, dicho comité orientará la aplicación de re-
cursos locales para proyectos de alcance metropolita-
no, mediante la suscripción de convenios entre las au-
toridades de las entidades federativas y las
municipales.

Artículo 34. El Consejo, previo estudio del Comité Fi-
nanciero, recomendará a los gobiernos de las entida-
des federativas de la zona metropolitana fórmulas de
recaudación que incrementen los recursos aplicables
para acciones, proyectos y obras en dicha zona.

Artículo 35. El Comité Financiero estará integrado
por:

I. Un o una representante de los gobiernos de cada
entidad federativa de la zona metropolitana a través
de sus dependencias de finanzas; y

II. Un o una representante del gobierno federal, a
través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co.

El Comité Financiero podrá invitar a sus reuniones a
representantes de las coordinaciones a la que esta Ley
se refiere, así como a los y las representantes de las
Comisiones y subcomisiones, con derecho a voz. 

Artículo 36. Son facultades del Comité Financiero,
además de las que esta ley establece:

I. Recibir y evaluar las propuestas de financiación
de actividades, proyectos y obras metropolitanas
que presenten las coordinaciones y comisiones y
proponer al Consejo los proyectos viables de ser fi-
nanciados con recursos metropolitanos;

II. Evaluar y dar seguimiento a la aplicación de los
recursos asignados; y

III. Las demás que apruebe el Consejo.

Capítulo VIII
De la participación social

Artículo 37. El Consejo establecerá como mecanismo
que garantice la participación de la sociedad la crea-
ción de una instancia de carácter asesor, de consulta
obligatoria y diálogo público, consultivo y propositivo
en materia de desarrollo metropolitano, planeación y
ordenación territorial, en la cual se asegure la partici-
pación y representación igualitaria de los sectores pú-
blico, social, privado y académico, así como de exper-
tos en las materias que establece esta Ley. Su
participación será honorífica.

Artículo 38. La integración de dicha instancia será
acordada por el Consejo y sus funciones se establece-
rán en el Reglamento Interior.

Capítulo IX
Del Parlamento Metropolitano 

Artículo 39. Los y las legisladoras a las que se refieren
las fracciones del último párrafo del artículo 10 de es-
ta Ley, así como legisladores federales y locales de las
entidades federativas de la zona metropolitana, con-
formarán el Parlamento Metropolitano como instancia
consultiva que se reunirá para adoptar acciones con-
certadas que prevean la formulación y presentación,
ante los órganos correspondientes, de iniciativas de ley
o adecuaciones a las leyes vigentes en los temas a los
que esta Ley se refiere. 

Sus reuniones serán trimestrales de manera ordinaria y
extraordinaria cuantas veces se requiera y tanto su pre-
sidencia como su sede será rotativa. La participación
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de legisladores en este Parlamento no tendrá remune-
ración alguna. 

Las y los legisladores no podrán enviar suplentes en su
representación.

Capítulo X
De la planeación del desarrollo de la 

Zona Metropolitana del Valle de México

Artículo 40. El Consejo contará con un Instituto de
Planeación Metropolitana del Valle de México como
instancia técnica encargada de planear, diseñar, formu-
lar e instrumentar la política pública metropolitana con
visión prospectiva de la megalópolis relacionada con
los asuntos a los que esta Ley hace referencia, así co-
mo administrar y suministrar información.

Artículo 41. El Instituto estará integrado por un secre-
tariado técnico compuesto por:

I. El o la Directora del Instituto designada por la
Junta de Gobierno, quien lo conducirá;

II. Seis personas consejeras, de manera paritaria,
con experiencia probada en materia de planeación y
reconocido mérito, aprobados por el Consejo.

Artículo 42. El Instituto está facultado para:

I. Formular, dar seguimiento, evaluar y vigilar el
Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana
del Valle de México;

II. Integrar un sistema de información estadística y
geográfica y elaborar estudios y diagnósticos re-
queridos en el proceso de planeación del desarrollo
metropolitano con visión prospectiva de la megaló-
polis;

III. Elaborar el sistema de indicadores de la zona
metropolitana del Valle de México a utilizar en las
diversas etapas del proceso de planeación, las cua-
les permitirán establecer metas de desarrollo metro-
politano que incluyan la habitabilidad, gobernanza,
equidad, interculturalidad y sustentabilidad y verifi-
car su cumplimiento para evaluar la política metro-
politana, sus programas para el cumplimiento de los
principios rectores y derechos humanos a los que
esta Ley se refiere;

IV. Apoyar a los municipios y demarcaciones terri-
toriales, o en su caso a la autoridad competente que
lo solicite, en revisar los dictámenes técnicos para
actualización de los usos de suelo en caso de pro-
yectos de impacto metropolitano y emitir la reco-
mendación correspondiente;

V. Asesorar en la elaboración de los apartados me-
tropolitanos de los programas de desarrollo, de go-
bierno, de ordenación territorial y demás que pue-
dan tener impacto metropolitano;

VI. Apoyar al Comité Financiero en la evaluación
presupuestal de los proyectos para verificar su con-
gruencia y alineación en la política metropolitana
que expida el Consejo y demás ordenamientos jurí-
dicos aplicables;

VII. Definir los temas de la Agenda Metropolitana,
jerarquizar los asuntos prioritarios de ésta y partici-
par en las actividades de coordinación, seguimiento
y evaluación de los trabajos, planes, programas y
acciones acordadas;

VIII. Dar seguimiento y evaluar en forma concu-
rrente a los programas, proyectos y acciones deri-
vadas de la Agenda Metropolitana y los que se de-
terminen en las Comisiones;

IX. Garantizar la participación que corresponda de
la instancia de participación ciudadana a la que se
refiere esta Ley; 

X. Integrar, operar, actualizar y difundir la platafor-
ma digital de la Zona Metropolitana del Valle de
México; y

XI. Las demás que esta Ley establece y las que de-
termine la Junta de Gobierno.

Capítulo XI
Del Programa de Ordenación 

Metropolitana del Valle de México

Artículo 43. El Consejo está facultado para aprobar el
Programa de Ordenación Metropolitana del Valle de
México que formule el Instituto, mismo que estará ali-
neado a las políticas, estrategias y objetivos estableci-
dos en el Plan Nacional de Desarrollo y los planes o
programas de desarrollo y sectoriales de las entidades
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federativas correspondientes, de conformidad con las
disposiciones jurídicas aplicables que establecen otros
ordenamientos jurídicos. 

Artículo 44. El Programa de Ordenación Metropolita-
na del Valle de México definirá las políticas y estrate-
gias generales, los objetivos, acciones, coordinación y
metas de corto, mediano y largo plazo, para la trans-
formación de la zona metropolitana con visión pros-
pectiva y fortalecimiento de la función social de la
misma para el desarrollo integral y sustentable con
perspectiva intercultural y de género. Para tal efecto,
el programa abarcará, al menos, las siguientes mate-
rias:

I. Asentamientos humanos, que incluye asuntos de
desarrollo urbano, ordenación territorial, vivienda,
interculturalidad, movilidad humana, protección ci-
vil, empleo, desarrollo económico, inversión, salud,
educación, cultura, patrimonio, equidad y desarro-
llo social y comunitario;

II. Ambiental y Cambio Climático, que incluye
asuntos de preservación y restauración del equili-
brio ecológico y protección al ambiente, mitigación
y adaptación del cambio climático, 

III. Agua potable y drenaje

IV. Recolección, tratamiento y disposición de des-
echos sólidos;

V. Movilidad urbana, que incluye los temas de in-
fraestructura vial, tránsito, transporte, accesibilidad
y diseño universal;

VI. Seguridad pública, que incluye seguridad ciu-
dadana y procuración de justicia; y

VII. Las demás que considere el Instituto.

Artículo 45. Este programa tendrá una vigencia de 20
años, revisado y modificado cada cinco años o cuando
ocurran cambios que modifiquen las condiciones fun-
damentales que le dieron origen, mismo que será apro-
bado por el Consejo.

Artículo 46. El Programa se enviará a los congresos de
las entidades federativas, los ayuntamientos y las al-
caldías para su conocimiento y ejecución en el ámbito

de sus respectivas competencias, mismo que será pu-
blicado en los órganos oficiales locales y en el Diario
Oficial de la Federación y su aplicación será obligato-
ria.

Capítulo XII
De las disposiciones finales

Artículo 47. El Consejo proveerá que las autoridades
de los distintos órdenes de gobierno que participan en
él, ya sea en la esfera de sus competencias o de mane-
ra conjunta, lo necesario para que este cumpla eficaz-
mente con sus funciones y resolverán de común acuer-
do todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento de
las disposiciones contenidas en la presente Ley.

De las controversias que surjan con motivo de la eje-
cución y cumplimiento de la presente Ley que no pue-
dan ser resueltas de común acuerdo, conocerá la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, en los términos
del artículo 105 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Artículos Transitorios

Primero. La presente Ley entrará en vigor el 17 de sep-
tiembre de 2018.

Segundo. El Consejo se instaurará a más tardar 40 dí-
as naturales a partir de la entrada en vigor de este or-
denamiento. 

Tercero. Las Comisiones a las que esta Ley se refiere
se instaurarán a más tardar 20 días naturales a partir de
la instauración del Consejo.

Cuarto. El Consejo expedirá el reglamento Interior en
un plazo no mayor a tres meses calendario al día de su
instauración.

Quinto. El Comité Financiero deberá estar instaurado
dentro de los siguientes 30 días hábiles posteriores a
partir de la instauración del Consejo.

Sexto. El Instituto deberá quedar instaurado dentro de
los dentro de los siguientes 60 días hábiles posteriores
a partir de la instauración del Consejo.

Séptimo. La instancia de participación ciudadana  de-
berá conformarse dentro de los siguientes 60 días há-
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biles posteriores a partir de la instauración del Conse-
jo.

Octavo. La federación y las entidades federativas a
partir de la entrada en vigor de esta Ley, dotaran de
servicios personales y recursos materiales para la ope-
ración del Instituto. A partir del siguiente ejercicio pre-
supuestal, será la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico quien deberá aprobar y destinar los recursos
necesarios para la operación de esta Ley, debiendo ser
gestionados estos recursos por el Pleno del Consejo.

Noveno. Las disposiciones contenidas en el Convenio
de Coordinación para la instalación del Consejo de
Desarrollo Metropolitano del Valle de México, que ce-
lebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano, la Ciudad de México, el Estado de México y
el Estado de Hidalgo, publicado en el Diario Oficial de
la Federación de fecha 25 de septiembre de 2017 y de-
más ordenamientos jurídicos derivados de este Conve-
nio continuarán vigentes en tanto queda instaurado el
Consejo al que esta Ley se refiere.

Décimo. Las legislaturas de las entidades federativas
adecuarán y armonizarán su normatividad a efecto de
estar acorde con los señalamientos generales de la ley.

Décimo Primero.Este ordenamiento se publicará en el
Diario Oficial de la Federación y en los órganos ofi-
ciales de difusión de las entidades federativas de la
Zona Metropolitana del Valle de México.

Décimo Segundo. Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente decreto.

Notas

1 Globalization and World Cities Study Group and Network

(GaWC), Loughborough University.

2 La cual se puede observar cuando señalan la continuidad demo-

gráfica entre centros urbanos de distintos territorios municipales

de acuerdo a los artículos 115, fracción VI de la Constitución Po-

lítica de los Estados Unidos Mexicanos y al artículo 3, fracción IX,

de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Te-

rritorial y Desarrollo Urbano. 

3 Ley de Coordinación Metropolitana del Estado de Jalisco, artí-

culo 3, numeral 2.

4 Artículo 5, fracción LXVIII de la Ley de Desarrollo Urbano del

Estado de Nuevo León; Artículo 1, fracción VIII de la Ley de Zo-

nas Metropolitanas del Estado de Baja California, y Artículo 2,

fracción XXVII de la Ley de Coordinación para el Desarrollo Me-

tropolitano Sustentable del Estado de Oaxaca

5 Ley de Zonas Metropolitanas del Estado de Baja California, Ar-

tículo 2, fracción VIII.

6 Ley de Coordinación para el Desarrollo Metropolitano Sustenta-

ble del Estado de Oaxaca, artículo 2, fracciones, XIX, XX, XXI y

XXVII.

7 En la legislación de Oaxaca se consideran así a aquellos munici-

pios que comparten una conurbación intermunicipal y cuya pobla-

ción en conjunto asciende a 50 mil o más habitantes, o a aquellos

municipios que muestran un alto grado de integración física y fun-

cional con Municipios vecinos predominantemente urbanos.  

8 Además de los requisitos mencionados, la localidad principal de

los municipios exteriores no debe estar ubicada a más de 15 kiló-

metros por carretera pavimentada y de doble carril, de la localidad

origen de a la Zona Metropolitana y que al menos el 15 por ciento

de su población ocupada trabaje en los municipios centrales o que

al menos el 10 por ciento de la población que trabaja en el muni-

cipio exterior viva en alguno de los municipios centrales.

9 De acuerdo a la Ley de Coordinación para el Desarrollo Metro-

politano Sustentable del Estado de Oaxaca para la incorporación

de estos municipios en la zona metropolitana, deben cumplir con

alguno de estos requisitos: 

a. Estar incluidos en la declaratoria (CONAPO - INEGI - SEDE-

SOL) de Zona Conurbada o Zona Metropolitana correspondiente. 

b. Estar considerados en el Programa de Ordenación de Zona Co-

nurbada o Zona Metropolitana respectivo. 

c. Estar reconocidos en el Programa Nacional de Desarrollo Urba-

no y Ordenación del Territorio vigente y en las Declaratorias co-

rrespondientes. 

10 Además, de acuerdo a la ley en la materia para el estado de Ja-

lisco, en su artículo 26, párrafo IV, los estatutos orgánicos del área

o región metropolitana pueden establecer los órganos que conside-

ren adecuados de acuerdo a lo que se establezca en el convenio de

coordinación, en relación a las funciones públicas y la prestación

de servicios.  

11 Ibídem, artículos 5 – 17. 
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12 El Convenio de Coordinación debe contener, al menos, lo si-

guiente, de acuerdo a lo que establece el artículo: 

I. La definición de la cartera de proyectos a ejecutar en el corto,

mediano y largo plazo y sus fuentes de financiamiento. 

II. La programación, ejecución y operación de obras de infraes-

tructura y equipamiento y la administración de servicios públicos

de nivel metropolitano.

III. La descripción de las acciones, inversiones, obras y servicios que

el Estado y los municipios se comprometen a realizar, en el corto,

mediano y largo plazo, para el cumplimiento y ejecución del plan.

IV. Los compromisos recíprocos para integrar una política de sue-

lo y reservas territoriales dentro de la zona metropolitana para los

distintos destinos del suelo particularmente para asegurar los dere-

chos de vía de la vialidad interurbana, el equipamiento y la in-

fraestructura de nivel metropolitano.

V. Los mecanismos y criterios para homologar las regulaciones y

normatividad urbana en la metrópoli.

VI. Los mecanismos de información, seguimiento, control y eva-

luación.

13 A partir de 2013 se derogó su Consejo para el Desarrollo Me-

tropolitano.

14 El Consejo Directivo del Instituto estará integrado por titulares

o representantes de las instancias estatales de la siguiente forma:

I. Presidente, que será el Secretario de Finanzas.

II. Un Secretario Técnico, que será el Director General del Institu-

to. 

III. Los Presidentes Municipales de los Municipios integrados en

la Zona Metropolitana y su Coordinador Municipal será el Presi-

dente del Municipio Central de la Zona Metropolitana

IV. Un representante de las delegaciones del Gobierno Federal:

SEDESOL, SEMARNAT y SCT

VI. Un representante de las Secretarias de Gobierno Estatal: Ge-

neral de Gobierno; de las Infraestructuras y del Ordenamiento Te-

rritorial Sustentable.

VII. El presidente del Consejo Honorario de Participación Ciuda-

dana

VIII. Un Comisario, que será el Titular de la Secretaría de la Con-

traloría del Gobierno del Estado de Oaxaca.

15 El convenio debe ser signado por cada uno de los municipios

incluidos en la declaratoria de área o región metropolitana, repre-

sentados por el Presidente, Síndico y secretarios municipales, por

una parte y por el titular del Poder Ejecutivo por la otra. Debe con-

tener un capítulo de declaraciones, otro de obligaciones que seña-

le las funciones y servicios públicos municipales materia de coor-

dinación y asociación metropolitana, un capítulo orgánico, otro de

sanciones y controversias y un capítulo de validación. Su revisión

o modificación puede ser solicitada por cualquiera de los munici-

pios integrantes del área o región metropolitana cuando así lo

aprueben las dos terceras partes de su ayuntamiento durante los

primeros 6 meses de su cargo, el Poder Ejecutivo del Estado du-

rante los primeros tres meses de su periodo constitucional y la mi-

tad más uno de los municipios integrantes del área o región me-

tropolitana en cualquier tiempo momento.

16 Dichos programas deben contener como la definición de los obje-

tivos y metas para la política metropolitana, en al menos, las siguien-

tes materias: Estructura Socio-Económica, Ordenamiento Territorial,

Medio Ambiente, Servicios Públicos, Infraestructura Urbana, Movili-

dad Urbana, Mapa de Riesgos y Protección del Patrimonio Cultural.

17 Con el que cuentan todas las entidades que tienen zonas metro-

politanas reconocidas y que está establecido en el Presupuesto de

Egresos de la Federación (Anexo 20.4 en el PEF 2017). Sin em-

bargo, sólo la ley de Baja California y la de Oaxaca, de entre las

entidades representativas que se han mencionado, lo menciona.

18 http://imeplan.mx/en/transparencia

19 La Gestión del Fondo Metropolitano en el Área Metropolitana

de Guadalajara tomado de: https://www.researchgate.net/publica-

tion/313556274_La_Gestion_del_Fondo_Metropolitano_en_el_A

rea_Metropolitana_de_Guadalajara [accessed Jun 21, 2017].

20 https://drive.google.com/file/d/0B_JfcKhF0WhFWkRieTJF-

YUVBQVU/view

21 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla

(última reforma del 23 de noviembre de 2016), Artículo 104, Frac-

ción II. 

22 Código Administrativo del Estado de México, Artículo 5.3,

fracción XLII. 

23 Ley de Coordinación para el Desarrollo Metropolitano del Es-

tado de Hidalgo, artículo 2, fracción XX. 
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24 Ley de Coordinación para el Desarrollo Metropolitano del Es-

tado de Morelos, artículo 2, fracción XVII

25 Ley de Desarrollo Urbano de Puebla, artículo 3, fracción

XXVII. 

26 Artículo 2, fracción XXI de la Ley de Coordinación para el De-

sarrollo Metropolitano del Estado de Hidalgo, y Artículo 2, frac-

ción XVII de la Ley de Coordinación para el Desarrollo Metropo-

litano del Estado de Morelos.

27 Cabe mencionar que la legislación hidalguense es anterior a las

de Morelos y Oaxaca y que, a diferencia de la última, en las pri-

meras se distinguen dos tipos de municipios exteriores, unos basa-

dos en criterios estadísticos y geográficos que serían el equivalen-

te a los municipios exteriores como los define la legislación

oaxaqueña, y los otros que, basados en criterios de planeación y

política urbana, son equivalentes a los denominados “municipios

metropolitanos” de la legislación de Oaxaca. 

28 Con base en la Primera Declaratoria de Ampliación del Ámbi-

to Territorial de Planeación y Estudio de la Zona Metropolitana del

Valle de México, publicada el 18 de agosto de 2008 en la Gaceta

del Gobierno del Estado de México, y los municipios propuestos a

incorporar a la ZMVM que señala el Sistema de Información Ge-

orreferenciada del Estado de Hidalgo.

29 De acuerdo a los datos proporcionados por la Encuesta Inter-

censal 2015 del INEGI.

30 http://www.oecd-ilibrary.org/urban-rural-and-regional-deve-

lopment/ocde-estudio-territorial-puebla-tlaxcala-mexico-

2013_9789264208490-es;jsessionid=23gk2l18lm3u0.x-oecd-live-

02

31 Gobierno constitucional del estado de Puebla, Periódico Ofi-

cial, Tomo CDXIV, Número 1 sexta sección, viernes 2 de octubre

de 2009, Puebla. Consultado el 26 de septiembre de 2017

http://sfa.puebla.gob.mx/images/docs/fondometropolitano/Acuer-

do%20conjunto%20que%20crea%20el%20CDM%20Puebla-

Tlax..pdf

32 Consultado el 26 de septiembre de 2017 : http://www.finanzas-

tlax.gob.mx/spf/index.php/noticias-de-la-spf/125-tlaxcala-y-pue-

bla-instalan-consejo-para-el-desarrollo-de-la-zona-metropolitana

33 De acuerdo al Instituto de Información e Investigación Geográ-

fica, Estadística y Catastral del Estado de México. 

34 Convenio de Coordinación por el que se reconoce la existencia

de la Zona Metropolitana de Cuernavaca, Periódico Oficial “Tie-

rra y Libertad”, 6a. época, no. 5091, 22 de mayo de 2013, Cuerna-

vaca, Morelos. P. 3

Dado en el Salón de Sesiones de la Cámara de Dipu-
tados a los trece días del mes de marzo del año dos mil
dieciocho.

Diputados: Cecilia Soto González (rúbrica), Germán Ernesto Ra-

lis Cumplido, Pablo Bedolla López, María de la Paz Quiñones

Cornejo (rúbrica)m, Evelyn Parra Álvarez (rúbrica), Héctor Barre-

ra Marmolejo (rúbrica), Ariadna Montiel Reyes, Norma Xóchitl

Hernández Colín, Carlos Gutiérrez García (rúbrica), Moisés Gue-

rra Mota (rúbrica), Nora Liliana Oropeza Olguín (rúbrica), Samuel

Rodríguez Torres, René Cervera García, Santiago Torreblanca En-

gell (rúbrica), Manuel Vallejo Barragán (rúbrica), Fernando Nava-

rrete Pérez (rúbrica), Rafael Hernández Soriano (rúbrica), Cristina

Ismene Gaytán Hernández (rúbrica), Armando Soto Espino (rúbri-

ca), David Gerson García Calderón (rúbrica), José Santiago López

(rúbrica), Francisco Martínez Neri (rúbrica), María Luisa Beltrán

Reyes (rúbrica), J. Guadalupe Hernández Alcalá (rúbrica), Érik

Juárez Blanquet (rúbrica), Érick Arturo Figueroa Ovando (rúbri-

ca), Victoriano Wences Real (rúbrica), Arturo Bravo Guadarrama

(rúbrica), Rafael Hernández Soriano (rúbrica),  Lluvia Flores Son-

duk (rúbrica), Arturo Santana Alfaro (rúbrica), Héctor Peralta

Grappin (rúbrica), Jorge Tello López (rúbrica), Agustín Francisco

de Asís Basave Benítez (rúbrica).
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